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§ 1

Nota de autor

Seleccionar y ordenar en forma de código universitario las normas más relevantes del 
ordenamiento jurídico internacional supone aceptar, al menos, dos retos, uno material o de 
contenido, y otro formal, relativo al tipo de fuentes normativas incluidas.

El primer reto, material o temático, deriva de la vastedad de este ordenamiento jurídico 
que, impulsado por la intensificación y aceleración de las relaciones internacionales, se 
expande a un número de materias cada vez mayor. Si elaborar un código implica la 
necesidad de delimitar una serie de ámbitos temáticos en torno a los cuales agrupar las 
normas seleccionadas, la dificultad en el caso del Derecho internacional público estriba en 
diseñar una serie temática que cumpla dos objetivos: 1) abarcar de modo suficiente los 
contenidos materiales de esta disciplina, y 2) dotar a dicha serie de un cierto orden lógico-
sistemático que además sea reflejo de las características propias del ordenamiento jurídico 
internacional. Partiendo de la certeza de que toda selección temática es discutible e 
incompleta, estos son dos de los principios que han guiado la elaboración de este código 
universitario: suficiencia temática y ordenación sistemática de las materias y normas 
elegidas.

Así, teniendo siempre presente su carácter de herramienta de apoyo al estudio, este 
código universitario toma como punto de partida las normas internacionales relativas a la 
elaboración de una de las fuentes primarias del Derecho internacional, incluyendo bajo el 
primer epígrafe, dedicado a los tratados internacionales, el Convenio de Viena sobre 
Derecho de los Tratados. A continuación, la materia del código ha sido ordenada teniendo en 
cuenta tres elementos clave de la sociedad internacional: el Estado (sujeto originario de la 
comunidad internacional), las Organizaciones Internacionales (sujetos derivados) y el 
individuo o persona física (cuya subjetividad está limitada al ámbito de ciertas 
organizaciones internacionales de carácter regional, pero que es destinatario último de no 
pocas normas internacionales). Fuentes normativas, Estado, persona física y organización 
internacional son, por lo tanto, las cuatro realidades básicas que inspiran la selección de 
normas, así como su ordenación en los diversos epígrafes que se proponen.

Se parte así del Estado como sujeto clave de la comunidad internacional y actor aún 
central de las relaciones internacionales, lo cual se refleja en seis epígrafes. Los epígrafes 2 
(Inmunidad Jurisdiccional del Estado), 3 (Acción Exterior del Estado) y 4 (Responsabilidad 
Internacional del Estado) permiten comprender, al menos parcialmente, la posición jurídica 
del Estado como sujeto en la comunidad internacional. Los epígrafes 5 (Espacio Aéreo), 6 
(Espacio Marítimo) y 7 (Espacio Ultraterrestre), por su parte, agrupan normas relativas a 
cómo el Estado proyecta, según los casos, su soberanía, jurisdicción o mera actividad en 
una serie de espacios relevantes para el Derecho internacional.

A continuación, es el individuo o persona física quien se convierte en el centro de 
atención de esta recopilación normativa, y en especial a través de las normas que inciden en 
la relación entre individuo y Estado contemplada desde la perspectiva del Derecho 
internacional y la protección de la persona. En este sentido, se han diseñado dos epígrafes 
relativos a la protección internacional de los derechos humanos, tanto en el ámbito universal 
(epígrafe 8A, que incluye convenios adoptados en el ámbito de la Organización de las 
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Naciones Unidas) como regional (epígrafe 8B, con instrumentos vinculados al Consejo de 
Europa). En todos estos casos se trata de normas internacionales que establecen una 
protección de carácter no penal del individuo frente al Estado. Siguen un epígrafe 9 
consagrado a las normas sobre Asilo y Refugio (protección que un Estado dispensa en su 
territorio a personas que no son de su nacionalidad y que se hallan en circunstancias de 
grave riesgo de violación de determinados derechos humanos), y un epígrafe 10 que incluye 
normas de Derecho penal y procesal internacional, que en líneas generales suponen la 
reacción más radical frente a las más graves violaciones de los derechos humanos, 
tipificadas como crímenes internacionales o, al menos, como delitos que justifican un 
ejercicio extraterritorial de la jurisdicción penal del Estado. Por último, se ha optado por 
incluir un epígrafe 11 dedicado al Derecho de los conflictos armados, que contempla no tanto 
los métodos y medios de guerra que pueden emplear las partes que combaten en un 
conflicto armado, sino las normas que protegen, en esa situación extrema, a las personas 
que no participan en las hostilidades (civiles) o que han dejado de participar en las mismas 
(heridos, enfermos, náufragos y prisioneros de guerra).

Finalmente, el epígrafe 12 hace referencia a una serie de tratados internacionales 
constitutivos de organizaciones internacionales de las que España es Estado miembro. El 
propósito y la extensión de este código universitario obligan a que la selección sea aquí 
extremadamente reducida desde el punto de vista numérico. Ello quizá explique 
suficientemente que se haya optado por incluir únicamente cuatro organizaciones 
internacionales: dos de ámbito y vocación universales, la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) y la Organización Mundial del Comercio (OMC), y dos de carácter regional, el 
Consejo de Europa y la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN). En realidad, el 
Estatuto de Roma, incluido en el epígrafe 10, es también y entre otras cosas, el tratado 
constitutivo de una quinta organización internacional, la Corte Penal Internacional. Con ello, 
las organizaciones seleccionadas, pese a ser únicamente cinco, abarcan una serie de 
materias a la vez amplias y fundamentales en la comunidad internacional, como son la paz y 
la seguridad, la cooperación internacional, la promoción y protección de los derechos 
humanos, el comercio internacional, la defensa y, por último, la lucha contra la impunidad de 
los crímenes más graves para la comunidad internacional en su conjunto.

El segundo reto, que he denominado formal, proviene del singular sistema de fuentes 
normativas propio del Derecho internacional público, así como de la relación de este 
ordenamiento, el jurídico-internacional, con los ordenamientos estatales, y en este caso 
concreto con el ordenamiento jurídico español. Podría pensarse, en relación con el sistema 
de fuentes jurídico-internacionales, que el reto a que me refiero se reduce a incluir, en los 
epígrafes correspondientes de este código, tratados internacionales (también llamados 
normas convencionales) junto a las habituales normas legislativas y constitucionales. Algo 
hay de cierto en esta afirmación y, sin embargo, la cuestión es algo más compleja, como 
trataré de explicar a continuación.

Existe un amplio consenso entre los iusinternacionalistas en partir del artículo 38 del 
Estatuto del Tribunal Internacional de Justicia para responder a la pregunta relativa a los 
modos de creación de las normas internacionales (las llamadas “fuentes formales”), lo que a 
su vez lleva casi siempre a la conclusión de que la compleja y vastísima realidad normativa 
internacional puede en última instancia reconducirse a tres fuentes primarias: los tratados 
internacionales, la costumbre internacional y los principios generales del Derecho. De estas 
tres fuentes, tan solo la primera se presta a ser incluida en un código universitario de las 
características de este que el lector tiene ante sí. En efecto, los tratados internacionales 
incluidos en este código (todos ellos multilaterales) son acuerdos celebrados por escrito 
entre Estados, que constan en textos denominados auténticos y que han sido depositados 
ante instancias acordadas por los Estados partes. Constatar su existencia, conocer su 
contenido y manejarlos como instrumentos es tarea relativamente fácil. Sin embargo, la 
existencia de la costumbre y los principios generales del Derecho, fuentes de singular 
relevancia en el ordenamiento jurídico internacional, es habitualmente determinada a través 
de los llamados medios auxiliares (la jurisprudencia y la doctrina científica). Existen de un 
modo más impreciso que los tratados y, si bien su aplicabilidad e importancia son muy reales 
en el Derecho internacional, no constan en textos acordados y auténticos que hayan sido 
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objeto de depósito oficial y que puedan ser manejados como instrumentos. Ello explica que 
esta selección de normas no contenga textos ni enlaces directos a normas consuetudinarias 
o principios generales. Y explica también que algunas normas fundamentales del 
ordenamiento internacional no estén incluidas en esta recopilación más que en la medida en 
que hayan sido codificadas en los tratados internacionales que sí se incluyen, o en textos 
como el Proyecto de artículos sobre la responsabilidad internacional del Estado por hechos 
internacionales ilícitos, de 12 de diciembre de 2001, fruto del trabajo codificador y de 
desarrollo progresivo que lleva a cabo la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones 
Unidas, y que no ha sido transformado en tratado por los Estados que forman parte de la 
comunidad internacional.

Queda por hacer una muy breve referencia a cómo las normas internacionales, creadas 
por procedimientos distintos de las normas estatales o internas, pasan a formar parte del 
ordenamiento jurídico interno. En el Derecho español, en el caso de los tratados 
internacionales la incorporación al Derecho nacional se lleva a cabo mediante la publicación 
íntegra en el Boletín Oficial del Estado. Por esta razón, en el caso de normas no 
consolidables resulta natural en esta nota incluir un enlace al instrumento de ratificación o 
adhesión publicado en el BOE, que contiene el texto auténtico del tratado de que se trate. 
Pero, junto a este texto oficialmente publicado en España, se ha optado por incluir, cuando 
ha resultado posible, un enlace al texto o sitio web internacional, opción que no resulta 
redundante porque a través de dicho enlace se accede fácil y rápidamente a datos de sumo 
interés relativos a cada tratado, tales como información histórica y técnica, copias auténticas 
certificadas en todos los idiomas oficiales, datos actualizados sobre el estado de las 
ratificaciones y adhesiones, así como el texto de las declaraciones y reservas formuladas por 
los Estados partes. Estas dos últimas variables (ratificaciones y adhesiones, por un lado, y 
reservas y declaraciones, por otro) proporcionan una información imprescindible para 
comprender la aplicabilidad y vigencia de cada tratado concreto. En efecto, no siendo los 
tratados internacionales normas generales, como por ejemplo la legislación interna, sino 
normas particulares, en el sentido de crear obligaciones y derechos en principio solo para los 
Estados partes en los mismos, es necesario tener siempre claro no solo el contenido de 
cada tratado, sino qué Estados son partes en él, y en qué específicos términos es parte cada 
Estado (reservas y declaraciones).

Se relacionan a continuación las normas internacionales no consolidadas a través de la 
base de datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, ordenadas conforme a los 
epígrafes que integran este código electrónico universitario.

 
Fernando Val Garijo

 
 
 

RELACIÓN DE NORMAS INTERNACIONALES NO CONSOLIDABLES CON SUS 
ENLACES WEB

 
 
1. DERECHO DE LOS TRATADOS:
►Instrumento de adhesión de 2 de mayo de 1972, del Convenio de Viena sobre 

el Derecho de los Tratados, adoptado en Viena el 23 de mayo de 1969:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1980-11884
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsIII.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=XXIII-1ampchapter=23ampTemp=mtdsg3ampclang=_en
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http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1980-11884
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsIII.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XXIII-1&chapter=23&Temp=mtdsg3&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsIII.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XXIII-1&chapter=23&Temp=mtdsg3&clang=_en


2. INMUNIDAD JURISDICCIONAL DEL ESTADO:
►Convención de las Naciones Unidas sobre las inmunidades jurisdiccionales de 

los Estados y de sus bienes, de 2 de diciembre de 2004 (Instrumento de adhesión de 
21 de diciembre de 2011):

http://undocs.org/es/A/RES/59/38  (Download the Word Document)
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=III-13ampchapter=3ampclang=_en
 
3. ACCIÓN EXTERIOR DEL ESTADO:
►Convenio sobre Relaciones Diplomáticas firmado en Viena el día 18 de abril de 

1961:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1968-108
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=III-3ampchapter=3ampclang=_en
►Convenio de Viena sobre Relaciones Consulares de 24 de abril de 1963:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1970-257
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=III-6ampchapter=3ampclang=_en
►Instrumento de Adhesión de España a la Convención sobre las Misiones 

Especiales y Protocolo Facultativo sobre la solución obligatoria de Controversias, 
hechos en Nueva York el 8 de diciembre de 1969:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2001-12852
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=III-9ampchapter=3ampclang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=III-10ampchapter=3ampclang=_en
 

 
4. RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL DEL ESTADO:
►Proyecto de artículos sobre la responsabilidad internacional del Estado por 

hechos internacionales ilícitos, 12 de diciembre de 2001:
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N01/658/84/PDF/

N0165884.pdf?OpenElement
 
5. ESPACIO AÉREO:
►Instrumento de ratificación del Protocolo del Convenio sobre Aviación Civil 

Internacional (Chicago, 1944):
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1969-1497
https://www.icao.int/publications/Pages/doc7300.aspx
 
6. ESPACIO MARÍTIMO:
►Instrumento de ratificación de la Convención de las Naciones Unidas sobre el 

Derecho del Mar, hecho en Montego Bay el 10 de diciembre de 1982:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1997-3296
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https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=III-13&chapter=3&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1968-108
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=III-3&chapter=3&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=III-3&chapter=3&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1970-257
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=III-6&chapter=3&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=III-6&chapter=3&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2001-12852
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=III-9&chapter=3&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=III-9&chapter=3&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=III-10&chapter=3&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=III-10&chapter=3&clang=_en
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N01/658/84/PDF/N0165884.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N01/658/84/PDF/N0165884.pdf?OpenElement
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1969-1497
https://www.icao.int/publications/Pages/doc7300.aspx
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1997-3296


https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsIII.aspx?
src=TREATYampmtdsg_no=XXI-6ampchapter=21ampTemp=mtdsg3ampclang=_en

►Instrumento de ratificación de la Parte XI de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982, hecho en Nueva York 
el 28 de julio de 1994:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1997-3168
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=XXI-6-aampchapter=21ampclang=_en
 
7. ESPACIO ULTRATERRESTRE:
►Tratado sobre los principios que deben regir las actividades de los Estados en 

la exploración y utilización del espacio ultraterrestre, incluso la Luna y otros cuerpos 
celestes:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1969-151
http://www.unoosa.org/res/oosadoc/data/documents/2017/stspace/

stspace61rev_2_0_html/V1703167-SPANISH.pdf
http://www.unoosa.org/oosa/en/ourwork/spacelaw/treaties.html
 
8. DERECHOS HUMANOS: A) Ámbito Universal:
►Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 1948 

(Resolución 217 A (III) de la Asamblea General de las Naciones Unidas):
https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Translations/spn.pdf
►Instrumento de Ratificación de España del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, hecho en Nueva York el 19 de diciembre de 1966:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1977-10733
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=IV-4ampchapter=4ampclang=_en
►Instrumento de adhesión de 17 de enero de 1985, de España al Protocolo 

Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 16 de 
diciembre de 1966:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1985-5259
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=IV-5ampchapter=4ampclang=_en
►Instrumento de ratificación de España del Segundo Protocolo Facultativo del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos destinados a abolir la pena de 
muerte, de 15 de diciembre de 1989:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1991-17792
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=IV-12ampchapter=4ampclang=_en
►Instrumento de Ratificación de España del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, hecho en Nueva York el 19 de diciembre de 
1966:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1977-10734
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=IV-3ampchapter=4ampclang=_en

CÓDIGO UNIVERSITARIO DE DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

§ 1  Nota de autor

– 5 –

https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsIII.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XXI-6&chapter=21&Temp=mtdsg3&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsIII.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XXI-6&chapter=21&Temp=mtdsg3&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1997-3168
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XXI-6-a&chapter=21&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XXI-6-a&chapter=21&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1969-151
http://www.unoosa.org/res/oosadoc/data/documents/2017/stspace/stspace61rev_2_0_html/V1703167-SPANISH.pdf
http://www.unoosa.org/res/oosadoc/data/documents/2017/stspace/stspace61rev_2_0_html/V1703167-SPANISH.pdf
http://www.unoosa.org/oosa/en/ourwork/spacelaw/treaties.html
https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Translations/spn.pdf
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1977-10733
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-4&chapter=4&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-4&chapter=4&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1985-5259
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-5&chapter=4&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-5&chapter=4&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1991-17792
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-12&chapter=4&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-12&chapter=4&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1977-10734
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-3&chapter=4&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-3&chapter=4&clang=_en


►Instrumento de Ratificación del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, hecho en Nueva York el 10 de 
diciembre de 2008:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2013-2081
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATYampmtdsg_no=IV-3-

aampchapter=4ampclang=_en
►Instrumento de Ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño, 

adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 
1989:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1990-31312
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=IV-11ampchapter=4ampclang=_en
►Instrumento de Ratificación del Protocolo facultativo de la Convención sobre 

los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones, hecho en 
Nueva York el 19 de diciembre de 2011:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2014-966
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATYampmtdsg_no=IV-11-

dampchapter=4ampclang=_en
 
8. DERECHOS HUMANOS: B) Ámbito Regional:
►Instrumento de ratificación del protocolo nº 11 al Convenio para la protección 

de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales relativo a la 
reestructuración del mecanismo de control establecido por Convenio, Estrasburgo 11 
de mayo de 1994:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1998-15127
INSTRUMENTO DE RATIFICACION DEL PROTOCOLO NUMERO 11 AL 

CONVENIO PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS Y DE LAS 
LIBERTADES FUNDAMENTALES RELATIVO A LA REESTRUCTURACION DEL 
MECANISMO DE CONTROL ESTABLECIDO POR CONVENIO, HECHO EN 
ESTRASBURGO EL 11 DE MAYO DE 1994

►Acuerdo sobre la aplicación provisional de determinadas disposiciones del 
Protocolo nº 14 al Convenio para la protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2009-18786
Protocolo n.º 14 al Convenio para la protección de los Derechos Humanos y de 

las Libertades Fundamentales (iustel.com)
►Convenio para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales, Roma, 4 de noviembre de 1950:
https://www.echr.coe.int/Documents/Convention_SPA.pdf
 
9. ASILO Y REFUGIO:
►Instrumento de Adhesión de España a la Convención sobre el Estatuto de los 

Refugiados, hecha en Ginebra el 28 de julio de 1951, y al Protocolo sobre el Estatuto 
de los Refugiados, hecho en Nueva York el 31 de enero de 1967:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1978-26331
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsII.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=V-2ampchapter=5ampTemp=mtdsg2ampclang=_en
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http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2013-2081
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-3-a&chapter=4&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-3-a&chapter=4&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1990-31312
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-11&chapter=4&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-11&chapter=4&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2014-966
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-11-d&chapter=4&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-11-d&chapter=4&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1998-15127
https://vlex.es/vid/libertades-mecanismo-estrasburgo-15358586
https://vlex.es/vid/libertades-mecanismo-estrasburgo-15358586
https://vlex.es/vid/libertades-mecanismo-estrasburgo-15358586
https://vlex.es/vid/libertades-mecanismo-estrasburgo-15358586
https://vlex.es/vid/libertades-mecanismo-estrasburgo-15358586
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2009-18786
https://www.iustel.com//diario_del_derecho/noticia.asp?ref_iustel=1038803&popup=
https://www.iustel.com//diario_del_derecho/noticia.asp?ref_iustel=1038803&popup=
https://www.echr.coe.int/Documents/Convention_SPA.pdf
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1978-26331
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsII.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=V-2&chapter=5&Temp=mtdsg2&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsII.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=V-2&chapter=5&Temp=mtdsg2&clang=_en


https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?
src=TREATYampmtdsg_no=V-5ampchapter=5ampclang=_en

►Reglamento (UE) nº 604/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de 
junio de 2013, por el que se establecen los criterios y mecanismos de determinación 
del Estado miembro responsable del examen de una solicitud de protección 
internacional presentada en uno de los Estados miembros por un nacional de un 
tercer país o un apátrida:

BOE.es - DOUE-L-2013-81288 Reglamento (UE) nº604/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26de junio de 2013, por el que se establecen los criterios 
y mecanismos de determinación del Estado miembro responsable del examen de 
una solicitud de protección internacional presentada en uno de los Estados miembros 
por un nacional de un tercer país o un apátrida.

 
10. DERECHO PENAL Y PROCESAL INTERNACIONAL:
►Instrumento de Ratificación del Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional, hecho en Roma el 17 de julio de 1998:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2002-10139
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, hecho en Roma el 17 de julio 

de 1988
https://asp.icc-cpi.int/en_menus/asp/states%20parties/Pages/the%20states

%20parties%20to%20the%20rome%20statute.aspx
 
11. DERECHO DE LOS CONFLICTOS ARMADOS:
►Los Convenios de Ginebra del 12 de Agosto de 1949 (I, II, III y IV):
https://www.icrc.org/spa/assets/files/publications/convenios-gva-esp-2012.pdf
►Instrumentos de Ratificación de los Protocolos I y II adicionales a los 

Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1989-17696
►Instrumento de Ratificación del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra 

del 12 de agosto de 1949 relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional 
(Protocolo III), hecho en Ginebra el 8 de diciembre de 2005:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2011-3166
https://www.icrc.org/es/guerra-y-derecho/tratados-de-dih-y-el-dih-consuetudinario/

convenios-de-ginebra
https://ihl-databases.icrc.org/applic/ihl/ihl.nsf/
 
12. ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL: A) Ámbito Universal:
►Declaración unilateral española en aceptación de la jurisdicción obligatoria del 

Tribunal Internacional de Justicia:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1990-27553
►Carta de las Naciones Unidas:
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=I-1ampchapter=1ampclang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=I-2ampchapter=1ampclang=_en
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https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=V-5&chapter=5&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=V-5&chapter=5&clang=_en
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2013-81288
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2013-81288
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2013-81288
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2013-81288
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2013-81288
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2002-10139
https://asp.icc-cpi.int/sites/asp/files/asp_docs/Publications/Compendium/RomeStatute-SPA.pdf
https://asp.icc-cpi.int/sites/asp/files/asp_docs/Publications/Compendium/RomeStatute-SPA.pdf
https://asp.icc-cpi.int/en_menus/asp/states%20parties/Pages/the%20states%20parties%20to%20the%20rome%20statute.aspx
https://asp.icc-cpi.int/en_menus/asp/states%20parties/Pages/the%20states%20parties%20to%20the%20rome%20statute.aspx
https://www.icrc.org/spa/assets/files/publications/convenios-gva-esp-2012.pdf
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1989-17696
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2011-3166
https://www.icrc.org/es/guerra-y-derecho/tratados-de-dih-y-el-dih-consuetudinario/convenios-de-ginebra
https://www.icrc.org/es/guerra-y-derecho/tratados-de-dih-y-el-dih-consuetudinario/convenios-de-ginebra
https://ihl-databases.icrc.org/applic/ihl/ihl.nsf/
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1990-27553
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=I-1&chapter=1&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=I-1&chapter=1&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=I-2&chapter=1&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=I-2&chapter=1&clang=_en


►Estatuto del Tribunal Internacional de Justicia:
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=I-3ampchapter=1ampclang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?

src=TREATYampmtdsg_no=I-4ampchapter=1ampclang=_en
►Instrumento de Ratificación del Acuerdo por el que se establece la 

Organización Mundial del Comercio y del Acuerdo sobre Contratación Pública, 
hechos en Marrakech el 15 de abril de 1994:

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1995-1850
https://www.wto.org/spanish/docs_s/legal_s/04-wto_s.htm
 
12. ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL: B) Ámbito Regional:
►Instrumento de Adhesión de España al Estatuto del Consejo de Europa, hecho 

en Londres el 5 de mayo de 1949:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1978-5972
http://www.coe.int:80/T/ES/Com/About_Coe/Member_states/default.asp
►Instrumento de Adhesión del Reino de España al Tratado del Atlántico Norte:
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1982-12535
https://www.nato.int/cps/en/natohq/official_texts_17120.htm?selectedLocale=es
https://www.nato.int/cps/en/natohq/57772.htm
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https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=I-3&chapter=1&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=I-3&chapter=1&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=I-4&chapter=1&clang=_en
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=I-4&chapter=1&clang=_en
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1995-1850
https://www.wto.org/spanish/docs_s/legal_s/04-wto_s.htm
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1978-5972
http://www.coe.int/T/ES/Com/About_Coe/Member_states/default.asp
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1982-12535
https://www.nato.int/cps/en/natohq/official_texts_17120.htm?selectedLocale=es
https://www.nato.int/cps/en/natohq/57772.htm


§ 2

Constitución Española. [Inclusión parcial]

Cortes Generales
«BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978

Última modificación: 17 de febrero de 2024
Referencia: BOE-A-1978-31229

[ . . . ]
TÍTULO II

De la Corona

Artículo 56.  
1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el 

funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado 
español en las relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad 
histórica, y ejerce las funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

2. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la 
Corona.

3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán 
siempre refrendados en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin 
dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el artículo 65, 2.

[ . . . ]
Artículo 63.  

1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los 
representantes extranjeros en España están acreditados ante él.

2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse 
internacionalmente por medio de tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes.

3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y 
hacer la paz.

Artículo 64.  
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por 

los Ministros competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno, y la 
disolución prevista en el artículo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso.

2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.

[ . . . ]
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TÍTULO III
De las Cortes Generales

[ . . . ]
CAPÍTULO TERCERO

De los Tratados Internacionales

Artículo 93.  
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se 

atribuya a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas 
de la Constitución. Corresponde a las Cortes Generales o al Gobierno, según los casos, la 
garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones emanadas de los 
organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.  
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o 

convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:
a) Tratados de carácter político.
b) Tratados o convenios de carácter militar.
c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos 

y deberes fundamentales establecidos en el Título I.
d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda 

Pública.
e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan 

medidas legislativas para su ejecución.
2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los 

restantes tratados o convenios.

Artículo 95.  
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la 

Constitución exigirá la previa revisión constitucional.
2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional 

para que declare si existe o no esa contradicción.

Artículo 96.  
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente 

en España, formarán parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser 
derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de 
acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.

2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo 
procedimiento previsto para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO IV
Del Gobierno y de la Administración

Artículo 97.  
El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 

del Estado. Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la 
Constitución y las leyes.

[ . . . ]
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§ 3

Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos 
Internacionales

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 288, de 28 de noviembre de 2014

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2014-12326

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 23 de mayo de 1969, 

codifica con vocación universal las cuestiones esenciales del proceso de celebración y 
entrada en vigor de los tratados internacionales celebrados entre Estados, así como su 
observancia, aplicación e interpretación. Si bien no abarca la regulación de cuestiones como 
la sucesión de Estados en materia de tratados o la responsabilidad derivada del 
incumplimiento, puede seguir considerándose como ‘el Tratado de los tratados’ y el reflejo 
del Derecho consuetudinario en la materia.

La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y 
Organizaciones internacionales o entre Organizaciones internacionales, de 21 de marzo de 
1986, que aún no ha entrado en vigor, completa el ámbito de aplicación material de la 
Convención de 1969 y regula los tratados entre uno o varios Estados y una o varias 
organizaciones internacionales, así como los tratados celebrados entre organizaciones 
internacionales.

España es Estado parte de la Convención de Viena de 1969 sobre el Derecho de los 
Tratados y prestó el consentimiento en obligarse por la Convención de 1986 el 24 de julio de 
1990. Ambas Convenciones configuran el marco de referencia de la presente Ley.

En nuestro ordenamiento jurídico, la única norma específica reguladora de los tratados 
es el Decreto 801/1972, de 24 de marzo, sobre ordenación de la actividad de la 
Administración del Estado en materia de tratados internacionales. En su momento, este 
decreto logró acomodar el ordenamiento jurídico español a las exigencias de Derecho 
Internacional en materia de tratados internacionales y dio respuesta a las remisiones al 
Derecho interno que hacía la Convención de Viena de 1969.
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Sin embargo, con el paso del tiempo el Decreto 801/1972, de 24 de marzo, ha quedado 
obsoleto tanto por el notable desarrollo experimentado por el Derecho Internacional a lo 
largo de las últimas cuatro décadas, como por los profundos cambios políticos y 
constitucionales vividos por España desde 1972. Ello hace de todo punto necesario 
reemplazar el Decreto por una nueva regulación que, de forma sistemática y actualizada, 
regule la actividad del Estado en materia de tratados internacionales y otros acuerdos 
internacionales. Esta necesidad se ha subrayado tanto por las propias administraciones 
públicas, como por los ámbitos académico y doctrinal.

II
En efecto, el Derecho Internacional contemporáneo ha conocido un desarrollo que lo ha 

colocado en una situación que poco tiene ya que ver con la existente en el momento de 
aprobación del Decreto 801/1972, de 24 de marzo. Las Convenciones de Viena de 1969 y 
1986 son, sin duda, el marco de referencia en materia de tratados internacionales, pero 
difícilmente puede obviarse la existencia de determinados fenómenos de nuevo cuño y 
cambios dentro de la comunidad internacional que también han tenido profundas 
consecuencias en la práctica internacional de los Estados y, muy en particular, en su 
actividad convencional. Así, en primer lugar, destaca la multiplicación de organizaciones 
internacionales con capacidad, en muchos casos, para celebrar acuerdos internacionales 
con los Estados. Ejemplo particularmente reseñable es el de la Unión Europea ya que tanto 
su naturaleza supranacional como la atribución de amplias competencias en materia exterior 
le empujan a la celebración de acuerdos internacionales, destacando por sus consecuencias 
para los Estados miembros la peculiar y compleja categoría de los acuerdos mixtos con 
países terceros.

En segundo término, hay que tener presente que la práctica en materia convencional se 
ha ido haciendo cada vez más intensa, compleja y fértil sobre la base del principio de 
autonomía de la voluntad, lo cual ha dado origen a nuevas formas de acuerdos y nuevos 
problemas de aplicación. En este sentido, el Derecho interno de un Estado puede establecer 
la distinción entre tratados y otros tipos de acuerdos internacionales, posibilidad que 
contemplan expresamente las Convenciones de Viena de 1969 y 1986 en sus respectivos 
artículos 2.2. Así, en relación con las nuevas formas de acuerdos, cabe citar los acuerdos de 
ejecución de tratados internacionales, normalmente denominados en la práctica española 
‘acuerdos internacionales administrativos’ y la celebración de acuerdos internacionales no 
normativos, frecuentemente denominados Memorandos de Entendimiento o identificados 
mediante las siglas MOU derivadas de la denominación inglesa Memoranda of 
Understanding que instrumentan la asunción de compromisos políticos. Ahora bien, ello no 
impide en modo alguno que coexistan categorías diferentes a las tres reguladas por esta Ley 
que se rigen, todas ellas, por el Derecho interno de los Estados.

Desde la perspectiva interna, los artículos 56, 63.2 y 93 a 96 de la Constitución Española 
de 1978 regulan la actividad exterior del Estado en materia de tratados internacionales y en 
buena medida el Decreto 801/1972, de 24 de marzo, no resulta compatible con ellos. No en 
vano, la entrada en vigor de la Constitución Española significó, en virtud del apartado tercero 
de su Disposición derogatoria única, la terminación de vigencia de aquellas partes del 
Decreto 801/1972, de 24 de marzo, que eran incompatibles con la Carta Magna; y tal era el 
caso al menos de los títulos V y VI del citado Decreto. Hasta el momento este vacío 
normativo ha sido cubierto en la práctica por tres vías principales. En primer lugar, por la 
emisión de un buen número de circulares y órdenes ministeriales que han ido articulando de 
forma dispersa los trámites a seguir en la tramitación interna de los tratados internacionales 
y de los otros posibles acuerdos internacionales. En segundo lugar, por la tarea 
interpretadora del Tribunal Constitucional, así como por la labor asesora del Consejo de 
Estado y de la Asesoría Jurídica Internacional del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación. Y en tercer lugar, dado el silencio del Decreto 801/1972, de 24 de marzo, a 
propósito de la aplicación, los jueces ordinarios también han desempeñado un papel de 
primer orden.

Asimismo, el diseño territorial del Estado realizado tras la entrada en vigor de la 
Constitución Española de 1978 ha significado el reconocimiento a las Comunidades 
Autónomas, a través de sus respectivos Estatutos de Autonomía, de relevantes 

CÓDIGO UNIVERSITARIO DE DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

§ 3  Ley de Tratados y otros Acuerdos Internacionales

– 12 –



competencias en materia de acción exterior. De esta forma, como consecuencia de lo 
previsto en el apartado tercero del artículo 149.1 de la Constitución Española, el Estado 
posee una competencia de carácter exclusivo en materia de relaciones internacionales que, 
con base en una asentada jurisprudencia del Tribunal Constitucional, incluye en su núcleo 
duro precisamente la capacidad de celebrar tratados internacionales, el llamado ius ad 
tractatum. No obstante, las Comunidades Autónomas tienen competencia para desplegar 
ciertas actividades de acción exterior entre las que cabe, por ejemplo, la celebración de 
acuerdos internacionales no normativos. También disponen de competencia para celebrar 
acuerdos internacionales administrativos, en concreción o ejecución de un tratado. Gozan, 
además, de competencias en otros aspectos de la acción exterior que también tienen 
consecuencias en la propia política exterior del Estado en materia de celebración de tratados 
internacionales y que deben ser objeto de regulación para garantizar su adecuada inserción 
dentro de la competencia exclusiva del Estado derivada de los artículos 97 y 149.1.3.ª de la 
Constitución Española. Tal es el caso, por ejemplo, del derecho de las Comunidades 
Autónomas a proponer la apertura de negociaciones para la celebración de tratados sobre 
materias respecto de las que acrediten un interés justificado, el derecho a ser informadas de 
la negociación de tratados internacionales que afecten a sus competencias o el derecho a 
solicitar al Gobierno formar parte de la delegación española que negocie un tratado 
internacional que afecte a competencias de las Comunidades Autónomas.

Igualmente la pertenencia de España a la Unión Europea tiene profundas repercusiones 
en el ámbito de la celebración de tratados internacionales y otros acuerdos internacionales. 
No en vano la Unión goza de personalidad jurídica propia y de amplias competencias en 
materia exterior, lo cual se traduce en la posibilidad de celebrar acuerdos internacionales con 
países terceros u organizaciones internacionales. Dichos acuerdos vinculan tanto a las 
instituciones de la Unión como a los Estados miembros y son de dispar naturaleza según 
sea la competencia de la Unión sobre la que se base. Pueden existir, por tanto, acuerdos 
que celebre solo la Unión con un país tercero o una organización internacional, sin 
participación alguna de los Estados miembros, si la Unión goza de competencia exclusiva 
para ello. Pero pueden existir acuerdos en los que, junto a la Unión, participen también los 
Estados miembros, si se trata de competencias compartidas; precisamente por este motivo, 
ha surgido la peculiar categoría de los acuerdos mixtos. A su vez, según sea su contenido, 
naturaleza y finalidad, existe una amplia variedad de posibilidades de acuerdos: acuerdos de 
asociación, acuerdos comerciales, acuerdos de adhesión, entre otros. Se trata, en cualquier 
caso, de un ámbito específico en el que el tratamiento jurídico que dé cada Estado miembro 
exige también unas especificidades y una flexibilidad que permita asumir las peculiaridades 
derivadas de la pertenencia a un proceso de integración de carácter supranacional.

Este escenario exige una actualización del instrumento jurídico que regula la ordenación 
de la actividad del Estado en materia de tratados internacionales y otros acuerdos 
internacionales y aconseja un rango legal para atender lo que ya fueron recomendaciones 
del Consejo de Estado. En este sentido, cuando en su momento se estaba preparando el 
Decreto 801/1972, de 24 de marzo, el Consejo de Estado llamó la atención sobre el hecho 
de que «el interés público y la seguridad jurídica aconsejan que se dicte una disposición de 
rango legal» en sus dictámenes núm. 37.248 y 37.068, de 19 de noviembre de 1971. De 
igual modo, una vez en vigor la Constitución Española de 1978, el Consejo de Estado volvió 
a pronunciarse en el mismo sentido con ocasión del informe que emitió a propósito del 
anteproyecto de ley de tratados que se preparó en 1985, si bien no llegó a remitirse a las 
Cortes Generales, en su dictamen núm. 47.392, de 21 de febrero de 1985. Ello obedece, 
entre otros aspectos, a que «la materia afecta a las relaciones entre órganos 
constitucionales y asimismo entre los ordenamientos jurídicos nacional e internacional, 
regula la producción y aplicación de normas jurídicas convencionales (Constitución 
Española, artículo 96) y, finalmente, porque el artículo 63.2 de la Constitución Española 
establece en realidad una reserva de ley». En efecto, esta disposición establece que «al Rey 
corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por 
medio de tratados, de conformidad con la Constitución Española y las leyes».
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III
Así las cosas, el contenido de esta Ley de tratados y otros acuerdos internacionales se 

articula en torno a cinco grandes títulos. El punto de partida lo configuran las disposiciones 
generales del título I que precisan el alcance material de la Ley e incluyen definiciones de los 
principales conceptos manejados en la Ley. A continuación, como núcleo fundamental de la 
misma, se regula en el título II todo lo relativo a la competencia para la celebración y la 
celebración misma de los tratados internacionales, diferenciando, de la misma forma que 
hace el Convenio de Viena de 1969 sobre Derecho de los Tratados, entre la representación 
internacional de España, el proceso de celebración, la publicación y registro, la ejecución y 
observancia y la enmienda, suspensión y denuncia. A partir de ahí, la Ley dedica los dos 
títulos siguientes a la regulación de dos importantes modalidades de acuerdos 
internacionales de relevancia creciente en la práctica internacional que, sin embargo, no 
gozan de la naturaleza de los tratados internacionales, a saber, los acuerdos internacionales 
administrativos, título III, y los acuerdos internacionales no normativos, título IV. Ambas 
modalidades precisan una regulación de los aspectos propios de su naturaleza, calificación, 
tramitación y, según los casos, publicación o registro administrativo. Por último, en razón de 
la naturaleza de nuestro Estado autonómico y las competencias asumidas en materia de 
acción exterior por las Comunidades Autónomas a través de sus respectivos Estatutos de 
Autonomía, la Ley presta particular atención a la participación de estas Comunidades 
Autónomas, título V, tanto en la celebración de tratados internacionales como de acuerdos 
administrativos y acuerdos no normativos. Finalmente, la Ley se cierra con las 
correspondientes disposiciones adicionales, derogatoria y finales.

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y definiciones

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto regular la celebración y aplicación por España de los 

tratados internacionales, los acuerdos internacionales administrativos y los acuerdos 
internacionales no normativos definidos en el artículo 2.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de esta Ley se entiende por:
a) «tratado internacional»: acuerdo celebrado por escrito entre España y otro u otros 

sujetos de Derecho Internacional, y regido por el Derecho Internacional, ya conste en un 
instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su 
denominación.

b) «acuerdo internacional administrativo»: acuerdo de carácter internacional no 
constitutivo de tratado que se celebra por órganos, organismos o entes de un sujeto de 
Derecho Internacional competentes por razón de la materia, cuya celebración está prevista 
en el tratado que ejecuta o concreta, cuyo contenido habitual es de naturaleza técnica 
cualquiera que sea su denominación y que se rige por el Derecho Internacional. No 
constituye acuerdo internacional administrativo el celebrado por esos mismos órganos, 
organismos o entes cuando se rige por un ordenamiento jurídico interno.

c) «acuerdo internacional no normativo»: acuerdo de carácter internacional no 
constitutivo de tratado ni de acuerdo internacional administrativo que se celebra por el 
Estado, el Gobierno, los órganos, organismos y entes de la Administración General del 
Estado, las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, las Entidades Locales, 
las Universidades públicas y cualesquiera otros sujetos de derecho público con competencia 
para ello, que contiene declaraciones de intenciones o establece compromisos de actuación 
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de contenido político, técnico o logístico, y no constituye fuente de obligaciones 
internacionales ni se rige por el Derecho Internacional.

d) «sujeto de Derecho Internacional»: un Estado, una organización internacional u otro 
ente internacional que goce de capacidad jurídica para celebrar tratados internacionales.

e) «plenipotencia» o «plenos poderes»: documento que acredita a una o varias personas 
para representar a España en la negociación, adopción o autenticación del texto de un 
tratado internacional, para expresar el consentimiento en obligarse por este o para ejecutar 
cualquier otro acto con respecto a un tratado.

f) «negociación»: proceso por el que se elabora el texto de un tratado internacional.
g) «negociador»: el representante del sujeto de Derecho Internacional que participa en la 

elaboración y adopción del texto de un tratado internacional.
h) «adopción»: acto por el que España expresa su acuerdo sobre el texto de un tratado 

internacional.
i) «autenticación»: acto por el que España establece como correcto, auténtico y definitivo 

el texto de un tratado internacional.
j) «rúbrica»: acto por el que España autentica un tratado internacional mediante una 

firma abreviada o las iniciales del plenipotenciario.
k) «firma»: acto por el que España autentica un tratado internacional o manifiesta el 

consentimiento en obligarse por él.
l) «firma ad referendum»: acto por el que España firma, sin la previa autorización del 

Consejo de Ministros, un tratado internacional, y que equivaldrá a la firma definitiva una vez 
aprobada la firma ad referendum por el Consejo de Ministros.

m)   «canje de instrumentos»: acto por el que España y otro sujeto de Derecho 
Internacional autentican o manifiestan el consentimiento en obligarse por un tratado 
constituido por instrumentos, cuando se disponga que este acto tenga ese efecto o cuando 
conste de otro modo que ambos sujetos de Derecho Internacional han convenido que lo 
tenga.

n) «ratificación»: acto, precedido de una firma de autenticación, por el que España hace 
constar su consentimiento en obligarse por el tratado internacional, mediante el instrumento 
regulado en el artículo 22 de esta Ley.

ñ) «adhesión»: acto por el que España hace constar su consentimiento en obligarse por 
un tratado multilateral, cuando no ha sido previamente firmado o ratificado por España, 
mediante el instrumento regulado en el artículo 22 de esta Ley.

o) «aceptación», «aprobación» y «notificación»: denominaciones del acto, con idénticos 
efectos, por el que España hace constar su consentimiento en obligarse por un tratado 
internacional, se haya firmado o no el texto del tratado.

p) «contratante»: sujeto de Derecho Internacional que ha consentido en obligarse por un 
tratado internacional haya o no entrado en vigor.

q) «parte»: sujeto de Derecho Internacional que ha consentido en obligarse por un 
tratado internacional y para el cual dicho tratado está en vigor.

r) «reserva»: declaración unilateral realizada por España al firmar, ratificar, aceptar o 
aprobar un tratado internacional o al adherirse a él, para excluir o modificar los efectos 
jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a España, cualquiera que sea 
su enunciado o denominación.

s) «objeción a una reserva»: declaración unilateral por la que España expresa su 
disconformidad en relación con la reserva formulada previamente por otro sujeto de Derecho 
Internacional.

t) «declaración interpretativa»: manifestación de voluntad realizada unilateralmente por 
España para precisar o aclarar el sentido o alcance que atribuye al tratado internacional o a 
alguna de sus disposiciones, cualquiera que sea su enunciado o denominación.

u) «denuncia»: acto por el que España hace constar su consentimiento para dar por 
finalizadas respecto a sí mismo las obligaciones derivadas de un tratado.
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CAPÍTULO II
Competencias en materia de tratados y otros acuerdos internacionales

Artículo 3.  Competencias del Consejo de Ministros.
Corresponderá al Consejo de Ministros:
a) Autorizar la firma de los tratados internacionales y actos de naturaleza similar a la 

firma, conforme a lo dispuesto en el artículo 14.
b) Aprobar su firma ad referendum.
c) Autorizar su aplicación provisional, en los términos previstos por la presente Ley.
d) Aprobar y acordar la remisión a las Cortes Generales de los proyectos de ley orgánica 

previstos en el artículo 93 de la Constitución.
e) Acordar la solicitud de autorización previa y disponer a este efecto la remisión a las 

Cortes Generales de los tratados internacionales en los supuestos del artículo 94.1 de la 
Constitución.

f) Disponer la remisión al Congreso de los Diputados y al Senado del resto de los 
tratados internacionales a los efectos del artículo 94.2 de la Constitución Española.

g) Acordar la manifestación del consentimiento de España para obligarse mediante un 
tratado internacional y, en su caso, las reservas que pretenda formular.

h) Conocer de los acuerdos internacionales administrativos y de los no normativos cuya 
importancia así lo aconseje.

Artículo 4.  Competencias del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.
1. En el ámbito de la Administración General del Estado, el Ministerio de Asuntos 

Exteriores y de Cooperación:
a) Ejercerá la competencia general en materia de tratados internacionales y las 

atribuciones que no correspondan a otros ministerios que, por razón de la materia, resulten 
competentes en la negociación y seguimiento de los mismos.

b) Prestará asistencia técnica, como departamento especializado en materia de Derecho 
Internacional, a los órganos y entes intervinientes en la celebración de tratados y otros 
acuerdos internacionales, y les asesorará en dicha materia de conformidad con lo previsto 
en la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones 
Públicas.

c) Hará el seguimiento de la actividad convencional, informará de ello a los órganos 
colegiados del Gobierno y formulará ante estos las propuestas de decisión que procedan.

2. En relación con las restantes Administraciones Públicas, el Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación ejercerá tareas de asesoramiento, coordinación y las demás 
funciones que se le atribuyen en esta Ley.

Artículo 5.  Competencias de los departamentos ministeriales.
Corresponderá a los departamentos ministeriales respecto de los tratados y otros 

acuerdos internacionales que les afecten en el ámbito de sus respectivas competencias:
a) La iniciativa en la negociación del tratado o acuerdo.
b) El planteamiento, desarrollo y conclusión de la negociación.
c) La presencia y participación en la celebración, aplicación y seguimiento de los tratados 

o acuerdos.
d) Mantener informado de la negociación, aplicación y seguimiento de los tratados o 

acuerdos al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.
e) La propuesta al Consejo de Ministros, conjuntamente con el Ministerio de Asuntos 

Exteriores y de Cooperación, de los acuerdos de autorización de rúbrica, firma, canje de 
instrumentos o firma ad referendum, a los efectos de la autenticación, así como la propuesta 
de la aplicación provisional.
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Artículo 6.  Comisión interministerial de coordinación en materia de tratados y otros 
acuerdos internacionales.

Se crea la Comisión interministerial de coordinación en materia de tratados y otros 
acuerdos internacionales como órgano colegiado de intercambio de información y 
coordinación de los departamentos ministeriales, cuya composición y funcionamiento se 
determinarán reglamentariamente.

Dicha Comisión establecerá la forma de hacer efectiva la cooperación entre la 
Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta 
y Melilla con finalidad informativa, y hacer efectiva su participación en el cumplimiento de los 
compromisos internacionales formalizados por España.

Artículo 7.  Competencias de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla y 
Entidades Locales.

Las Comunidades Autónomas podrán participar en la celebración de tratados 
internacionales. Asimismo, las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla y las 
Entidades Locales podrán celebrar otros acuerdos internacionales en el marco de las 
competencias que les otorgan los tratados internacionales, la Constitución Española, los 
Estatutos de Autonomía y el resto del ordenamiento jurídico, en los términos establecidos en 
el título V de esta Ley.

TÍTULO II
De los tratados internacionales

CAPÍTULO I
Representación internacional de España

Artículo 8.  Denominación del Estado español.
La denominación oficial del Estado español en los tratados internacionales será «Reino 

de España».

Artículo 9.  Nombramiento de representantes de España.
El Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a propuesta del ministerio o 

ministerios competentes por razón de la materia, nombrará a los representantes de España 
para la ejecución de cualquier acto internacional relativo a un tratado internacional.

Artículo 10.  Plenos poderes.
1. Para ejecutar en representación de España cualquier acto internacional relativo a un 

tratado y, en particular, para negociar, adoptar y autenticar su texto, así como para 
manifestar el consentimiento de España en obligarse por el tratado, la persona o personas 
que los lleven a cabo deberán estar provistas de una plenipotencia firmada por el Ministro de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación en nombre del Rey.

2. No necesitarán plenipotencia para representar a España:
a) El Rey, el Presidente del Gobierno y el Ministro de Asuntos Exteriores y de 

Cooperación.
b) Los Jefes de Misión Diplomática y de Representación Permanente ante una 

organización internacional para la negociación, adopción y autenticación del texto de un 
tratado internacional entre España y el Estado u organización ante los que se encuentran 
acreditados.

c) Los Jefes de Misión Especial enviados a uno o varios Estados extranjeros para la 
negociación, adopción y autenticación del texto de un tratado internacional entre España y 
cualquiera de los Estados a los que ha sido enviada la Misión.

d) Los representantes acreditados ante una conferencia internacional o ante una 
organización internacional o uno de sus órganos, para la negociación, adopción y 
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autenticación del texto de un tratado internacional elaborado en el seno de tal conferencia, 
organización u órgano.

3. La ejecución de un acto internacional relativo al proceso de celebración de un tratado 
internacional por persona no provista de plenipotencia no surtirá efectos jurídicos, salvo que 
el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación convalide el acto.

CAPÍTULO II
Celebración de los tratados internacionales

Artículo 11.  Negociación.
1. Los departamentos ministeriales negociarán los tratados internacionales en el ámbito 

de sus respectivas competencias, en coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación.

2. La apertura del proceso de negociación de un tratado internacional se someterá a 
previo conocimiento de los órganos colegiados del Gobierno a través de la Comisión General 
de Secretarios de Estado y Subsecretarios. A tal efecto, el Ministerio de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación, a iniciativa de los ministerios interesados, elevará un informe con la relación 
de los procesos de negociación cuya apertura se propone, que incluirá una valoración sobre 
la oportunidad de cada uno de ellos en el marco de la política exterior española.

3. Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla podrán participar en 
las negociaciones de un tratado internacional en los términos previstos en el título V.

Artículo 12.  Adopción.
Corresponderá a los negociadores adoptar el texto de un tratado internacional. En el 

supuesto de un texto elaborado por una Conferencia internacional, o en el seno de una 
organización internacional, la adopción se realizará de conformidad con el Reglamento de 
dicha conferencia, las reglas de la organización y, en su defecto, de acuerdo con las normas 
generales de Derecho Internacional.

Artículo 13.  Autenticación.
1. El texto de un tratado internacional se autenticará mediante el procedimiento que en él 

se prescriba o convengan los negociadores. En defecto de previsión o acuerdo el texto 
quedará establecido como auténtico mediante la firma, la firma ad referendum o la rúbrica 
puestas en el texto del tratado o en el Acta final de la Conferencia internacional en la que 
figure dicho texto.

2. Los tratados internacionales de carácter bilateral suscritos por España estarán 
siempre redactados en español y así se hará constar en ellos, sin perjuicio de que también 
puedan estarlo en otra u otras lenguas españolas que sean cooficiales en una Comunidad 
Autónoma o en lenguas extranjeras.

Artículo 14.  Autorización de firma y actos de naturaleza similar.
1. El Consejo de Ministros autorizará la rúbrica, firma o canje de instrumentos, según sea 

el caso, de un tratado internacional, y aprobará su firma ad referendum.
La propuesta al Consejo de Ministros será elevada por el Ministro de Asuntos Exteriores 

y de Cooperación y, en su caso, conjuntamente con el titular del departamento ministerial 
que sea competente por razón de la materia.

2. El Presidente del Gobierno y el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación 
podrán firmar ad referendum cualquier tratado internacional. La firma ad referendum por 
cualquier otro representante de España precisará la autorización del Ministro de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación.

El Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, conjuntamente con el titular del 
departamento ministerial competente por razón de la materia, elevará la firma ad referendum 
para su aprobación al Consejo de Ministros y comunicará la aprobación al depositario o, en 
su caso, a la contraparte.
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3. La aprobación por el Consejo de Ministros de la firma ad referendum de un tratado 
equivaldrá a la firma definitiva con efectos de autenticación.

Artículo 15.  Aplicación provisional.
1. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de 

Cooperación, y a iniciativa motivada del departamento competente para su negociación, 
autorizará la aplicación provisional, total o parcial, de un tratado internacional antes de su 
entrada en vigor. El Ministerio de la Presidencia comunicará el acuerdo de autorización a las 
Cortes Generales.

2. La aplicación provisional no podrá autorizarse respecto de los tratados internacionales 
a que se refiere el artículo 93 de la Constitución Española.

3. En el supuesto de que se trate de un tratado internacional comprendido en alguno de 
los supuestos del artículo 94.1 de la Constitución Española, si las Cortes Generales no 
concedieran la preceptiva autorización para la conclusión de dicho tratado, el Ministro de 
Asuntos Exteriores y Cooperación notificará de inmediato a los otros contratantes, entre los 
que el tratado se aplica provisionalmente, la intención de España de no llegar a ser parte en 
el mismo, terminando en ese momento su aplicación provisional.

4. El Consejo de Ministros autorizará la aplicación provisional de los tratados 
internacionales que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública y el 
desembolso de fondos con carácter previo a su ratificación y entrada en vigor, a iniciativa 
motivada del departamento competente, siempre que exista crédito adecuado y suficiente en 
los Presupuestos Generales del Estado, de acuerdo con el calendario de pagos previsto, 
previo informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y a propuesta del 
Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

Artículo 16.  Manifestación del consentimiento en obligarse por un tratado.
1. El Consejo de Ministros acordará la manifestación del consentimiento de España en 

obligarse por un tratado internacional, de conformidad con la Constitución Española y las 
leyes, en la forma convenida por los negociadores.

2. En los supuestos de tratados que pudieran estar incluidos en los artículos 93 y 94.1 de 
la Constitución Española, los representantes de España solo podrán convenir aquellas 
formas de manifestación del consentimiento que permitan la obtención de la autorización de 
las Cortes Generales previamente a la conclusión del tratado.

Artículo 17.  Trámites internos previos a la manifestación del consentimiento en obligarse 
por un tratado internacional.

1. La manifestación del consentimiento en obligarse por un tratado internacional de los 
previstos en los artículos 93 y 94.1 de la Constitución Española requerirá la previa 
autorización de las Cortes Generales en los términos establecidos en dichos preceptos.

2. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, visto el informe de la Asesoría 
Jurídica Internacional acerca de la tramitación del tratado y en coordinación con el ministerio 
competente por razón de la materia objeto del tratado, elevará al Consejo de Estado, de 
acuerdo con el artículo 22.1 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de 
Estado, la consulta acerca de la necesidad de autorización de las Cortes Generales con 
carácter previo a la prestación del consentimiento en obligarse por un tratado. Asimismo, le 
corresponderá proponer al Consejo de Ministros, previo dictamen del Consejo de Estado, el 
envío del tratado a las Cortes Generales con ese fin.

3. El Consejo de Ministros remitirá a las Cortes Generales el tratado, acompañado de los 
informes y dictámenes existentes, así como de cualquier otro posible documento anejo o 
complementario del tratado, las reservas o declaraciones que se proponga formular España 
o hayan realizado otros Estados, así como la indicación, en su caso, de la existencia de 
aplicación provisional del tratado.

Artículo 18.  Información al Congreso de los Diputados y al Senado.
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 94.2 de la Constitución Española, el 

Gobierno informará inmediatamente al Congreso de los Diputados y al Senado de la 
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conclusión de todo tratado internacional y le remitirá su texto completo, junto con las 
reservas formuladas y las declaraciones que España haya realizado, con los informes y 
dictámenes recabados.

2. Respecto de todo tratado, las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de 
los Presidentes de aquellas, la información y colaboración que precisen del Gobierno y sus 
departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las Comunidades Autónomas 
y Ciudades de Ceuta y Melilla.

Artículo 19.  Control previo de constitucionalidad.
El control previo de constitucionalidad de los tratados internacionales previsto en el 

artículo 95 de la Constitución Española se tramitará de conformidad con lo previsto en el 
artículo 78 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional y en los 
Reglamentos del Congreso de los Diputados y del Senado.

Artículo 20.  Canje o depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación y 
adhesión.

El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación adoptará las medidas pertinentes 
para proceder al canje, depósito o notificación a los contratantes o al depositario de los 
instrumentos mediante los que se manifiesta el consentimiento de España en obligarse por 
un tratado internacional.

Artículo 21.  Reservas y declaraciones.
1. La manifestación del consentimiento de España en obligarse mediante un tratado 

internacional irá acompañada, en su caso, de las reservas y declaraciones que España haya 
decidido formular.

2. En el caso de tratados internacionales que precisen de la autorización parlamentaria a 
que se refiere el artículo 17, la manifestación del consentimiento irá acompañada, en su 
caso, de las reservas y declaraciones en los términos en que hayan sido autorizadas por las 
Cortes Generales.

3. El Gobierno informará a las Cortes Generales respecto de las aceptaciones u 
objeciones que haya formulado a las reservas emitidas por las otras partes contratantes en 
los tratados internacionales previamente autorizados por las Cámaras.

Artículo 22.  Firma del instrumento de manifestación del consentimiento por el Rey.
El Rey, con el refrendo del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, firmará los 

instrumentos de ratificación y de adhesión que manifiesten el consentimiento de España en 
obligarse por un tratado internacional.

CAPÍTULO III
Publicación y registro de los tratados internacionales

Artículo 23.  Publicación en el Boletín Oficial del Estado y entrada en vigor.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados se publicarán íntegramente en el 

«Boletín Oficial del Estado». Dicha publicación habrá de producirse al tiempo de la entrada 
en vigor del tratado para España o antes, si se conociera fehacientemente la fecha de su 
entrada en vigor.

2. Si se hubiera convenido la aplicación provisional de un tratado o de parte del mismo, 
se procederá a su inmediata publicación. En su momento se publicará la fecha de la entrada 
en vigor para España o, en su caso, aquella en que termine su aplicación provisional.

3. Los tratados internacionales formarán parte del ordenamiento jurídico interno una vez 
publicados en el «Boletín Oficial del Estado».
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Artículo 24.  Contenido de la publicación.
1. La publicación de un tratado internacional en el «Boletín Oficial del Estado» incluirá el 

texto íntegro del tratado junto a cualesquiera instrumentos y documentos anejos o 
complementarios, así como los actos unilaterales dependientes del tratado. Además, se 
publicará la fecha de entrada en vigor del tratado y, en su caso, la de aplicación provisional y 
su terminación.

2. Asimismo se publicará en el Boletín Oficial del Estado cualquier acto posterior que 
afecte a la aplicación de un tratado internacional.

Artículo 25.  Registro.
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 102 de la Carta de las Naciones 

Unidas, el Gobierno, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
registrará en la Secretaría de las Naciones Unidas, los tratados bilaterales en los que 
España sea parte, así como los tratados multilaterales de los que España sea depositaria. 
Medidas semejantes se adoptarán en cualquier otra organización internacional que proceda.

2. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación comunicará a la Secretaría de 
las Naciones Unidas, y a cualquier otra organización internacional que proceda, todo acto 
ulterior realizado por España que modifique o suspenda dichos tratados internacionales, o 
que ponga término a su aplicación.

Artículo 26.  Custodia y depósito.
1. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación custodiará los textos originales 

de los tratados internacionales celebrados por España o, en su caso, los ejemplares 
autorizados de los mismos, así como los de cualquier otro instrumento o comunicación 
relativos a un tratado.

2. En caso de que España sea designada depositaria de un tratado internacional, las 
funciones correspondientes serán desempeñadas por el Ministerio de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación.

Artículo 27.  Publicaciones periódicas.
Sin perjuicio de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», el Ministerio de Asuntos 

Exteriores y de Cooperación publicará periódicamente colecciones de tratados en vigor en 
los que España sea parte.

CAPÍTULO IV
Aplicación e interpretación de los tratados internacionales

Artículo 28.  Eficacia.
1. Las disposiciones de los tratados internacionales válidamente celebrados solo podrán 

ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de 
acuerdo con las normas generales de Derecho Internacional.

2. Los tratados internacionales válidamente celebrados y publicados oficialmente 
producirán efectos en España desde la fecha que el tratado determine o, en su defecto, a 
partir de la fecha de su entrada en vigor.

Artículo 29.  Observancia.
Todos los poderes públicos, órganos y organismos del Estado deberán respetar las 

obligaciones de los tratados internacionales en vigor en los que España sea parte y velar por 
el adecuado cumplimiento de dichos tratados.

Artículo 30.  Ejecución.
1. Los tratados internacionales serán de aplicación directa, a menos que de su texto se 

desprenda que dicha aplicación queda condicionada a la aprobación de las leyes o 
disposiciones reglamentarias pertinentes.
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2. El Gobierno remitirá a las Cortes Generales los proyectos de ley que se requieran 
para la ejecución de un tratado internacional.

3. El Gobierno, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla 
adoptarán las medidas necesarias para la ejecución de los tratados internacionales en los 
que España sea parte en lo que afecte a materias de sus respectivas competencias.

Artículo 31.  Prevalencia de los tratados.
Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales válidamente celebrados 

y publicados oficialmente prevalecerán sobre cualquier otra norma del ordenamiento interno 
en caso de conflicto con ellas, salvo las normas de rango constitucional.

Artículo 32.  Declaración de inconstitucionalidad.
La declaración de inconstitucionalidad de los tratados internacionales se tramitará por el 

procedimiento regulado en el título II de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del 
Tribunal Constitucional.

Artículo 33.  Efectos jurídicos de las reservas, ámbito territorial, cláusula de la nación más 
favorecida y aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia.

1. De conformidad con las normas generales de Derecho Internacional y según lo 
previsto en el propio tratado, se determinarán:

a) Los efectos jurídicos de las reservas que afecten a las disposiciones de un tratado 
internacional del que España sea parte.

b) Los efectos jurídicos de las objeciones a tales reservas.
c) El ámbito de aplicación territorial del tratado.
2. Los efectos jurídicos de la cláusula de la nación más favorecida inserta en tratados 

internacionales en los que España sea parte se determinarán de conformidad con las 
normas de Derecho Internacional.

3. Cuando España sea parte en dos o más tratados internacionales sucesivos relativos a 
la misma materia, la determinación de las disposiciones que hayan de prevalecer se 
efectuará en la forma prevista en dichos tratados y, en su defecto, de acuerdo con las 
normas generales de Derecho Internacional.

Artículo 34.  Retirada de las reservas y de las objeciones a las reservas.
1. La retirada de las reservas, así como de las declaraciones u objeciones que España 

haya formulado requerirá la autorización del Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación. Asimismo, el Consejo de Ministros tomará 
conocimiento y, en su caso, aceptará la retirada de reservas y declaraciones formuladas por 
otras partes.

2. Cuando la retirada afecte a reservas y declaraciones aprobadas por las Cortes 
Generales, se requerirá su autorización previa. En los demás casos las Cortes Generales 
serán informadas de ello.

Artículo 35.  Reglas de interpretación.
1. Las disposiciones de los tratados internacionales se interpretarán de acuerdo con los 

criterios establecidos por las normas generales de Derecho Internacional, los consagrados 
en los artículos 31 a 33 de la Convención de Viena de 23 de mayo de 1969 sobre Derecho 
de los Tratados y los contenidos en el propio tratado.

2. En la interpretación de los tratados internacionales constitutivos de Organizaciones 
internacionales y de tratados adoptados en el ámbito de una organización internacional, se 
tendrá en cuenta toda norma pertinente de la organización.

3. Las disposiciones de tratados internacionales afectadas por declaraciones formuladas 
por España se interpretarán conforme al sentido conferido en ellas.

4. Las disposiciones dictadas en ejecución de tratados internacionales en los que 
España sea parte se interpretarán de conformidad con el tratado que desarrollan.
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5. Las dudas y discrepancias sobre la interpretación y el cumplimiento de un tratado 
internacional del que España sea parte se someterán al dictamen del Consejo de Estado, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, 
por el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación en coordinación con el ministerio 
competente por razón de la materia.

CAPÍTULO V
Enmienda, denuncia y suspensión de los tratados internacionales

Artículo 36.  Enmienda.
1. La enmienda de un tratado internacional se llevará a cabo en la forma en él prevista o, 

en su defecto, mediante la conclusión entre las partes de un nuevo tratado.
2. Cuando el tratado internacional prevea un procedimiento de enmienda que no requiera 

la conclusión de un nuevo tratado internacional se seguirá en el Derecho interno español 
alguno de los siguientes procedimientos:

a) Toma de conocimiento por el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación, de una enmienda que entre en vigor directamente, en 
virtud del procedimiento previsto en el tratado y sin necesidad de ninguna decisión adicional 
por el Estado parte.

b) Aceptación o rechazo por el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación, de una enmienda adoptada que pueda ser aceptada o 
rechazada por el Estado parte en el plazo establecido para ello por el tratado.

Transcurrido dicho plazo sin oposición, la enmienda se entenderá tácitamente aceptada 
y el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, tomará conocimiento de su entrada en vigor.

Artículo 37.  Denuncia y suspensión.
1. El Consejo de Ministros podrá acordar la denuncia o la suspensión de la aplicación de 

un tratado internacional, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, 
en coordinación con el ministerio competente por razón de la materia objeto del tratado, 
conforme a las normas del propio tratado o a las normas generales de Derecho 
Internacional.

2. Por razones de urgencia, debidamente justificadas, el Ministro de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación, y en su caso, en coordinación con el ministerio competente en relación con 
la materia objeto del tratado, podrá decidir la suspensión de la aplicación de un tratado, y 
recabará con carácter inmediato la aprobación del Consejo de Ministros.

3. No obstante, lo dispuesto en los apartados anteriores, los tratados internacionales 
comprendidos en los artículos 93 y 94.1 de la Constitución Española solo podrán ser 
denunciados previa autorización de las Cortes Generales, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 96.2 de la Constitución Española.

4. El Gobierno informará inmediatamente a las Cortes Generales de la denuncia o de la 
suspensión de la aplicación de un tratado internacional.

5. Cuando se acuerde la suspensión de la aplicación de un tratado internacional cuya 
autorización haya sido aprobada por las Cortes Generales, el Gobierno solicitará con 
carácter inmediato la ratificación de la suspensión por éstas. Si las Cortes Generales no 
aprobaran esta ratificación, el Gobierno revocará el acuerdo de suspensión de la aplicación 
del tratado.
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TÍTULO III
De los acuerdos internacionales administrativos

Artículo 38.  Requisitos.
1. Los órganos, organismos y entes de las Administraciones Públicas podrán celebrar 

acuerdos internacionales administrativos en ejecución y concreción de un tratado 
internacional cuando el propio tratado así lo prevea.

2. Los acuerdos internacionales administrativos solo podrán ser firmados por las 
autoridades designadas en el propio tratado internacional o, en su defecto, por los titulares 
de los órganos, organismos y entes de las Administraciones Públicas competentes por razón 
de la materia.

3. Los acuerdos internacionales administrativos deberán respetar el contenido del tratado 
internacional que les dé cobertura, así como los límites que dicho tratado haya podido 
establecer para su celebración. Deberán ser redactados en castellano como lengua oficial 
del Estado, sin perjuicio de su posible redacción en otras lenguas cooficiales de las 
Comunidades Autónomas.

4. En los acuerdos internacionales administrativos regulados por la presente Ley se 
incluirá, en todo caso, la referencia a «Reino de España» junto con la mención del órgano, 
organismo o ente que los celebre.

Artículo 39.  Informe.
1. Todos los proyectos de acuerdos internacionales administrativos serán remitidos al 

Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación antes de su firma para que por la 
Asesoría Jurídica Internacional se emita informe preceptivo acerca de su naturaleza y 
formalización. En particular, dictaminará sobre si dicho proyecto debería formalizarse como 
tratado internacional o como acuerdo internacional no normativo. Asimismo, antes de su 
firma, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación remitirá al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas aquellos que conlleven compromisos financieros para 
que informe sobre la existencia de financiación presupuestaria adecuada y suficiente para 
atender tales compromisos.

2. El plazo para la emisión de los informes de la Asesoría Jurídica Internacional y del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas será de diez días, respectivamente.

Artículo 40.  Tramitación interna.
1. Los acuerdos internacionales administrativos no exigirán la tramitación prevista en el 

título II de esta Ley. Los signatarios tendrán autonomía para decidir el procedimiento que 
habrá de respetar, en todo caso, lo establecido en el tratado que le dé cobertura.

2. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, tomará conocimiento de la celebración de los acuerdos internacionales 
administrativos cuando su importancia o alcance así lo aconseje.

Artículo 41.  Publicación y entrada en vigor.
1. De conformidad con la legislación en vigor, los acuerdos internacionales 

administrativos se publicarán en el Boletín Oficial correspondiente a la Administración 
pública que los firme, con indicación de la fecha de su entrada en vigor.

2. Los que corresponda publicar en el «Boletín Oficial del Estado» lo serán por 
resolución del Secretario General Técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación.

3. Sin perjuicio de lo señalado en el apartado 1 anterior, y a efectos de publicidad, todos 
los acuerdos internacionales administrativos se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado».

4. Los acuerdos internacionales administrativos válidamente celebrados una vez 
publicados en el «Boletín Oficial del Estado» formarán parte del ordenamiento interno.
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Artículo 42.  Recopilaciones.
El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación publicará periódicamente 

colecciones de acuerdos internacionales administrativos celebrados por España.

TÍTULO IV
De los acuerdos internacionales no normativos

Artículo 43.  Naturaleza.
Los acuerdos internacionales no normativos no constituyen fuente de obligaciones 

internacionales.

Artículo 44.  Competencia.
El Gobierno, los departamentos ministeriales, los órganos, organismos y entes de la 

Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas, las Ciudades de Ceuta y 
Melilla, las Entidades Locales, las Universidades públicas y cualesquiera otros sujetos de 
derecho público con competencia para ello, podrán establecer acuerdos internacionales no 
normativos con órganos, organismos, entes, Administraciones y personificaciones de otros 
sujetos de Derecho Internacional en el ejercicio de sus respectivas competencias.

Artículo 45.  Informe.
Los proyectos de acuerdos internacionales no normativos serán informados por el 

Servicio Jurídico respectivo del órgano u organismo público que los celebre acerca de su 
naturaleza, procedimiento y más adecuada instrumentación según el Derecho Internacional, 
en particular, dictaminará sobre si dicho proyecto debería formalizarse como tratado 
internacional o como acuerdo internacional administrativo. Asimismo, informará sobre la 
competencia para celebrarlo y sobre su adecuación al orden constitucional de distribución de 
competencias. En el expediente relativo a acuerdos no normativos que impliquen 
obligaciones financieras se acreditará la existencia de financiación presupuestaria adecuada 
y suficiente para atender los compromisos que se derivan de los mismos mediante informe 
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

Artículo 46.  Tramitación interna.
1. Los acuerdos internacionales no normativos no exigirán la tramitación prevista en el 

título II. Los signatarios tienen autonomía para decidir el procedimiento.
2. El Consejo de Ministros, a propuesta conjunta del Ministro de Asuntos Exteriores y de 

Cooperación y del competente por razón de la materia, tomará conocimiento de la 
celebración de los acuerdos internacionales no normativos cuando su importancia así lo 
aconseje conforme a la valoración conjunta de dichos Ministros.

Artículo 47.  Mención expresa del Estado.
En los acuerdos internacionales no normativos se incluirá en todo caso la referencia a 

«Reino de España» junto con la mención del signatario.

Artículo 48.  Registro.
De conformidad con la legislación en vigor, una vez firmado el acuerdo internacional no 

normativo, se remitirá una copia del mismo al Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación para su inscripción en el registro administrativo de dichos acuerdos.
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TÍTULO V
De las Comunidades Autónomas, las Ciudades de Ceuta y Melilla y Entidades 

Locales

CAPÍTULO I
La participación de las Comunidades Autónomas en la celebración de tratados 

internacionales

Artículo 49.  Propuesta de apertura de negociaciones.
Las Comunidades Autónomas podrán solicitar al Gobierno la apertura de negociaciones 

para la celebración de tratados internacionales que tengan por objeto materias de su 
competencia o interés específico, o por afectar de manera especial a su respectivo ámbito 
territorial. El Gobierno resolverá motivadamente acerca de dicha solicitud, a propuesta del 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, previo informe del de Hacienda y 
Administraciones Públicas sobre su adecuación al orden constitucional de distribución de 
competencias, y del competente por razón de la materia.

Artículo 50.  Deber de información.
1. El Gobierno, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, remitirá a 

las Comunidades Autónomas información sobre la negociación de aquellos tratados 
internacionales que tengan por ámbito materias de su competencia o interés específico o por 
afectar de manera especial a su respectivo ámbito territorial.

2. Las Comunidades Autónomas podrán remitir al Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación las observaciones que estimen convenientes sobre la negociación. La decisión 
adoptada sobre las observaciones deberá ser motivada y comunicada a las Comunidades 
Autónomas.

3. Las Comunidades Autónomas serán informadas de los tratados concluidos por 
España que afecten a sus competencias, sean de su específico interés o incidan de manera 
especial en su ámbito territorial.

Artículo 51.  Participación en la delegación española.
1. Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla podrán solicitar al 

Gobierno formar parte de la delegación española que negocie un tratado internacional que 
tenga por objeto materias de su competencia o interés específico o por afectar de manera 
especial a su respectivo ámbito territorial.

2. El Gobierno decidirá motivadamente, a propuesta conjunta del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación y del competente por razón de la materia, acerca de la 
procedencia de dicha participación. La decisión adoptada sobre la solicitud deberá ser 
comunicada a las Comunidades y Ciudades Autónomas.

CAPÍTULO II
Celebración de acuerdos internacionales administrativos y no normativos por 
las Comunidades Autónomas, las Ciudades de Ceuta y Melilla y las Entidades 

Locales

Artículo 52.  Celebración de acuerdos internacionales administrativos.
1. Las Comunidades Autónomas podrán celebrar acuerdos internacionales 

administrativos en ejecución y concreción de un tratado internacional cuando tengan por 
ámbito materias propias de su competencia y con sujeción a lo que disponga el propio 
tratado internacional. Asimismo, cuando tengan por ámbito materias propias de su 
competencia podrán celebrarlos las Ciudades Autónomas y las Entidades Locales.
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2. Los requisitos, tramitación interna, publicación y entrada en vigor de estos acuerdos 
internacionales administrativos, sin perjuicio de lo que se dispone en el apartado siguiente, 
se regirán por lo previsto en el título III de la presente Ley.

3. Los proyectos de acuerdos internacionales administrativos serán remitidos al 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación antes de su firma para informe por la 
Asesoría Jurídica Internacional acerca de su naturaleza, procedimiento y más adecuada 
instrumentación según el Derecho Internacional. En particular, dictaminará sobre si dicho 
proyecto debería formalizarse como tratado internacional o como acuerdo internacional 
administrativo. Para la emisión de su informe, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación recabará cuantos otros juzgue necesarios. El plazo para la emisión del informe 
será de diez días.

Artículo 53.  Celebración de acuerdos internacionales no normativos.
1. Las Comunidades Autónomas podrán establecer acuerdos internacionales no 

normativos en las materias que sean propias de su competencia. Asimismo, cuando tengan 
por ámbito materias propias de su competencia podrán celebrarlos las Ciudades de Ceuta y 
Melilla y las Entidades Locales.

2. La tramitación interna y registro de estos acuerdos internacionales no normativos, sin 
perjuicio de lo que se dispone en el apartado 3 siguiente, se regirán por lo previsto en el 
título IV de la presente Ley.

3. Los proyectos de acuerdos internacionales no normativos serán remitidos al Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación antes de su firma para informe por la Asesoría 
Jurídica Internacional acerca de su naturaleza, procedimiento y más adecuada 
instrumentación según el Derecho Internacional. En particular, dictaminará sobre si dicho 
proyecto debería formalizarse como tratado internacional o como acuerdo internacional 
administrativo. Para la emisión de su informe, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación recabará cuantos otros juzgue necesarios. El plazo para la emisión del informe 
será de diez días.

Disposición adicional primera.  Comunicación a otros sujetos de Derecho Internacional.
El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación comunicará la presente Ley a 

todos los sujetos de Derecho Internacional con los que España mantiene relaciones incluidas 
las organizaciones internacionales de las que es miembro.

Disposición adicional segunda.  Régimen de la acción exterior de la Unión Europea.
Lo dispuesto en la presente Ley se entiende sin perjuicio de las peculiaridades que en 

materia de acuerdos internacionales puedan derivarse para España como consecuencia de 
la obligación de cumplimiento del Derecho de la Unión Europea, en especial de las 
disposiciones del Tratado de la Unión Europea y del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea que regulan la acción exterior de la Unión.

Disposición adicional tercera.  Sometimiento al principio de estabilidad presupuestaria.
De conformidad con el artículo 135 de la Constitución Española y, en particular, con lo 

establecido en el artículo 7.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, todos los tratados internacionales, acuerdos 
internacionales administrativos y no normativos que vayan a celebrarse deberán supeditarse 
de forma estricta al cumplimiento de las exigencias de los principios de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera. A tal fin, en el expediente relativo a aquellos 
tratados o acuerdos que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública deberá 
constar la valoración de sus repercusiones y efectos sobre los gastos e ingresos públicos, 
presentes y futuros, y acreditar, en su caso, la existencia de financiación presupuestaria 
adecuada y suficiente para atender los compromisos que se derivan de los mismos.

CÓDIGO UNIVERSITARIO DE DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

§ 3  Ley de Tratados y otros Acuerdos Internacionales

– 27 –



Disposición adicional cuarta.  Contribuciones o aportaciones que realice la Administración 
General del Estado así como los organismos públicos dependientes de ella no previstas en 
Tratados y Acuerdos Internacionales.

La suscripción o formalización de instrumentos jurídicos distintos de los definidos en los 
apartados a), b) y c) del artículo 2 de la presente Ley, a través de los que la Administración 
General del Estado o los organismos públicos dependientes de ella se comprometan a 
realizar contribuciones o aportaciones a organismos o programas internacionales, públicos o 
privados, aun cuando no se sujeten al Derecho Internacional, deberá ser autorizada por el 
Consejo de Ministros, a propuesta del departamento competente, previo informe del 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación sobre su adecuación a los fines, 
directrices y objetivos de la política exterior y sobre su naturaleza, procedimiento y más 
adecuada instrumentación jurídica. El expediente que se eleve al Consejo de Ministros, 
deberá ir acompañado necesariamente del informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas.

Disposición adicional quinta.  Actos de aplicación de tratados internacionales para evitar la 
doble imposición y acuerdos sobre precios de transferencia.

No quedan sujetos a las disposiciones de la presente Ley los actos de aplicación de los 
tratados internacionales para evitar la doble imposición, en particular, los acuerdos 
amistosos de resolución de los conflictos en la aplicación de los tratados para evitar la doble 
imposición. Tampoco quedan sujetos los acuerdos entre administraciones tributarias para la 
valoración de las operaciones efectuadas con personas o entidades vinculadas.

Disposición adicional sexta.  Régimen foral vasco.
Las instituciones competentes del País Vasco participarán en la delegación española que 

negocie un tratado internacional que tenga por ámbito derechos históricos tanto si su 
actualización general ha sido llevada a cabo por el Estatuto de Autonomía como en aquellos 
otros casos cuya actualización singular lo haya sido por el legislador ordinario en el marco de 
la disposición adicional primera de la Constitución y, en su caso, del Estatuto de Autonomía 
para el País Vasco.

Disposición adicional séptima.  Régimen específico de la Comunidad Foral de Navarra.
Las instituciones competentes de Navarra participarán en la delegación española que 

negocie un tratado internacional que tenga por ámbito derechos históricos tanto si su 
actualización general ha sido llevada a cabo por la Ley Orgánica de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra como en aquellos otros casos cuya 
actualización singular lo haya sido por el legislador ordinario en el marco de la disposición 
adicional primera de la Constitución y, en su caso, de la Ley Orgánica de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

Disposición adicional octava.  Accesibilidad en la página web del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación.

La publicación de colecciones de tratados y acuerdos en vigor prevista en los artículos 
27 y 42 será accesible a través de la página web del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a la 

presente Ley y, en particular, el Decreto 801/1972, de 24 de marzo, sobre ordenación de la 
actividad de la Administración del Estado en materia de tratados internacionales.

Disposición final primera.  Título competencial.
La presente Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.3.ª de la Constitución Española que 

atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de relaciones internacionales.
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Disposición final segunda.  Registro de acuerdos internacionales no normativos.
El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación adoptará las medidas pertinentes 

para la puesta en marcha y llevanza del registro administrativo de los acuerdos 
internacionales no normativos cuya publicidad se regirá por las disposiciones reguladoras de 
la publicidad de los registros administrativos.

Disposición final tercera.  Desarrollo normativo.
Se autoriza al Gobierno y a los titulares de los departamentos ministeriales, en los 

ámbitos de sus respectivas competencias, a dictar las disposiciones que resulten necesarias 
para el adecuado desarrollo de lo establecido en la presente Ley.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 4

Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código 
Civil. [Inclusión parcial]

Ministerio de Gracia y Justicia
«Gaceta de Madrid» núm. 206, de 25 de julio de 1889

Última modificación: 3 de enero de 2025
Referencia: BOE-A-1889-4763

[ . . . ]
CÓDIGO CIVIL

TÍTULO PRELIMINAR
De las normas jurídicas, su aplicación y eficacia

CAPÍTULO I
Fuentes del derecho

Artículo 1.  
1. Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios 

generales del derecho.
2. Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior.
3. La costumbre sólo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la 

moral o al orden público, y que resulte probada.
Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración de 

voluntad, tendrán la consideración de costumbre.
4. Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin 

perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico.
5. Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación 

directa en España en tanto no hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno 
mediante su publicación íntegra en el «Boletín Oficial del Estado».

6. La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de 
modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y 
los principios generales del derecho.

7. Los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los 
asuntos de que conozcan, ateniéndose al sistema de fuentes establecido.

[ . . . ]
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Artículo 958 bis.  
Todas las referencias realizadas a la viuda en esta sección, se entenderán hechas a la 

viuda o al cónyuge supérstite gestante.

[ . . . ]
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§ 5

Ley Orgánica 16/2015, de 27 de octubre, sobre privilegios e 
inmunidades de los Estados extranjeros, las Organizaciones 
Internacionales con sede u oficina en España y las Conferencias y 

Reuniones internacionales celebradas en España

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 258, de 28 de octubre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-11545

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 

orgánica:

PREÁMBULO

I
Las inmunidades soberanas del Estado encarnan, tradicionalmente, un principio básico 

del Derecho Internacional que deriva, a su vez, de los principios de independencia, 
soberanía e igualdad de los Estados (par in parem imperium non habet). Su contenido 
jurídico es básicamente de naturaleza procesal y supone que los jueces y tribunales de un 
Estado no pueden juzgar a otro Estado. Abarca tanto el derecho del Estado a no ser 
demandado ni sometido a juicio ante los órganos jurisdiccionales de otro Estado (inmunidad 
de jurisdicción), como el derecho a que no se ejecute lo juzgado (inmunidad de ejecución).

En la actualidad, como consecuencia de los fenómenos de cooperación internacional, las 
inmunidades internacionales abarcan también otros ámbitos, entre los que destacan el de las 
organizaciones internacionales y el de las conferencias y reuniones internacionales, sin 
olvidar las relativas a los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de Asuntos 
Exteriores, los buques de guerra y buques y aeronaves de Estado y las fuerzas armadas 
extranjeras. Todo ello configura un panorama complejo en el que algunos sectores han 
alcanzado ya una regulación consolidada, mientras que en otros existe todavía cierta 
fragmentación e indeterminación.

El régimen jurídico internacional de estas inmunidades hunde sus raíces en la práctica 
judicial internacional y se ha ido configurando a través de normas consuetudinarias que 
posteriormente se han recogido en diversos tratados. Sin embargo, la regulación derivada de 
estos tratados no abarca la totalidad de las cuestiones que se plantean en la práctica y no 
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ofrece todavía una respuesta suficientemente satisfactoria. Particularmente delicada es la 
cuestión de los límites de las inmunidades, dado que la vieja doctrina absoluta de las 
inmunidades ha ido dando paso a una doctrina más restrictiva que haga compatible la 
existencia de tales inmunidades con las exigencias elementales de tutela judicial efectiva 
derivadas del principio de Estado de Derecho.

De ahí que, a la hora de fijar el estatuto internacional de las inmunidades, haya de 
tenerse en consideración tres planos diferentes, a saber, el convencional, el consuetudinario 
y el jurisprudencial.

Por lo que concierne al plano convencional, se constata la existencia de diversos 
tratados internacionales de dispar contenido y exigencia de desarrollo normativo nacional. 
Cabe diferenciar, en este sentido, entre tratados que regulan los privilegios e inmunidades de 
los órganos del Estado que participan en la acción exterior, los que tratan específicamente 
las inmunidades del Estado extranjero en el Estado del foro y otros tratados sobre ámbitos 
absolutamente ajenos a las inmunidades pero con disposiciones específicas de relevancia 
en la materia.

En primer lugar, en relación con los privilegios e inmunidades de los órganos del Estado 
que participan en la acción diplomática y consular existen, a su vez, tres tratados 
internacionales de carácter universal. Estos instrumentos configuran un ámbito plenamente 
asentado y no necesitado de desarrollo normativo interno. Se trata, en concreto, de los 
convenios relativos a las relaciones diplomáticas (Convención de Viena, de 18 de abril 
de 1961), las relaciones consulares (Convención de Viena, de 24 de abril de 1963) y, en 
menor medida, las misiones especiales (Convenio de Nueva York, de 16 de diciembre 
de 1969). España es Parte en estos tratados, que están incorporados a nuestro 
ordenamiento jurídico interno (respectivamente BOE núm. 21, de 24 de enero de 1968, con 
corrección de errores en BOE núm. 80, de 2 de abril de 1968; BOE núm. 56, de 6 de marzo 
de 1970; y BOE núm. 159, de 4 de julio de 2001).

En segundo lugar, por lo que concierne al régimen jurídico básico de las inmunidades de 
que gozan los Estados extranjeros en el Estado del foro, existe la Convención de las 
Naciones Unidas, de 2 de diciembre de 2004, sobre las inmunidades jurisdiccionales de los 
Estados y de sus bienes, que representa el principal intento codificador en la materia. Pero 
esta Convención, abierta a la firma en Nueva York el 17 de enero de 2005, no ha entrado 
aún en vigor ni es probable que lo haga en un futuro inmediato, ya que se precisa para ello el 
depósito de treinta instrumentos de ratificación o adhesión (art. 30.1) y por el momento solo 
diecisiete Estados lo han llevado a cabo. No obstante, la propia Asamblea General de 
Naciones Unidas considera que las inmunidades recogidas en este instrumento constituyen 
«un principio generalmente aceptado en el Derecho Internacional consuetudinario», de 
manera que su cumplimiento «fortalecería la preeminencia del derecho y la seguridad 
jurídica, particularmente en las relaciones de los Estados con las personas naturales o 
jurídicas»; igualmente, destaca «la importancia de la uniformidad y la claridad en el derecho 
de las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes». En todo caso, España 
depositó su instrumento de adhesión a la Convención el 11 de septiembre de 2011 y ha 
mostrado siempre un firme compromiso internacional en defensa de los principios y 
garantías del régimen de inmunidades.

En tercer lugar, junto a esta Convención de 2004 se encuentran otros tratados en vigor 
en ámbitos diferentes a las inmunidades, pero que en su articulado contienen disposiciones 
relevantes sobre la materia. Cabe subrayar tres modalidades diferentes. Sería, en primer 
término, el caso de los artículos 32, 95 y 96 de la Convención de las Naciones Unidas sobre 
Derecho del mar, de 10 de diciembre de 1982, de la que España es Parte, en lo que se 
refiere a los buques de guerra que pertenezcan a un Estado (BOE núm. 39, de 14 de febrero 
de 1997).

Es también, en segundo término, el supuesto del régimen de las Fuerzas Armadas de un 
Estado presentes en el territorio de otro. Su estatuto de inmunidades se suele regular a 
través de convenios ad hoc que, en la práctica, son conocidos por su acrónimo inglés 
(SOFAs, Status of Foreign Forces Agreements). En el caso español se cuenta básicamente 
con los relativos a la OTAN (Convenio de Londres entre los Estados Partes del Tratado de 
Atlántico Norte relativo al estatuto de sus fuerzas, de 19 de junio de 1951; BOE núm. 128, 
de 29 de mayo de 1998). Por lo que concierne a los miembros de las fuerzas armadas de 
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Estados Unidos presentes en España, ha de tenerse también en cuenta las previsiones 
recogidas en el relevante Convenio sobre cooperación para la defensa, de 1 de diciembre 
de 1988, revisado por los Protocolos de Enmienda, de 10 de abril de 2002 y de 10 de 
octubre de 2012 (BOE núm. 108, de 6 de mayo de 1989; BOE núm. 45, de 21 de febrero 
de 2003; y BOE núm. 138, de 10 de junio de 2013).

Finalmente, en relación con la treintena de organizaciones internacionales con sede u 
oficina en España, existen dos tipos de acuerdos internacionales para regular sus 
inmunidades. Por un lado, algunas organizaciones internacionales cuentan con convenios 
internacionales celebrados entre todos sus Estados miembros. Tal es el caso de la Unión 
Europea (Protocolo número 7, anejo al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 
sobre los privilegios y las inmunidades de la Unión Europea) o de las organizaciones del 
ámbito de Naciones Unidas, para las que existe un convenio general (Convención General 
sobre prerrogativas e inmunidades de Naciones Unidas, de 13 de febrero de 1946; BOE 
núm. 282, de 25 de noviembre de 1974) y otro para sus organismos especializados 
(Convención sobre privilegios e inmunidades de los organismos especializados, de 25 de 
noviembre de 1947; BOE núm. 282, de 25 de noviembre de 1974). En cambio, por otro lado, 
para el resto de organizaciones internacionales se han celebrado acuerdos de sede entre la 
organización concernida y el Reino de España.

Además de los convenios internacionales, concurren igualmente obligaciones derivadas 
del Derecho Internacional consuetudinario, que inciden directamente en el régimen de las 
inmunidades en España de los sujetos de Derecho Internacional. Es, entre otros, el caso de 
las aeronaves de Estado, cuyo régimen jurídico queda fuera del Convenio de Chicago, de 7 
de diciembre de 1944, sobre aviación civil internacional, en virtud de su artículo 3 a). 
También encajan en esta categoría aspectos concretos de la inmunidad penal de los 
funcionarios del Estado (por ejemplo, el régimen aplicable a los Jefes de Estado, Presidentes 
de Gobierno y Ministros de Asuntos Exteriores), que en estos momentos está siendo objeto 
de atención incipiente por parte de la Comisión de Derecho Internacional. O incluso han 
cristalizado costumbres internacionales en torno a ámbitos específicos de las inmunidades 
del Estado, como aquella según la cual la renuncia a la inmunidad de jurisdicción no conlleva 
por sí misma una correlativa renuncia a la inmunidad de ejecución. Con todo, perviven 
amplias dudas a propósito del carácter consuetudinario o no de buen número de aspectos de 
las inmunidades, en cuestiones de índole tanto sustantiva como procesal.

Por último, los tribunales internacionales han contribuido a clarificar el régimen de las 
inmunidades con relevantes sentencias, que en aspectos fundamentales marcan la pauta de 
actuación de los órganos jurisdiccionales nacionales. Destaca, por encima de todos, la Corte 
Internacional de Justicia, pero también el Tribunal Internacional de Derecho del Mar o el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que han desplegado una jurisprudencia de 
creciente interés en la materia.

No obstante, al final, perviven lagunas importantes en el régimen internacional de las 
inmunidades. Ello, en último término, hace que, indirectamente, también la jurisprudencia 
sobre la materia de otros tribunales nacionales pueda servir en ocasiones como valioso 
elemento de referencia.

En estos momentos, quizá la laguna más llamativa sea la relativa a los privilegios e 
inmunidades aplicables a los participantes en conferencias y reuniones internacionales que 
se celebran en el territorio de un determinado Estado. No se regula la cuestión en ningún 
tratado internacional, tampoco existe Derecho consuetudinario al respecto y se carece de 
una respuesta jurisdiccional adecuada. Ante esta realidad, en el caso español, se celebran 
tratados internacionales ad hoc, que agotan sus efectos una vez celebrado el evento cuya 
inmediatez requiere, además, en muchas ocasiones, el recurso a la aplicación provisional.

II
Por lo que respecta al ámbito jurídico interno, el tratamiento de las inmunidades exige 

considerar tanto la perspectiva constitucional y legislativa, como el marco jurisprudencial 
establecido básicamente por la doctrina del Tribunal Constitucional sobre la materia.

Desde la perspectiva constitucional, el artículo 24 de la Carta Magna garantiza el 
derecho de todas las personas «a obtener la tutela judicial efectiva de los jueces y tribunales 
en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda 
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producirse indefensión». Por su parte, el artículo 117.3 establece que «el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado 
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según 
las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan». No existe, 
empero, previsión alguna en relación a las inmunidades del Estado extranjero.

Por otro lado, la Constitución recoge igualmente una clara exigencia de cumplimiento de 
las obligaciones jurídicas derivadas del Derecho Internacional (arts. 93 a 96). Entre ellas, 
lógicamente, se incluyen las obligaciones contenidas en tratados internacionales celebrados 
por España en materia de inmunidades, así como otro tipo de obligaciones que puedan 
derivar del Derecho Internacional consuetudinario o de sentencias obligatorias de tribunales 
internacionales.

En el plano legislativo, la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial prevé en 
el apartado primero del artículo 21 que «los Juzgados y Tribunales españoles conocerán de 
los juicios que se susciten en territorio español entre españoles, entre extranjeros y 
españoles y extranjeros con arreglo a lo establecido en la presente ley y en los tratados y 
convenios internacionales en los que España sea Parte». Si bien, por lo que directamente 
afecta a la inmunidad, el apartado segundo fija que «se exceptúan los supuestos de 
inmunidad de jurisdicción y de ejecución establecidos por las normas del Derecho 
Internacional Público». Esta disposición supuso, en su momento, una importante novedad, 
que permitía a España cumplir con sus obligaciones internacionales. En parecido sentido, la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil también recoge en su articulado la 
adecuada remisión a «los tratados y convenios internacionales de los que España sea 
parte», al referirse a aspectos de la jurisdicción civil concernidos por las inmunidades 
(art. 36). Estas previsiones normativas resultan, en suma, acordes con el Derecho 
Internacional.

Por su parte, el Tribunal Constitucional ha considerado plenamente conforme con la 
Constitución el «límite negativo que se deriva de la inmunidad jurisdiccional atribuida a los 
Estados extranjeros». De este modo, «el legislador necesariamente ha de tener presentes 
los límites, positivos y negativos, que el Derecho Internacional impone a los Estados» y ello 
«viene a corroborar la justificación objetiva y razonable de la inmunidad de la jurisdicción 
(…)», porque «caso de que se extendiera más allá del ámbito delimitado por el Derecho 
Internacional y tratara de hacer efectiva en todo caso la tutela jurisdiccional en el orden 
interno, el Estado podría incurrir, al hacerlo así, en un hecho ilícito por la violación de una 
obligación internacional, lo que entrañaría su responsabilidad internacional frente a otro 
Estado» (STC 140/1995, de 28 de septiembre, Fundamento Jurídico 9). Por lo que se refiere 
a la inmunidad de ejecución, el Tribunal Constitucional también ha considerado que el 
régimen de esta inmunidad «se contiene en normas de Derecho Internacional público que se 
obtienen por inducción de datos de origen muy diverso, entre los que se encuentran las 
convenciones internacionales y la práctica de los Estados» (STC 18/1997, de 10 de febrero, 
Fundamento Jurídico 6).

Sin embargo, esta remisión genérica al Derecho Internacional provoca, en el plano 
judicial interno, cierta inseguridad jurídica e incluso un casuismo jurisprudencial que, en 
ocasiones, puede conducir a errores o contradicciones, susceptibles, en el plano externo, de 
comprometer la responsabilidad internacional de España. De hecho, el legislador ha recibido 
una abierta recomendación del propio Tribunal Constitucional para que regule el régimen de 
las inmunidades de los Estados extranjeros en España en aras a garantizar una mayor 
certeza en el ámbito jurisdiccional interno sobre la base de una doctrina restringida de la 
inmunidad de jurisdicción y de ejecución (STC 107/1992, de 1 de julio).

Por tanto, casi tres décadas después de la introducción del ya aludido precepto en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, parece conveniente desarrollar legislativamente la cuestión a 
través de una Ley Orgánica que, con pleno respeto de las obligaciones internacionales 
asumidas por nuestro país, regule de forma sistemática esta materia. Ello resulta tanto más 
necesario, en aras de lograr la necesaria seguridad jurídica, en cuanto el propio Derecho 
Internacional al que remite nuestra legislación presenta, como ya se ha mencionado, una 
regulación también insuficiente y fragmentada. Y conviene hacerlo, una vez emprendida la 
labor, de manera que se incluyan también aquellas otras inmunidades diferentes a las 
inmunidades del Estado extranjero y sus representantes, pero que ya son frecuentes como 
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consecuencia de la intensidad de la cooperación internacional. Es el caso, básicamente, de 
las inmunidades de las organizaciones internacionales, las fuerzas armadas visitantes, los 
buques y aeronaves de Estado, así como el régimen de privilegios e inmunidades de las 
conferencias internacionales o reuniones que se celebren en nuestro país. Todo ello, velando 
por la reducción al mínimo imprescindible del efecto que dichas inmunidades tiene respecto 
al derecho al acceso efectivo a la justicia y garantizando, en aquellos ámbitos donde existe 
capacidad del Gobierno para modular el régimen establecido por la Ley, el ejercicio de la 
función de control del Parlamento.

Esta Ley Orgánica se erige, además, en complemento idóneo de las otras leyes en 
materia de Derecho Internacional aprobadas durante esta legislatura, a saber, la Ley 2/2014, 
de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado (BOE núm. 74, de 26 de 
marzo de 2014) y la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos 
Internacionales (BOE núm. 288, de 28 de noviembre de 2014).

III
El contenido de la presente Ley Orgánica se articula en torno a ocho títulos. El punto de 

partida lo configuran las disposiciones generales del título preliminar sobre objeto, 
definiciones y ámbito material. A continuación, como núcleo central de la Ley Orgánica se 
regulan las inmunidades jurisdiccionales del Estado extranjero en España (Título I), 
diferenciando en sendos capítulos entre inmunidad de jurisdicción e inmunidad de ejecución. 
Las inmunidades previstas en este título se conciben como un derecho renunciable, de 
manera expresa o tácita. Es, igualmente, una obligación de carácter no absoluto para el 
Estado del foro, ya que conoce ciertos límites. A partir de ahí, la presente Ley Orgánica trata 
los privilegios e inmunidades del Jefe del Estado, el Jefe del Gobierno y el Ministro de 
Asuntos Exteriores del Estado extranjero (Título II), la inmunidad del Estado respecto de los 
buques de guerra y los buques y aeronaves de Estado (Título III), el estatuto de las fuerzas 
armadas visitantes (Título IV), los privilegios e inmunidades de las organizaciones 
internacionales con sede u oficina en España (Título V) y los privilegios e inmunidades 
aplicables a las conferencias y reuniones internacionales (Título VI). La Ley Orgánica se 
cierra con unas disposiciones de carácter procedimental (Título VII) y las correspondientes 
disposiciones adicional, derogatoria y finales.

Cabe subrayar, por último, que la Ley Orgánica deja fuera el régimen diplomático y 
consular, por contar con una regulación internacional propia bien asentada que, desde hace 
décadas, forma ya parte del ordenamiento jurídico español. Por otro lado, su contenido ha de 
entenderse, en todo caso, sin perjuicio de las obligaciones internacionales de nuestro país 
respecto del enjuiciamiento de crímenes internacionales, así como de sus compromisos con 
la Corte Penal Internacional.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley Orgánica tiene por objeto regular las inmunidades ante los órganos 

jurisdiccionales españoles y, en su caso, los privilegios aplicables a:
a) Los Estados extranjeros y sus bienes;
b) Los Jefes de Estado y de Gobierno y Ministros de Asuntos Exteriores extranjeros, 

durante el ejercicio de su cargo y una vez finalizado el mismo;
c) Los buques de guerra y buques y aeronaves de Estado;
d) Las Fuerzas Armadas visitantes;
e) Las organizaciones internacionales con sede u oficina en España y sus bienes; y
f) Las conferencias y reuniones internacionales celebradas en España.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de la presente Ley Orgánica, se entiende por:
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a) Inmunidad de jurisdicción: prerrogativa de un Estado, organización o persona de no 
ser demandado ni enjuiciado por los órganos jurisdiccionales de otro Estado;

b) Inmunidad de ejecución: prerrogativa por la que un Estado, organización o persona y 
sus bienes no pueden ser objeto de medidas coercitivas o de ejecución de decisiones 
dictadas por los órganos jurisdiccionales de otro Estado;

c) Estado:
i) El Estado y sus diversos órganos de gobierno;
ii) Los elementos constitutivos de un Estado federal o las subdivisiones políticas del 

Estado, que estén facultados para realizar actos en el ejercicio de la autoridad soberana y 
actúen en tal capacidad;

iii) Los organismos e instituciones del Estado y otras entidades públicas, aunque tengan 
personalidad jurídica diferenciada, siempre que estén facultados para realizar actos en el 
ejercicio de la autoridad soberana del Estado y que actúen en tal capacidad; y

iv) Los representantes del Estado cuando actúen en esa condición.
d) Jefe de Estado: la persona que ejerce la jefatura de un Estado extranjero, cualquiera 

que sea la denominación de su cargo, incluyendo cada uno de los miembros de un órgano 
colegiado cuando, de conformidad con la Constitución respectiva, dicho órgano cumpla las 
funciones de tal;

e) Jefe de Gobierno: la persona que ejerce la jefatura del Gobierno de un Estado 
extranjero, cualquiera que sea la denominación de su cargo;

f) Ministro de Asuntos Exteriores: el miembro del Gobierno de un Estado extranjero 
responsable de las relaciones exteriores, cualquiera que sea la denominación de su cargo;

g) Buque de Estado: un buque de titularidad o uso público de un Estado extranjero 
siempre que preste, con carácter exclusivo, servicios públicos de carácter no comercial;

h) Buque de guerra: un buque y, en su caso, los buques auxiliares, adscritos a las 
Fuerzas Armadas de un Estado extranjero, que lleven los signos exteriores distintivos de los 
buques de guerra de su nacionalidad, se encuentren bajo el mando de un oficial 
debidamente designado por el Gobierno de ese Estado, cuyo nombre esté inscrito en el 
escalafón de oficiales o en un documento equivalente y cuyas dotaciones estén sometidas a 
la disciplina de las Fuerzas Armadas regulares;

i) Aeronave de Estado: una aeronave perteneciente a un Estado extranjero, operada o 
explotada por él y utilizada exclusivamente para un servicio público no comercial, tales como 
servicios militares, de aduana o de policía;

j) Fuerzas Armadas visitantes: el personal militar de un Estado extranjero que, a 
invitación o con consentimiento de España, se encuentre en territorio español en relación 
con sus deberes oficiales, en el bien entendido de que España y el Estado extranjero podrán 
convenir que determinados individuos, unidades o formaciones no se considere que forman 
parte o están incluidos en una Fuerza a los fines de la presente Ley Orgánica;

k) Personal civil de las Fuerzas Armadas visitantes: el personal civil que acompañe a una 
Fuerza Armada de un Estado extranjero y que esté empleado por uno de los ejércitos de 
dicho Estado, siempre que no sean personas apátridas, ni nacionales de un tercer Estado 
respecto del cual España no haya consentido su entrada en territorio español, ni tengan 
nacionalidad española o residencia habitual en España;

l) Organización internacional: una organización de carácter intergubernamental, dotada 
de personalidad jurídica internacional y regida por el Derecho Internacional que tenga sede u 
oficina en España;

m) Conferencia internacional: una reunión, ya sea de carácter intergubernamental o no, 
celebrada o que vaya a celebrarse en España a iniciativa del Gobierno de España o de una 
organización internacional de la que España sea parte con consentimiento del Gobierno 
español; y

n) Transacción mercantil: todo contrato o transacción mercantil de compraventa de 
bienes o prestación de servicios; todo contrato de préstamo u otra transacción de carácter 
financiero, incluida cualquier obligación de garantía o de indemnización concerniente a ese 
préstamo o a esa transacción; cualquier otro contrato o transacción de naturaleza mercantil, 
industrial o de arrendamiento de obra o de servicios, con exclusión de los contratos 
individuales de trabajo. Para determinar si un contrato o transacción es una «transacción 
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mercantil», se atenderá principalmente a la naturaleza del contrato o de la transacción, pero 
se tendrá en cuenta también su finalidad si así lo acuerdan las partes en el contrato o la 
transacción o si, en la práctica del Estado que es parte en uno u otra, tal finalidad es 
pertinente para la determinación del carácter no mercantil del contrato o de la transacción.

Artículo 3.  Otros privilegios e inmunidades reconocidos por el Derecho Internacional y no 
afectados por la presente Ley Orgánica.

Lo dispuesto en la presente Ley Orgánica se entenderá sin perjuicio de cualesquiera 
otros privilegios e inmunidades contemplados por el Derecho Internacional y, en particular, 
de los reconocidos a:

a) Las misiones diplomáticas, oficinas consulares y misiones especiales de un Estado;
b) Las organizaciones internacionales y las personas adscritas a ellas; y
c) Los ingenios aeroespaciales y objetos espaciales propiedad de un Estado u operados 

por este.

TÍTULO I
Inmunidades del Estado extranjero en España

Artículo 4.  Inmunidades del Estado extranjero.
Todo Estado extranjero y sus bienes disfrutarán de inmunidad de jurisdicción y ejecución 

ante los órganos jurisdiccionales españoles, en los términos y condiciones previstos en la 
presente Ley Orgánica.

CAPÍTULO I
Inmunidad de jurisdicción

Sección 1.ª Consentimiento del estado extranjero al ejercicio de la jurisdicción 
por parte de órganos jurisdiccionales españoles

Artículo 5.  Consentimiento expreso.
El Estado extranjero no podrá hacer valer la inmunidad de jurisdicción en un proceso 

ante un órgano jurisdiccional español respecto de una cuestión en relación con la cual haya 
consentido de forma expresa el ejercicio de dicha jurisdicción:

a) por acuerdo internacional;
b) en un contrato escrito; o
c) por una declaración ante el tribunal o por una comunicación escrita en un proceso 

determinado.

Artículo 6.  Consentimiento tácito.
El Estado extranjero no podrá hacer valer la inmunidad de jurisdicción ante un órgano 

jurisdiccional español en relación con un determinado proceso:
a) Cuando este haya sido iniciado mediante la interposición de demanda o querella por 

el propio Estado extranjero;
b) Cuando el Estado extranjero haya intervenido en el proceso o haya realizado 

cualquier acto en relación con el fondo;
c) Cuando el Estado extranjero haya formulado reconvención basada en la misma 

relación jurídica o los mismos hechos que la demanda principal; o
d) Cuando se haya formulado reconvención basada en la misma relación jurídica o los 

mismos hechos que la demanda presentada por el Estado extranjero.
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Artículo 7.  Comportamientos que no constituyen consentimiento a la jurisdicción.
No se interpretará como consentimiento del Estado extranjero al ejercicio de la 

jurisdicción por órganos jurisdiccionales españoles respecto de un determinado proceso:
a) La intervención del Estado extranjero en el proceso para hacer valer la inmunidad;
b) La comparecencia de un representante del Estado extranjero en el proceso en calidad 

de testigo;
c) La incomparecencia del Estado extranjero en el proceso; o
d) El consentimiento expreso o tácito, otorgado por el Estado extranjero, a la aplicación 

de la ley española a la cuestión objeto del proceso.

Artículo 8.  Revocación del consentimiento.
El consentimiento del Estado extranjero al que se refieren los artículos 5 y 6 no podrá ser 

revocado una vez iniciado el proceso ante un órgano jurisdiccional español.

Sección 2.ª Excepciones a la inmunidad de jurisdicción del estado extranjero

Artículo 9.  Procesos relativos a transacciones mercantiles.
1. El Estado extranjero no podrá hacer valer la inmunidad ante los órganos 

jurisdiccionales españoles en relación con procesos relativos a transacciones mercantiles 
celebradas por dicho Estado con personas físicas o jurídicas que no tengan su nacionalidad, 
salvo en los siguientes supuestos:

a) Cuando se trate de una transacción mercantil entre Estados; o
b) Cuando las partes hayan pactado expresamente otra cosa.
2. No se considerará que un Estado extranjero es parte en una transacción mercantil 

cuando quien realiza la transacción sea una empresa estatal o una entidad creada por dicho 
Estado, siempre que dicha empresa o entidad esté dotada de personalidad jurídica propia y 
de capacidad para:

a) Demandar o ser demandada; y
b) Adquirir por cualquier título la propiedad o posesión de bienes, incluidos los que este 

Estado le haya autorizado a explotar o administrar y disponer de ellos.

Artículo 10.  Procesos relativos a contratos de trabajo.
1. Salvo acuerdo en otro sentido entre España y un Estado extranjero, este no podrá 

hacer valer la inmunidad de jurisdicción ante los órganos jurisdiccionales españoles en un 
proceso relativo a un contrato de trabajo entre ese Estado y una persona física, cuando el 
trabajo haya sido ejecutado o haya de ejecutarse total o parcialmente en España.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Estado extranjero podrá hacer 
valer la inmunidad de jurisdicción en los procesos a los que dicho apartado se refiere, en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando el trabajador hubiera sido contratado para desempeñar funciones que 
supongan el ejercicio del poder público;

b) Cuando el empleado sea:
i) Un agente diplomático, según se define en la Convención de Viena sobre Relaciones 

Diplomáticas de 1961;
ii) Un funcionario consular, según se define en la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares de 1963; o
iii) Un miembro del personal diplomático de una misión permanente ante una 

organización internacional o de una misión especial o que haya sido designado para 
representar al Estado extranjero en una conferencia internacional.

c) Cuando el proceso tenga por objeto la contratación, la renovación del contrato o la 
readmisión del trabajador;
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d) Cuando el proceso tenga por objeto el despido del trabajador o la rescisión del 
contrato y una autoridad competente del Estado extranjero comunique que dicho proceso 
menoscaba sus intereses de seguridad;

e) Cuando el trabajador fuera nacional del Estado extranjero en el momento de 
interposición de la demanda, salvo que dicha persona tuviese su residencia habitual en 
España; o

f) Cuando el Estado extranjero y el trabajador hayan convenido otra cosa por escrito, 
salvo que la competencia de los órganos jurisdiccionales españoles fuese irrenunciable para 
el trabajador.

Artículo 11.  Procesos relativos a indemnización por lesiones a las personas y daños a los 
bienes.

Salvo acuerdo en otro sentido entre España y un Estado extranjero, este no podrá hacer 
valer la inmunidad de jurisdicción ante los órganos jurisdiccionales españoles en un proceso 
relativo a una acción de indemnización pecuniaria por muerte o lesiones sufridas por una 
persona o por daño o pérdida de bienes, causados por un acto u omisión presuntamente 
atribuible a dicho Estado, siempre que:

a) El acto u omisión se hubiera producido total o parcialmente en territorio español; y
b) El autor material del acto u omisión se encontrara en territorio español en el momento 

en que dicho acto u omisión se produjo.

Artículo 12.  Procesos relativos a la determinación de derechos u obligaciones respecto de 
bienes.

Salvo acuerdo en otro sentido entre España y un Estado extranjero, este no podrá hacer 
valer la inmunidad de jurisdicción ante los órganos jurisdiccionales españoles en un proceso 
relativo a la determinación de:

a) Derechos reales, la posesión o el uso del Estado extranjero respecto de bienes 
inmuebles situados en España;

b) Obligaciones del Estado extranjero derivadas de alguno de los derechos a los que se 
refiere el párrafo anterior;

c) Derechos del Estado extranjero sobre bienes muebles o inmuebles adquiridos por 
herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, donación o prescripción; o

d) Derechos del Estado extranjero relativos a la administración de dichos bienes cuando 
estén afectos a un fideicomiso o pertenezcan a la masa activa en un procedimiento 
concursal o al patrimonio de sociedades en liquidación.

Artículo 13.  Procesos relativos a la determinación de derechos de propiedad intelectual e 
industrial.

Salvo acuerdo en otro sentido entre España y un Estado extranjero, este no podrá hacer 
valer la inmunidad de jurisdicción ante los órganos jurisdiccionales españoles en un proceso 
relativo a:

a) La determinación de derechos de propiedad intelectual o industrial de dicho Estado 
extranjero, cuando estos derechos estén protegidos por la legislación española; o

b) La supuesta infracción por el Estado extranjero de los derechos de propiedad 
intelectual o industrial de un tercero, cuando estos derechos estén protegidos por la 
legislación española.

Artículo 14.  Procesos relativos a la participación en personas jurídicas y otras entidades de 
carácter colectivo.

Salvo acuerdo en otro sentido entre España y un Estado extranjero, este no podrá hacer 
valer la inmunidad de jurisdicción ante los órganos jurisdiccionales españoles en procesos 
relativos a su participación en sociedades, asociaciones, fundaciones y otras entidades, con 
o sin ánimo de lucro, dotadas o no de personalidad jurídica, que conciernan a las relaciones 
de dicho Estado con la entidad o los demás participantes en ella, siempre que esta:
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a) Se haya constituido con arreglo a la legislación española o bien su administración 
central o su establecimiento principal se encuentre en España; y

b) No esté formada exclusivamente por sujetos de Derecho Internacional.

Artículo 15.  Procesos relativos a la explotación o cargamento de buques pertenecientes a 
un Estado o explotados por este.

1. Salvo acuerdo en otro sentido entre España y un Estado extranjero que sea 
propietario de un buque o lo explote, este no podrá hacer valer la inmunidad ante los 
órganos jurisdiccionales españoles en un proceso relativo a:

a) La explotación de dicho buque, incluyendo, en particular, las acciones relativas a 
abordajes y otros accidentes de la navegación, asistencia, salvamento, avería gruesa, 
reparaciones, avituallamiento y otros contratos concernientes al buque y las relativas a las 
consecuencias de la contaminación del medio marino, siempre que, en el momento de 
producirse el hecho que da lugar a la acción, el buque estuviera siendo utilizado para un fin 
distinto del servicio público no comercial; o

b) El transporte de su cargamento, siempre que, en el momento de producirse el hecho 
que da lugar a la acción, el cargamento estuviese siendo utilizado exclusivamente o 
estuviera destinado a ser utilizado exclusivamente para un fin distinto del servicio público no 
comercial.

2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, el término explotación abarca la 
posesión del buque, su control, su gestión o su fletamento, ya sea por tiempo, por viaje, a 
casco desnudo u otro.

3. Cuando en el curso del proceso se planteen dudas sobre el carácter público no 
comercial del buque o de su cargamento, al que se refiere el apartado 1, la certificación 
acreditativa de tal carácter, firmada por el jefe de misión del Estado extranjero acreditado 
ante España o por la autoridad competente del Estado extranjero en el caso de que este no 
disponga de misión acreditada ante el Estado español, hará prueba plena.

4. Lo dispuesto en el apartado 1 no se aplica, en ningún caso, a los buques de guerra y 
buques de Estado extranjeros, que gozarán de inmunidad a todos los efectos.

Artículo 16.  Procesos relativos a los efectos de un convenio arbitral.
Cuando un Estado extranjero haya convenido con una persona natural o jurídica 

nacional de otro Estado la sumisión a arbitraje de toda controversia relativa a una 
transacción mercantil, salvo acuerdo de las partes en otro sentido en el convenio arbitral o 
en la cláusula compromisoria, el Estado no podrá hacer valer la inmunidad ante un órgano 
jurisdiccional español en un proceso relativo a:

a) La validez, interpretación o aplicación de la cláusula compromisoria o del convenio 
arbitral;

b) El procedimiento de arbitraje, incluido el nombramiento judicial de los árbitros;
c) La confirmación, la anulación o la revisión del laudo arbitral; o
d) El reconocimiento de los efectos de los laudos extranjeros.

CAPÍTULO II
Inmunidad de ejecución

Artículo 17.  Inmunidad del Estado extranjero respecto de medidas de ejecución.
1. Los órganos jurisdiccionales españoles se abstendrán de adoptar medidas de 

ejecución u otras medidas coercitivas contra bienes del Estado extranjero, tanto antes como 
después de la resolución judicial, salvo que dicho Estado lo haya consentido, de manera 
expresa o tácita.

2. Después de la resolución judicial, los órganos jurisdiccionales españoles podrán 
también adoptar medidas de ejecución si se ha determinado que los bienes objeto de 
aquellas se utilizan o están destinados a ser utilizados por el Estado con fines distintos de 
los oficiales no comerciales, siempre que se encuentren en territorio español y tengan un 
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nexo con el Estado contra el que se ha incoado el proceso, aunque se destinen a una 
actividad distinta de la que dio lugar al litigio.

Artículo 18.  Consentimiento a la adopción de medidas de ejecución.
1. El consentimiento expreso del Estado extranjero al que se refiere el artículo anterior 

habrá de contenerse en:
a) acuerdo internacional;
b) un contrato escrito; o
c) una declaración ante el tribunal o una comunicación escrita en un proceso 

determinado.
2. Se considera que existe consentimiento tácito a los efectos del artículo anterior 

únicamente cuando el Estado extranjero ha asignado bienes de su propiedad a la 
satisfacción de la demanda objeto del proceso.

3. El consentimiento del Estado extranjero para el ejercicio de la jurisdicción, al que se 
refieren los artículos 5 y 6 no implicará, en ningún caso, consentimiento para la adopción de 
medidas de ejecución.

Artículo 19.  Revocación del consentimiento a la adopción de medidas de ejecución.
El consentimiento del Estado extranjero al que se refiere el artículo anterior no podrá ser 

revocado una vez iniciado el proceso ante un órgano jurisdiccional español.

Artículo 20.  Bienes del Estado dedicados a fines públicos no comerciales.
1. De los bienes propiedad del Estado extranjero o de los que este ostente su posesión o 

control, se consideran en todo caso específicamente utilizados o destinados a ser utilizados 
para fines públicos no comerciales los siguientes:

a) Los bienes, incluidas las cuentas bancarias, utilizados o destinados a ser utilizados en 
el desempeño de las funciones de la misión diplomática del Estado o de sus oficinas 
consulares, misiones especiales, representaciones permanentes ante organizaciones 
internacionales o delegaciones en órganos de organizaciones internacionales o en 
conferencias internacionales;

b) Los bienes del Estado de naturaleza militar o utilizados o destinados a ser utilizados 
en el desempeño de funciones militares;

c) Los bienes del banco central u otra autoridad monetaria del Estado que se destinen a 
los fines propios de dichas instituciones;

d) Los bienes que formen parte del patrimonio cultural o de los archivos del Estado o de 
una exposición de objetos de interés científico, cultural o histórico, siempre que no se hayan 
puesto ni estén destinados a ser puestos a la venta; y

e) Los buques y aeronaves de Estado.
2. Lo dispuesto en el punto a) del apartado anterior no será de aplicación a cuentas 

bancarias destinadas exclusivamente a fines distintos de los públicos no comerciales.
3. Los bienes enumerados en este artículo no podrán ser objeto de medidas de 

ejecución, salvo que el Estado extranjero haya prestado su consentimiento.
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TÍTULO II
Privilegios e inmunidades del Jefe del Estado, el Jefe de Gobierno y el Ministro 

de Asuntos Exteriores del Estado extranjero

CAPÍTULO I
Inviolabilidad e inmunidades de los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y 

Ministros de Asuntos Exteriores en ejercicio

Artículo 21.  Inviolabilidad.
1. Las personas del Jefe de Estado, el Jefe de Gobierno y el Ministro de Asuntos 

Exteriores del Estado extranjero serán inviolables cuando se hallen en territorio español, 
durante todo el periodo de duración de su mandato, con independencia de que se 
encuentren en misión oficial o en visita privada. No podrán ser objeto de ninguna forma de 
detención, se les tratará con el debido respeto y se adoptarán todas las medidas adecuadas 
para impedir cualquier atentado contra su persona, su libertad o su dignidad.

2. La inviolabilidad a la que se refiere el apartado anterior se extiende a su lugar de 
residencia en España, a su correspondencia y a sus propiedades y, en su caso, a los medios 
de transporte que utilicen.

Artículo 22.  Inmunidad de jurisdicción y ejecución.
1. Las personas a las que se refiere el presente Capítulo disfrutarán de inmunidad de 

jurisdicción y ejecución ante los órganos jurisdiccionales españoles de todos los órdenes 
durante toda la duración de su mandato, ya se encuentren en España o en el extranjero. Si 
estuvieran en España, la inmunidad se extiende tanto a los viajes oficiales como a las visitas 
privadas, ya se trate de acciones judiciales en relación con actos oficiales o privados, ya 
sean relativas a actos realizados con anterioridad a su mandato o durante el ejercicio de 
este.

2. No estarán obligados a comparecer como testigos en procesos de los que conozcan 
los órganos jurisdiccionales españoles.

CAPÍTULO II
Inmunidades de antiguos Jefes de Estado y de Gobierno y antiguos Ministros 

de Asuntos Exteriores

Artículo 23.  Continuidad de la inmunidad respecto de los actos oficiales realizados durante 
el mandato.

1. Una vez finalizado su mandato, los antiguos Jefes de Estado y de Gobierno y los 
antiguos Ministros de Asuntos Exteriores continuarán disfrutando de inmunidad penal 
únicamente en relación con los actos realizados durante su mandato en el ejercicio de sus 
funciones oficiales, con el alcance que determina el Derecho Internacional. En todo caso, 
quedarán excluidos de la inmunidad los crímenes de genocidio, desaparición forzada, guerra 
y lesa humanidad.

2. También continuarán disfrutando de inmunidad civil, laboral, administrativa, mercantil y 
fiscal únicamente en relación con los actos realizados durante su mandato en el ejercicio de 
sus funciones oficiales, con las excepciones previstas en los artículos 9 a 16.

Artículo 24.  Jurisdicción sobre los actos realizados a título privado durante el mandato.
Una vez finalizado su mandato, las personas a las que se refiere el presente Capítulo no 

podrán hacer valer la inmunidad ante los órganos jurisdiccionales españoles cuando se trate 
de acciones relacionadas con actos no realizados en el ejercicio de sus funciones oficiales 
durante su mandato.
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Artículo 25.  Jurisdicción sobre los actos realizados con anterioridad al comienzo del 
mandato.

Una vez finalizado su mandato, las personas a las que se refiere el presente Capítulo no 
podrán hacer valer la inmunidad de jurisdicción y ejecución ante los órganos jurisdiccionales 
españoles por actos realizados con anterioridad al comienzo de aquel.

CAPÍTULO III
Disposiciones comunes

Artículo 26.  Reciprocidad en la aplicación de la inmunidad del Jefe de Estado, Jefe de 
Gobierno y Ministro de Asuntos Exteriores.

Salvo que lo impida el Derecho Internacional, la inmunidad de los Jefes de Estado, Jefes 
de Gobierno o Ministros de Asuntos Exteriores o de las personas que hubieran ocupado 
estos cargos en el pasado podrá verse denegada o limitada en su aplicación atendiendo al 
principio de reciprocidad.

Artículo 27.  Renuncia a la inmunidad del Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Ministro de 
Asuntos Exteriores.

1. El Estado extranjero podrá renunciar a la inmunidad de jurisdicción ante los órganos 
jurisdiccionales españoles de su Jefe del Estado, Jefe de Gobierno o Ministro de Asuntos 
Exteriores o de las personas que hubieran ocupado estos cargos en el pasado.

2. La renuncia habrá de ser siempre expresa.
3. Si cualquiera de las personas que gocen de inmunidad, de conformidad con lo 

dispuesto en el presente Título, entablase una acción judicial, no podrá hacer valer la 
inmunidad de jurisdicción respecto de cualquier reconvención directamente ligada a la 
demanda principal.

4. La renuncia a la inmunidad de jurisdicción no implicará renuncia a la inmunidad de 
ejecución, que requerirá una nueva renuncia expresa.

Artículo 28.  Revocación de la renuncia.
La renuncia del Estado extranjero a la que se refiere el artículo anterior no podrá ser 

revocada una vez iniciado el proceso ante un órgano jurisdiccional español.

Artículo 29.  Crímenes internacionales.
Lo dispuesto en el presente Título no afectará a las obligaciones internacionales 

asumidas por España respecto del enjuiciamiento de crímenes internacionales, ni a sus 
compromisos con la Corte Penal Internacional.

TÍTULO III
Inmunidades de los buques de guerra y de los buques y aeronaves de Estado

Artículo 30.  Inmunidad de buques de guerra y buques de Estado.
Salvo que por acuerdo entre los Estados interesados se haya dispuesto otra cosa, los 

buques de guerra y los buques de Estado extranjeros gozarán de inmunidad de jurisdicción y 
ejecución ante los órganos jurisdiccionales españoles, incluso cuando se encuentren en 
aguas interiores o en mar territorial españoles.

Artículo 31.  Inmunidad de aeronaves de Estado.
Las aeronaves de Estado extranjeras, tal como se definen en la presente Ley Orgánica, 

gozarán de inmunidad de jurisdicción y ejecución ante los órganos jurisdiccionales 
españoles, incluso cuando se encuentren en el espacio aéreo o terrestre español.
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Artículo 32.  Consentimiento del Estado extranjero al ejercicio de la jurisdicción o a la 
adopción de medidas de ejecución.

El consentimiento del Estado extranjero al ejercicio de la jurisdicción o a la adopción de 
medidas de ejecución por los órganos jurisdiccionales españoles en relación con sus buques 
de guerra y sus buques y aeronaves de Estado, en supuestos en los que gocen de 
inmunidad conforme a lo establecido en la presente Ley Orgánica, se regirá por lo dispuesto 
en los artículos 5 a 8, 18 y 19.

TÍTULO IV
Estatuto de las Fuerzas Armadas visitantes

Artículo 33.  Estatuto de las Fuerzas Armadas visitantes, de su personal militar y civil y de 
sus bienes.

1. A las Fuerzas Armadas visitantes de un Estado miembro de la OTAN o de la 
Asociación para la Paz, a su personal militar y civil y a sus bienes, cuando se encuentren en 
territorio español a invitación o con consentimiento de España, se les aplicarán las 
disposiciones del Convenio entre los Estados Partes del Tratado del Atlántico Norte relativo 
al estatuto de sus fuerzas, de 19 de junio de 1951.

2. A las Fuerzas Armadas visitantes de cualquier otro Estado extranjero, a su personal 
militar y civil y a sus bienes, cuando se encuentren en territorio español a invitación o con 
consentimiento de España, se les aplicarán, de forma total o parcial, las disposiciones del 
Convenio entre los Estados Partes del Tratado del Atlántico Norte relativo al estatuto de sus 
fuerzas, de 19 de junio de 1951. Dicha aplicación se hará, atendiendo al principio de 
reciprocidad y en virtud del acuerdo que sea suscrito a tal efecto por el Ministerio de Defensa 
de España con el homólogo del Estado extranjero.

3. Las disposiciones de este artículo se aplicarán a cualquier parte del territorio bajo 
soberanía española donde estén situadas las Fuerzas Armadas visitantes, su personal 
militar y civil y sus bienes, ya se encuentren estacionadas o en tránsito, así como a los 
buques y aeronaves de España.

TÍTULO V
Privilegios e inmunidades de las organizaciones internacionales con sede u 

oficina en España

Artículo 34.  Inviolabilidad de las organizaciones internacionales.
1. Los locales de las organizaciones internacionales, cualquiera que sea su propietario, 

sus archivos, su correspondencia oficial y, en general, todos los documentos que les 
pertenezcan u obren en su poder y estén destinados a su uso oficial serán inviolables 
dondequiera que se encuentren.

2. Los locales de las organizaciones internacionales, así como todos sus medios de 
transporte, bienes y haberes en España no podrán ser objeto de registro, requisa, 
confiscación, expropiación o de cualquier otra medida coercitiva de carácter ejecutivo, 
administrativo, judicial o legislativo.

Artículo 35.  Inmunidad de las organizaciones internacionales.
1. En ausencia de acuerdo internacional bilateral o multilateral aplicable, las 

organizaciones internacionales gozarán, respecto de toda actuación vinculada al 
cumplimiento de sus funciones, de inmunidad de jurisdicción y de ejecución ante los órganos 
jurisdiccionales españoles de todos los órdenes, en los términos y condiciones establecidos 
en la presente Ley Orgánica.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando se trate de procedimientos de 
Derecho privado o de procesos del ámbito laboral relativos a miembros del personal de las 
organizaciones internacionales, estas no podrán hacer valer la inmunidad, salvo que 
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acrediten disponer de un mecanismo alternativo de resolución de la controversia, ya esté 
previsto en el tratado constitutivo, los estatutos, el reglamento interno o en cualquier otro 
instrumento aplicable de las organizaciones internacionales.

2. Salvo acuerdo en otro sentido, las organizaciones internacionales no gozarán de la 
inmunidad prevista en el apartado 1 en relación con acciones de naturaleza civil iniciadas por 
terceros por daños resultantes de accidente causado por vehículos de motor pertenecientes 
u operados por la organización en su beneficio o relacionadas con una infracción de tráfico 
en la que se encuentren involucrados tales vehículos.

Artículo 36.  Personal propio de las organizaciones internacionales.
1. El máximo representante de las organizaciones internacionales en España gozará de 

la inmunidad acordada por el Derecho Internacional a los Jefes de misión diplomática, que 
se extenderá a los familiares a su cargo que no tengan nacionalidad española ni residencia 
habitual en España. Igualmente gozarán de inviolabilidad personal, así como de residencia, 
correspondencia y equipaje.

2. La persona que sustituya temporalmente al máximo representante de la organización 
gozará de la inmunidad a la que se refiere el apartado anterior durante el periodo de 
duración de la sustitución.

3. El resto del personal de las organizaciones internacionales cualquiera que sea su 
nacionalidad, gozará de inmunidad de jurisdicción y no podrá ser objeto de ninguna forma de 
detención en relación con cualesquiera palabras, escritos y actos ejecutados en el ejercicio 
de sus funciones.

4. Los expertos y otras personas contratadas por las organizaciones internacionales para 
el desempeño de misiones específicas durante un tiempo limitado gozarán de inmunidad de 
jurisdicción y no podrán ser objeto de ninguna forma de detención en relación con 
cualesquiera palabras, escritos y actos realizados en el ejercicio de sus funciones.

5. La inmunidad de jurisdicción a la que se refiere este artículo subsistirá después de 
haber cesado en la condición de representante, miembro del personal, experto o contratado 
de la organización por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones durante su 
permanencia en el cargo de que se trate.

Artículo 37.  Consentimiento de las organizaciones internacionales al ejercicio de la 
jurisdicción por parte de los órganos jurisdiccionales españoles.

1. Las organizaciones internacionales no podrán hacer valer la inmunidad de jurisdicción 
ante un órgano jurisdiccional español respecto de una cuestión en relación con la cual hayan 
consentido de forma expresa el ejercicio de dicha jurisdicción:

a) Por acuerdo internacional;
b) En un contrato escrito; o
c) Por una declaración ante el tribunal o por una comunicación escrita en un proceso 

determinado.
2. Las organizaciones internacionales no podrán hacer valer la inmunidad de jurisdicción 

ante un órgano jurisdiccional español en relación con un determinado proceso:
a) Cuando este haya sido iniciado mediante la interposición de demanda o querella por 

la propia organización;
b) Cuando la organización internacional haya realizado cualquier acto relativo al fondo 

del proceso;
c) Cuando la organización internacional haya formulado reconvención basada en la 

misma relación jurídica o los mismos hechos que la demanda principal; o
d) Cuando se haya formulado reconvención basada en la misma relación jurídica o los 

mismos hechos que la demanda presentada por la organización internacional.
3. La inclusión en un contrato en el que sean parte las organizaciones internacionales de 

una cláusula en la que se reconozca la jurisdicción de un órgano jurisdiccional ordinario 
español constituirá una renuncia a la inmunidad de jurisdicción.
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Artículo 38.  Comportamientos que no constituyen consentimiento a la jurisdicción.
No se interpretará como consentimiento de la organización internacional al ejercicio de la 

jurisdicción por órganos jurisdiccionales españoles respecto de determinado proceso:
a) La intervención de la organización internacional en el proceso para hacer valer la 

inmunidad;
b) La comparecencia de un representante de la organización internacional en el proceso 

en calidad de testigo;
c) La incomparecencia de la organización internacional en el proceso; o
d) El consentimiento expreso o tácito, otorgado por la organización internacional a la 

aplicación de la ley española a la cuestión objeto del proceso.

Artículo 39.  Revocación del consentimiento.
El consentimiento de la organización internacional al que se refiere el artículo 37 no 

podrá ser revocado una vez iniciado el proceso ante un órgano jurisdiccional español.

Artículo 40.  Representantes de los Estados miembros y Estados observadores ante la 
organización internacional.

1. Los Representantes Permanentes ante la organización internacional y los Jefes de las 
misiones de observación gozarán de la inmunidad acordada a los Jefes de misión 
diplomática acreditados en España, que se extenderá a los familiares a su cargo que no 
tengan nacionalidad española ni residencia habitual en España. Igualmente gozarán de 
inviolabilidad personal, así como de residencia, correspondencia y equipaje.

2. Los miembros del personal diplomático de las delegaciones de los Estados miembros 
y Estados observadores ante la organización internacional gozarán de la inmunidad 
acordada a los agentes diplomáticos en España, que se extenderá a los familiares a su 
cargo que no tengan nacionalidad española ni residencia habitual en España. Igualmente 
gozarán de inviolabilidad personal, así como de residencia, correspondencia y equipaje.

3. Los restantes miembros de las delegaciones de los Estados miembros y Estados 
observadores ante la organización internacional gozarán de inmunidad de jurisdicción y de 
detención en relación con cualesquiera palabras, escritos y actos realizados en el ejercicio 
de sus funciones.

Artículo 41.  Consentimiento del Estado extranjero al ejercicio de la jurisdicción y a la 
adopción de medidas de ejecución.

El consentimiento del Estado extranjero al ejercicio de la jurisdicción y a la adopción de 
medidas de ejecución por órganos jurisdiccionales españoles en relación con sus 
representaciones permanentes o de observación y los miembros de estas se regirá, en 
ausencia de acuerdo internacional que lo regule, por lo dispuesto en los artículos 5 a 8, 18 
y 19.

TÍTULO VI
Privilegios e inmunidades aplicables a las conferencias y reuniones 

internacionales

Artículo 42.  Ámbito de aplicación.
1. En ausencia de acuerdo específico celebrado por España, el régimen establecido en 

el presente Título regulará los privilegios e inmunidades aplicables a la celebración en 
España de una conferencia o reunión internacional, cualquiera que sea su denominación 
particular.

2. En los casos en que España haya celebrado un acuerdo específico en la materia, el 
régimen aplicable será el estipulado en dicho acuerdo y, supletoriamente, el establecido en 
la presente Ley Orgánica.
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Artículo 43.  Duración de los privilegios e inmunidades.
Con carácter general, la duración de los privilegios e inmunidades reconocidos se 

extenderá durante toda la duración de la conferencia o reunión internacional y sendos 
periodos de diez días anteriores y cinco días posteriores a esta.

Artículo 44.  Facilidades, privilegios e inmunidades para la celebración de la conferencia o 
reunión internacional.

1. Los locales asignados a la conferencia o reunión internacional, cualquiera que sea su 
propietario, serán inviolables. Ningún agente de las autoridades españolas podrá entrar en 
ellos sin consentimiento expreso de la máxima autoridad de la organización o representante 
autorizado, si bien el consentimiento se presumirá en caso de incendio o emergencia 
equiparable.

2. Los locales, medios de transporte, archivos y documentos y cualesquiera bienes y 
haberes asignados a la conferencia o reunión internacional no podrán ser objeto de registro, 
requisa, confiscación, expropiación o de cualquier otra medida coercitiva de carácter 
ejecutivo, administrativo, judicial o legislativo.

3. Estarán exentos de derechos de aduana y tasas de importación, en los casos y 
condiciones en que lo permita la normativa aduanera de la Unión Europea, el material 
administrativo, técnico y científico suministrado por la organización para la celebración de la 
conferencia o reunión internacional, las publicaciones y demás documentos oficiales de la 
organización destinados a sus trabajos y los regalos habituales ofrecidos o recibidos por los 
altos funcionarios de la misma, siempre que la organización se comprometa a su 
reexportación al término del evento, con excepción de los consumidos in situ.

4. El máximo representante de la organización en la conferencia o reunión internacional 
y quien ostente la presidencia de dicho evento, si no fueran la misma persona, gozarán de 
las prerrogativas y privilegios concedidos a los Jefes de misión diplomática en España, que 
se extenderán a los familiares que le acompañen, siempre que no tengan nacionalidad 
española ni residencia habitual en España.

Artículo 45.  Delegaciones de Estados invitados a la conferencia o reunión internacional.
1. El Jefe de la delegación gozará de las prerrogativas y privilegios reconocidos en 

España a los Jefes de misión diplomática.
2. Los miembros del personal de las delegaciones de los Estados invitados, cuyos 

nombres deberán ser comunicados al Gobierno español por vía diplomática con antelación al 
inicio de la conferencia o reunión internacional, gozarán de las prerrogativas y privilegios 
reconocidos a los agentes diplomáticos en España, con la excepción prevista en el 
apartado 4.

3. Los restantes miembros de la delegación gozarán de inmunidad de jurisdicción y no 
podrán ser objeto de ninguna forma de detención por cualesquiera palabras, escritos y actos 
realizados en relación con la conferencia o reunión internacional.

4. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, los miembros del personal de las 
delegaciones no gozarán de inmunidad en relación con acciones de naturaleza civil iniciadas 
por terceros por daños resultantes de accidente causado por vehículos de motor o 
relacionadas con una infracción de tráfico en la que se encuentren involucrados tales 
vehículos.

5. Los locales asignados a las delegaciones, cualquiera que sea su propietario, serán 
inviolables. Ningún agente de las autoridades españolas podrá entrar en ellos sin 
consentimiento expreso del Jefe de la delegación o quien le sustituya, si bien el 
consentimiento se presumirá en caso de incendio o emergencia equiparable.

6. Los locales, medios de transporte, archivos y documentos no podrán ser objeto de 
registro, requisa, confiscación, expropiación o de cualquier otra medida coercitiva de carácter 
ejecutivo, administrativo, judicial o legislativo.

7. Se permitirá la libre comunicación de las delegaciones para todos los fines 
relacionados con la conferencia o reunión internacional. A este fin, podrán utilizar todos los 
medios de comunicación adecuados, incluidos correos diplomáticos, valija diplomática y 
mensajes en clave o en cifra.
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8. Estarán exentos de derechos de aduana y tasas de importación, en los casos y 
condiciones en que lo permita la normativa aduanera de la Unión Europea, el material 
administrativo y técnico destinado a la celebración de la conferencia o reunión internacional, 
las publicaciones y demás documentos oficiales de la delegación destinados a sus trabajos y 
los regalos habituales ofrecidos o recibidos, siempre que el Estado extranjero que envía la 
delegación se comprometa a su reexportación al término del evento, con excepción de los 
consumidos in situ.

Artículo 46.  Otros invitados y funcionarios de la organización.
Los invitados a la conferencia o reunión internacional que no formen parte de 

delegaciones de Estados y los miembros del personal de la organización desplazados a 
España para participar en el evento o en su organización, siempre que no tengan 
nacionalidad española ni residencia habitual en España, no podrán ser objeto de ninguna 
forma de detención ni de confiscación de equipaje personal, salvo en caso de flagrante 
delito. Gozarán, igualmente, de inmunidad de jurisdicción por cualesquiera palabras, escritos 
y actos realizados en relación con la conferencia o reunión internacional.

Artículo 47.  Conferencias o reuniones internacionales organizadas por las Naciones Unidas 
o sus organismos especializados.

1. En el caso de que las Naciones Unidas o alguno de sus organismos especializados 
celebre en España, a invitación del Gobierno español, en colaboración con este o con su 
consentimiento, una conferencia o reunión internacional, se aplicará el régimen de privilegios 
e inmunidades previsto en la Convención sobre privilegios e inmunidades de las Naciones 
Unidas, aprobada por la Asamblea General el 13 de febrero de 1946 o en la Convención 
sobre privilegios e inmunidades de los organismos especializados, aprobada por la 
Asamblea General el 21 de noviembre de 1947, según corresponda, de la forma expresada 
en los siguientes apartados.

2. Los representantes de los Estados miembros de la organización o del organismo, cuyo 
nombre haya sido comunicado por la organización o el organismo al Gobierno español por 
vía diplomática con antelación al inicio de la conferencia o reunión internacional, gozarán de 
las prerrogativas e inmunidades previstas en el artículo IV de la Convención sobre privilegios 
e inmunidades de las Naciones Unidas de 1946 o en el artículo V de la Convención sobre 
privilegios e inmunidades de los organismos especializados de 1947, según corresponda.

3. Los participantes en la conferencia o reunión internacional que no sean 
representantes de los Estados miembros a los que se refiere el artículo anterior, invitados 
bien por Naciones Unidas o el organismo especializado organizador, bien por el Gobierno de 
España o por ambos, cuyo nombre haya sido comunicado al Gobierno de España por vía 
diplomática con antelación al inicio del evento, gozarán de las prerrogativas e inmunidades 
reconocidas a los expertos que forman parte de las misiones de Naciones Unidas previstas 
en el artículo VI de la Convención sobre privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas 
de 1946.

4. Los funcionarios de Naciones Unidas o de sus organismos especializados que 
participen en la conferencia o reunión internacional o desarrollen funciones relacionadas con 
esta y cuyo nombre haya sido comunicado al Gobierno de España con antelación al inicio 
del evento gozarán de las prerrogativas e inmunidades reconocidas en los artículos V y VII 
de la Convención de 1946 y los artículos VI y VIII de la Convención de 1947, 
respectivamente.

5. Supletoriamente, se aplicará lo dispuesto en el presente Título.

Artículo 48.  Conferencias o reuniones internacionales organizadas por la Unión Europea.
En el caso de que la Unión Europea o alguna de sus instituciones, órganos u organismos 

celebre en España, a invitación del Gobierno español, en colaboración con este o con su 
consentimiento, una conferencia o reunión internacional, se aplicará el régimen de privilegios 
e inmunidades previsto en el Protocolo número 7 sobre los privilegios y las inmunidades de 
la Unión Europea y, supletoriamente, lo dispuesto en el presente Título.
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TÍTULO VII
Cuestiones procedimentales

Artículo 49.  Apreciación de oficio de la inmunidad por los órganos jurisdiccionales.
Los órganos jurisdiccionales españoles apreciarán de oficio las cuestiones relativas a la 

inmunidad a las que se refiere la presente Ley Orgánica y se abstendrán de conocer de los 
asuntos que se les sometan cuando se haya formulado demanda, querella o se haya iniciado 
el proceso de cualquier otra forma o cuando se solicite una medida ejecutiva respecto de 
cualquiera de los entes, personas o bienes que gocen de inmunidad conforme a la presente 
Ley Orgánica.

Artículo 50.  Invocación de la inmunidad.
Salvo que hubiese renunciado tácitamente a la inmunidad de jurisdicción, y sea cual sea 

el tipo de procedimiento, el Estado extranjero podrá hacerla valer por el cauce de la 
declinatoria, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 63 y siguientes de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, con excepción de los plazos previstos en 
el apartado 1 del artículo 64.

Artículo 51.  Proceso incoado contra Estados u organizaciones internacionales o contra 
personas con inmunidad.

A los efectos de la presente Ley Orgánica, se entenderá que se ha incoado un proceso 
ante los órganos jurisdiccionales españoles contra cualquiera de los entes o personas que, 
de conformidad con la presente Ley Orgánica, gozan de inmunidad, si alguno de ellos es 
mencionado como parte contra la que se dirige el mismo.

Artículo 52.  Comunicaciones judiciales dirigidas a Estados extranjeros.
Los emplazamientos, citaciones, requerimientos y cualesquiera otros actos de 

comunicación judicial dirigidos a Estados extranjeros, así como la comunicación al Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación de la existencia de cualquier procedimiento contra 
un Estado extranjero, a los solos efectos de que aquel emita informe en relación con las 
cuestiones relativas a la inmunidad de jurisdicción y ejecución, se realizarán en la forma 
prevista en la Ley 29/2015, de 30 de julio, de Cooperación Jurídica Internacional en Materia 
Civil.

Artículo 53.  Comunicaciones de los Estados extranjeros y de las organizaciones 
internacionales.

Las comunicaciones de los Estados extranjeros por las que se haga constar 
expresamente su consentimiento al ejercicio de la jurisdicción por órganos jurisdiccionales 
españoles o la renuncia a la inmunidad en todos los casos previstos en la presente Ley 
Orgánica, así como las de las organizaciones internacionales que tengan la misma finalidad, 
se cursarán por vía diplomática, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación.

Artículo 54.  Procedimiento de comunicación entre el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación y los órganos jurisdiccionales españoles.

1. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación remitirá el emplazamiento o la 
notificación del órgano jurisdiccional a la misión diplomática o a la representación 
permanente española correspondiente, a los efectos de su traslado al Ministerio de Asuntos 
Exteriores del Estado extranjero o al órgano competente de la organización internacional.

2. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación dará traslado al órgano 
jurisdiccional competente del informe no vinculante previsto en el artículo 27 de la 
Ley 29/2015, de 30 de julio, de Cooperación Jurídica Internacional en Materia Civil y de 
cualquier comunicación que, en materia de inmunidad, le remita por vía diplomática un 
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Estado extranjero o una organización internacional en relación con un proceso incoado en 
España.

3. El órgano jurisdiccional competente, a la mayor brevedad posible, dará traslado al 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación de las peticiones del informe previsto en 
el artículo 27 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, de Cooperación Jurídica Internacional en 
Materia Civil y de las comunicaciones que dirija al Estado extranjero.

Artículo 55.  Sentencias dictadas en rebeldía.
Los órganos jurisdiccionales españoles no dictarán sentencia en rebeldía contra el 

Estado extranjero o la organización internacional, salvo que concurran las siguientes 
condiciones:

a) Que se hayan cumplido los requisitos de notificación;
b) Que haya transcurrido un plazo de cuatro meses a contar desde la fecha de recepción 

de la notificación de la demanda u otro documento por el que se incoe el proceso; y
c) Que la presente Ley Orgánica no impida el ejercicio de la jurisdicción.

Artículo 56.  Privilegios e inmunidades de los Estados extranjeros y de las organizaciones 
internacionales durante la sustanciación del proceso.

1. El hecho de que el Estado extranjero o la organización internacional incumpla o 
rehúse cumplir el requerimiento de un órgano jurisdiccional español por el que se le inste a 
realizar o abstenerse de realizar determinado acto, a presentar cualquier documento o a 
revelar cualquier otra información a los efectos del proceso no tendrá más consecuencias 
que las que resulten de tal comportamiento en relación con el fondo del asunto. En particular, 
no se impondrá ninguna sanción o pena al Estado u organización internacional que haya 
incumplido o rehusado cumplir tal requerimiento.

2. Ningún Estado extranjero u organización internacional estará obligado a prestar 
caución, fianza o depósito, para garantizar el pago de las costas o gastos judiciales de 
cualquier proceso en el que sea parte demandada ante un órgano jurisdiccional español.

Disposición adicional única.  Comunicación a otros sujetos de Derecho Internacional.
El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación comunicará la presente Ley 

Orgánica a todos los sujetos de Derecho Internacional con los que España mantiene 
relaciones, incluidas las organizaciones internacionales de las que es miembro.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a la 

presente Ley Orgánica.

Disposición final primera.  Título competencial.
La presente Ley Orgánica se dicta en ejercicio de las competencias exclusivas atribuidas 

al Estado en materia de relaciones internacionales y de legislación procesal por el 
artículo 149.1.3.ª y 6.ª de la Constitución.

Disposición final segunda.  Carácter ordinario de determinados artículos de la Ley.
Sin perjuicio del carácter orgánico de la presente Ley, los artículos 49 a 55 y la 

disposición final cuarta, tienen carácter ordinario.

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial.

El artículo 21.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial pasa a tener 
la siguiente redacción:

«2. No obstante, no conocerán de las pretensiones formuladas respecto de 
sujetos o bienes que gocen de inmunidad de jurisdicción y de ejecución de 
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conformidad con la legislación española y las normas de Derecho Internacional 
Público.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

La circunstancia 1.ª del apartado 2 del artículo 36 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil queda redactada como sigue:

«1.ª Cuando se haya formulado demanda o solicitado ejecución respecto de 
sujetos o bienes que gocen de inmunidad de jurisdicción o de ejecución de 
conformidad con la legislación española y las normas de Derecho Internacional 
Público.»

Disposición final quinta.  Desarrollo normativo.
Se autoriza al Gobierno a dictar las disposiciones que resulten necesarias para el 

adecuado desarrollo de lo establecido en la presente Ley Orgánica.

Disposición final sexta.  Preferencia de los tratados internacionales.
En caso de concurrencia normativa de la presente Ley Orgánica con las previsiones 

recogidas en un tratado internacional del que el Reino de España sea Estado Parte se 
aplicará con carácter preferente el tratado internacional.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
La presente Ley Orgánica entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 6

Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del 
Estado

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 74, de 26 de marzo de 2014
Última modificación: 12 de junio de 2018

Referencia: BOE-A-2014-3248

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
La dimensión internacional de la actuación del Estado ha cobrado en los últimos tiempos 

un protagonismo sin precedentes. La razón de ello es que en un mundo globalizado e 
interdependiente como el actual, la forma de conducir la política exterior de un Estado incide 
de manera directa e inmediata en la vida e intereses de sus ciudadanos. Además, en el 
ámbito europeo, se ha desarrollado un ambicioso proceso de integración supranacional en el 
que los Estados miembros han atribuido a la Unión Europea el ejercicio de un elenco tan 
amplio de competencias que la actuación nacional e internacional quedan estrechamente 
entrelazadas.

Para España, la aprobación de la Constitución de 1978 supuso un cambio trascendental 
que ha tenido una gran incidencia en la Acción Exterior de nuestro país. Ha permitido la 
incorporación de España a foros de los que durante mucho tiempo estuvimos excluidos, 
especialmente la ya citada Unión Europea, el Consejo de Europa y la Alianza Atlántica, a la 
par que ha impulsado la creación de la Comunidad Iberoamericana de Naciones. También ha 
propiciado el establecimiento de nuevas dimensiones de la Acción Exterior, como lo es la 
cooperación internacional al desarrollo. Y todo ello con fundamento en el firme compromiso 
con los valores fundamentales que inspiran las relaciones dentro de la comunidad 
internacional, muy en especial, los valores de la dignidad humana, la libertad, el Estado de 
Derecho, los derechos humanos, la solidaridad, el fomento de la paz, el respeto del Derecho 
Internacional y el compromiso con el multilateralismo.

Asimismo, la Constitución de 1978 creó el marco jurídico necesario para el 
reconocimiento a diversos sujetos, entre ellos las Comunidades Autónomas a través de sus 
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respectivos Estatutos de Autonomía, de competencias en materia de Acción Exterior, tanto 
en el ámbito de la Unión Europea como en el de la Acción Exterior en sentido propio. Ello ha 
comportado un gran enriquecimiento interior y exterior para España, pero conlleva, a su vez, 
la correlativa necesidad de coordinación para garantizar una armoniosa convivencia entre la 
Acción Exterior y la dirección de la Política Exterior por parte del Gobierno.

II
En este contexto, la Ley de la Acción y del Servicio Exterior del Estado se concibe como 

un instrumento flexible que presta atención preferente a cinco exigencias fundamentales.
En primer lugar, resulta preciso afirmar y promover los valores e intereses de España con 

el objetivo de fortalecer su presencia internacional y reforzar su imagen en el mundo.
En segundo lugar, cobra una importancia capital consolidar y reforzar la credibilidad de 

España en el exterior ya que, como consecuencia de la globalización y del crecimiento 
exponencial de las relaciones económicas internacionales, dicha credibilidad es de indudable 
importancia para aumentar la exportación de bienes y servicios, atraer capitales con los que 
financiar nuestra economía y facilitar la implantación y expansión de nuestras empresas.

En tercer lugar, conviene fortalecer nuestra participación en el proceso de integración 
europea y articular una Acción Exterior que resulte armónica con la Política Exterior y de 
Seguridad Común de la Unión Europea, así como con los fines del Servicio Europeo de 
Acción Exterior.

En cuarto lugar, es primordial lograr una adecuada coordinación de la Acción Exterior de 
España con la de los Estados que integran la Comunidad Iberoamericana de Naciones. Esta 
dimensión genuina de España, derivada de la historia y de la afinidad cultural y lingüística, 
de la que forma parte sustantiva el español como lengua común, constituye un empeño 
irrenunciable para España.

Y, finalmente, resulta obligado garantizar una adecuada asistencia y protección a los 
españoles y apoyar a la ciudadanía española y a las empresas españolas en el exterior.

A partir de esta concepción, la ley establece siete principios rectores de la Acción 
Exterior del Estado: unidad de acción en el exterior; lealtad institucional y coordinación y 
cooperación; planificación; eficiencia; eficacia y especialización; transparencia; y servicio al 
interés general.

Sobre estos principios, la ley reafirma la competencia del Gobierno en su papel de 
dirección de la política exterior, y sus facultades de coordinación de la Acción Exterior. 
Revitaliza el Consejo de Política Exterior y su Consejo Ejecutivo, a los que corresponde velar 
para que la Acción Exterior del Estado se desarrolle de conformidad con los principios y 
objetivos de la Política Exterior y se ajuste a las directrices fijadas por el Gobierno mediante 
la adecuación de los medios a los objetivos. Establece, ya que reconoce a todos los actores 
en el exterior, instrumentos de planificación, seguimiento y coordinación que procuren que la 
Acción Exterior sea integrada y exista una plena conexión entre ella y la Política Exterior. Y, 
finalmente, concibe el Servicio Exterior del Estado como el instrumento fundamental para la 
ejecución de la Política y de la Acción Exterior al aglutinar en él a todos los órganos de la 
Administración General del Estado que actúan en el exterior y definir a los Embajadores y 
Representantes Permanentes ante Organizaciones Internacionales como órganos directivos 
a los que corresponde la dirección y la coordinación de todos ellos.

Todo ello se vertebra, lógicamente, en el marco constitucional, en particular con base 
competencial en el artículo 149.1.3.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la 
competencia exclusiva en materia de relaciones internacionales, el artículo 149.1.18.ª, que le 
atribuye la competencia exclusiva en materia de bases del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas y de régimen estatutario de los funcionarios, y el artículo 97 que 
otorga al Gobierno, asimismo en exclusiva, la dirección de la política exterior.

III
La ley se estructura en cuatro títulos. El punto de arranque lo configura un título 

preliminar en el que se recogen las disposiciones generales sobre el objeto y definiciones de 
la ley y los principios que la inspiran, con clara diferencia entre Política Exterior y Acción 
Exterior del Estado. Se persigue dotar a esta última de unidad y coherencia interna, más allá 
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de la suma de las acciones sectoriales; planificarla, garantizar su eficacia y eficiencia, 
reconocer la necesaria especialización en su ejecución; y ponerla al servicio de los intereses 
generales de España, como resultado de una visión participada y compartida sobre lo que a 
España interesa.

El título I regula los sujetos y los ámbitos de la Acción Exterior del Estado. Sus 
disposiciones parten del reconocimiento de la existencia de una multiplicidad de sujetos que, 
sin competencias en Política Exterior, desarrollan una muy intensa Acción Exterior, en el 
ejercicio de sus competencias propias, y deben sujetarse a las directrices, fines y objetivos 
establecidos por el Gobierno en el ejercicio a su vez de su competencia exclusiva de 
dirección de la Política Exterior del Estado. Respecto de los sujetos, entre los que no cabe 
olvidar por su relevante papel a la Corona, la ley recoge la mención de aquellas 
competencias y funciones que guardan estrecha relación con la Acción Exterior del Estado. 
Como novedad, la ley establece un sistema de información y comunicación de las 
actuaciones en el exterior y de los viajes y visitas al exterior que persigue una doble 
finalidad: que el Gobierno facilite a los sujetos de la Acción Exterior apoyo en su ejecución; y, 
en lo que a los órganos constitucionales y Administraciones públicas concierne, que pueda 
emitir recomendaciones motivadas acerca de la adecuación de dichas actuaciones a las 
directrices, fines y objetivos de la Política Exterior.

Asimismo, en este título se relacionan y describen, sin ánimo de constituir una lista 
cerrada e inmutable, los ámbitos de la Acción Exterior entendidos como aquellos que, por su 
singular importancia, deben ser atendidos y tenidos en cuenta para la formulación de una 
Política Exterior cuyo objetivo último es la defensa y promoción de los valores e intereses de 
España, el progreso y el crecimiento sostenible y el bienestar de la población española con 
especial énfasis en la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres y la erradicación de 
la violencia de género, destacando la atención y protección de las mujeres españolas 
víctimas de violencia de género y de sus hijos e hijas en el exterior.

En el título II se regulan los instrumentos de planificación, seguimiento y coordinación de 
la Acción Exterior. Los primeros son la Estrategia y el Informe de Acción Exterior, ambos 
objeto de aprobación por el Gobierno, cuya elaboración se lleva a cabo conjuntamente por 
todos los departamentos ministeriales y se completa con las aportaciones de los órganos 
constitucionales, las Comunidades y Ciudades Autónomas y las entidades que integran la 
Administración Local.

En la elaboración de la Estrategia de Acción Exterior resulta imprescindible la puesta en 
valor de todos nuestros activos inmateriales ante sociedades civiles y actores no 
gubernamentales en el ámbito internacional. La promoción de la imagen de España en el 
exterior constituye una tarea inexcusable.

Por lo que a la coordinación concierne, la ley presta especial atención a un órgano clave 
para la consecución de sus objetivos, el Consejo de Política Exterior, órgano colegiado 
asesor del Presidente del Gobierno en su tarea de dirección de la Política Exterior, que se 
configura como el principal garante de la coherencia interna de la Acción Exterior del Estado 
y la plena coordinación entre la Acción Exterior y la Política Exterior.

Este órgano colegiado adquiere además un protagonismo esencial a través de su 
Consejo Ejecutivo al que corresponde formular propuestas relativas a la adecuación y mejor 
ordenación de los medios humanos, presupuestarios y materiales del Servicio Exterior, para 
el cumplimiento de los fines y objetivos fijados en la Estrategia de Acción Exterior. Dicho en 
otros términos, conoce sobre cómo y dónde debe producirse el despliegue de nuestro 
Servicio Exterior para mejor servir los intereses generales de España.

El título III se dedica a la nueva configuración de la organización de la Administración 
General del Estado en el exterior: el Servicio Exterior del Estado, figura ya apuntada en el 
Real Decreto 632/1987, de 8 de mayo, sobre organización de la Administración del Estado 
en el exterior que persigue la unidad de acción de todos los órganos de la Administración 
General del Estado en el exterior. Para ello se garantizan las funciones de dirección de la 
Misión y de coordinación de la Acción Exterior y del Servicio Exterior que ya la Ley 6/1997, 
de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado 
atribuye a los Embajadores y Representantes Permanentes en su condición de órganos 
directivos en el exterior, a la vez que reconoce la necesidad e importancia de la 
incorporación del conocimiento especializado a la Acción Exterior del Estado.
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Como novedad, la ley establece las bases para que el Consejo Ejecutivo de Política 
Exterior pueda recomendar la adopción de medidas de gestión integrada en las Misiones 
Diplomáticas a través del establecimiento, allí donde se considere necesario o conveniente, 
de una Sección de Servicios Comunes que procure, además, un más eficiente 
aprovechamiento de los recursos humanos y materiales públicos.

En este título se introducen también nuevos conceptos y nuevas formas de diplomacia y 
representación, aprovechando la potencialidad que ofrece el despliegue del Servicio 
Europeo de Acción Exterior y de sus delegaciones en el exterior o acordando con los 
Estados que integran la Comunidad Iberoamericana de Naciones la creación de oficinas 
sectoriales conjuntas en terceros Estados para el desarrollo de ámbitos específicos de la 
Acción Exterior.

Este modelo requiere que la Administración potencie la formación continuada de los 
funcionarios que integran el Servicio Exterior en capacidades nuevas que permitan el trabajo 
interdisciplinar y multisectorial, así como el pleno desarrollo de las capacidades directivas y 
técnicas de negociación en el contexto internacional, y la formación en el conocimiento y 
perfeccionamiento de idiomas. Para ello, la ley configura a la Escuela Diplomática y al ICEX 
España Exportación e Inversiones, a través del Centro de Estudios Económicos y 
Comerciales, como centros de formación de los funcionarios del Servicio Exterior.

Finalmente, la ley se cierra con las correspondientes disposiciones adicionales, 
derogatorias y finales.

IV
Finalmente, conviene emplazar esta ley en su justa perspectiva histórica y dejar 

constancia del valor que en esta materia tiene un consenso político y social para su puesta 
en marcha.

En efecto, esta ley se inscribe en una rica trayectoria histórica, varias veces centenaria, 
de diplomacia española, que hunde sus raíces últimas en las valiosas aportaciones que la 
Escuela de Salamanca hizo en el siglo XVI al derecho internacional y cuya actuación 
siempre se ha desarrollado con entera vocación de servicio público. No en vano las 
dimensiones genuinas de nuestra acción exterior –la europea, la iberoamericana y atlántica, 
así como la mediterránea– entroncan sin duda con las diplomacias castellana y aragonesa, 
pero es así mismo propiamente española nuestra vocación de universalismo. Esta historia 
diplomática es ciertamente excepcional por su magnitud geográfica, por su producción 
doctrinal política y jurídica, por sus instituciones, medios y personas, así como por sus usos, 
rumbos y tareas. Y es legítimo traer a colación este ingente y valioso legado, pues, en gran 
medida, los condicionantes y las categorías, las personas, los recursos y los objetivos de la 
Acción Exterior que regula la presente ley se incardinan en dicha historia.

Por otro lado, las novedades y cambios que la presente ley comporta no pueden ser 
llevados a cabo en solitario por el Gobierno. Una adecuada y eficaz aplicación de esta ley 
requiere un acuerdo básico entre las fuerzas políticas, las Comunidades Autónomas, las 
Organizaciones Empresariales y Sindicales, el mundo de la cultura y la colaboración de toda 
la sociedad española. Solo así podrá transformarse realmente un orden jurídico diseñado en 
la época en la que aún subsistían las viejas fronteras entre los Estados para construir otro 
adaptado a los nuevos imperativos de la globalización.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto y definiciones.
1. Esta ley tiene por objeto regular la Acción Exterior del Estado, enumerar sus principios 

rectores, identificar los sujetos y ámbitos de la misma, establecer los instrumentos para su 
planificación, seguimiento y coordinación y ordenar el Servicio Exterior del Estado, para 
asegurar la coordinación y coherencia del conjunto de actuaciones que la constituyen y su 
adecuación a las directrices, fines y objetivos de la Política Exterior.

2. A los efectos de esta ley se entiende por:
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a) Política Exterior: el conjunto de decisiones y acciones del Gobierno en sus relaciones 
con otros actores de la escena internacional, con objeto de definir, promover, desarrollar y 
defender los valores e intereses de España en el exterior.

b) Acción Exterior del Estado: el conjunto ordenado de las actuaciones que los órganos 
constitucionales, las Administraciones públicas y los organismos, entidades e instituciones 
de ellas dependientes llevan a cabo en el exterior, en el ejercicio de sus respectivas 
competencias, desarrolladas de acuerdo con los principios establecidos en esta ley y con 
observancia y adecuación a las directrices, fines y objetivos establecidos por el Gobierno en 
el ejercicio de su competencia de dirección de la Política Exterior.

c) Servicio Exterior del Estado: los órganos, las unidades administrativas y los medios 
humanos y materiales que, bajo la dirección y la coordinación del Gobierno, ejecutan y 
desarrollan la Política Exterior y la Acción Exterior de este, sin perjuicio de las competencias 
de los distintos departamentos ministeriales.

Artículo 2.  Principios y objetivos de la Política Exterior.
1. La Política Exterior de España tiene como principios inspiradores el respeto a la 

dignidad humana, la libertad, la democracia, el Estado de Derecho y los derechos humanos. 
La Política Exterior de España defenderá y promoverá el respeto y desarrollo del derecho 
internacional, en particular el respeto de los principios de la Carta de las Naciones Unidas. 
Promoverá los proyectos de construcción europea y de la Comunidad Iberoamericana de 
Naciones, así como el multilateralismo en el seno de la comunidad internacional.

2. Son objetivos de la Política Exterior de España:
a) El mantenimiento y promoción de la paz y la seguridad internacionales;
b) El fomento de instituciones multilaterales fuertes y legítimas;
c) La promoción y consolidación de sistemas políticos basados en el Estado de Derecho 

y en el respeto a los derechos fundamentales y las libertades públicas;
d) La lucha contra la pobreza, la solidaridad con los países en vías de desarrollo y el 

desarrollo económico y social de todos los Estados;
e) La defensa del medio ambiente y la protección de la biodiversidad, la lucha contra el 

cambio climático y la preocupación por la seguridad alimentaria;
f) La eliminación de las armas de destrucción masiva y armas químicas y la asunción de 

un compromiso activo por un progresivo desarme a nivel mundial;
g) La construcción de una Europa más integrada y más legítima ante sus ciudadanos, 

que se constituye como un actor global de referencia;
h) El fortalecimiento de la Comunidad Iberoamericana de Naciones;
i) La seguridad y bienestar de España y sus ciudadanos;
j) La asistencia y protección a sus ciudadanos, así como la protección de los intereses 

económicos de España en el exterior;
k) La promoción de los intereses económicos de España en el exterior.

Artículo 3.  Principios rectores de la Acción Exterior del Estado.
1. La Acción Exterior del Estado, como elemento esencial para la ejecución de la Política 

Exterior, se desarrollará en el marco de los instrumentos de planificación regulados en esta 
ley, y se sujetará a los principios, directrices, fines y objetivos de dicha política.

2. La Acción Exterior de los órganos constitucionales, las Administraciones públicas y los 
organismos, entidades e instituciones de ellas dependientes se regirá por los siguientes 
principios:

a) Unidad de acción en el exterior. Se entiende por unidad de acción en el exterior la 
ordenación y coordinación de las actividades realizadas en el exterior con el objeto de 
garantizar la consecución de los objetivos de la Política Exterior del Gobierno y la mejor 
defensa de los intereses de España.

b) Lealtad institucional, coordinación y cooperación. La actividad realizada en el exterior 
por los sujetos de la Acción Exterior del Estado se desenvolverá con respeto a la 
competencia exclusiva del Estado en materia de relaciones internacionales y a las 
directrices, fines y objetivos de la Política Exterior del Gobierno.
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c) Planificación. Las prioridades, objetivos y actuaciones de la Acción Exterior del Estado 
se establecerán en los instrumentos de planificación que se aprueben de conformidad con 
los procedimientos que se establecen en esta ley.

d) Eficiencia. En la ejecución de la Acción Exterior del Estado se adoptarán las medidas 
necesarias para asegurar la utilización eficiente, la racionalización y la austeridad en el 
empleo de los recursos públicos.

e) Eficacia y especialización. Para lograr la mejor adecuación de los recursos públicos al 
cumplimiento de los objetivos fijados, la Acción Exterior del Estado incorporará el 
conocimiento técnico especializado, tanto en su planificación, como en su gestión y 
ejecución.

f) Transparencia. El acceso a la información relativa a la Acción Exterior del Estado se 
ajustará a lo que al efecto disponga la normativa que resulte de aplicación.

g) Servicio al interés general. La Acción y el Servicio Exterior del Estado se orientarán a 
la prestación de un servicio público de calidad y a la defensa de los intereses y promoción de 
la imagen de España. Asimismo, se orientarán a la asistencia y protección de los españoles, 
y al apoyo a la ciudadanía española y a las empresas españolas en el exterior.

TÍTULO I
Sujetos y ámbitos de la Acción Exterior

CAPÍTULO I
Sujetos de la Acción Exterior del Estado

Artículo 4.  La Corona.
1. El Rey asume la más alta representación de España en sus relaciones 

internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica y ejerce las 
funciones que le atribuyen la Constitución, las leyes y los tratados internacionales en los que 
España es parte.

2. Corresponde al Rey manifestar el consentimiento del Estado para obligarse 
internacionalmente por medio de tratados, de conformidad con la Constitución y las Leyes.

3. El Rey acreditará a los Jefes de las Misiones Diplomáticas de España y a sus 
representantes permanentes ante organizaciones internacionales y recibirá las credenciales 
de los representantes diplomáticos extranjeros.

Artículo 5.  Sujetos de la Acción Exterior del Estado.
1. Son sujetos de la Acción Exterior del Estado, los órganos constitucionales, las 

Administraciones públicas y los órganos administrativos, instituciones y entidades que, en el 
ejercicio de sus propias competencias, actúan y se proyectan en el exterior.

2. Los órganos constitucionales, las Comunidades Autónomas, las Ciudades Autónomas, 
las entidades que integran la Administración Local y los organismos, entidades e 
instituciones de ellas dependientes mantendrán informado al Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación de las propuestas sobre viajes, visitas, intercambios y 
actuaciones con proyección exterior, para que este departamento pueda informar y, en su 
caso, emitir recomendaciones motivadas sobre la adecuación de la propuesta de actuación a 
las directrices, fines y objetivos de la Política Exterior fijados por el Gobierno y los 
instrumentos de planificación establecidos por esta ley.

Esta obligación de información en el ámbito de las Comunidades Autónomas y Ciudades 
Autónomas comprenderá los viajes, visitas, intercambios y actuaciones de sus Presidentes y 
de los miembros de sus Consejos de Gobierno y no será de aplicación cuando se trate de 
actuaciones en el ámbito de la Unión Europea y de viajes o visitas a sus instituciones.

El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación comunicará al de Hacienda y 
Administraciones Públicas la información recibida de las Comunidades Autónomas y 
entidades que integran la Administración Local.
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3. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación prestará a los órganos 
constitucionales, a las Administraciones públicas y a los organismos, entidades e 
instituciones mencionados en el apartado anterior, información y apoyo para su proyección 
exterior, en el ejercicio de sus respectivas competencias, y en el marco de los principios 
rectores de la Política Exterior y la Acción Exterior del Estado.

4. Los Ministros, los órganos superiores de los departamentos ministeriales y los 
directivos de los organismos, entidades e instituciones públicas de ellos dependientes, 
informarán al Gobierno de las actividades desarrolladas para el ejercicio de su Acción 
Exterior, dentro de su ámbito competencial. Asimismo, comunicarán al Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación los viajes y visitas que realicen al exterior.

5. El Gobierno podrá recabar la colaboración de todos los sujetos que participan en la 
Acción Exterior del Estado para el desarrollo de misiones y actuaciones específicas que 
coadyuven a la defensa de los intereses del Estado en el exterior o al mejor cumplimiento de 
las directrices, fines y objetivos de la Política Exterior.

Artículo 6.  El Gobierno.
1. El Gobierno dirige la Política Exterior, autoriza la firma y aplicación provisional de los 

tratados internacionales, aprueba su firma «ad referendum», los remite a las Cortes 
Generales y acuerda la manifestación del consentimiento de España para obligarse 
mediante un tratado internacional.

2. El Gobierno aprobará la Estrategia de Acción Exterior, los Informes Anuales de Acción 
Exterior, los planes anuales de acción exterior para la promoción de la Marca España, el 
Plan Director de la Cooperación Española y los demás instrumentos de planificación que se 
consideren necesarios para definir, promover, desarrollar y defender los intereses de España 
en el exterior.

3. Corresponde al Presidente del Gobierno dirigir la acción del Gobierno y coordinar las 
funciones de sus miembros y, en particular, determinar las directrices de Política Exterior y 
velar por su cumplimiento, en el desarrollo de la Acción Exterior del Estado. En virtud de sus 
funciones y sin necesidad de plenipotencia, el Presidente del Gobierno representa a España, 
de acuerdo con la Constitución y la normativa vigente, en todos los actos de celebración de 
tratados internacionales, incluida la manifestación del consentimiento de España en 
obligarse por los mismos.

4. Los Ministros, como titulares de sus departamentos, dirigen y desarrollan la Acción 
Exterior del Estado en su ámbito competencial, de acuerdo con los principios rectores 
establecidos por la presente ley. Para el desarrollo de su Acción Exterior disponen del 
Servicio Exterior del Estado y, particularmente, de los órganos técnicos y unidades 
administrativas en el exterior que de ellos dependan, orgánica y funcionalmente, sin perjuicio 
de las facultades de dirección y coordinación del Jefe de la Misión Diplomática o 
Representación Permanente respectiva.

Los Ministros podrán representar al Estado en los actos de celebración de un tratado, 
con excepción de la manifestación del consentimiento del Estado en obligarse por el mismo, 
mediante la oportuna plenipotencia, otorgada por el Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación.

5. El Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, en el marco de la superior 
dirección del Gobierno y de su Presidente, planifica y ejecuta la Política Exterior del Estado, 
y coordina la Acción Exterior y el Servicio Exterior del Estado. Asimismo, de conformidad con 
la Constitución y las leyes, representa a España en todos los actos de celebración de 
tratados internacionales, incluida la manifestación del consentimiento de España en 
obligarse por los mismos.

Artículo 7.  Las Cortes Generales.
1. Las Cortes Generales fomentan las relaciones de amistad y colaboración con las 

Asambleas Parlamentarias y los Parlamentos de otros Estados, de acuerdo con los 
principios recogidos en esta ley.

2. El Gobierno podrá solicitar la colaboración de las Cortes Generales para la realización 
de misiones de carácter parlamentario y para la participación en reuniones parlamentarias 
internacionales, cuando resulte aconsejable para la defensa de los intereses del Estado en el 
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exterior, en el marco de la Acción Exterior del Estado, o para el mejor cumplimiento de las 
directrices, fines y objetivos de la Política Exterior.

3. El Defensor del Pueblo, en su calidad de institución española para la promoción y 
protección de los derechos humanos, desarrolla relaciones de colaboración y asistencia 
técnica con las instituciones nacionales homólogas de otros Estados y facilita de forma 
independiente el seguimiento que periódicamente realizan las organizaciones 
internacionales sobre la situación en España de los derechos humanos.

El Gobierno podrá recabar la colaboración del Defensor del Pueblo para la realización de 
misiones ante los foros internacionales de derechos humanos.

Artículo 8.  Las Fuerzas Armadas.
1. Las Fuerzas Armadas son un pilar básico en la Acción Exterior del Estado, garantizan 

la seguridad y la defensa de España y promueven un entorno internacional de paz y 
seguridad.

2. El Gobierno acordará la participación de las Fuerzas Armadas en misiones 
internacionales, como parte del esfuerzo concertado en la Acción Exterior del Estado, con 
arreglo a los requisitos y procedimientos establecidos por la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de 
noviembre, de la Defensa Nacional.

Artículo 9.  Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado participan en la Acción Exterior del 

Estado y, a través de la cooperación policial internacional, promueven el mantenimiento de la 
seguridad pública en el ámbito internacional.

2. El Gobierno acordará los términos de la participación de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado en misiones internacionales, de acuerdo con lo establecido en la Ley 
Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, sin perjuicio de las 
competencias atribuidas a otros sujetos de la Acción Exterior del Estado.

Artículo 10.  El Consejo General del Poder Judicial.
1. El Consejo General del Poder Judicial coadyuva a la mejora de la cooperación judicial 

e institucional internacional y actúa en el exterior, en el ejercicio de las competencias que le 
atribuyan los tratados internacionales en que España sea parte, las normas de la Unión 
Europea y las leyes, en los términos previstos en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial y de acuerdo con los principios establecidos en esta ley.

2. El Gobierno podrá solicitar la colaboración del Consejo General del Poder Judicial 
para la realización de misiones de colaboración con otros poderes judiciales o para participar 
en reuniones internacionales, cuando resulte aconsejable para la defensa de los intereses 
del Estado en el exterior, en el marco de la Acción Exterior del Estado, o para el mejor 
cumplimiento de las directrices, fines y objetivos de la Política Exterior.

Artículo 11.  Las Comunidades Autónomas y entidades que integran la Administración 
Local.

1. Las actividades que las Comunidades Autónomas, las Ciudades Autónomas y las 
entidades que integran la Administración Local puedan realizar en el exterior en el marco de 
las competencias que les sean atribuidas por la Constitución, por los Estatutos de Autonomía 
y las leyes, respetarán los principios que se establecen en esta ley y se adecuarán a las 
directrices, fines y objetivos de la Política Exterior fijados por el Gobierno.

2. Asimismo, dichas actividades de las Comunidades y Ciudades Autónomas se 
adecuarán a los instrumentos de planificación de la Acción Exterior, elaborados y aprobados 
de conformidad con lo dispuesto en esta ley y establecidos por el Estado en el ejercicio de 
sus facultades de coordinación en este ámbito, cuando definan directrices de actuación 
propias de la Política Exterior del Estado o se inserten en el ámbito de las relaciones 
internacionales de España.

Las entidades que integran la Administración Local estarán sujetas a los instrumentos de 
planificación de la acción exterior que determinen sus respectivas Comunidades Autónomas.
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3. Las actuaciones que se lleven a cabo en el ejercicio de la Acción Exterior no podrán 
comportar, en ningún caso, la asunción de la representación del Estado en el exterior, la 
celebración de tratados internacionales con otros Estados u organizaciones internacionales, 
la generación, directa o indirecta, de obligaciones o responsabilidades internacionalmente 
exigibles al Estado, ni incidir o perjudicar la Política Exterior que dirige el Gobierno. 
Corresponde en cualquier caso al Gobierno establecer las medidas y directrices que regulen 
y coordinen las actividades en el exterior de las Comunidades Autónomas y Ciudades 
Autónomas con el objeto de garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en esta ley.

4. Las Comunidades Autónomas, las Ciudades Autónomas y las entidades que integran 
la Administración Local podrán celebrar acuerdos internacionales administrativos en 
ejecución y concreción de un tratado internacional cuando así lo prevea el propio tratado, les 
atribuya potestad para ello y verse sobre materias de su competencia. Asimismo, podrán 
celebrar acuerdos no normativos con los órganos análogos de otros sujetos de derecho 
internacional, no vinculantes jurídicamente para quienes los suscriben, sobre materias de su 
competencia.

El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación informará con carácter previo y de 
acuerdo con lo que disponga la legislación estatal que regule su celebración, los acuerdos 
internacionales administrativos y los no normativos que estas Administraciones pretendan 
celebrar con autoridades u órganos administrativos de un sujeto de derecho internacional. A 
tal efecto recabará el informe de los departamentos ministeriales competentes por razón de 
la materia y, en todo caso, del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

Artículo 12.  De las Oficinas de las Comunidades y Ciudades Autónomas en el exterior.
1. Las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas informarán al Gobierno del 

establecimiento de oficinas para su promoción exterior, con carácter previo a su apertura. El 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación informará la propuesta, de acuerdo con 
las directrices, fines y objetivos de la Política Exterior, la Estrategia de Acción Exterior y, en 
particular, con el principio de unidad de acción en el exterior.

2. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas informará dicha propuesta de 
acuerdo con el principio de eficiencia en la gestión de los recursos públicos así como desde 
la perspectiva de su adecuación al orden competencial.

3. Cuando se trate de oficinas dedicadas a la promoción comercial, se recabará además 
el informe del Ministerio de Economía y Competitividad.

4. El Gobierno impulsará la instalación de estas oficinas dentro de los locales del 
Servicio Exterior del Estado, cuando así lo permitan las disponibilidades de espacio de dicho 
Servicio, sin que en ningún caso dicha instalación comporte ni su integración en el Servicio 
Exterior del Estado, ni la aplicación a dichas oficinas de la normativa internacional, 
especialmente la recogida en las Convenciones de Viena sobre relaciones diplomáticas y 
consulares.

Artículo 13.  Los organismos públicos, las sociedades estatales, fundaciones y entidades 
consorciadas.

1. Los organismos públicos, las sociedades estatales, las fundaciones públicas y 
entidades consorciadas y cualesquiera otras entidades vinculadas o dependientes de las 
Administraciones públicas actuarán en el exterior, en el ejercicio de sus respectivas 
funciones y competencias, de acuerdo con los principios establecidos en esta ley y con 
sujeción a las directrices, los fines y objetivos de Política Exterior fijados por el Gobierno y a 
los instrumentos de planificación de la Acción Exterior elaborados y aprobados de 
conformidad con lo dispuesto en esta ley.

2. Las entidades mencionadas en el apartado anterior, vinculadas o dependientes de la 
Administración General del Estado, proporcionarán información al departamento ministerial 
del que dependan o al que estén adscritas, sobre sus actuaciones en el exterior, fines y 
objetivos de las mismas, adecuación a las directrices y documentos de planificación y 
resultados obtenidos, que se incorporarán a los informes que periódicamente se elaboren 
sobre Acción Exterior del Estado, de conformidad con la normativa vigente.
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CAPÍTULO II
Ámbitos de la Acción Exterior del Estado

Artículo 14.  Ámbitos de la Acción Exterior del Estado y su relación con la Política Exterior.
1. El Gobierno, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, en virtud 

de las competencias que le atribuye esta ley y en la forma prevista en los instrumentos de 
planificación regulados por ella, velará para que la Acción Exterior en sus distintos ámbitos, 
entre ellos los que se enumeran en los artículos 15 a 33 de esta ley, se dirija 
preferentemente a las áreas o Estados que se consideren prioritarios para el cumplimiento 
de los objetivos de Política Exterior.

Asimismo, podrá instar la actuación de los órganos, sujetos y actores en cualesquiera 
otros ámbitos que considere convenientes, para la consecución de los fines de la Política 
Exterior.

2. Los distintos departamentos ministeriales participarán en uno o más ámbitos de la 
Acción Exterior del Estado en función de las competencias que les sean atribuidas por las 
respectivas normas de estructura orgánica.

3. El Gobierno informará de sus iniciativas y propuestas a las Comunidades Autónomas 
cuando afecten a sus competencias, y aquellas podrán solicitar de los órganos del Servicio 
Exterior del Estado el apoyo necesario a las iniciativas autonómicas en el ámbito de sus 
competencias.

4. Las Comunidades Autónomas participarán en la elaboración y ejecución de la Acción 
Exterior en el ámbito de la Unión Europea a través de los mecanismos de cooperación 
existentes, en particular, a través de la Conferencia para asuntos relacionados con la Unión 
Europea.

Artículo 15.  Acción Exterior en materia de defensa.
1. La actuación de las Fuerzas Armadas en el ámbito internacional se enmarcará en el 

conjunto de la Acción Exterior del Estado, como elemento esencial para garantizar la 
seguridad y defensa de España y para contribuir a la proyección internacional de España y al 
mantenimiento de la paz y seguridad internacionales.

2. La Acción Exterior del Estado en materia de defensa se regirá conforme a lo dispuesto 
en la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional y su normativa de 
desarrollo.

Artículo 16.  Acción Exterior en materia de derechos humanos.
1. La Acción Exterior en materia de derechos humanos promoverá la extensión, 

reconocimiento y efectivo cumplimiento de los principios fundamentales defendidos por la 
comunidad internacional de Estados democráticos y reconocidos en la propia Constitución 
Española, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en los demás pactos y 
tratados ratificados por España en esta materia, en especial las Directrices de derechos 
humanos de la Unión Europea.

2. Asimismo, promoverá la cooperación internacional en materia de defensa y garantía 
de los derechos humanos y contará para ello con el trabajo de proyección exterior de los 
órganos constitucionales.

Artículo 17.  Acción Exterior en materia tributaria.
1. La Acción Exterior en materia tributaria y aduanera se dirigirá a facilitar el 

cumplimiento de las obligaciones tributarias y aduaneras y a la lucha contra la evasión y el 
fraude fiscal mediante la extensión de la red de convenios para evitar la doble imposición y 
acuerdos para el intercambio efectivo de información, así como a ampliar y perfeccionar los 
instrumentos de cooperación que permitan la asistencia mutua en materia fiscal en todos sus 
ámbitos.

2. El fortalecimiento de la cooperación internacional en la lucha contra la evasión y el 
fraude fiscal constituirá igualmente un principio específico en materia tributaria de la acción 
exterior, participando activamente en las instituciones y foros internacionales.
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3. Asimismo se promoverá la asistencia técnica y la formación especializada, mediante 
acuerdos específicos con otros Estados y organizaciones internacionales, y se perseguirá 
alcanzar una presencia adecuada en estas últimas.

Artículo 18.  Acción Exterior en materia de justicia.
1. La Acción Exterior en materia de justicia se orientará a promover la cooperación 

jurídica internacional, singularmente en el ámbito judicial, y la celebración y actualización de 
acuerdos internacionales.

2. Asimismo, se orientará a la formación y fortalecimiento de la posición española ante 
las instituciones internacionales y de la Unión Europea en el ámbito de la justicia y de las 
libertades públicas.

Artículo 19.  Acción Exterior en materia de seguridad pública y asuntos de interior.
1. La Acción Exterior en materia de seguridad pública y asuntos de interior se 

desarrollará mediante la cooperación policial internacional, elemento esencial para la 
prevención y la lucha contra todas las formas de delincuencia organizada transnacional y el 
terrorismo, orientada a la asistencia mutua y a la colaboración con las instituciones 
responsables de la seguridad pública en el exterior. Asimismo tendrá por objeto la 
cooperación con terceros Estados en materia de formación y asistencia técnica en el ámbito 
penitenciario, de protección civil, de seguridad vial y de políticas de apoyo a las víctimas del 
terrorismo.

2. La Acción Exterior en materia de seguridad pública y otros asuntos de interior se 
orientará a la formación y fortalecimiento de la posición de España ante la Unión Europea y 
las organizaciones internacionales, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otros 
sujetos de la Acción Exterior del Estado y, en su caso, en coordinación con ellos.

Artículo 20.  Acción Exterior en materia económica, comercial, financiera y de apoyo a la 
internacionalización de la economía española.

La Acción Exterior en materia económica, comercial, financiera y de apoyo a la 
internacionalización de la empresa consistirá en la ejecución en el exterior de la política del 
Gobierno en materia económica, de reformas para la mejora de la competitividad y 
financiera, que comprende también las acciones relativas a las instituciones financieras 
internacionales, así como las actuaciones encaminadas a la internacionalización de la 
empresa y la economía españolas.

Artículo 21.  Acción Exterior en materia de investigación, desarrollo e innovación.
La Acción Exterior en materia de investigación científica, desarrollo tecnológico e 

innovación promoverá la participación de los organismos públicos y privados en programas y 
proyectos científicos, tecnológicos o de innovación internacionales, redes del conocimiento y 
especialmente en las iniciativas promovidas por la Unión Europea. Asimismo, promoverá la 
movilidad del personal investigador y la presencia en instituciones internacionales o 
extranjeras vinculadas a la investigación científica y técnica y a la innovación.

Artículo 22.  Acción Exterior en materia de empleo y seguridad social.
1. La Acción Exterior en materia de empleo y seguridad social se orientará al desarrollo 

de actuaciones relacionadas con el empleo, las relaciones laborales y el sistema de 
seguridad social que favorezcan los intercambios, la cooperación y la información en estas 
materias, así como la atención de los trabajadores españoles y de las empresas españolas 
en el exterior.

2. La planificación de la Acción Exterior en materia de empleo y seguridad social tendrá 
presente las iniciativas y medidas que se impulsen en el marco de la Unión Europea y desde 
la Organización Internacional del Trabajo y otras organizaciones internacionales y 
comprenderá de forma específica los intercambios en estas materias y la movilidad de 
expertos.
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Artículo 23.  Acción Exterior en materia de emigración e inmigración.
1. La Acción Exterior en materia de emigración velará especialmente por la salvaguardia 

de los derechos económicos y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero y 
orientará su política para facilitar su retorno.

2. La Acción Exterior en materia de inmigración se orientará a la ordenación de los flujos 
migratorios hacia España y a reforzar la lucha contra la inmigración irregular.

Artículo 24.  Acción Exterior en materia de cooperación para el desarrollo.
La Acción Exterior en materia de cooperación para el desarrollo se orientará a contribuir 

a la erradicación de la pobreza, al desarrollo humano sostenible y al pleno ejercicio de los 
derechos, mediante la consolidación de los procesos democráticos y el Estado de Derecho, 
la reducción de las desigualdades, el fomento de los sistemas de cohesión social, la 
promoción de los derechos de las mujeres y la igualdad de género; dando una respuesta de 
calidad a las crisis humanitarias.

Artículo 25.  Acción Exterior en materia cultural.
1. La acción cultural exterior se dirigirá a promover las diversas manifestaciones de la 

cultura española, a potenciar la internacionalización de las industrias culturales, y a cooperar 
y fomentar los intercambios culturales y el conocimiento de España.

2. La acción cultural exterior atenderá los objetivos establecidos en la política cultural y 
tendrá en cuenta los compromisos que se deriven de las estrategias europeas, las metas 
establecidas en el ámbito iberoamericano y en la UNESCO. La planificación de las 
prioridades sectoriales y geográficas de la acción cultural exterior se incorporará a los 
mecanismos de intercambio cultural y de movilidad de expertos.

3. La Acción Exterior en materia de cultura facilitará la defensa, promoción y difusión de 
las culturas de las nacionalidades y regiones que integran la nación española, en el marco 
previsto en el artículo 149.2 de la Constitución Española.

Artículo 26.  Acción Exterior en materia educativa.
1. La Acción Exterior en materia educativa se orientará a la promoción y difusión del 

castellano y demás lenguas españolas, así como a la promoción y organización de:
a) Enseñanzas regladas correspondientes a niveles no universitarios del sistema 

educativo español.
b) Currículos mixtos de contenidos del sistema educativo español y de los propios de 

otros sistemas educativos.
c) Programas de apoyo en el marco de sistemas educativos extranjeros para la 

enseñanza de la lengua y cultura españolas.
d) Programas de apoyo a los intercambios en el ámbito educativo.
e) La enseñanza no reglada del castellano y de las demás lenguas españolas, su 

evaluación y certificación.
f) En general, cuantas medidas puedan contribuir a facilitar a los españoles el acceso a 

la educación en el extranjero y a potenciar la proyección de la educación y la cultura 
españolas en el exterior.

2. Asimismo, la Acción Exterior en materia educativa colaborará con las estrategias de 
internacionalización de las universidades españolas.

3. La acción educativa en el exterior se ajustará a los objetivos establecidos en la política 
educativa, a los compromisos que se deriven de las estrategias europeas y a las metas 
establecidas en el ámbito iberoamericano.

4. Todos los programas educativos en el exterior, así como los mecanismos de 
intercambio educativo y de movilidad de profesores y alumnos se incluirán en la planificación 
de la acción educativa exterior de forma específica.

Artículo 27.  Acción Exterior en materia de deporte.
1. La Acción Exterior en materia deportiva se orientará especialmente a:
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a) Fomentar los intercambios institucionales, el patrocinio y mecenazgo deportivo, la 
investigación y el desarrollo tecnológico aplicado al deporte y la internacionalización de 
nuestra industria del deporte.

b) Promover la cooperación internacional, con especial atención a la formación de 
especialistas y expertos deportivos, a la lucha contra el dopaje, contra la violencia, el 
racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte.

c) Cooperar en el mantenimiento de la seguridad en los espectáculos deportivos.
2. Asimismo, contribuirá al desarrollo del movimiento olímpico y paralímpico y a la 

difusión de los ideales olímpicos.

Artículo 28.  Acción Exterior en materia de turismo.
1. La Acción Exterior en materia de turismo se orientará a la promoción de la imagen de 

España como destino turístico y a la planificación, desarrollo, ejecución y seguimiento de 
actividades de carácter promocional del sector turístico español en los mercados 
internacionales, así como al apoyo a la comercialización de productos turísticos españoles 
en el exterior.

2. Asimismo, dicha acción incluirá el ejercicio de las relaciones turísticas internacionales 
tanto de carácter bilateral como con las organizaciones turísticas internacionales de carácter 
multilateral, y el fomento de la cooperación turística internacional.

3. La Acción Exterior en materia turística comprenderá la asistencia e información a las 
entidades y empresas turísticas españolas en su actividad internacional y el respaldo a su 
implantación en el exterior.

4. Contribuirá especialmente a la difusión en el exterior de la imagen de España al ser la 
acción turística un aspecto decisivo en ella.

Artículo 29.  Acción Exterior en materia agraria, alimentaria, pesquera y medioambiental.
La Acción Exterior en materia agraria, alimentaria, pesquera y medioambiental se 

orientará a la promoción de los productos y servicios agroalimentarios y pesqueros 
españoles, a la apertura de nuevos mercados para éstos y a la remoción de los obstáculos 
comerciales o sanitarios a los mismos, ajustándose a los objetivos establecidos en la política 
agroalimentaria y pesquera y a los compromisos que, en su caso, se deriven de las 
estrategias de la Unión Europea, así como a la promoción de la acción internacional en 
materia medioambiental y de los productos y servicios medioambientales españoles.

Artículo 30.  Acción Exterior en materia de cambio climático.
1. La Acción Exterior en materia de cambio climático promoverá la celebración de 

tratados internacionales y la adopción de normativa internacional que propicien un 
compromiso global; impulsará modelos productivos y energéticos sostenibles que permitan 
afrontar las consecuencias de este fenómeno, la generación de modelos energéticos 
sostenibles, usos más eficientes de la energía y la protección de los ecosistemas vegetales.

2. Igualmente, se fomentarán los intercambios, la cooperación internacional, así como la 
asistencia técnica especializada a otros Estados, para el desarrollo de los instrumentos 
normativos necesarios y la sensibilización a las poblaciones en la lucha global contra el 
cambio climático.

Artículo 31.  Acción Exterior en materia de salud.
1. La Acción Exterior en materia de salud se orientará a la protección de la salud de los 

ciudadanos ante riesgos sanitarios transfronterizos de origen humano, animal, alimentario, 
ambiental u otros; a la colaboración en materia de asistencia sanitaria internacional; a la 
actividad de inspección en el ámbito de la sanidad exterior; a la colaboración en prevención y 
promoción de la salud de los ciudadanos y a la cooperación en investigación e innovación en 
materia sanitaria y de formación.

2. La planificación de la Acción Exterior en materia de salud tendrá en cuenta las 
iniciativas y compromisos que se deriven de las estrategias que se impulsen en el marco de 
la Unión Europea y desde la Organización Mundial de la Salud y otras organizaciones 
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internacionales y promoverá la presencia española en los foros sanitarios de estas 
instituciones, así como el fomento de tratados internacionales, y las actividades de 
cooperación internacional y de movilidad de expertos.

Artículo 32.  Acción Exterior en materia de energía.
1. La Acción Exterior en materia de energía se centrará en la dirección, coordinación y 

gestión de los asuntos y procesos energéticos internacionales de carácter regional y global, 
así como en la participación en las actividades derivadas de la pertenencia de España a 
organizaciones internacionales y en las derivadas de las relaciones internacionales tanto 
bilaterales como multilaterales en el ámbito de la política energética. En este sentido, se 
prestará especial atención al impulso y desarrollo de todas aquellas actividades necesarias 
para el cumplimiento derivado de los compromisos internacionales y programas 
internacionales de cooperación y asistencia técnica asumidos en estas materias y su 
seguimiento.

2. Asimismo, impulsará la cooperación internacional con el objetivo de mejorar la 
competitividad del sector, garantizar la seguridad de suministro, dando lugar asimismo a la 
apertura de nuevos mercados. Por consiguiente, esta cooperación se centrará en desarrollar 
y fomentar acciones encaminadas a mejorar el mantenimiento de las relaciones 
multilaterales y bilaterales, tanto con los principales Estados suministradores de energía, 
como con aquellos Estados clave para fomentar la internacionalización de las empresas 
españolas presentes en el sector energético.

Artículo 33.  Acción Exterior en materia de infraestructuras, transporte y vivienda.
La Acción Exterior en materia de infraestructuras y transporte se orientará a mejorar los 

actuales niveles de seguridad, al reforzamiento de la conectividad de España con el exterior, 
a incrementar la eficiencia y sostenibilidad en los distintos modos de transporte, y a la 
internacionalización de las empresas del sector de infraestructuras, transporte y 
construcción. La Acción Exterior se ajustará a los compromisos que se deriven de la política 
común de transportes de la Unión Europea, de los instrumentos bilaterales, así como de los 
acuerdos de las organizaciones internacionales de los que España forme parte.

TÍTULO II
Planificación, seguimiento y coordinación de la Acción Exterior

Artículo 34.  Planificación y seguimiento de la Acción Exterior.
1. La planificación y el seguimiento de la Acción Exterior del Estado se llevará a cabo a 

través de la Estrategia de Acción Exterior y del Informe de Acción Exterior.
2. En el proceso de elaboración de ambos instrumentos participarán, en los términos 

previstos en el artículo siguiente, los órganos constitucionales, las Administraciones públicas 
y los organismos y entidades e instituciones de ellas dependientes, que actúen en el exterior.

Artículo 35.  La Estrategia de Acción Exterior.
1. La Estrategia de Acción Exterior contendrá la expresión ordenada, sectorial y 

geográfica, de las prioridades y objetivos a medio plazo de la Acción Exterior, y recoge el 
conjunto de actuaciones de los órganos, organismos y entidades públicas en el exterior a las 
que dota de coherencia interna.

2. La Estrategia de Acción Exterior se elabora, a iniciativa del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, conjuntamente con todos los departamentos ministeriales. La 
Estrategia de Acción Exterior integrará las propuestas de todos ellos, partiendo de las 
directrices, fines y objetivos de la Política Exterior fijada por el Gobierno.

3. Asimismo, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación recabará e integrará, 
en su caso, las propuestas de actuación exterior de los órganos constitucionales, de las 
Comunidades y Ciudades Autónomas y de las Entidades Locales. La no integración de las 
propuestas de los órganos y entes mencionados en el párrafo anterior deberá ser motivada y 
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fundarse en la adecuación a las directrices, fines y objetivos de la Política Exterior fijados por 
el Gobierno.

4. La Estrategia de Acción Exterior se aprueba por acuerdo del Consejo de Ministros, a 
iniciativa del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, previo informe del Consejo de 
Política Exterior, y tendrá una vigencia de cuatro años. El Gobierno podrá aprobarla por un 
periodo de vigencia inferior, cuando concurran circunstancias que así lo hagan necesario o lo 
aconsejen.

5. Previamente a su aprobación, el Gobierno remitirá la Estrategia de Acción Exterior a 
las Cortes Generales para su conocimiento y debate. El Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación comparecerá, como mínimo una vez al año, en cada una de las dos Cámaras, 
para hacer balance del cumplimiento de la Estrategia de Acción Exterior.

Artículo 36.  De la promoción de la imagen de España y de la acción informativa en el 
exterior.

1. En el proceso de elaboración de la Estrategia de Acción Exterior, la Presidencia del 
Gobierno y los Ministerios de la Presidencia y de Asuntos Exteriores y de Cooperación 
velarán por la integración en la misma de las medidas necesarias, en todos los ámbitos 
sectoriales, para la promoción de la imagen de España en el exterior.

2. A estos efectos, se recabará de todos los órganos, administraciones, organismos y 
entidades que participen en la elaboración de la Estrategia de Acción Exterior una propuesta 
en la que se definan los medios, acciones, instrumentos y herramientas, especialmente de 
diplomacia pública, que consideren oportunos para la promoción de España en el exterior. 
Los órganos, organismos y entidades, dependientes orgánica y funcionalmente y adscritos a 
los departamentos ministeriales, presentarán sus propuestas a través de estos.

3. En los planes de Acción Exterior para la promoción de la Marca España que apruebe 
el Gobierno se desarrollarán las previsiones contenidas en la Estrategia, a través de 
acciones concretas, objetivos, indicadores y medidas de seguimiento y evaluación.

4. Las misiones diplomáticas aportarán los elementos necesarios para la elaboración de 
los Planes Anuales. A tal fin tomarán en consideración la opinión y aportaciones de los 
Consejos de Residentes en el exterior, con especial referencia a la percepción sobre España 
y a las singularidades culturales, sociológicas y políticas que deban tener en cuenta las 
actuaciones para la promoción de España en su respectivo ámbito geográfico de actuación. 
En este sentido, fomentarán la colaboración público-privada y la participación de las 
empresas.

5. El Ministerio de la Presidencia, en el ejercicio de sus competencias, coordinará la 
acción informativa exterior del Gobierno, los servicios informativos del Servicio Exterior del 
Estado y la cobertura informativa internacional de la actividad gubernamental, sin perjuicio 
de las competencias atribuidas al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación en 
materia de promoción de la imagen exterior de España.

Artículo 37.  El Informe Anual de Acción Exterior.
1. En el Informe Anual de Acción Exterior se dará cuenta de la ejecución de la Estrategia 

de Acción Exterior, de las actuaciones realizadas, de los objetivos logrados y de los recursos 
aplicados a su consecución. Se elaborará a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación, conjuntamente por todos los departamentos ministeriales, y con 
participación de los organismos y entidades públicas dependientes de la Administración 
General del Estado que actúan en el exterior, así como de las Comunidades y Ciudades 
Autónomas y Entidades Locales.

2. Asimismo, en los Informes Anuales se dará cuenta de las modificaciones y 
adecuaciones necesarias de las prioridades y objetivos contenidos en la Estrategia de 
Acción Exterior, que hayan debido realizarse por circunstancias sobrevenidas y cambios en 
el contexto internacional.

3. El Informe Anual de Acción Exterior será aprobado por Acuerdo del Consejo de 
Ministros y publicado en el «Boletín Oficial del Estado», a propuesta del Ministro de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, previo informe del Consejo de Política Exterior. Asimismo, se 
remitirá a las Cortes Generales, para su conocimiento.
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Artículo 38.  El Consejo de Política Exterior.
1. El Consejo de Política Exterior es el órgano colegiado de apoyo y asesoramiento al 

Presidente del Gobierno en el desempeño de su función de dirección y coordinación de la 
Política Exterior.

2. El Consejo de Política Exterior ejerce las competencias que le atribuye la presente ley 
y especialmente la de asesorar al Presidente del Gobierno en el ejercicio de su competencia 
de velar para que la Acción Exterior del Estado se desarrolle de conformidad con los 
principios establecidos en esta ley, y con sujeción a las directrices, fines y objetivos de 
Política Exterior fijados por el Gobierno y a lo establecido en los instrumentos de 
planificación aprobados de conformidad con esta ley.

3. Asimismo, y en la forma en que se establece en el artículo siguiente, el Consejo de 
Política Exterior asesorará al Presidente del Gobierno sobre la ordenación de los medios del 
Servicio Exterior del Estado.

Artículo 39.  El Consejo Ejecutivo de Política Exterior.
1. El Consejo Ejecutivo de Política Exterior es el órgano colegiado constituido en el seno 

del Consejo de Política Exterior para el adecuado ejercicio de sus competencias al que 
corresponde ejecutar cuantas actuaciones se le encomienden. En particular, podrá promover 
la elaboración de planes de ordenación de los medios humanos, presupuestarios y 
materiales que conforman el Servicio Exterior del Estado, que garanticen una mejor 
asignación de los recursos públicos, conforme al principio de eficacia y eficiencia, e instará a 
los órganos competentes en cada caso para su aprobación.

2. Cada dos años, o en cualquier momento, cuando causas sobrevenidas o cambios en 
el contexto exterior lo justifiquen, a iniciativa de los departamentos ministeriales, el Consejo 
Ejecutivo de Política Exterior elaborará un informe, que elevará al Pleno del Consejo de 
Política Exterior, para asesorar al Presidente del Gobierno sobre la adecuación del 
despliegue y estructura de las misiones diplomáticas, representaciones permanentes y 
Oficinas Consulares, con el fin de dotar de la máxima eficacia al Servicio Exterior, en el 
cumplimiento de las directrices, fines y objetivos de Política Exterior y de la máxima 
eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos, en el marco de la Estrategia 
de Acción Exterior del Estado.

Artículo 40.  Grupo de emergencia consular.
1. Para garantizar la asistencia y protección debida a los ciudadanos españoles en el 

exterior, el Consejo de Política Exterior constituirá en su seno un grupo de emergencia 
consular, presidido por el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, cuando se 
produzca una situación de crisis bélica, de seguridad, desastre natural, de emergencia 
sanitaria o alimentaria o de cualquier otra índole, que requiera la coordinación de distintos 
órganos y organismos de la Administración General del Estado.

Dicho grupo se constituirá cuando la situación que afecte a los españoles en el exterior 
no esté siendo objeto de estudio o gestión por cualquier otro grupo o comisión con 
competencias específicas en la materia. Se integrará en dicho grupo un representante de la 
Secretaría de Estado de Comunicación.

2. El grupo elevará las recomendaciones oportunas al Presidente del Gobierno sobre las 
medidas y actuaciones que considere necesarias o convenientes para prestar la asistencia y 
protección a los españoles afectados.

3. Cuando el Gobierno, en una situación de emergencia consular, decida intervenir en 
operaciones de asistencia en el extranjero, que comporten la utilización de recursos 
presupuestarios del Estado, podrá exigir el reembolso de la totalidad o parte de los mismos a 
quienes se hayan expuesto voluntariamente a riesgos sobre los que el Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación informa en sus recomendaciones de viaje, publicadas y 
actualizadas puntualmente, en relación con las condiciones de seguridad en los distintos 
Estados y regiones del mundo.
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TÍTULO III
De la Administración General del Estado en el exterior: El Servicio Exterior del 

Estado

Artículo 41.  Del Servicio Exterior del Estado.
1. El Servicio Exterior del Estado se integra por los órganos, unidades administrativas, 

instituciones y medios humanos y materiales de la Administración General del Estado que 
actúan en el exterior, bajo la dependencia jerárquica del Embajador y orgánica y funcional de 
los respectivos Departamentos ministeriales, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
45.4.

2. Corresponde al Servicio Exterior del Estado aportar elementos de análisis y valoración 
necesarios para que el Gobierno formule y ejecute su Política Exterior, desarrolle su Acción 
Exterior, y coordine la de todos los sujetos de la Acción Exterior del Estado mencionados en 
el artículo 5 de esta ley; así como promover y defender los intereses de España en el 
exterior.

3. Asimismo, le corresponde prestar asistencia y protección y facilitar el ejercicio de sus 
derechos a los españoles en el exterior, prestar asistencia a las empresas españolas en el 
exterior, así como ejercer todas aquellas competencias que le atribuya esta ley y la 
normativa vigente.

4. En el ejercicio de sus funciones, el Servicio Exterior del Estado actuará conforme a las 
normas del derecho interno español, del derecho de la Unión Europea, del derecho 
internacional y con respeto a las leyes de los Estados extranjeros en los que actúa.

5. En atención a las peculiaridades del ámbito internacional en que desarrolla 
principalmente sus actividades, podrán establecerse normas específicas para el Servicio 
Exterior del Estado en materia de gestión de personal, administración y gestión económica, 
contratación pública, seguridad de la información, defensa en juicio del Estado en el exterior 
y cualesquiera otras que sean necesarias para el ejercicio de sus funciones.

CAPÍTULO I
Organización del Servicio Exterior del Estado

Artículo 42.  De las Misiones Diplomáticas Permanentes y la Representación Permanente 
ante la Unión Europea y otras organizaciones internacionales.

1. Las Misiones Diplomáticas Permanentes representan con este carácter a España ante 
uno o varios Estados con los que tiene establecidas relaciones diplomáticas. Cuando una 
Misión represente a España ante varios Estados lo hará en régimen de acreditación múltiple 
y con residencia en uno de ellos.

2. Las Representaciones Permanentes representan con este carácter a España ante la 
Unión Europea o una Organización Internacional. Tendrán el carácter de Representaciones 
de Observación cuando España no fuera parte de la organización ante la que se acreditan.

3. Las Misiones Diplomáticas y Representaciones Permanentes ejercerán todas las 
funciones que les atribuye la normativa vigente, el Derecho Internacional general y los 
tratados internacionales de los que España es parte y la normativa aplicable a la Unión 
Europea o la organización internacional ante la que la Representación se encuentre 
acreditada.

4. En especial, corresponde a las Misiones Diplomáticas Permanentes:
a) Representar a España ante el Estado receptor.
b) Proteger en el Estado receptor los intereses de España y los de sus nacionales dentro 

de los límites permitidos por el derecho internacional. En aquellos Estados donde no existan 
Oficinas Consulares, o existan en ciudades diferentes de donde radica la Misión Diplomática, 
las funciones consulares serán ejercidas por ésta, a través de su sección consular.

c) Negociar con el Gobierno del Estado receptor.
d) Informarse de las condiciones y de la evolución de los acontecimientos en el Estado 

receptor y trasladar dicha información al Gobierno español.
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e) Fomentar las relaciones amistosas y desarrollar las relaciones con el Estado receptor 
en todos los ámbitos de la Acción Exterior.

f) Cooperar con las instancias de representación exterior de la Unión Europea en la 
identificación, defensa y promoción de los intereses y objetivos de su Acción Exterior.

5. La creación y supresión de las Misiones Diplomáticas Permanentes y 
Representaciones Permanentes se realizará mediante real decreto del Consejo de Ministros, 
a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, y a propuesta del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, previo informe del Consejo Ejecutivo de 
Política Exterior.

6. La creación y supresión de los órganos técnicos especializados a que se refiere el 
artículo 45.3, en cuanto suponen modificación de la estructura de la Misión o 
Representación, se realizará por real decreto, a iniciativa del Ministerio competente, previo 
informe del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, y a propuesta del Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas, previo informe del Consejo Ejecutivo de Política 
Exterior.

7. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas aprobará las relaciones de 
puestos de trabajo de las Misiones Diplomáticas Permanentes y Representaciones 
Permanentes, previo informe del Consejo Ejecutivo de Política Exterior.

Artículo 43.  De las funciones de las Misiones Diplomáticas y Representaciones 
Permanentes en la Acción Exterior del Estado.

1. Las Misiones Diplomáticas y Representaciones Permanentes ejecutan y desarrollan la 
Política Exterior y la Acción Exterior del Estado. A estos efectos, las directrices, fines y 
objetivos de la Política Exterior y la Estrategia de Acción Exterior vertebran la actuación de 
todos los órganos y unidades administrativas en el exterior.

2. Las Misiones Diplomáticas y Representaciones Permanentes son el instrumento 
principal para el desarrollo de la Acción Exterior de todos los órganos, organismos y 
entidades públicas con proyección exterior. Las instrucciones que los distintos órganos, 
organismos y entidades trasladen al Jefe de Misión o Representación para el desarrollo de la 
Acción Exterior en sus respectivos ámbitos, deberán ajustarse a lo previsto en la Estrategia 
de Acción Exterior y se cursarán a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45.5 respecto de los órganos 
técnicos especializados.

Artículo 44.  Jefatura de la Misión.
1. La Jefatura de la Misión Diplomática Permanente será ejercida por un Embajador 

Extraordinario y Plenipotenciario, que ostentará la representación y máxima autoridad de 
España ante el Estado receptor. En el caso de las Representaciones Permanentes, será 
ejercida por un Embajador Representante Permanente. La Jefatura de Misión podrá ser 
también ejercida por un Encargado de Negocios con cartas de gabinete.

El Rey acreditará, mediante las correspondientes cartas credenciales, a los Jefes de 
Misión Diplomática y Representación Permanente. A los Encargados de Negocios se les 
acreditará mediante cartas de gabinete firmadas por el Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación.

2. El Jefe de Misión o Representación Permanente, orgánica y funcionalmente 
dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, representa al conjunto 
de la Administración del Estado y ejerce la jefatura superior de todo el personal de la Misión 
o Representación. Corresponde al Jefe de la Misión diplomática o de la Representación 
Permanente el ejercicio de las funciones que el artículo 42.4 atribuye a las Misiones 
Diplomáticas y todas las que le atribuyen las leyes, el derecho internacional y los tratados 
internacionales de los que España es parte.

3. Corresponde al Jefe de Misión o Representación Permanente la dirección de la Misión 
Diplomática o Representación Permanente, así como la coordinación de la Acción Exterior y 
del Servicio Exterior del Estado en el Estado u organización de acreditación, en 
cumplimiento de las directrices, fines y objetivos fijados por el Gobierno para la Política 
Exterior, y de acuerdo con el principio de unidad de acción en el exterior y los demás 
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principios que se recogen en el artículo 3 de la ley. En el ejercicio de estas funciones, 
propondrá al Gobierno, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, los 
ámbitos de Acción Exterior que considere más pertinentes o adecuados para el cumplimiento 
de los objetivos de Política Exterior en el país u organización de acreditación.

El Jefe de la Misión Diplomática o Representación Permanente informará a los miembros 
de la Misión o Representación de los asuntos que afecten al desempeño de sus funciones y 
recibirá puntual información de éstos sobre sus actividades. De igual forma, supervisará, 
coordinará e impulsará la actividad de todas las unidades y órganos que integran la Misión.

4. Los Embajadores serán designados y cesarán por real decreto acordado en Consejo 
de Ministros a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación. Los 
Encargados de Negocios con cartas de gabinete serán designados por Orden del Ministro de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación. Los Embajadores Extraordinarios y Plenipotenciarios, 
Embajadores Representantes Permanentes y Encargados de Negocios con cartas de 
gabinete serán designados entre funcionarios de la Carrera Diplomática en la forma que 
reglamentariamente se determine, sin perjuicio de que el Gobierno, en ejercicio de su 
potestad discrecional, pueda designar Embajadores a personas no pertenecientes a la 
Carrera Diplomática. La propuesta de designación se hará, en todo caso, atendiendo a 
criterios de competencia profesional y experiencia, de acuerdo con lo establecido en el 
apartado 10 del artículo 6 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado.

5. En el caso de Embajadores Representantes Permanentes ante organizaciones 
internacionales cuyo ámbito de actuación sea coincidente en todo o en parte con las 
competencias de algún departamento ministerial, la propuesta de su designación y cese por 
el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación se hará previo informe de dicho 
departamento.

6. Una vez designado, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación facilitará a 
cada Embajador una carta de instrucciones, en la que se recojan las directrices del 
Gobierno, fines y objetivos de la Política Exterior hacia el Estado u organización internacional 
de acreditación, así como los fines, objetivos y directrices de la Acción Exterior del Estado, 
de conformidad con la Estrategia de Acción Exterior y la información que al respecto se 
recabe de los Departamentos, Comunidades Autónomas y organismos de ellos 
dependientes.

7. El Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación comunicará a la Comisión de 
Asuntos Exteriores del Congreso de los Diputados toda designación de Embajadores, a los 
efectos de la posible solicitud de comparecencia para informar a sus miembros sobre los 
objetivos de su Misión, en función de las directrices recibidas en su carta de instrucciones. 
La Comisión Mixta para la Unión Europea podrá solicitar la comparecencia del Embajador 
Representante Permanente ante la Unión Europea.

8. En los casos de vacante, ausencia o imposibilidad de ejercicio del Jefe de Misión o 
Representación, la Jefatura de Misión o Representación será desempeñada por la Segunda 
Jefatura y, en su defecto, por el funcionario diplomático que preste sus servicios en la 
Cancillería Diplomática y tenga mayor categoría administrativa o, a igual categoría, por el de 
mayor antigüedad.

Artículo 45.  Organización de la Misión Diplomática o Representación Permanente.
1. La Misión Diplomática o Representación Permanente se integra por:
a) La Jefatura de la Misión Diplomática o de la Representación Permanente.
b) La Cancillería Diplomática.
c) Las Consejerías, Agregadurías, Oficinas sectoriales, Oficinas Económicas y 

Comerciales, Oficinas Técnicas de Cooperación, Centros Culturales, Centros de Formación 
de la Cooperación Española, así como el Instituto Cervantes.

d) En su caso, la Sección de Servicios Comunes.
2. La Cancillería Diplomática desarrolla las funciones diplomáticas, consulares, de 

cooperación, así como las de naturaleza política y las de representación.
Contribuye al desarrollo de los restantes ámbitos de la Acción Exterior, especialmente 

donde no actúen órganos técnicos especializados de los previstos en el apartado siguiente.
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La Jefatura de la Cancillería Diplomática será ejercida, bajo la dirección del Embajador o 
Representante Permanente, por el funcionario de la Carrera Diplomática que desempeñe la 
Segunda Jefatura de la Misión Diplomática o de la Representación Permanente ante 
organizaciones internacionales. El Consejo de Ministros podrá designar a este último como 
Embajador Representante Permanente Adjunto en la forma que reglamentariamente se 
determine.

3. Las Consejerías, Agregadurías, Oficinas Económicas y Comerciales, Oficinas 
Técnicas de Cooperación, Oficinas sectoriales, Centros Culturales y Centros de Formación 
de la Cooperación Española, e Instituto Cervantes son órganos técnicos especializados de la 
Misión Diplomática o Representación Permanente que, bajo la dependencia jerárquica del 
Embajador, le prestan asesoramiento y apoyo técnico y asisten a éste y a la Misión en el 
desempeño de sus funciones, en el desarrollo de los ámbitos de la Acción Exterior, sin 
perjuicio de su dependencia orgánica y funcional de sus respectivos Departamentos a los 
que corresponde su organización interna y dotación presupuestaria.

4. La Sección de Servicios Comunes, allí donde se establezca o amplíe, de acuerdo con 
la propuesta del Consejo Ejecutivo de Política Exterior al amparo de la disposición adicional 
sexta, y previo informe favorable del departamento del que dependan los correspondientes 
recursos, es la unidad administrativa que gestiona los servicios y recursos compartidos por 
las distintas unidades referidas en el apartado 1, letras a), b) y c), de este artículo. La 
Sección de Servicios Comunes estará a cargo de un Canciller, funcionario de carrera, 
acreditado como agregado administrativo ante el Estado receptor, o en función de la 
importancia y tamaño de la Misión, por un funcionario del Subgrupo A1 acreditado como 
Consejero.

5. Las Consejerías y Agregadurías sectoriales y resto de órganos especializados se 
comunicarán directamente con los departamentos ministeriales de los que dependan o con 
los competentes en la materia de que se trate, y estos con aquellas, debiendo mantener 
simultáneamente informado al Jefe de la Misión Diplomática o de la Representación 
Permanente. Las instrucciones que los departamentos ministeriales cursen a sus órganos 
técnicos en el exterior deberán ajustarse a lo previsto en la Estrategia de Acción Exterior.

Artículo 46.  Misiones Diplomáticas Especiales y Delegaciones.
1. Las Misiones Diplomáticas Especiales representan temporalmente al Reino de España 

ante uno o varios Estados, con su consentimiento, para un cometido concreto, o ante uno o 
varios Estados donde no existe Misión Diplomática permanente o ante el conjunto de 
Estados, para un cometido de carácter especial.

La Misión Diplomática Especial se creará a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores 
y de Cooperación y a propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
previo informe del Consejo Ejecutivo de Política Exterior, mediante real decreto en el que se 
fijará su cometido y los criterios para determinar el inicio y el final de la Misión.

El Jefe de la Misión será designado por real decreto aprobado por el Consejo de 
Ministros, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, con el título de 
Embajador en Misión Especial, según el procedimiento previsto en el artículo 44 para la 
designación de Embajadores.

2. Las delegaciones representan al Reino de España en un órgano de una organización 
internacional, en una Conferencia de Estados convocada por una organización internacional 
o bajo sus auspicios, o en un acto concreto organizado por un tercer Estado para el que se 
requiera conformar una delegación con carácter oficial.

Las delegaciones estarán presididas por los órganos que ostentan la representación del 
Estado en el exterior: el Jefe de Estado, Presidente del Gobierno o Ministro de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación. Cuando la delegación deba ser presidida por el titular de otro 
órgano, se autorizará por el Consejo de Ministros, mediante real decreto, a propuesta del 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, cuando se trate de ostentar la 
representación del Estado ante otro Estado, o por el Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, mediante la correspondiente plenipotencia, para la representación del Estado 
ante órganos de organizaciones internacionales o en conferencias internacionales.
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Artículo 47.  De las Oficinas Consulares.
1. Las Oficinas Consulares son los órganos de la Administración General del Estado 

encargados del ejercicio de las funciones consulares y especialmente de prestar asistencia y 
protección a los españoles en el exterior. Las Oficinas Consulares ejercerán las funciones 
que les atribuyen la normativa vigente, el Derecho Internacional y los tratados 
internacionales de los que España es parte.

2. La creación y supresión de las Oficinas Consulares de Carrera y agencias consulares 
se realizará mediante real decreto del Consejo de Ministros, a iniciativa del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación, del que dependen orgánica y funcionalmente, y a 
propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, previo informe del 
Consejo Ejecutivo de Política Exterior.

3. En el supuesto de integración en las Oficinas Consulares de órganos técnicos 
especializados análogos a los mencionados en el artículo 45.3 de esta ley, su creación y 
supresión, en cuanto suponen modificación de la estructura de la Oficina, se realizará por 
real decreto, a iniciativa conjunta del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y del 
departamento competente, y a propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, previo informe del Consejo Ejecutivo de Política Exterior.

4. El real decreto de creación fijará el ámbito territorial de la demarcación consular y la 
sede de la Oficina. Corresponde al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
aprobar las relaciones de puestos de trabajo para las Oficinas Consulares, a propuesta del 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y previo informe del Consejo Ejecutivo de 
Política Exterior. Este mismo procedimiento será de aplicación para la creación y aprobación 
de la estructura de las agencias consulares dependientes de una Oficina Consular de 
carrera.

Artículo 48.  Clases de Oficinas Consulares y organización.
1. Las Oficinas Consulares podrán ser de carrera y honorarias. Las primeras podrán 

tener categoría de Consulado General o de Consulado y estarán dirigidas por funcionarios 
de la Carrera Diplomática. Las segundas estarán a cargo de cónsules honorarios y podrán 
ser Consulados Honorarios o Viceconsulados Honorarios. La ley, el derecho internacional y 
los tratados de los que España es parte, determinan las funciones y competencias de cada 
tipo de oficina consular. Las Oficinas Consulares honorarias se crearán por Orden del 
Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

2. El Jefe de la Oficina Consular de carrera será designado por Orden del Ministro de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación entre funcionarios de la Carrera Diplomática y será 
provisto de una carta patente u otro instrumento admitido por el Derecho Internacional, 
otorgada por Su Majestad el Rey con el refrendo del Ministro de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, en la que constará, además de su nombre y categoría personal, la 
circunscripción consular y la sede de la Oficina a su cargo.

3. El Jefe de la Oficina Consular ejercerá la jefatura y dirección de todos los servicios y 
personal de la Oficina Consular. Coordinará y, por delegación del Jefe de la Misión 
Diplomática Permanente correspondiente, impartirá instrucciones a las agencias consulares 
y Oficinas Consulares Honorarias establecidas en su circunscripción. Los Cónsules 
Generales ejercerán las mismas funciones respecto de los consulados de carrera 
establecidos en su circunscripción.

4. Las Oficinas Consulares de carrera contarán con una sección administrativa, a cargo 
de un canciller y, en su caso, con las secciones cuya composición y funciones se 
establezcan en su real decreto de creación. En aquellas Oficinas Consulares o agencias 
consulares en las que se integren oficinas sectoriales podrá establecerse también una 
Sección de Servicios Comunes, que permita la gestión administrativa integrada de los 
servicios que se determinen, de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

5. Las agencias consulares son oficinas dependientes de una Oficina Consular de 
carrera, creadas en localidades distintas de aquella en que se ubica la Oficina de la que 
dependen, con la finalidad de descentralizar su gestión, y estarán a cargo de un funcionario 
de la Carrera Diplomática. Dichas agencias dependerán del Consulado general o del 
Consulado en cuya demarcación estén ubicadas y sus funciones se fijarán de común 
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acuerdo entre España y las autoridades competentes del Estado receptor, dentro de los 
límites y previsiones legales de la normativa internacional aplicable.

6. Los Jefes de la Oficina Consular de Carrera ajustarán su actuación a las instrucciones 
del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y del Jefe de la Misión Diplomática 
Permanente de la que dependan, excepto en materia de fe pública, registro civil o 
jurisdicción voluntaria, en las que estarán sujetos a lo establecido por la legislación notarial, 
registral y procesal para el ejercicio de estas funciones y a las resoluciones, instrucciones y 
circulares de la Dirección General de los Registros y del Notariado.

Los Jefes de las Oficinas Consulares podrán igualmente recibir instrucciones de los 
departamentos ministeriales correspondientes para el desarrollo de otros ámbitos de la 
Acción Exterior, a través del Jefe de la respectiva Misión Diplomática.

CAPÍTULO II
Del Servicio Exterior del Estado en el marco de la Unión Europea y de la 

Comunidad Iberoamericana de Naciones

Artículo 49.  Incorporación a delegaciones de la Unión Europea, Misiones Diplomáticas 
Conjuntas y órganos técnicos especializados conjuntos.

1. El Gobierno, a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y a 
propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, previo informe del 
Consejo Ejecutivo de Política Exterior, podrá acordar con los órganos competentes de la 
Unión Europea o de sus Estados miembros:

a) La creación de Misiones Diplomáticas Conjuntas con otros miembros de la Unión 
Europea en terceros Estados, especialmente en los que no existan Delegaciones de la Unión 
Europea.

b) La creación de Oficinas Culturales conjuntas en terceros Estados, para difundir los 
principios y valores en que se fundamenta la Unión.

c) La creación de oficinas sectoriales conjuntas en terceros Estados, a iniciativa conjunta 
con el Departamento competente por razón de la materia.

d) La incorporación de funcionarios españoles a delegaciones de la Unión Europea en 
los Estados en que España no tenga Misión Diplomática Permanente, a fin de que 
desempeñen determinadas funciones del Servicio Exterior español.

e) Que funcionarios del Servicio Exterior español compartan servicios comunes con las 
delegaciones de la Unión Europea o con las Misiones Diplomáticas Permanentes de otros 
Estados de la Unión.

2. Las oficinas que se citan en las letras b) y c) del apartado anterior se integrarán en las 
delegaciones de la Unión Europea, o en la Misión Diplomática española o en la del Estado 
miembro con el que se acuerde su apertura.

En los acuerdos que se formalicen con las instituciones de la Unión Europea o de los 
Estados miembros competentes, se concretarán las condiciones que regirán estas misiones 
y órganos técnicos especializados conjuntos.

Artículo 50.  Oficinas Consulares conjuntas con Estados miembros de la Unión Europea.
1. El Gobierno, a iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, y a 

propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, previo informe del 
Consejo Ejecutivo de Política Exterior, podrá acordar con otros miembros de la Unión 
Europea la creación de Oficinas Consulares conjuntas en terceros Estados, así como 
compartir servicios comunes con las Oficinas Consulares de otros Estados de la Unión, en 
particular en materia de visados Schengen.

2. En los acuerdos que se formalicen con las autoridades competentes se concretarán 
las condiciones que regirán estas oficinas.
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Artículo 51.  Promoción profesional en la Unión Europea y en organizaciones 
internacionales.

El Gobierno promoverá la candidatura de funcionarios españoles a los órganos 
correspondientes de la Unión Europea y de las organizaciones internacionales de las que 
España es parte, con el ánimo de impulsar la Política Exterior y de Seguridad de la Unión 
Europea, y el multilateralismo.

Artículo 52.  Creación de órganos técnicos especializados conjuntos en el marco de la 
Comunidad Iberoamericana de Naciones.

En el marco de la Comunidad Iberoamericana de Naciones, sustentado en el diálogo, la 
solidaridad y la adopción de acciones concertadas, el Gobierno, a iniciativa conjunta del 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y del competente por razón de la materia, 
y a propuesta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, previo informe del 
Consejo Ejecutivo de Política Exterior, podrá acordar con los órganos competentes de los 
Estados que integran la Comunidad Iberoamericana de Naciones, la creación de oficinas 
sectoriales conjuntas en terceros Estados, para el desarrollo de ámbitos específicos de la 
Acción Exterior.

Asimismo, el Gobierno promoverá acuerdos con los Estados de la Comunidad 
Iberoamericana de Naciones con objeto de facilitar la incorporación recíproca de funcionarios 
de sus respectivos servicios exteriores en las Misiones Diplomáticas en terceros Estados.

En los acuerdos que se formalicen con las autoridades competentes, se concretarán las 
condiciones que regirán estas misiones y oficinas sectoriales conjuntas.

Artículo 53.  Cumbres Iberoamericanas de Jefes de Estado y de Gobierno.
En el marco de la Conferencia Iberoamericana y las Cumbres Iberoamericanas de Jefes 

de Estado y Gobierno, el Gobierno promoverá la cohesión y cooperación interna en el seno 
de la misma, para su proyección internacional, especialmente en sus vínculos y relaciones 
con la Unión Europea.

CAPÍTULO III
Del personal del Servicio Exterior

Artículo 54.  De las clases de personal.
1. El personal al servicio de la Administración General del Estado en el exterior se 

integrará por funcionarios públicos y personal laboral.
2. El personal de la Administración del Estado tendrá la consideración de personal del 

Servicio Exterior durante el periodo de tiempo en que estén destinados y ocupen un puesto 
de trabajo en las relaciones de puestos de trabajo de las Misiones Diplomáticas, 
Consulados, Representaciones permanentes o Representaciones. Al finalizar su destino 
deberán reintegrarse a un puesto de trabajo en el Ministerio de adscripción o en el 
departamento en el que prestaban servicios antes de ocupar una plaza en el Servicio 
Exterior del Estado, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa de Función Pública, sin que 
opere la garantía de asignación de un nuevo puesto de trabajo en la localidad de destino en 
el exterior.

3. En el caso de delegaciones de la Unión Europea o misiones conjuntas con Estados 
miembros de la misma, u organizaciones internacionales o intergubernamentales, solo 
tendrá la consideración de personal del Servicio Exterior español el personal que ocupe un 
puesto de trabajo de la relación de puestos de trabajo de la Administración General del 
Estado y no aquel que ocupe puestos de trabajo del Servicio Exterior Europeo o de una 
organización internacional o intergubernamental.

4. El Registro Central de Personal, dependiente del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas actuará, de acuerdo a su ámbito registral, como instrumento de 
información para la ordenación de los recursos humanos de la Administración General del 
Estado destinados a la Acción Exterior del Estado, poniendo a disposición del Consejo 
Ejecutivo de Política Exterior, la información necesaria obrante en el mismo.
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Artículo 55.  De los cuerpos que integran el servicio exterior con funciones atribuidas en 
exclusiva.

1. Los funcionarios de la Carrera Diplomática, que se someten a un régimen de obligada 
movilidad fuera de España, constituyen el cuerpo de la Administración General del Estado, 
adscrito al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, al que por su preparación 
específica les están encomendadas las funciones de naturaleza política, diplomáticas y 
consulares, de acuerdo con lo establecido por los tratados internacionales en vigor, por lo 
que los puestos que tengan atribuidas dichas funciones se adscriben con carácter exclusivo 
a dichos funcionarios.

Los puestos de trabajo de Consejero Económico y Comercial de las Oficinas 
Económicas y Comerciales serán adscritos en exclusiva a funcionarios pertenecientes al 
Cuerpo Superior de Técnicos Comerciales y Economistas del Estado, por razón de su 
preparación específica y de las funciones desempeñadas en dichos puestos.

2. Las funciones propias del resto de puestos, correspondientes a los órganos 
especializados mencionados en el artículo 45.3, distintos de los recogidos en el apartado 
anterior se desarrollarán por los funcionarios nombrados en ellos por el departamento 
ministerial de que dependan orgánica y funcionalmente, pudiendo estar reservada su 
cobertura o establecida una determinada preferencia para determinados cuerpos de 
funcionarios cuando así esté previsto reglamentariamente.

Artículo 56.  Inspección de los Servicios y potestad disciplinaria.
1. La Inspección de los Servicios del Servicio Exterior será la dependiente de cada 

departamento ministerial. En determinados supuestos, esta podrá ser encomendada a la 
Inspección General del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, sin perjuicio de 
la aplicación de su normativa específica. Reglamentariamente se determinarán la forma y 
supuestos en que podrán realizarse tales encomiendas.

2. Sin perjuicio de la dependencia jerárquica del Jefe de Misión, la potestad disciplinaria 
será ejercida por el departamento de dependencia del empleado público.

Artículo 57.  Nombramiento, cese y acreditación del personal del Servicio Exterior.
1. Los puestos de trabajo cuyos titulares deban ser acreditados como personal 

diplomático o consular serán cubiertos por el procedimiento de libre designación, por 
funcionarios, o por los procedimientos propios para la provisión de los mismos por razón de 
su pertenencia a un cuerpo con funciones atribuidas en exclusiva.

2. El nombramiento se hará por el departamento de dependencia, atendiendo a criterios 
de competencia profesional y experiencia de acuerdo con su normativa específica y con los 
principios de igualdad, mérito y capacidad. Su cese será también competencia del 
departamento correspondiente.

3. La acreditación del personal del Servicio Exterior ante el Estado receptor o ante la 
organización internacional, según los casos, corresponde al Ministro de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación.

Artículo 58.  De la formación del personal del Servicio Exterior del Estado.
1. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, en colaboración con los otros 

Departamentos, promoverá una formación continuada del personal del Servicio Exterior del 
Estado, que sirva al mejor desempeño de sus funciones, a la prestación a los ciudadanos de 
un servicio público eficiente y de calidad y a la promoción de la carrera profesional.

2. La Escuela Diplomática, dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, es centro de formación del personal del Servicio Exterior del Estado y 
promoverá la capacitación de dicho personal en materias propias del mismo.

3. La Escuela Diplomática es, además, el centro de formación principal de los 
funcionarios de la Carrera Diplomática, y en la forma en que se determine 
reglamentariamente, impartirá los cursos y materias necesarias para facilitar la formación 
continua necesaria para la promoción profesional de dichos funcionarios, en particular, en las 
áreas de relaciones exteriores, diplomáticas, consulares y de cooperación que impartirá en 
colaboración con la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo.
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4. La Escuela Diplomática establecerá, a través de los oportunos convenios de 
colaboración o instrumentos previstos en la legislación, los mecanismos para colaborar con 
otros centros formativos, públicos y privados, españoles y extranjeros, que permita articular 
una oferta formativa amplia, garantizar una formación de calidad y proveer titulaciones de 
referencia en materia de relaciones internacionales.

5. La Escuela Diplomática mantendrá vínculos con las escuelas y centros similares de 
otros Estados, especialmente del ámbito iberoamericano, a efectos de favorecer 
intercambios de profesores y alumnos, y podrá impartir cursos específicos para el 
perfeccionamiento o especialización de funcionarios de otros servicios exteriores.

6. El ICEX España Exportación e Inversiones, a través del Centro de Estudios 
Económicos y Comerciales, es centro de formación de la Administración General de Estado 
en materia de economía y comercio internacional y de inversiones exteriores y promoverá la 
capacitación del personal del Servicio Exterior en las materias propias de su ámbito.

CAPÍTULO IV
De los familiares de los funcionarios del Servicio Exterior

Artículo 59.  Del apoyo a las familias.
1. En ejecución de la política del Gobierno de conciliación de la vida familiar y laboral y 

en beneficio de un mejor desempeño de las funciones del servicio exterior, el Gobierno 
establecerá las condiciones para que los familiares puedan acompañar a los funcionarios 
destinados al exterior.

2. Los órganos centrales del Servicio Exterior del Estado proporcionarán a las familias 
asistencia en la preparación de su salida al exterior, en particular en materia de información 
sobre condiciones de vida en el país de destino. Asimismo facilitarán el acceso a 
conocimiento de idiomas y posibilidades de trabajo para los cónyuges y parejas de hecho.

3. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas determinará 
reglamentariamente las condiciones en las que los funcionarios de la Administración General 
del Estado destinados en el extranjero podrán percibir ayudas destinadas a proporcionar a 
sus hijos en edad escolar una educación de calidad comparable a la del sistema público 
español.

4. Los funcionarios de la Administración General del Estado destinados en el extranjero y 
sus beneficiarios tendrán derecho a que se les facilite el acceso a una cobertura sanitaria 
similar a la que tendrían de estar prestando sus servicios en el territorio español. En caso de 
pertenencia al régimen del mutualismo administrativo, la asistencia sanitaria en el extranjero 
se hará conforme a lo dispuesto en la normativa reguladora específica.

Artículo 60.  Trabajo de los familiares en el exterior.
1. El Gobierno, mediante la acción del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 

Cooperación, fomentará la celebración de tratados internacionales que permitan el ejercicio 
de actividades remuneradas a los cónyuges o sus parejas de hecho que acompañen a los 
funcionarios en su destino en el exterior.

2. El cónyuge o pareja de hecho del personal funcionario o laboral al servicio de la 
Administración General del Estado o de sus organismos dependientes que con motivo del 
destino de estos últimos en el exterior traslade su residencia al extranjero y tenga la 
condición de funcionario o personal laboral de la Administración General del Estado o sus 
organismos y entidades públicas dependientes, tendrá preferencia, en el caso de 
concurrencia con otros aspirantes y siempre que exista igualdad de méritos entre ellos, para 
la cobertura de puestos de trabajo ya existentes en la Administración General del Estado y 
sus organismos dependientes en el exterior. En el caso de puestos de trabajo cubiertos 
mediante contrato laboral, la duración de este contrato quedará supeditada a la permanencia 
del cónyuge o pareja de hecho en su destino en el exterior.
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Disposición adicional primera.  Estrategia de Acción Exterior del Estado.
En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley, el Ministerio de Asuntos 

Exteriores y de Cooperación elevará al Consejo de Ministros la propuesta de la Estrategia de 
Acción Exterior del Estado para el período 2013-2017, elaborada de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 35 de esta ley.

Disposición adicional segunda.  Informe Anual de Acción Exterior.
En el primer trimestre del año siguiente a la aprobación de la Estrategia de Acción 

Exterior del Estado, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación elevará el primer 
Informe de Acción Exterior para su aprobación por el Consejo de Ministros.

Disposición adicional tercera.  Informe sobre el despliegue del Servicio Exterior del 
Estado.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley, el Consejo Ejecutivo de 
Política Exterior elaborará el informe sobre la situación de los inmuebles y de los medios 
materiales y personales de las unidades administrativas e instituciones en el exterior 
dependientes de la Administración General del Estado, así como sobre la adecuación del 
despliegue del Servicio Exterior del Estado, previsto en el artículo 39 de esta ley.

Disposición adicional cuarta.  Informe sobre el personal laboral en el exterior.
En el plazo de doce meses desde la entrada en vigor de la ley, el Ministerio de Hacienda 

y Administraciones Públicas, previa consulta con los departamentos ministeriales con 
personal laboral en el exterior, elaborará un informe sobre la situación, condiciones y 
régimen aplicable del personal laboral en el exterior, a fin de optimizar y ordenar la gestión 
de los recursos humanos en el exterior de la Administración General del Estado y sus 
Organismos públicos. Para la elaboración del informe, el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas podrá solicitar la colaboración de los departamentos ministeriales 
afectados.

Disposición adicional quinta.  Informe sobre situación de los cónyuges o parejas de hecho 
del personal funcionario o laboral desplazado.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley, el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas elaborará un informe sobre la situación de los 
cónyuges o parejas de hecho del personal funcionario o laboral desplazado, que no tenga la 
condición de empleado público, respecto de su posible acceso a cobertura de puestos de 
trabajo existentes en la Administración General del Estado y sus Organismos dependientes 
en el exterior.

Asimismo, elaborará un informe acerca de la posibilidad de que los cónyuges o parejas 
de hecho de dicho personal funcionario o laboral desplazado puedan mantener los derechos 
adquiridos o en curso de adquisición en materia de antigüedad, pensiones y derechos 
pasivos del sistema español de seguridad social y, en consecuencia, abonar voluntariamente 
las cotizaciones correspondientes a periodos anteriores a la entrada en vigor de esta ley.

Disposición adicional sexta.  Eficiencia y ahorro en el Servicio Exterior del Estado.
1. De acuerdo con el principio de eficiencia en la asignación y utilización de los recursos 

públicos al que se refiere el artículo 7.2 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, la gestión de las unidades 
administrativas e instituciones de las Administraciones públicas en el exterior estará 
orientada por la eficacia, la eficiencia, la economía y la calidad, a cuyo fin se aplicarán 
políticas de racionalización del gasto y de mejora de la gestión del sector público.

En particular, en el Estado, tanto los planes de ordenación de medios cuya elaboración 
se promueva por el Consejo Ejecutivo como el informe sobre el despliegue del servicio 
exterior a los que se refiere el artículo 39 de esta ley deberán orientarse y responder a los 
mencionados principios.
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2. La gestión de los edificios administrativos del Estado en el exterior se efectuará 
conforme a los principios de:

a) Planificación global e integrada de las necesidades de inmuebles de uso 
administrativo.

b) Optimización del número de edificios ocupados, primando la utilización de sedes 
comunes que agrupen a las unidades pertenecientes a los diferentes departamentos y 
organismos con presencia en el exterior y procurando la reducción del número de 
arrendamientos cuando ello sea posible de acuerdo con las necesidades del servicio.

c) Rentabilidad de las inversiones en inmuebles, procurando la máxima productividad de 
los servicios administrativos que se ubiquen en los mismos.

A estos efectos, el Consejo Ejecutivo de Política Exterior, previo estudio de la situación 
de los edificios en el exterior, podrá presentar propuestas, tanto generales como concretas, 
de utilización de estos recursos inmobiliarios del Estado a los efectos de que el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, previo informe de la Comisión de Coordinación 
Financiera de Actuaciones Inmobiliarias y Patrimoniales, pueda fijar los correspondientes 
criterios de actuación.

3. Los departamentos ministeriales integrados en una misma sede contribuirán a su 
financiación en los términos que se establezcan en los correspondientes protocolos o 
convenios de colaboración y de conformidad con los mecanismos previstos en la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

4. En cumplimiento del principio señalado en el apartado 1 de esta disposición se 
promoverá la integración en los inmuebles del Estado de las unidades o servicios en el 
exterior de Comunidades Autónomas, Entidades Locales u organismos y entes dependientes 
de las mismas, así como su adhesión a los esquemas de centralización de contratación y 
gasto en el exterior a través de cualesquiera de los mecanismos y procedimientos previstos 
en la legislación vigente.

Disposición adicional séptima.  Régimen de las Fuerzas Armadas.
Dadas las especiales características de las Fuerzas Armadas, de disciplina, jerarquía y 

unidad, las previsiones del título III de esta ley se aplicarán sin menoscabo de lo dispuesto 
en la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, así como en la Ley 
Orgánica 9/2011, de 27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas 
Armadas, en la Ley Orgánica 8/1998, de 2 de diciembre, de Régimen Disciplinario de las 
Fuerzas Armadas, en la Ley Orgánica 13/1985, de 9 de diciembre, del Código Penal Militar, 
en la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar y en las Reales Ordenanzas 
para las Fuerzas Armadas, aprobadas por Real Decreto 96/2009, de 6 de febrero.

Disposición adicional octava.  Exclusión de los centros educativos de titularidad pública y 
centros asistenciales en el exterior.

Las disposiciones contenidas en el título III relativo al Servicio Exterior del Estado no 
serán de aplicación a los centros educativos de titularidad pública en el extranjero, ni a los 
centros asistenciales del Instituto Social de la Marina en el exterior, que se regirán por su 
propia normativa.

Disposición adicional novena.  El Instituto Cervantes.
El Instituto Cervantes contribuirá a la difusión de la cultura y de la lengua en el exterior, 

en coordinación con los demás órganos competentes de la Administración General del 
Estado y en colaboración con las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de la promoción de 
las demás lenguas españolas cooficiales.

Disposición adicional décima.  Nombramiento y cese del personal de la Representación 
Permanente de España ante la Unión Europea.

El nombramiento y el cese del personal de la Representación Permanente de España 
ante la Unión Europea se llevará a cabo de conformidad con lo establecido en el artículo 4 
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del Real Decreto 260/1986, de 17 de enero, por el que se crea la Representación 
Permanente de España ante las Comunidades Europeas.

Disposición adicional décima primera.  Prestación de servicios de funcionarios de la 
Administración General del Estado.

El Gobierno, a través de los Ministerios competentes por razón de la materia y previo 
informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, podrá celebrar, 
con las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas que así lo soliciten convenios 
de colaboración para establecer las condiciones en las que podrá producirse la prestación de 
servicio en aquellas por parte de funcionarios de la Administración General del Estado que, 
por su preparación específica, tengan asignadas las funciones relacionadas con las materias 
afectadas.

Dicha prestación de servicios será para la asistencia y apoyo a aquellas en materia de 
actuaciones en el marco de sus competencias con proyección exterior y de conformidad con 
los procedimientos de movilidad o de provisión de puestos de trabajo previstos en la 
normativa de función pública.

Disposición adicional décima segunda.  Prestación de servicios por funcionarios en el 
Servicio Europeo de Acción Exterior.

El Gobierno adoptará las medidas apropiadas para garantizar las oportunidades que el 
Servicio Europeo de Acción Exterior ofrece al personal que preste o haya prestado servicio 
en el Servicio Exterior del Estado, y para facilitar su acceso e incorporación en el mismo.

Disposición adicional décima tercera.  Modificación del Estatuto de la Escuela 
Diplomática.

El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas analizarán la viabilidad de la transformación del Estatuto de la 
Escuela Diplomática para su configuración como un centro de formación que pueda obtener 
recursos derivados de la actividad formativa que constituye su objeto.

Disposición adicional décima cuarta.  No incremento de gasto público.
Las medidas incluidas en esta ley no podrán suponer incremento ni de dotaciones ni de 

retribuciones ni de otros gastos del conjunto del personal del Servicio Exterior y serán 
informadas previamente a su aplicación por la Dirección General de Costes de Personal y 
Pensiones Públicas.

Disposición adicional décima quinta.  Asistencia a nuevos emigrantes.
Las Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares asumirán como uno de sus objetivos 

prioritarios la atención a los nuevos emigrantes españoles, especialmente en aquellos 
Estados donde exista un mayor flujo de llegadas, con el fin de facilitar tanto su integración 
laboral y personal en el país de acogida, como de, en la medida de lo posible, facilitar el 
regreso a España a aquellos inmigrantes que deseen volver.

Para ello, en sus relaciones con el Gobierno y las distintas administraciones del Estado 
donde radiquen, realizarán una planificación sistemática de contactos y relaciones que 
aborden la situación laboral y social de este colectivo, favoreciendo, entre otras medidas, su 
inclusión en programas de apoyo ya existentes o instando aquellas actuaciones que puedan 
favorecerles, relacionadas con vivienda, cursos de lenguas y oportunidades de trabajo. En 
su relación directa con los nuevos emigrantes, procurarán adecuar sus horarios de atención 
y potenciar canales de comunicación electrónicos, que mejoren la tarea de asistencia y 
protección a estos ciudadanos.

Disposición adicional décima sexta.  Traducciones e interpretaciones de carácter oficial.
Reglamentariamente se determinarán los requisitos para que las traducciones e 

interpretaciones de una lengua extranjera al castellano y viceversa tengan carácter oficial. 
En todo caso, tendrán este carácter las certificadas por la Oficina de Interpretación de 
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Lenguas del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, así como las realizadas por 
quien se encuentre en posesión del título de traductor-intérprete jurado que otorga el 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación. Los requisitos para el otorgamiento de 
este título, así como el resto de elementos que conforman su régimen jurídico, se 
desarrollarán reglamentariamente. El traductor-intérprete jurado certificará con su firma y 
sello la fidelidad y exactitud de la traducción e interpretación.

También tendrán carácter oficial:
a) Las realizadas o asumidas como propias por una representación diplomática u oficina 

consular de España en el extranjero, siempre que se refieran a un documento público 
extranjero que se incorpora a un expediente o procedimiento iniciado o presentado ante 
dicha unidad administrativa y que deba resolver la Administración española.

b) Las realizadas por una representación diplomática u oficina consular de carrera 
extranjera en España, siempre que se refieran al texto de una ley de su país o a un 
documento público del mismo.

El carácter oficial de una traducción o interpretación implica que ésta pueda ser aportada 
ante órganos judiciales y administrativos en los términos que se determine 
reglamentariamente.

La traducción e interpretación que realice un traductor-intérprete jurado o una 
representación diplomática u oficina consular, podrá ser revisada por la Oficina de 
Interpretación de Lenguas del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación a solicitud 
del titular del órgano administrativo, judicial, registro o autoridad competente ante quien se 
presente.

Disposición adicional décima séptima.  Protección consular.
1. Los ciudadanos de un Estado miembro de la Unión Europea en aquellos países 

terceros en los que su Estado de nacionalidad carezca de Misión Diplomática u Oficina 
Consular tendrán derecho a solicitar protección consular a la Oficina Consular o a la Misión 
Diplomática española residente en las mismas condiciones que los españoles.

Los familiares que acompañen a ciudadanos no representados en un tercer país y que 
no sean a su vez ciudadanos de la Unión Europea, serán tratados en las mismas 
condiciones que los familiares de españoles que no sean ciudadanos de la Unión.

2. Los ciudadanos españoles, en aquellos países en los que España no esté 
representada mediante una Oficina Consular o Misión Diplomática, tendrán derecho a 
solicitar protección consular a la Oficina Consular o a la Misión Diplomática de cualquier 
Estado miembro de la Unión Europea representado en el país tercero en las mismas 
condiciones que éste protege a sus nacionales.

Los familiares de ciudadanos españoles que les acompañen en un tercer país y que no 
sean ciudadanos de la Unión Europea, serán tratados en las mismas condiciones que los 
familiares de los nacionales del Estado miembro que ejerza la protección y que a su vez no 
sean ciudadanos de la Unión.

3. Los derechos reconocidos en los dos apartados anteriores se ejercerán sin perjuicio 
de lo que establezcan los acuerdos de representación o de reparto local de cargas a los que 
lleguen los Estados miembros de la Unión Europea.

4. A los efectos de los derechos reconocidos en los apartados 1 y 2, se entiende que un 
Estado miembro de la Unión Europea no está representado en un tercer país si carece de 
Misión Diplomática u Oficina Consular establecidos con carácter permanente en dicho país, 
o si carece de Misión Diplomática u Oficina Consular o Consulado Honorario en dicho país 
que esté en disposición de proporcionar protección consular de manera efectiva en un caso 
determinado.

Disposición adicional décima octava.  Del ejercicio de la protección consular en Estados 
donde no haya Misión Diplomática u Oficina Consular.

España podrá solicitar el ejercicio directo de la protección consular de los ciudadanos 
españoles que hayan solicitado protección en un país no representado donde no haya 
Misión Diplomática u Oficina Consular. Esta solicitud se cursará al Estado miembro que 
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hubiera recibido la solicitud o se estuviera ocupando de la protección consular del ciudadano 
español.

Asimismo, en caso de recibir la solicitud del ejercicio directo de la protección del Estado 
Miembro de la nacionalidad del ciudadano de la Unión Europea no representado, España 
renunciará al ejercicio de la protección consular.

Disposición adicional décima novena.  Del reembolso de los gastos ocasionados por el 
ejercicio de la protección consular.

1. Cuando España preste asistencia consular a un ciudadano de la Unión no 
representado y, en su caso, a sus familiares no ciudadanos de la Unión que lo acompañen, 
el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a través de la Dirección General de 
Españoles en el Exterior y de Asuntos Consulares y Migratorios, solicitará el reembolso de 
los gastos de esa asistencia, en las mismas condiciones que a un ciudadano español.

Cuando la protección consular prestada a un ciudadano de la Unión no representado en 
caso de detención o prisión implique gastos indispensables y justificados inusualmente 
elevados relacionados con viajes, alojamiento y traducción para las autoridades diplomáticas 
o consulares, España podrá solicitar el reembolso de los mismos.

2. Los españoles que reciban protección consular para sí o, en su caso, para sus 
familiares no ciudadanos de la Unión que lo acompañen, de otro Estado Miembro por 
carecer España de representación en un tercer Estado, se comprometerán a reembolsar al 
Tesoro Público de España los gastos de esa protección consular, en las mismas condiciones 
que los nacionales del Estado miembro que haya prestado la protección.

Del mismo modo, se atenderán las solicitudes de reembolso de los gastos 
indispensables y justificados inusualmente elevados relacionados con viajes, alojamiento y 
traducción para las autoridades diplomáticas o consulares para la protección consular de 
españoles no representados detenidos o en prisión.

3. En situaciones de crisis, se podrá solicitar el reembolso de los gastos ocasionados por 
toda la ayuda prestada a un ciudadano de la Unión no representado y, en su caso, a sus 
familiares no ciudadanos de la Unión que lo acompañen. Se atenderán, de igual forma, las 
solicitudes de reembolso de los gastos ocasionados por toda la ayuda prestada a españoles 
y, en su caso, a sus familiares no ciudadanos de la Unión que lo acompañen. Se podrá 
solicitar el reembolso de los gastos de manera proporcional, dividiendo el importe total de los 
gastos por el número de ciudadanos asistidos.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente ley y, en particular, el Real Decreto 632/1987, de 8 de mayo, sobre 
organización de la Administración del Estado en el exterior.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo.

Uno. Se suprime la referencia que los apartados 1 y 3 del artículo 8; 2 y 3 del artículo 15; 
artículo 16; apartado 3 del artículo 19; apartado 3 del artículo 22; apartado 2.c) del artículo 
23; y apartado 2 del artículo 24 de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo hacen al Plan Anual o Planes Anuales.

Dos. Dichos preceptos quedan redactados en los siguientes términos:

«Artículo 8.  Planificación.
1. La política española de cooperación internacional para el desarrollo de la 

Administración General del Estado se establecerá a través de Planes Directores.
2. El Plan Director, elemento básico de la planificación de la política española de 

cooperación internacional para el desarrollo de la Administración General del Estado, 
se formulará cuatrienalmente y contendrá las líneas generales y directrices básicas 
de la política española de cooperación internacional para el desarrollo, señalando los 
objetivos y prioridades, así como los recursos presupuestarios indicativos que 
orientarán la actuación de la cooperación española durante ese período, 
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incorporando los documentos de estrategia relativos a cada sector de la cooperación, 
zona geográfica y países que sean objeto preferente de la cooperación.

Artículo 15.  El Congreso de los Diputados.
2. Las Cortes Generales debatirán anualmente, en la forma y modo que se 

determine y a propuesta e iniciativa del Gobierno, la política española de cooperación 
internacional para el desarrollo e informarán la Comunicación Anual referente a la 
ejecución del Plan Director y el Informe Anual de evaluación, de acuerdo con lo 
dispuesto en los Reglamentos de las Cámaras.

3. Se constituirá una Comisión Parlamentaria de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo en el Congreso de los Diputados y en el Senado, de conformidad con lo 
que dispongan los Reglamentos de las Cámaras. Esta Comisión será informada por 
el Gobierno del nivel de ejecución y grado de cumplimiento de los programas, 
proyectos y acciones comprendidos en el Plan Director y recibirá cuenta de la 
evaluación de la cooperación, así como de los resultados del ejercicio precedente.

Artículo 16.  El Gobierno.
El Gobierno define y dirige la política española de cooperación internacional para 

el desarrollo.
A propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, el Gobierno 

aprueba el Plan Director.

Artículo 19.  La Secretaría de Estado para la Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica (SECIPI).

3. La Secretaría de Estado para la Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica, previo dictamen del Consejo de Cooperación al Desarrollo y de la 
Comisión Interterritorial de Cooperación, formula la propuesta del Plan Director, así 
como la definición de las prioridades territoriales y sectoriales a que se refiere el 
artículo 5.

Artículo 22.  El Consejo de Cooperación al Desarrollo.
3. El Consejo de Cooperación al Desarrollo informará la propuesta del Plan 

Director y la Comunicación Anual referente a la ejecución del Plan Director y 
conocerá los resultados y la evaluación de la cooperación.

Artículo 23.  La Comisión Interterritorial de Cooperación para el Desarrollo.
2. Las funciones de la Comisión se dirigirán a promover los siguientes objetivos:
c) La participación de las Administraciones públicas en la formación del Plan 

Director así como en la definición de sus prioridades.

Artículo 24.  La Comisión Interministerial de Cooperación Internacional.
2. La Comisión Interministerial de Cooperación Internacional, previo dictamen del 

Congreso de los Diputados y del Senado, someterá a la aprobación del Gobierno, a 
través del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, las propuestas del Plan 
Director y conocerá los resultados y la evaluación de la cooperación.»

Tres. El artículo 25 de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo, queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 25.  La Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
(AECID).

1. La Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, Agencia 
estatal adscrita al Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, tiene por objeto 
el fomento, la gestión y la ejecución de las políticas públicas de cooperación 
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internacional para el desarrollo, sin perjuicio de las competencias asignadas a otros 
departamentos ministeriales.

2. El personal al servicio de la Agencia Española de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo estará integrado por funcionarios públicos y personal sometido a 
derecho laboral.

3. Los funcionarios de las distintas Administraciones públicas que pasen a 
prestar sus servicios en la Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo quedarán en la situación administrativa que corresponda de acuerdo con 
las normas aplicables a su situación de procedencia. El sistema de cobertura de 
destinos por parte del personal funcionario incluirá medidas que tiendan a favorecer 
su especialización en tareas de cooperación.

4. Los fines, funciones, organización y funcionamiento de la Agencia Española de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo se establecerán en su Estatuto, en el 
marco de lo dispuesto por la Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales, para 
la mejora de los servicios públicos.»

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto 1412/2000, de 21 de julio, de 
Creación del Consejo de Política Exterior.

Uno. Se modifica el primer párrafo del apartado 1, y se añade un nuevo apartado 4, al 
artículo 2 del Real Decreto 1412/2000, de 21 de julio, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«1. Son miembros permanentes el Presidente del Gobierno, el Vicepresidente del 
Gobierno y Ministro de la Presidencia, y los Ministros de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, de Justicia, de Defensa, de Hacienda y Administraciones Públicas, del 
Interior, de Fomento, de Educación, Cultura y Deporte, de Empleo y de Seguridad 
Social, de Industria, Energía y Turismo, de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente, de Economía y Competitividad y de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad y el Director del Gabinete de la Presidencia del Gobierno.

Asimismo, será miembro del Consejo de Política Exterior el Alto Comisionado del 
Gobierno para la Marca España, que participará en sus reuniones únicamente 
cuando los asuntos a tratar afecten a su ámbito competencial.

2. Podrán ser convocados, en función de los asuntos a tratar, otros miembros del 
Gobierno.

3. Podrán igualmente ser convocados, en función de los asuntos a tratar, 
autoridades o altos cargos de la Administración General del Estado y autoridades o 
altos cargos de las Comunidades Autónomas y entidades locales.

4. Ejercerá las funciones de secretario el Director de Departamento de Política 
Internacional y Seguridad del Gabinete del Presidente del Gobierno.»

Dos. Se modifica el artículo 5 del Real Decreto 1412/2000, de 21 de julio, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«Artículo 5.  Consejo Ejecutivo de Política Exterior.
1. Para un adecuado ejercicio de sus competencias se crea un Consejo Ejecutivo 

de Política Exterior en el Consejo de Política Exterior, presidido por la Vicepresidenta 
Primera del Gobierno que será sustituida, en su caso, por el Ministro de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación.

2. Por los Departamentos presentes en el Consejo, se determinará su 
representación en este Consejo Ejecutivo de Política Exterior. Los representantes 
designados por cada Ministerio tendrán, como mínimo, la categoría de Subsecretario 
o asimilado.

3. Asimismo, serán miembros del Consejo Ejecutivo de Política Exterior el 
Secretario de Estado de Presupuestos y Gastos, el Secretario de Estado de 
Administraciones Públicas, el Secretario de Estado de Comunicación y el Alto 
Comisionado del Gobierno para la Marca España, que participarán en sus reuniones 
únicamente cuando los asuntos a tratar afecten a su respectivo ámbito competencial.
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4. Podrán igualmente ser convocados, en función de los asuntos a tratar, 
autoridades o altos cargos de la Administración General del Estado y autoridades o 
altos cargos de las Comunidades Autónomas y entidades locales.

5. Ejercerá las funciones de secretario el Director de Departamento de Política 
Internacional y Seguridad del Gabinete del Presidente del Gobierno.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del 
derecho de asilo y de la protección subsidiaria.

La Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección 
subsidiaria, se modifica en los siguientes términos:

El artículo 40 queda redactado del siguiente modo:
«1. El restablecimiento de la unidad familiar de las personas refugiadas y 

beneficiarias de protección subsidiaria podrá garantizarse mediante la concesión, 
respectivamente, del derecho de asilo o de la protección subsidiaria por extensión 
familiar, en los siguientes supuestos:

a) Los ascendientes en primer grado que acreditasen la dependencia y sus 
descendientes en primer grado que fueran menores de edad, quedando exceptuado 
el derecho a la extensión familiar en los supuestos de distinta nacionalidad.

Las relaciones familiares de los ascendientes y descendientes deberán 
establecerse mediante las pruebas científicas que sean necesarias, en los casos 
donde no pueda determinarse sin dudas esa relación de parentesco.

b) El cónyuge o persona ligada por análoga relación de afectividad y convivencia, 
salvo los supuestos de divorcio, separación legal, separación de hecho, distinta 
nacionalidad o concesión del estatuto de refugiado por razón de género, cuando en 
el expediente de la solicitud quede acreditado que la persona ha sufrido o tenido 
fundados temores de sufrir persecución singularizada por violencia de género por 
parte de su cónyuge o conviviente.

c) Otro adulto que sea responsable del beneficiario de protección internacional, 
de acuerdo con la legislación española vigente, cuando dicho beneficiario sea un 
menor no casado.

d) Podrá también concederse asilo o protección subsidiaria por extensión familiar 
a otros miembros de la familia de la persona refugiada o beneficiaria de protección 
subsidiaria siempre que resulte suficientemente establecida la dependencia respecto 
de aquellas y la existencia de convivencia previa en el país de origen.

2. La Oficina de Asilo y Refugio tramitará las solicitudes de extensión familiar 
presentadas. Una vez instruidas se procederá, previo estudio en la Comisión 
interministerial de Asilo y Refugio, a elevar la propuesta de resolución al Ministro del 
Interior, quien resolverá.

3. La resolución por la que se acuerde la concesión del derecho de asilo o de la 
protección subsidiaria por extensión familiar conllevará para los beneficiarios los 
efectos previstos en el artículo 36.

4. En ningún caso se concederá protección internacional por extensión familiar a 
las personas incursas en los supuestos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 8 
y en los artículos 9, 11 y 12 de la presente ley.»

Disposición final cuarta.  Título competencial.
La presente ley se dicta al amparo de los artículos 149.1.3.ª, 97 y 149.1.18.ª de la 

Constitución que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de relaciones 
internacionales, dirección de la política exterior y bases del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios.
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Disposición final quinta.  Desarrollo normativo.
El Gobierno y los titulares de los departamentos ministeriales, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, dictarán cuantas disposiciones resulten necesarias para el 
desarrollo de la presente ley.

Las modificaciones que, a partir de la entrada en vigor de esta ley, puedan realizarse a lo 
previsto en la disposición final segunda, podrán efectuarse reglamentariamente, con arreglo 
a la normativa específica de aplicación.

Disposición final sexta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 7

Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 176, de 23 de julio de 1960
Última modificación: 2 de agosto de 2022

Referencia: BOE-A-1960-10905

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

De la soberanía sobre espacio aéreo, de las leyes aeronáuticas y de las reglas generales 
para su aplicación

Artículo primero.  
El espacio aéreo situado sobre el territorio español y su mar territorial está sujeto a la 

soberanía del Estado español.

Artículo segundo.  
Las aeronaves nacionales podrán hacer uso para la navegación del espacio aéreo 

español.
El Estado español, por Tratados o Convenios con otros Estados o mediante permiso 

especial, podrá autorizar el tránsito inocuo sobre su territorio de las aeronaves extranjeras.

Artículo tercero.  
El Gobierno podrá fijar las zonas en que se prohiba o restrinja el tránsito de aeronaves 

sobre territorio español, los canales de entrada y salida en el mismo y los aeropuertos 
aduaneros.

También podrá suspender, total o parcialmente, las actividades aéreas en su territorio por 
causas graves.

Artículo cuarto.  
1. Se reconoce el derecho de los dueños u ocupantes de los bienes subyacentes a ser 

resarcidos conforme a los capítulos IX y XIII de la presente ley, la Ley 37/2003, de 17 de 
noviembre, los tratados internacionales y el Derecho Comunitario, de los daños y perjuicios 
que se les ocasionen como consecuencia de su deber de soportar la navegación aérea.

2. El justo equilibrio entre los intereses de la economía nacional y los derechos de las 
personas residentes, trabajadoras, propietarias, usuarias de servicios u ocupantes de bienes 
subyacentes, obligará al Estado, respecto de los aeropuertos de su competencia:
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a) A garantizar que para las personas residentes, trabajadoras, propietarias, usuarias de 
servicios u ocupantes de bienes subyacentes en las poblaciones circundantes a dichos 
aeropuertos se respeten los objetivos de calidad acústica fijados en la normativa aplicable. 
Siempre que se cumplan estos objetivos será obligatorio soportar los niveles sonoros, 
sobrevuelos, frecuencias e impactos ambientales generados por la navegación aérea, sin 
perjuicio del derecho de los afectados a denunciar los incumplimientos de la normativa 
aeroportuaria o aeronáutica que pudieran producirse y a recabar su subsanación.

b) A aprobar planes de acción, que incluyan las correspondientes medidas correctoras, 
cuando se establezcan servidumbres acústicas que permitan superar los objetivos de calidad 
acústica en el exterior de las edificaciones, los sobrevuelos, frecuencias e impactos 
ambientales asociados a aquéllos.

Los planes de acción contemplarán asimismo medidas compensatorias para los 
municipios en los que se superen los objetivos de calidad acústica en el exterior de las 
edificaciones.

3. El justo equilibrio entre los intereses en conflicto obligará, asimismo, a la Autoridad 
aeronáutica competente y al gestor aeroportuario a evaluar continuadamente el impacto 
ocasionado por la infraestructura a las poblaciones circundantes, a vigilar y sancionar los 
incumplimientos que se pudieran producir y, en general, a instar o adoptar las medidas 
pertinentes para compatibilizar una explotación eficiente de la infraestructura aeroportuaria 
con los derechos de los dueños u ocupantes de los bienes subyacentes.

4. Para cada aeropuerto se creará una Comisión mixta que informará previa y 
preceptivamente el establecimiento de las servidumbres acústicas y los planes de acción 
asociados, velando asimismo por su cumplimiento. La Comisión mixta estará formada por un 
representante del Ministerio de Fomento, un representante del ente gestor correspondiente, 
un representante del Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, y tres 
representantes designados por las Comunidades Autónomas, de los cuales al menos uno 
deberá representar a los Ayuntamientos afectados.

La Comisión mixta tendrá una presidencia rotatoria entre sus miembros, y sus sesiones 
se celebrarán previa convocatoria de su Presidente, por propia iniciativa, o cuando así lo 
solicite cualquiera de sus miembros. Sus acuerdos se adoptarán por consenso. No obstante, 
cuando las discrepancias en el seno de la Comisión impidan los acuerdos unánimes, un 
informe recogerá el conjunto de las posiciones discrepantes.

La Comisión podrá consultar a representantes sindicales, empresariales y vecinales en 
relación con los asuntos que sean objeto de las sesiones que celebre.

Para la aprobación de los planes de acción y el establecimiento de las servidumbres 
acústicas a que se refiere el apartado 2 anterior, el Ministerio de Fomento recabará el 
informe de los Ayuntamientos y/o demás Administraciones afectados por dichas 
servidumbres conforme a lo dispuesto en los artículos 82 y 83 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. Asimismo, los ciudadanos afectados por los planes de acción podrán 
participar en su establecimiento, a cuyo efecto se someterá a información pública, que se 
realizará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

La Comisión mixta podrá convocar a sus reuniones para debates específicos a los 
Ayuntamientos afectados que no formen parte de la misma. La participación específica de 
estos Ayuntamientos será con voz pero sin voto.

Artículo quinto.  
Sin perjuicio de lo estipulado en Tratados o Convenios internacionales, la presente Ley 

regulará la navegación aérea nacional, en todo caso, y la internacional sobre territorios de 
soberanía española.

A falta de reglas propias en la materia, se estará a las Leyes o disposiciones vigentes de 
carácter común.

Esta Ley se aplicará a la navegación aérea militar cuando se disponga expresamente.
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Artículo sexto.  
La aeronave de Estado española se considerará territorio español, cualquiera que sea el 

lugar o espacio donde se encuentre.
Las demás aeronaves españolas estarán sometidas a las leyes españolas cuando 

vuelen por espacio libre o se hallen en territorio extranjero, o lo sobrevuelen, si a ello no se 
opusieran las leyes de Policía y Seguridad el país subyacente.

Artículo séptimo.  
A las aeronaves extranjeras, mientras se encuentren en territorio de soberanía española, 

o en espacio aéreo a ellas sujeto, les serán aplicadas las disposiciones de esta Ley, así 
como las penales, de policía y seguridad pública vigentes en España.

[ . . . ]
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§ 8

Ley 10/1977, de 4 de enero, sobre mar territorial

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 7, de 8 de enero de 1977
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1977-465

En el ordenamiento jurídico español no existe norma alguna que defina con precisión 
qué ha de entenderse por mar territorial español. Las variadas disposiciones relativas al 
ejercicio de competencias estatales específicas en la faja marítima que rodea nuestras 
costas utilizan diversas denominaciones, como «aguas jurisdiccionales», «zona marítima 
española», «aguas españolas», «mar litoral nacional», incluso la de «mar territorial». Por 
otra parte las disposiciones que utilizan esas expresiones, y muy particular la de «aguas 
jurisdiccionales», refieren el concepto al ámbito específico de la materia regulada por la 
disposición de que se trate (a efectos pesqueros, fiscales, sanitarios, etc.).

Por tanto, es necesario y urgente poner fin a esta situación procediendo a definir con 
carácter general la noción del Mar Territorial, de conformidad con el Derecho Internacional en 
vigor y específicamente con la Convención de Ginebra de veintinueve de abril de mil 
novecientos cincuenta y ocho, a la que España se adhirió con fecha veinticinco de febrero de 
mil novecientos setenta y uno.

Al realizar esta definición, procedió fijar de manera clara y terminante la anchura de esa 
zonal estableciéndola en doce millas marinas, y ello en atención a que éste es el límite 
establecido en la actualidad por la mayoría de los Estados y considerado conforme al 
Derecho Internacional vigente.

Tanto a efectos pesqueros (Ley veinte/mil novecientos sesenta y siete, de ocho de abril) 
como a los fiscales (Decretó tres mil doscientos ochenta y uno/mil novecientos sesenta y 
ocho, de veintiséis de diciembre) tal venía siendo ya el límite establecido para el ejercicio de 
la jurisdicción española.

Una disposición de índole general que defina jurídicamente el mar territorial español y fije 
la anchura de ese espacio marítimo no puede reducirse a esas dos cuestiones, sino que 
debe también resolver, en la medida en que un Estado puede hacerlo unilateralmente, la 
cuestión de la delimitación, tanto interior (hacia tierra) como exterior (hacía la alta mar o los 
mares territoriales de otros Estados) de la zona.

Considerando no sólo las ventajas técnicas que el sistema de las líneas de base rectas y 
las líneas de cierre de bahías ofrecen a los efectos de la determinación de límite exterior del 
mar territorial en una costa accidentada como la española, sino también su importancia a los 
efectos del trazado de las líneas de equidistancia para la delimitación de los espacios 
marítimos respecto de los correspondientes a los otros Estados, la Ley acoge la aplicación 
de este sistema y por lo que se refiere a la delimitación exterior del mar territorial, contiene la 
única norma que unilateralmente cabe dictar, la de que nuestras aguas no se extenderán, 
salvo mutuo acuerdo entre los Estados interesados, más allá de la correspondiente línea 
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media entre las respectivas líneas de base, siempre que éstas sean conformes al Derecho 
Internacional.

La Ley, que respeta los derechos de los Estados cuyos nacionales pueden hoy pescar en 
nuestras aguas en virtud de lo dispuesto en el Convenio europeo de pesca de nueve de 
marzo de mil novecientos sesenta y cuatro o en convenios bilaterales, comprende como 
disposición final el texto de la declaración relativa a Gibraltar formulada por España al 
adherirse a los Convenios de Ginebra de veintinueve de abril de mil novecientos cincuenta y 
ocho.

En su virtud, y de conformidad con la Ley aprobada por las Cortes Españolas, vengo a 
sancionar:

Artículo primero.  
La soberanía del Estado español se extiende, fuera de su territorio y de sus aguas 

interiores, al mar territorial adyacente a sus costas, delimitado de conformidad con lo 
preceptuado en los artículos siguientes.

Dicha soberanía se ejerce, de conformidad con el Derecho Internacional, sobre la 
columna de agua, el lecho, el subsuelo y los recursos de ese mar, así como el espacio aéreo 
suprayacente.

Artículo segundo.  
El límite interior del mar territorial viene determinado por la línea de la bajamar escorada 

y, en su caso, por las líneas de base rectas que sean estableadas por el Gobierno.

Artículo tercero.  
El límite exterior del mar territorial estará determinado por una línea trazada de modo 

que los puntos que la constituyen se encuentren a una distancia de doce millas náuticas de 
los puntos más próximos de las líneas de base a que se refiere el artículo anterior.

Artículo cuarto.  
Salvo mutuo acuerdo en contrario, el mar territorial no se extenderá, en relación con los 

países vecinos y con aquellos cuyas costas se encuentren frente a las españolas, más allá 
de una línea media determinada de forma tal que todos sus puntos sean equidistantes de los 
puntos más próximos de las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar 
territorial de cada uno de dichos países, trazadas de conformidad con el Derecho 
Internacional.

Artículo quinto.  
La presente Ley no afectará a los derechos de pesca reconocidos o establecidos en 

favor de buques extranjeros en virtud de convenios internacionales.

Disposición final primera.  
El presente texto legal no puede ser interpretado como reconocimiento de cualesquiera 

derechos o situaciones relativos a los espacios marítimos de Gibraltar, que no estén 
comprendidos en el artículo diez del Tratado de Utrecht, de trece de julio de mil setecientos 
trece, entre las Coronas de España y Gran Bretaña.

Disposición final segunda.  
Se autoriza al Gobierno para acomodar la legislación vigente a las disposiciones de esta 

Ley.

Disposición transitoria.  
Las líneas de base rectas establecidas por el Decreto que desarrolla la Ley veinte/mil 

novecientos sesenta y siete, de ocho de abril, constituirán el límite interior del mar territorial, 
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conforme al artículo segundo de la presente Ley, en tanto el Gobierno no haga uso de la 
facultad que le confiere dicho artículo.
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§ 9

Ley 15/1978, de 20 de febrero, sobre zona económica

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 46, de 23 de febrero de 1978

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1978-5340

De conformidad con la Ley aprobada por las Cortes, vengo en sancionar:

Artículo primero.  
Uno. En una zona marítima denominada zona económica exclusiva, que se extiende 

desde el límite exterior del mar territorial español hasta una distancia de doscientas millas 
náuticas, contadas a partir de las líneas de base desde las que se mide la anchura de aquél, 
el Estado español tiene derechos soberanos a los efectos de la exploración y explotación de 
los recursos naturales del lecho y del subsuelo marinos y de las aguas suprayacentes.

En el caso de los archipiélagos, el límite exterior de la zona económica se medirá a partir 
de las líneas de base rectas que unan los puntos extremos de las islas e islotes que 
respectivamente los componen, de manera que el perímetro resultante siga la configuración 
general de cada archipiélago.

Dos. En aplicación de lo dispuesto en el número anterior, corresponde al Estado español:
a) El derecho exclusivo sobre los recursos naturales de la zona.
b) La competencia de reglamentar la conservación, exploración y explotación de tales 

recursos, para lo que se cuidará la preservación del medio marino.
c) La jurisdicción exclusiva para hacer cumplir las disposiciones pertinentes.
d) Cualesquiera otras competencias que el Gobierno establezca, en conformidad con el 

Derecho internacional.

Artículo segundo.  
Uno. Salvo lo que se disponga en tratados internacionales con los Estados cuyas costas 

se encuentren enfrente de las españolas o sean adyacentes a ellas, el límite exterior de la 
zona económica será la línea media o equidistante.

Dos. A los efectos del presente artículo, por línea media o equidistante se entiende 
aquella cuyos puntos son equidistantes de los más próximos situados en las líneas de base, 
trazadas de conformidad con el Derecho internacional, desde las que se mide la anchura del 
mar territorial de cada Estado.

En el caso de los archipiélagos, se calculará la línea media o equidistante a partir del 
perímetro archipielágico trazado de conformidad con el artículo primero, párrafo uno «in 
fine».
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Artículo tercero.  
Uno. En la zona económica, el ejercicio de la pesca queda reservado a los españoles y, 

previo acuerdo con los Gobiernos respectivos, a los nacionales de aquellos países cuyos 
buques de pesca la hayan ejercido de manera habitual.

Dos. Los pescadores extranjeros no comprendidos en el párrafo anterior no podrán 
dedicarse a la pesca en la zona económica, salvo que así se establezca en los tratados 
internacionales en los que España sea parte.

Artículo cuarto.  
En la zona económica será de aplicación lo dispuesto en la Ley número noventa y 

tres/mil novecientos sesenta y dos, de veinticuatro de diciembre, sobre sanciones a las 
infracciones cometidas por embarcaciones extranjeras en materia de pesca.

Artículo quinto.  
Uno. El establecimiento de la zona económica no afecta a las libertades de navegación, 

sobrevuelo y tendido de cables submarinos.
Dos. En el ejercicio del derecho de libre navegación, los buques de pesca extranjeros 

deberán cumplir las disposiciones españolas destinadas a impedir que dichos buques se 
dediquen a la pesca en la zona económica, incluidas las relativas al arrumaje de los aparejos 
de pesca.

Disposición final primera.  
La aplicación de las disposiciones de la presente Ley se limitará a las costas españolas 

del Océano Atlántico, incluido el Mar Cantábrico, peninsulares e insulares, y se faculta al 
Gobierno para acordar su extensión a otras costas españolas.

Disposición final segunda.  
Quedan modificadas, en lo que sea necesario para la aplicación de la presente Ley, la 

Ley número noventa y tres/mil novecientos sesenta y dos, de veinticuatro de diciembre, 
sobre sanciones a las infracciones cometidas por embarcaciones extranjeras en materia de 
pesca; la Ley número veinte/mil novecientos sesenta y siete, de ocho de abril, sobre 
extensión de las aguas jurisdiccionales españolas a efectos de pesca, y cualesquiera otras 
disposiciones que se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final tercera.  
El Gobierno y los órganos de la Administración competentes dictarán las disposiciones 

necesarias para la aplicación de la presente Ley.
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§ 10

Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la 

Marina Mercante. [Inclusión parcial]

Ministerio de Fomento
«BOE» núm. 253, de 20 de octubre de 2011
Última modificación: 29 de enero de 2025

Referencia: BOE-A-2011-16467

[ . . . ]
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PUERTOS DEL ESTADO Y DE LA MARINA 

MERCANTE

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Marina Mercante

[ . . . ]
Artículo 8.  Zonas y tipos de navegación.

1. Son zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, 
además de las aguas interiores marítimas, el mar territorial, la zona contigua y la zona 
económica exclusiva.

Son aguas interiores marítimas españolas, a los efectos de esta ley, las situadas en el 
interior de las líneas de base del mar territorial. Las aguas interiores marítimas incluyen las 
de los puertos y cualesquiera otras comunicadas permanentemente con el mar hasta donde 
se haga sensible el efecto de las mareas, así como los tramos navegables de los ríos hasta 
donde existan puertos de interés general.

Es mar territorial aquél que se extiende hasta una distancia de doce millas náuticas 
contadas a partir de las líneas de base desde las que se mide su anchura.

Es zona contigua la que se extiende desde el límite exterior del mar territorial hasta las 
veinticuatro millas náuticas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide 
la anchura del mar territorial.

CÓDIGO UNIVERSITARIO DE DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

– 95 –



Es zona económica exclusiva la que se extiende desde el límite exterior del mar territorial 
hasta una distancia de doscientas millas náuticas contadas a partir de las líneas de base 
desde las que se mide la anchura de aquél.

2. La navegación, en función de su ámbito, será interior, de cabotaje, exterior y 
extranacional.

Navegación interior es la que transcurre íntegramente dentro del ámbito de un 
determinado puerto o de otras aguas interiores marítimas españolas.

Navegación de cabotaje es la que, no siendo navegación interior, se efectúa entre 
puertos o puntos situados en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos 
soberanos o jurisdicción.

Navegación exterior es la que se efectúa entre puertos o puntos situados en zonas en 
las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y puertos o puntos 
situados fuera de dichas zonas.

Navegación extranacional es la que se efectúa entre puertos o puntos situados fuera de 
las zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos y jurisdicción.

3. En función de sus condiciones de prestación, la navegación puede clasificarse en:
a) Regular. Navegación de línea regular es la sujeta a itinerarios, frecuencias de escalas, 

tarifas y condiciones de transporte previamente establecidas.
b) No regular. Navegación no regular es la que no está incluida en los términos de la 

letra anterior.
4. El Gobierno en el ámbito de las competencias del Estado podrá establecer, en su 

caso, que la prestación de todas o alguna de estas navegaciones se realice con imposición 
de obligaciones de servicio público con el fin de garantizar la suficiencia de servicios de 
transporte regular con destino a o procedencia de las Islas Baleares, Islas Canarias, Ceuta y 
Melilla o bajo el régimen de contrato administrativo especial en atención a la satisfacción de 
forma directa o inmediata de la finalidad pública que aquellas representan.

La imposición de obligaciones de servicio público habrá de hacerse de un modo objetivo, 
transparente, no discriminatorio y conocido de antemano por los interesados, con el fin de 
garantizar que el servicio se preste en condiciones de libre y leal competencia.

[ . . . ]
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§ 11

Constitución Española. [Inclusión parcial]

Cortes Generales
«BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978

Última modificación: 17 de febrero de 2024
Referencia: BOE-A-1978-31229

[ . . . ]
TÍTULO I

De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.  
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 

desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son 
fundamento del orden político y de la paz social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por España.

[ . . . ]
CAPÍTULO TERCERO

De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.  
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales 

éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera 
del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente 
proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan 
por sus derechos.

[ . . . ]
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§ 12

Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de 
la protección subsidiaria

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 263, de 31 de octubre de 2009

Última modificación: 1 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-2009-17242

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presenten vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO
La vigente regulación del derecho de asilo en España, al margen de antecedentes 

históricos de limitada trascendencia práctica que se remontan al siglo XIX, data de 1984, año 
en que la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de 
refugiado, vino a desarrollar el mandato contenido en el apartado cuatro del artículo 13 de la 
Constitución.

Esta norma, primera que abordaba la institución del asilo en un marco democrático y de 
libertades, sufrió una profunda revisión en 1994, al objeto de adecuar el ordenamiento 
español a la rápida evolución en la cantidad y en las características de las solicitudes de 
asilo que se produjo en el contexto de la Unión Europea en la segunda mitad de los años 80 
del pasado siglo. Contribuyó, además, a corregir las deficiencias detectadas en su aplicación 
y a avanzar en el régimen de protección a los refugiados, a los que, a partir de entonces, se 
concede el derecho de asilo en un contexto europeo de progresiva armonización de las 
legislaciones nacionales de asilo.

Transcurridos más de catorce años desde esta primera modificación, se ha desarrollado 
una política europea de asilo, que arranca con el Tratado de Ámsterdam de 1997 y que ha 
producido un extenso elenco de normas comunitarias que deben ser incorporadas al 
ordenamiento jurídico interno mediante los oportunos cambios legislativos que, en algunos 
casos, son de gran entidad.

De entre estas normas destacan, por afectar al núcleo de todo sistema de asilo, la 
Directiva 2004/83/CE, del Consejo, de 29 de abril, por la que se establecen normas mínimas 
relativas a los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros 
países o apátridas como refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección 
internacional y al contenido de la protección concedida; la Directiva 2005/85/CE, del 
Consejo, de 1 de diciembre, sobre normas mínimas para los procedimientos que deben 
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aplicar los Estados miembros para conceder o retirar la condición de refugiado; y el Capítulo 
V de la Directiva 2003/86/CE, del Consejo, de 22 de septiembre, sobre el derecho de 
reagrupación familiar relativo a los refugiados.

De la naturaleza misma de las normas mínimas se desprende que los Estados miembros 
tienen competencia para introducir o mantener disposiciones más favorables para las 
personas de terceros países o apátridas que pidan protección internacional a un Estado 
miembro, siempre que tales normas sean compatibles con lo dispuesto en las Directivas 
comunitarias que con la presente Ley se transponen.

La transposición de esta legislación de la Unión Europea supone la total acogida en 
nuestro ordenamiento de la denominada Primera Fase del Sistema Europeo Común de 
Asilo, tal y como se recoge en las Conclusiones de Tampere de 1999 y se ratifica en el 
Programa de La Haya de 2004, pues contiene las bases para la constitución de un completo 
régimen de protección internacional garante de los derechos fundamentales, partiendo de la 
Convención de Ginebra de 1951 y el Protocolo de Nueva York de 1967, sobre el estatuto de 
los refugiados como piedra angular del régimen jurídico internacional de protección de las 
personas refugiadas.

A su vez, desde una perspectiva de ámbito nacional, la Ley introduce una serie de 
disposiciones, dentro del margen que comporta la normativa europea, que responden a su 
voluntad de servir de instrumento eficaz para garantizar la protección internacional de las 
personas a quienes les es de aplicación y de reforzar sus instituciones: el derecho de asilo y 
la protección subsidiaria, en un marco de transparencia de las decisiones que se adoptan.

Una de ellas es el lugar destacado que se concede a la intervención del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR). Otra es la introducción 
de un marco legal para la adopción de programas de reasentamiento, en solidaridad con la 
Comunidad Internacional en la búsqueda de soluciones duraderas para los refugiados.

Por otro lado, la vigente Ley 5/1984, de 26 de marzo, a pesar de la indiscutible utilidad 
que ha mostrado como instrumento regulador de los mecanismos de reconocimiento de la 
condición de refugiado, contiene disposiciones que, con el transcurso del tiempo, han 
perdido eficacia, a la vez que, por su relativa antigüedad, no contempla cuestiones que en la 
actualidad son esenciales e insoslayables en el ámbito de la protección internacional.

Consecuentemente, y ante el alcance de las modificaciones impuestas por estos 
condicionantes, se ha considerado necesario, por razones de técnica legislativa, adoptar una 
nueva Ley que desarrolle lo dispuesto en el apartado cuarto del artículo 13 de la 
Constitución, en lugar de proceder a realizar en la Ley 5/1984, de 26 de marzo, 
modificaciones parciales. Esta opción ha de permitir tanto satisfacer adecuadamente las 
necesidades derivadas de la incorporación del amplio elenco de actos normativos de la 
Unión Europea, como reflejar de modo adecuado las nuevas interpretaciones y criterios 
surgidos en la doctrina internacional y en la jurisprudencia de órganos supranacionales como 
el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas o el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, con el objeto de mejorar las garantías de las personas solicitantes y beneficiarias 
de protección internacional.

La nueva Ley debe además adaptarse a los criterios que se desprenden de la doctrina y 
de la jurisprudencia de los tribunales en materia de asilo.

Expuesta la finalidad y la pertinencia de este nuevo texto legal, conviene justificar su 
estructura y contenido. Desde este punto de vista, la Ley consta de seis Títulos, completados 
con ocho Disposiciones Adicionales, dos Transitorias, una Derogatoria y cuatro Finales.

En el Título Preliminar se establece la finalidad de la Ley y el objeto material de 
regulación, determinando el contenido de la protección internacional integrada por el derecho 
de asilo y el derecho a la protección subsidiaria. Este segundo tipo de protección 
internacional se introduce por primera vez en nuestro ordenamiento de forma explícita, 
mejorando significativamente la actual situación, en que esta protección se ha venido 
aplicando sobre la base de unas genéricas previsiones de protección humanitaria contenidas 
en la Ley.

El Título I se dedica a los requisitos que deben cumplirse para dar lugar a la concesión 
del derecho de asilo derivado del reconocimiento de la condición de persona refugiada o 
beneficiaria de protección subsidiaria. Se detallan y delimitan, también por vez primera, 
todos los elementos que integran la clásica definición de refugiado: persecución, motivo de 
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persecución y agente perseguidor. Es en este Título en el que encuentran cabida algunos de 
los aspectos más innovadores de la Ley, con especiales referencias a la dimensión de 
género en relación con los motivos que, en caso de existir persecución, pueden conducir a la 
concesión del estatuto de refugiado. Se incluyen igualmente, y con un detalle sin 
precedentes en nuestra legislación, las correlativas causas que determinan el cese o la 
exclusión del disfrute del derecho de asilo.

Además, el Título I dedica todo un Capítulo, de manera paralela y con arreglo a 
parámetros análogos, a la novedosa figura de la protección subsidiaria, que hasta ahora 
aparecía configurada como una institución carente de entidad propia y, por ende, desprovista 
de una regulación detallada de sus elementos constitutivos.

En esta línea, debe destacarse que la Ley regula la protección subsidiaria siguiendo las 
mismas pautas utilizadas con el derecho de asilo. Ello es consecuencia lógica de la voluntad 
de unificar en su práctica totalidad ambos regímenes de protección, atendiendo a que, más 
allá de las diferencias que puedan existir entre las causas que justifican uno y otro, el 
propósito común de ambos es que las personas beneficiarias reciban una protección, frente 
a riesgos para su vida, integridad física o libertad, que no pueden encontrar en sus países de 
origen.

El Título II se dedica en su totalidad al procedimiento a seguir para determinar las 
necesidades de protección de los solicitantes. Sobre este particular, cabe subrayar que el 
nuevo texto mejora la regulación vigente al establecer un procedimiento completo para 
evaluar la procedencia del estatuto de refugiado o de protección subsidiaria.

El procedimiento es único para los dos tipos de protección, lo que, además de resultar 
coherente con la identificación que la Ley hace de los dos regímenes de protección, permitirá 
que, al examinar de manera simultánea –y, eventualmente, de oficio– ambas posibilidades, 
se eviten dilaciones innecesarias o prácticas abusivas.

En todo caso, se introducen previsiones normativas que mejoran significativamente las 
garantías procedimentales en el examen de las correspondientes solicitudes. Es el caso de 
la generalización de garantías contencioso-administrativas de carácter judicial, como son las 
medidas cautelares previstas en el artículo 135 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, cuya utilización en la práctica es actualmente 
incipiente y casuística, y la intervención del ACNUR, a la que se dedica el Capítulo IV, y que 
supone una garantía del justo funcionamiento del sistema.

El Título contiene también un Capítulo que innova nuestro sistema de protección de 
derechos y libertades, al dotar de respaldo legal formal a las condiciones materiales de 
acogida de las personas solicitantes o beneficiarias de protección internacional. De este 
modo, la Ley sanciona al máximo nivel jurídico la obligación de proporcionar servicios 
sociales y de acogida a las personas solicitantes en estado de necesidad.

El Título III de la Ley se destina al mantenimiento o recomposición de la unidad familiar 
de las personas solicitantes o beneficiarias de protección internacional. La Ley ha mantenido 
la extensión familiar de la protección internacional para los integrantes de la unidad familiar 
de las personas solicitantes o protegidas, al tiempo que amplía el ámbito de posibles 
beneficiarias, tomando en consideración que la realidad ofrece configuraciones familiares 
que rebasan el concepto de familia nuclear, más propio de nuestro ordenamiento en el 
terreno de la inmigración.

Junto a ello, la Ley incorpora un procedimiento especial y preferente de reagrupación 
familiar que garantiza el derecho a la vida en familia de las personas refugiadas o 
beneficiarias de protección subsidiaria amparado en las previsiones de la Directiva 
2003/86/CE, del Consejo, de 22 de septiembre, sobre el derecho a la reagrupación familiar. 
El procedimiento se configura como una alternativa a la extensión familiar de derecho de 
asilo, hasta ahora la única opción para los refugiados, y pretende dar una respuesta más 
eficaz a los casos en que las personas integrantes de la unidad familiar de la persona 
protegida no requieren ellas mismas de protección, pero sí de un régimen de residencia y 
prestaciones que permitan el mantenimiento de la unidad familiar en condiciones óptimas.

El Título IV, por su parte, regula las figuras de la revocación y el cese de la protección 
internacional. En este sentido, se regulan las causas que motivan cada una de dichas 
decisiones administrativas respecto a las personas beneficiarias del estatuto de refugiado o 
de la protección subsidiaria. El Título da respuesta, así, a las nuevas exigencias derivadas 
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de los más recientes actos jurídicos de la Unión Europea e introduce medidas adecuadas 
para evitar que quienes puedan suponer un peligro para la seguridad del Estado, el orden 
público o que desarrollen actuaciones incompatibles con el estatuto de protección 
internacional puedan beneficiarse de ésta.

Asimismo, se introduce un procedimiento común para la adopción de tales figuras 
jurídicas, y se da un paso más en la construcción del Espacio de Libertad, Seguridad y 
Justicia.

A continuación, se ha considerado oportuno dedicar un título, el Título V, a los menores y 
a otras personas vulnerables necesitadas de cualquiera de las dos modalidades de 
protección internacional que regula la Ley. La inclusión de este Título y el tratamiento que en 
él se otorga a las personas a que se refiere constituyen otra novedad, que viene a subsanar 
la falta de referencias explícitas a ellas, en especial a los menores, y más en concreto a los 
no acompañados, en nuestra legislación de asilo.

Con ello, se profundiza en la mencionada línea garantista derivada del interés superior 
del menor y de la voluntad de evitar discriminaciones por razón de género o que afecten a 
personas con discapacidad, personas mayores y otras en situación de precariedad, pues 
alcanza a todos los ámbitos del sistema de asilo.

Por último, en la parte final de la Ley, reservada a las disposiciones que prevén 
regímenes especiales, situaciones transitorias, derogaciones normativas o desarrollos 
reglamentarios, así como la previsión de su entrada en vigor, se destaca como otra novedad 
en el ordenamiento español la habilitación al Gobierno de España para que lleve a cabo 
programas de reasentamiento en colaboración con el ACNUR y, en su caso, con otras 
Organizaciones Internacionales relevantes, con la finalidad de hacer efectivo el principio de 
solidaridad y de dar cumplimiento al designio constitucional de cooperar con el resto de 
pueblos de la tierra.

La formación de todos los agentes que intervienen en el sistema de asilo, indispensable 
para su correcto funcionamiento, así como la colaboración con las Organizaciones No 
Gubernamentales también se recogen en las Disposiciones Adicionales.

Con semejante enfoque, es evidente que el título competencial habilitante que sirve de 
base a la presente Ley –artículo 149.1.2.ª de la Constitución– contiene un reclamo implícito a 
la mencionada internacionalización, que, por lo demás, viene impuesta por nuestro texto 
constitucional no sólo en virtud del artículo 93 en lo atinente a la Unión Europea, sino de 
forma más amplia en los mandatos interpretativo y aplicativo establecidos, respectivamente, 
en el apartado uno del artículo 10 y el mismo apartado del 96. La propia normativa de la 
Unión Europea que es objeto de incorporación se ha hecho eco de estas nuevas tendencias: 
el bloque actual ya comunitarizado del «acervo de Schengen» ha superado unas normas de 
alcance más limitado adoptadas en el marco de la anterior cooperación intergubernamental, 
lo que comporta una ostensible coherencia entre las acciones emprendidas por la Unión 
Europea y por el Consejo de Europa.

Tal correlación es apreciable, precisamente, en las normas de la Unión Europea que 
ahora se incorporan, entre ellas en la Directiva 2003/86/CE, del Consejo, de 22 de 
septiembre, del derecho de reagrupación familiar, en donde se declara expresamente que 
«la presente Directiva respeta los derechos fundamentales y observa los principios 
reconocidos en particular por el artículo 8 del Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y por la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea». Con parecida «ratio», la Directiva 2004/83/CE, del 
Consejo, de 29 de abril, por la que se establecen normas mínimas relativas a los requisitos 
para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o apátridas como 
refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección internacional y al contenido de 
la protección concedida, señala que «el Consejo Europeo, en su reunión especial de 
Tampere de los días 15 y 16 de octubre de 1999, acordó trabajar con vistas a la creación de 
un sistema europeo común de asilo, basado en la plena y total aplicación de la Convención 
de Ginebra sobre el Estatuto del Refugiado de 28 de julio de 1951, completada por el 
Protocolo de Nueva York de 31 de enero de 1967, afirmando de esta manera el principio de 
no devolución y garantizando que ninguna persona sea repatriada a un país en el que sufra 
persecución» añadiendo, a renglón seguido, que «la presente Directiva respeta los derechos 
fundamentales y observa los principios reconocidos en particular, por la Carta de los 
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Derechos Fundamentales de la Unión Europea. En especial, la presente Directiva tiene por 
fin garantizar el pleno respeto de la dignidad humana y el derecho de asilo de los solicitantes 
de asilo y los miembros de su familia acompañantes».

Por último, en la elaboración de la presente Ley se han tenido en cuenta las 
contribuciones de aquellos agentes de la sociedad civil que se encuentran implicados en la 
defensa de las personas necesitadas de protección internacional.

Mención específica debe hacerse en este punto al Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR), a quien se le reconoce el importante papel que 
desempeña en la tramitación de las solicitudes de asilo en España, reforzando así las 
garantías del procedimiento.

Igualmente, han sido objeto de consideración las aportaciones de otros actores u 
organismos cualificados en la materia regulada por la presente Ley, lo que, sin duda, 
contribuye a que la nueva regulación se vea impregnada por las tendencias más favorables 
del Derecho internacional de los derechos humanos.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la ley.
La presente Ley, de acuerdo con lo previsto en el apartado cuatro del artículo 13 de la 

Constitución, tiene por objeto establecer los términos en que las personas nacionales de 
países no comunitarios y las apátridas podrán gozar en España de la protección 
internacional constituida por el derecho de asilo y la protección subsidiaria, así como el 
contenido de dicha protección internacional.

Artículo 2.  El derecho de asilo.
El derecho de asilo es la protección dispensada a los nacionales no comunitarios o a los 

apátridas a quienes se reconozca la condición de refugiado en los términos definidos en el 
artículo 3 de esta Ley y en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, hecha en 
Ginebra el 28 de julio de 1951, y su Protocolo, suscrito en Nueva York el 31 de enero de 
1967.

Artículo 3.  La condición de refugiado.
La condición de refugiado se reconoce a toda persona que, debido a fundados temores 

de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, opiniones políticas, 
pertenencia a determinado grupo social, de género, orientación sexual o de identidad sexual, 
se encuentra fuera del país de su nacionalidad y no puede o, a causa de dichos temores, no 
quiere acogerse a la protección de tal país, o al apátrida que, careciendo de nacionalidad y 
hallándose fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, por los mismos motivos 
no puede o, a causa de dichos temores, no quiere regresar a él, y no esté incurso en alguna 
de las causas de exclusión del artículo 8 o de las causas de denegación o revocación del 
artículo 9.

Artículo 4.  La protección subsidiaria.
El derecho a la protección subsidiaria es el dispensado a las personas de otros países y 

a los apátridas que, sin reunir los requisitos para obtener el asilo o ser reconocidas como 
refugiadas, pero respecto de las cuales se den motivos fundados para creer que si 
regresasen a su país de origen en el caso de los nacionales o, al de su anterior residencia 
habitual en el caso de los apátridas, se enfrentarían a un riesgo real de sufrir alguno de los 
daños graves previstos en el artículo 10 de esta Ley, y que no pueden o, a causa de dicho 
riesgo, no quieren, acogerse a la protección del país de que se trate, siempre que no 
concurra alguno de los supuestos mencionados en los artículos 11 y 12 de esta Ley.
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Artículo 5.  Derechos garantizados con el asilo y la protección subsidiaria.
La protección concedida con el derecho de asilo y la protección subsidiaria consiste en la 

no devolución ni expulsión de las personas a quienes se les haya reconocido, así como en la 
adopción de las medidas contempladas en el artículo 36 de esta Ley y en las normas que lo 
desarrollen, en la normativa de la Unión Europea y en los Convenios internacionales 
ratificados por España.

TÍTULO I
De la protección internacional

CAPÍTULO I
De las condiciones para el reconocimiento del derecho de asilo

Artículo 6.  Actos de persecución.
1. Los actos en que se basen los fundados temores a ser objeto de persecución en el 

sentido previsto en el artículo 3 de esta Ley, deberán:
a) ser suficientemente graves por su naturaleza o carácter reiterado como para constituir 

una violación grave de los derechos fundamentales, en particular los derechos que no 
puedan ser objeto de excepciones al amparo del apartado segundo del artículo 15 del 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, o bien

b) ser una acumulación lo suficientemente grave de varias medidas, incluidas las 
violaciones de derechos humanos, como para afectar a una persona de manera similar a la 
mencionada en la letra a).

2. Los actos de persecución definidos en el apartado primero podrán revestir, entre otras, 
las siguientes formas:

a) actos de violencia física o psíquica, incluidos los actos de violencia sexual;
b) medidas legislativas, administrativas, policiales o judiciales que sean discriminatorias 

en sí mismas o que se apliquen de manera discriminatoria;
c) procesamientos o penas que sean desproporcionados o discriminatorios;
d) denegación de tutela judicial de la que se deriven penas desproporcionadas o 

discriminatorias;
e) procesamientos o penas por la negativa a prestar servicio militar en un conflicto en el 

que el cumplimiento de dicho servicio conllevaría delitos o actos comprendidos en las 
cláusulas de exclusión establecidas en el apartado segundo del artículo 8 de esta Ley;

f) actos de naturaleza sexual que afecten a adultos o a niños.
3. Los actos de persecución definidos en el presente artículo deberán estar relacionados 

con los motivos mencionados en el artículo siguiente.

Artículo 7.  Motivos de persecución.
1. Al valorar los motivos de persecución se tendrán en cuenta los siguientes elementos:
a) el concepto de raza comprenderá, en particular, el color, el origen o la pertenencia a 

un determinado grupo étnico;
b) el concepto de religión comprenderá, en particular, la profesión de creencias teístas, 

no teístas y ateas, la participación o la abstención de hacerlo, en cultos formales en privado 
o en público, ya sea individualmente o en comunidad, así como otros actos o expresiones 
que comporten una opinión de carácter religioso, o formas de conducta personal o 
comunitaria basadas en cualquier creencia religiosa u ordenadas por ésta;

c) el concepto de nacionalidad no se limitará a poseer o no la ciudadanía, sino que 
comprenderá, en particular, la pertenencia a un grupo determinado por su identidad cultural, 
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étnica o lingüística, sus orígenes geográficos o políticos comunes o su relación con la 
población de otro Estado;

d) el concepto de opiniones políticas comprenderá, en particular, la profesión de 
opiniones, ideas o creencias sobre un asunto relacionado con los agentes potenciales de 
persecución y con sus políticas o métodos, independientemente de que el solicitante haya o 
no obrado de acuerdo con tales opiniones, ideas o creencias;

e) se considerará que un grupo constituye un grupo social determinado, si, en particular:
- las personas integrantes de dicho grupo comparten una característica innata o unos 

antecedentes comunes que no pueden cambiarse, o bien comparten una característica o 
creencia que resulta tan fundamental para su identidad o conciencia que no se les puede 
exigir que renuncien a ella, y

- dicho grupo posee una identidad diferenciada en el país de que se trate por ser 
percibido como diferente por la sociedad que lo rodea o por el agente o agentes 
perseguidores.

En función de las circunstancias imperantes en el país de origen, se incluye en el 
concepto de grupo social determinado un grupo basado en una característica común de 
orientación sexual o identidad sexual, y, o, edad, sin que estos aspectos por sí solos puedan 
dar lugar a la aplicación del presente artículo. En ningún caso podrá entenderse como 
orientación sexual, la realización de conductas tipificadas como delito en el ordenamiento 
jurídico español.

Asimismo, en función de las circunstancias imperantes en el país de origen, se incluye a 
las personas que huyen de sus países de origen debido a fundados temores de sufrir 
persecución por motivos de género y, o, edad, sin que estos aspectos por sí solos puedan 
dar lugar a la aplicación del presente artículo.

2. En la valoración acerca de si la persona solicitante tiene fundados temores a ser 
perseguida será indiferente el hecho de que posea realmente la característica racial, 
religiosa, nacional, social o política que suscita la persecución, a condición de que el agente 
de persecución se la atribuya.

Artículo 8.  Causas de exclusión.
1. Quedarán excluidas de la condición de refugiados:
a) las personas que estén comprendidas en el ámbito de aplicación de la sección D del 

artículo 1 de la Convención de Ginebra en lo relativo a la protección o asistencia de un 
órgano u organismo de las Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados. Cuando esta protección o asistencia haya cesado por cualquier 
motivo, sin que la suerte de tales personas se haya solucionado definitivamente con arreglo 
a las Resoluciones aprobadas sobre el particular por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, aquéllas tendrán, «ipso facto», derecho a los beneficios del asilo regulado en la 
presente Ley;

b) las personas a quienes las autoridades competentes del país donde hayan fijado su 
residencia les hayan reconocido los derechos y obligaciones que son inherentes a la 
posesión de la nacionalidad de tal país, o derechos y obligaciones equivalentes a ellos.

2. También quedarán excluidas las personas extranjeras sobre las que existan motivos 
fundados para considerar que:

a) han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la 
humanidad, de los definidos en los instrumentos internacionales que establecen 
disposiciones relativas a tales delitos;

b) han cometido fuera del país de refugio antes de ser admitidas como refugiadas, es 
decir, antes de la expedición de una autorización de residencia basada en el reconocimiento 
de la condición de refugiado, un delito grave, entendiéndose por tal los que lo sean conforme 
al Código Penal español y que afecten a la vida, la libertad, la indemnidad o la libertad 
sexual, la integridad de las personas o el patrimonio, siempre que fuesen realizados con 
fuerza en las cosas, o violencia o intimidación en las personas, así como en los casos de la 
delincuencia organizada, debiendo entenderse incluida, en todo caso, en el término 
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delincuencia organizada la recogida en el apartado cuarto del artículo 282 bis de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, en relación con los delitos enumerados;

c) son culpables de actos contrarios a las finalidades y a los principios de las Naciones 
Unidas establecidos en el Preámbulo y en los artículos 1 y 2 de la Carta de las Naciones 
Unidas.

3. El apartado segundo se aplicará a las personas que inciten a la comisión de los delitos 
o actos mencionados en él, o bien participen en su comisión.

Artículo 9.  Causas de denegación.
En todo caso, el derecho de asilo se denegará a:
a) las personas que constituyan, por razones fundadas, un peligro para la seguridad de 

España;
b) las personas que, habiendo sido objeto de una condena firme por delito grave 

constituyan una amenaza para la comunidad.

CAPÍTULO II
De las condiciones para la concesión del derecho a la protección subsidiaria

Artículo 10.  Daños graves.
Constituyen los daños graves que dan lugar a la protección subsidiaria prevista en el 

artículo 4 de esta Ley:
a) la condena a pena de muerte o el riesgo de su ejecución material;
b) la tortura y los tratos inhumanos o degradantes en el país de origen del solicitante;
c) las amenazas graves contra la vida o la integridad de los civiles motivadas por una 

violencia indiscriminada en situaciones de conflicto internacional o interno.

Artículo 11.  Causas de exclusión.
1. Quedarán excluidas de la condición de beneficiarias de la protección subsidiaria 

aquellas personas respecto de las que existan fundados motivos para considerar que:
a) han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la 

humanidad, de los definidos en los instrumentos internacionales que establecen 
disposiciones relativas a tales delitos;

b) han cometido fuera del país de protección antes de ser admitidas como beneficiarias 
de la protección subsidiaria, es decir, antes de la expedición de la autorización de residencia 
basada en el reconocimiento de la condición de beneficiario de protección subsidiaria, un 
delito grave, entendiéndose por tal los que lo sean conforme al Código Penal español y que 
afecten a la vida, la libertad, la indemnidad o la libertad sexual, la integridad de las personas 
o el patrimonio, siempre que fuesen realizados con fuerza en las cosas, o violencia o 
intimidación en las personas, así como en los casos de la delincuencia organizada, debiendo 
entenderse incluida, en todo caso, en el término delincuencia organizada la recogida en el 
apartado cuarto del artículo 282 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en relación con los 
delitos enumerados;

c) son culpables de actos contrarios a las finalidades y a los principios de las Naciones 
Unidas establecidos en el Preámbulo y en los artículos 1 y 2 de la Carta de las Naciones 
Unidas;

d) constituyen un peligro para la seguridad interior o exterior de España o para el orden 
público.

2. Lo dispuesto en los apartados anteriores se aplicará a quienes inciten a la comisión de 
los delitos o actos mencionados en los mismos, o bien participen en su comisión.

Artículo 12.  Causas de denegación.
En todo caso, la protección subsidiaria se denegará a:
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a) las personas que constituyan, por razones fundadas, un peligro para la seguridad de 
España;

b) las personas que, habiendo sido objeto de una condena firme por delito grave 
constituyan una amenaza para la comunidad.

CAPÍTULO III
Disposiciones comunes

Artículo 13.  Agentes de persecución o causantes de daños graves.
Los agentes de persecución o causantes de daños graves podrán ser, entre otros:
a) el Estado;
b) los partidos u organizaciones que controlen el Estado o una parte considerable de su 

territorio;
c) agentes no estatales, cuando los agentes mencionados en los puntos anteriores, 

incluidas las organizaciones internacionales, no puedan o no quieran proporcionar protección 
efectiva contra la persecución o los daños graves.

Artículo 14.  Agentes de protección.
1. Podrán proporcionar protección:
a) el Estado, o
b) los partidos u organizaciones, incluidas las organizaciones internacionales, que 

controlen el Estado o una parte considerable de su territorio.
2. En general, se entenderá que existe protección cuando los agentes mencionados en 

el apartado primero adopten medidas razonables y efectivas para impedir la persecución o el 
padecimiento de daños graves, tales como el establecimiento de un sistema jurídico eficaz 
para la investigación, el procesamiento y la sanción de acciones constitutivas de persecución 
o de daños graves, y siempre que el solicitante tenga acceso efectivo a dicha protección.

3. Se tendrá en cuenta la orientación que pueda desprenderse de los actos pertinentes 
de las instituciones de la Unión Europea o de organizaciones internacionales relevantes, al 
efecto de valorar si una organización internacional controla un Estado o una parte 
considerable de su territorio y proporciona la protección descrita en el apartado anterior.

Artículo 15.  Necesidades de protección internacional surgidas «in situ».
1. Los fundados temores de ser perseguido o el riesgo real de sufrir daños graves a que 

se refieren, respectivamente, los artículos 6 y 10 de esta Ley, pueden asimismo basarse en 
acontecimientos sucedidos o actividades en que haya participado la persona solicitante con 
posterioridad al abandono del país de origen o, en el caso de apátridas, el de residencia 
habitual, en especial si se demuestra que dichos acontecimientos o actividades constituyen 
la expresión de convicciones u orientaciones mantenidas en el país de origen o de 
residencia habitual.

2. En estos supuestos, se ponderará, a efectos de no reconocer la condición de 
refugiado, el hecho de que el riesgo de persecución esté basado en circunstancias 
expresamente creadas por la persona solicitante tras abandonar su país de origen o, en el 
caso de apátridas, el de su residencia habitual.
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TÍTULO II
De las reglas procedimentales para el reconocimiento de la protección 

internacional

CAPÍTULO I
De la presentación de la solicitud

Artículo 16.  Derecho a solicitar protección internacional.
1. Las personas nacionales no comunitarias y las apátridas presentes en territorio 

español tienen derecho a solicitar protección internacional en España.
2. Para su ejercicio, los solicitantes de protección internacional tendrán derecho a 

asistencia sanitaria y a asistencia jurídica gratuita, que se extenderá a la formalización de la 
solicitud y a toda la tramitación del procedimiento, y que se prestará en los términos 
previstos en la legislación española en esta materia, así como derecho a intérprete en los 
términos del artículo 22 de la Ley Orgánica 4/2000.

La asistencia jurídica referida en el párrafo anterior será preceptiva cuando las 
solicitudes se formalicen de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo 21 de la 
presente Ley.

3. La presentación de la solicitud conllevará la valoración de las circunstancias 
determinantes del reconocimiento de la condición de refugiado, así como de la concesión de 
la protección subsidiaria. De este extremo se informará en debida forma al solicitante.

4. Toda información relativa al procedimiento, incluido el hecho de la presentación de la 
solicitud, tendrá carácter confidencial.

Artículo 17.  Presentación de la solicitud.
1. El procedimiento se inicia con la presentación de la solicitud, que deberá efectuarse 

mediante comparecencia personal de los interesados que soliciten protección en los lugares 
que reglamentariamente se establezcan, o en caso de imposibilidad física o legal, mediante 
persona que lo represente. En este último caso, el solicitante deberá ratificar la petición una 
vez desaparezca el impedimento.

2. La comparecencia deberá realizarse sin demora y en todo caso en el plazo máximo de 
un mes desde la entrada en el territorio español o, en todo caso, desde que se produzcan los 
acontecimientos que justifiquen el temor fundado de persecución o daños graves. A estos 
efectos, la entrada ilegal en territorio español no podrá ser sancionada cuando haya sido 
realizada por persona que reúna los requisitos para ser beneficiaria de la protección 
internacional prevista en esta Ley.

3. En el momento de efectuar la solicitud, la persona extranjera será informada, en una 
lengua que pueda comprender, acerca de:

a) el procedimiento que debe seguirse;
b) sus derechos y obligaciones durante la tramitación, en especial en materia de plazos y 

medios de que dispone para cumplir éstas;
c) la posibilidad de contactar con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados y con las Organizaciones no Gubernamentales legalmente reconocidas entre 
cuyos objetivos figure el asesoramiento y ayuda a las personas necesitadas de protección 
internacional;

d) las posibles consecuencias del incumplimiento de sus obligaciones o de su falta de 
colaboración con las autoridades; y

e) los derechos y prestaciones sociales a los que tiene acceso en su condición de 
solicitante de protección internacional.

4. La solicitud se formalizará mediante entrevista personal que se realizará siempre 
individualmente. De forma excepcional, podrá requerirse la presencia de otros miembros de 
la familia de los solicitantes, si ello se considerase imprescindible para la adecuada 
formalización de la solicitud.
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5. La Administración adoptará las medidas necesarias para que, cuando sea preciso, en 
la entrevista se preste un tratamiento diferenciado por razón del sexo de la persona 
solicitante o demás circunstancias previstas en el artículo 46 de esta Ley. De este trámite se 
dejará debida constancia en el expediente administrativo.

6. Las personas encargadas de efectuar la entrevista informarán a los solicitantes sobre 
cómo efectuar la solicitud, y les ayudarán a cumplimentarla, facilitándoles la información 
básica en relación con aquélla. Asimismo, colaborarán con los interesados para establecer 
los hechos relevantes de su solicitud.

7. Cuando razones de seguridad lo aconsejen, se podrá registrar a la persona solicitante 
y sus pertenencias, siempre y cuando se garantice el pleno respeto a su dignidad e 
integridad.

8. En los términos que se establezcan reglamentariamente, se planteará la posibilidad de 
una nueva audiencia personal sobre su solicitud de asilo. La ponderación sobre la necesidad 
o no de efectuar nuevas entrevistas será motivada.

Artículo 18.  Derechos y obligaciones de los solicitantes.
1. El solicitante de asilo, presentada la solicitud, tiene en los términos recogidos en la 

presente Ley, en los artículos 16, 17, 19, 33 y 34, los siguientes derechos:
a) a ser documentado como solicitante de protección internacional;
b) a asistencia jurídica gratuita e intérprete;
c) a que se comunique su solicitud al ACNUR;
d) a la suspensión de cualquier proceso de devolución, expulsión o extradición que 

pudiera afectar al solicitante;
e) a conocer el contenido del expediente en cualquier momento;
f) a la atención sanitaria en las condiciones expuestas;
g) a recibir prestaciones sociales específicas en los términos que se recogen en esta 

Ley.
2. Serán obligaciones de los solicitantes de protección internacional las siguientes:
a) cooperar con las autoridades españolas en el procedimiento para la concesión de 

protección internacional;
b) presentar, lo antes posible, todos aquellos elementos que, junto a su propia 

declaración, contribuyan a fundamentar su solicitud. Entre otros, podrán presentar la 
documentación de que dispongan sobre su edad, pasado –incluido el de parientes 
relacionados–, identidad, nacionalidad o nacionalidades, lugares de anterior residencia, 
solicitudes de protección internacional previas, itinerarios de viaje, documentos de viaje y 
motivos por los que solicita la protección;

c) proporcionar sus impresiones dactilares, permitir ser fotografiados y, en su caso, 
consentir que sean grabadas sus declaraciones, siempre que hayan sido previamente 
informados sobre este último extremo;

d) informar sobre su domicilio en España y cualquier cambio que se produzca en él;
e) informar, asimismo, a la autoridad competente o comparecer ante ella, cuando así se 

les requiera con relación a cualquier circunstancia de su solicitud.

Artículo 19.  Efectos de la presentación de la solicitud.
1. Solicitada la protección, la persona extranjera no podrá ser objeto de retorno, 

devolución o expulsión hasta que se resuelva sobre su solicitud o ésta no sea admitida. No 
obstante, por motivos de salud o seguridad públicas, la autoridad competente podrá adoptar 
medidas cautelares en aplicación de la normativa vigente en materia de extranjería e 
inmigración.

2. Asimismo, la solicitud de protección suspenderá, hasta la decisión definitiva, la 
ejecución del fallo de cualquier proceso de extradición de la persona interesada que se halle 
pendiente. A tal fin, la solicitud será comunicada inmediatamente al órgano judicial o al 
órgano gubernativo ante el que en ese momento tuviera lugar el correspondiente proceso.

3. No obstante lo previsto en los apartados anteriores, podrá entregarse o extraditarse a 
una persona solicitante, según proceda, a otro Estado miembro de la Unión Europea en 
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virtud de las obligaciones dimanantes de una orden europea de detención y entrega, o a un 
país tercero ante órganos judiciales penales internacionales.

4. Las personas solicitantes de asilo tienen derecho a entrevistarse con un abogado en 
las dependencias de los puestos fronterizos y centros de internamiento de extranjeros. 
Reglamentariamente, y sin perjuicio de las normas de funcionamiento establecidas para las 
citadas dependencias y centros, podrán establecerse condiciones para el ejercicio de este 
derecho derivadas de razones de seguridad, orden público o de su gestión administrativa.

5. La solicitud de protección dará lugar al inicio del cómputo de los plazos previstos para 
su tramitación.

6. La resolución que admita a trámite una solicitud de asilo determinará el procedimiento 
correspondiente.

7. En caso de que la tramitación de una solicitud pudiese exceder de seis meses, 
ampliables de acuerdo con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, para su resolución y notificación, se informará a la persona 
interesada del motivo de la demora.

Artículo 20.  No admisión de solicitudes presentadas dentro del territorio español.
1. El Ministro del Interior, a propuesta de la Oficina de Asilo y Refugio, podrá, mediante 

resolución motivada, no admitir a trámite las solicitudes cuando concurra alguna de las 
circunstancias siguientes:

– Por falta de competencia para el examen de las solicitudes:
a) cuando no corresponda a España su examen con arreglo al Reglamento (CE) 

343/2003, del Consejo, de 18 de febrero, por el que se establecen los criterios y mecanismos 
de determinación del Estado miembro responsable del examen de una solicitud de asilo 
presentada en uno de los Estados miembros por un nacional de un tercer país;

b) cuando no corresponda a España su examen de conformidad con los Convenios 
Internacionales en que sea Parte. En la resolución por la que se acuerde la no admisión a 
trámite se indicará a la persona solicitante el Estado responsable de examinarla. En este 
caso, dicho Estado habrá aceptado explícitamente su responsabilidad y se obtendrán 
garantías suficientes de protección para la vida, libertad e integridad física de los 
interesados, así como del respeto a los demás principios indicados en la Convención de 
Ginebra, en el territorio de dicho Estado.

– Por falta de requisitos:
c) cuando, de conformidad con lo establecido en el artículo 25.2.b) y en el artículo 26 de 

la Directiva 2005/85/CE del Consejo, la persona solicitante se halle reconocida como 
refugiada y tenga derecho a residir o a obtener protección internacional efectiva en un tercer 
Estado, siempre que sea readmitida en ese país, no exista peligro para su vida o su libertad, 
ni esté expuesta a tortura o a trato inhumano o degradante y tenga protección efectiva contra 
la devolución al país perseguidor, con arreglo a la Convención de Ginebra;

d) cuando la persona solicitante proceda de un tercer país seguro, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 27 de la Directiva 2005/85/CE del Consejo y, en su caso con la lista 
que sea elaborada por la Unión Europea, donde, atendiendo a sus circunstancias 
particulares, reciba un trato en el que su vida, su integridad y su libertad no estén 
amenazadas por razón de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a grupo social u opinión 
política, se respete el principio de no devolución, así como la prohibición de expulsión en 
caso de violación del derecho a no ser sometido a torturas ni a tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, exista la posibilidad de solicitar el estatuto de refugiado y, en caso de ser 
refugiado, a recibir protección con arreglo a la Convención de Ginebra; siempre que el 
solicitante sea readmitido en ese país y existan vínculos por los cuales sería razonable que 
el solicitante fuera a ese país. Para la aplicación del concepto de tercer país seguro, también 
podrá requerirse la existencia de una relación entre el solicitante de asilo y el tercer país de 
que se trate por la que sería razonable que el solicitante fuera a ese país;

e) cuando la persona solicitante hubiese reiterado una solicitud ya denegada en España 
o presentado una nueva solicitud con otros datos personales, siempre que no se planteen 
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nuevas circunstancias relevantes en cuanto a las condiciones particulares o a la situación del 
país de origen o de residencia habitual de la persona interesada;

f) cuando la persona solicitante sea nacional de un Estado miembro de la Unión 
Europea, de conformidad con lo dispuesto en el Protocolo al Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Europea sobre el derecho de asilo a nacionales de Estados miembros de la 
Unión Europea.

2. La no admisión a trámite prevista en este artículo deberá notificarse en el plazo 
máximo de un mes contado a partir de la presentación de la solicitud. El transcurso de dicho 
plazo sin que se haya notificado la resolución a la persona interesada determinará la 
admisión a trámite de la solicitud y su permanencia provisional en territorio español, sin 
perjuicio de lo que pueda acordarse en la resolución definitiva del procedimiento. La no 
admisión a trámite conllevará los mismos efectos que la denegación de la solicitud.

3. La constatación, con posterioridad a la admisión a trámite de la solicitud de protección 
internacional, de alguna de las circunstancias que hubiesen justificado su no admisión será 
causa de denegación de aquélla.

Artículo 21.  Solicitudes presentadas en puestos fronterizos.
1. Cuando una persona extranjera que no reúna los requisitos necesarios para entrar en 

territorio español presente una solicitud de protección internacional en un puesto fronterizo, 
el Ministro del Interior podrá no admitir a trámite la solicitud mediante resolución motivada 
cuando en dicha solicitud concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado primero 
del artículo 20. En todo caso, la resolución deberá ser notificada a la persona interesada en 
el plazo máximo de cuatro días desde su presentación.

2. Asimismo, el Ministro del Interior podrá denegar la solicitud mediante resolución 
motivada, que deberá notificarse a la persona interesada en el plazo máximo de cuatro días 
desde su presentación, cuando en dicha solicitud concurra alguno de los siguientes 
supuestos:

a) los previstos en las letras c), d) y f) del apartado primero del artículo 25;
b) cuando la persona solicitante hubiese formulado alegaciones incoherentes, 

contradictorias, inverosímiles, insuficientes, o que contradigan información suficientemente 
contrastada sobre su país de origen, o de residencia habitual si fuere apátrida, de manera 
que pongan claramente de manifiesto que su solicitud es infundada por lo que respecta al 
hecho de albergar un fundado temor a ser perseguida o a sufrir un daño grave.

3. El plazo previsto en el apartado anterior se ampliará hasta un máximo de diez días por 
resolución del Ministro del Interior, en los casos en los que, por concurrir alguna de las 
circunstancias previstas en la letra f) del apartado primero del artículo 25, el ACNUR, de 
manera razonada, así lo solicite.

4. Contra la resolución de inadmisión a trámite o de denegación de la solicitud se podrá, 
en el plazo de dos días contados desde su notificación, presentar una petición de reexamen 
que suspenderá los efectos de aquélla. La resolución de dicha petición, que corresponderá 
al Ministro del Interior, deberá notificarse a la persona interesada en el plazo de dos días 
desde el momento en que aquélla hubiese sido presentada.

5. El transcurso del plazo fijado para acordar la inadmisión a trámite, o la denegación de 
la solicitud en frontera, la petición de reexamen, o del previsto para resolver el recurso de 
reposición sin que se haya notificado la resolución de forma expresa, determinará su 
tramitación por el procedimiento ordinario, así como la autorización de entrada y 
permanencia provisional de la persona solicitante, sin perjuicio de lo que pueda acordarse en 
la resolución definitiva del expediente.

Artículo 22.  Permanencia del solicitante de asilo durante la tramitación de la solicitud.
En todo caso, durante la tramitación de la petición de reexamen y del recurso de 

reposición previstos en los apartados cuarto y quinto del artículo 21 de la presente Ley, así 
como en los supuestos en los que se solicite la adopción de las medidas a las que se refiere 
el apartado segundo de su artículo 29, la persona solicitante de asilo permanecerá en las 
dependencias habilitadas a tal efecto.
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CAPÍTULO II
De la tramitación de las solicitudes

Artículo 23.  Órganos competentes para la instrucción.
1. La Oficina de Asilo y Refugio, dependiente del Ministerio del Interior, es el órgano 

competente para la tramitación de las solicitudes de protección internacional, sin perjuicio de 
las demás funciones que reglamentariamente se le atribuyan.

2. La Comisión Interministerial de Asilo y Refugio es un órgano colegiado adscrito al 
Ministerio del Interior, que está compuesto por un representante de cada uno de los 
departamentos con competencia en política exterior e interior, justicia, inmigración, acogida 
de los solicitantes de asilo e igualdad.

3. Serán funciones de la Comisión las previstas en esta Ley y aquellas otras que, junto 
con su régimen de funcionamiento, se establezcan reglamentariamente.

Artículo 24.  Procedimiento ordinario.
1. Toda solicitud de protección internacional admitida a trámite dará lugar al inicio, por 

parte del Ministerio del Interior, del correspondiente procedimiento, al que se incorporarán las 
diligencias de instrucción del expediente. Si fuera procedente la realización de nuevas 
entrevistas a las personas solicitantes, aquéllas deberán reunir los requisitos previstos en el 
artículo 17.

2. Finalizada la instrucción de los expedientes, se elevarán a estudio de la Comisión 
Interministerial de Asilo y Refugio, que formulará propuesta al Ministro del Interior, quien será 
el competente para dictar la correspondiente resolución por la que se conceda o deniegue, 
según proceda, el derecho de asilo o la protección subsidiaria.

3. Transcurridos seis meses desde la presentación de la solicitud sin que se haya 
notificado la correspondiente resolución, la misma podrá entenderse desestimada, sin 
perjuicio de la obligación de la Administración de resolver expresamente y de lo dispuesto en 
el apartado séptimo del artículo 19 de la presente Ley.

Artículo 25.  Tramitación de urgencia.
1. El Ministerio del Interior, de oficio o a petición del interesado, acordará la aplicación de 

la tramitación de urgencia, previa notificación al interesado, en las solicitudes en las que 
concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) que parezcan manifiestamente fundadas;
b) que hayan sido formuladas por solicitantes que presenten necesidades específicas, 

especialmente, por menores no acompañados;
c) que planteen exclusivamente cuestiones que no guarden relación con el examen de 

los requisitos para el reconocimiento de la condición de refugiado o la concesión de la 
protección subsidiaria;

d) que la persona solicitante proceda de un país de origen considerado seguro, en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 20.1.d), y del que posea la nacionalidad, o si fuere 
apátrida, en el que tuviera su residencia habitual;

e) que la persona solicitante, sin motivo justificado, presente su solicitud transcurrido el 
plazo de un mes previsto en el apartado segundo del artículo 17;

f) que la persona solicitante incurra en alguno de los supuestos de exclusión o de 
denegación previstos en los artículos 8, 9, 11 y 12 de la presente Ley.

2. Cuando la solicitud de protección internacional se hubiera presentado en un Centro de 
Internamiento para Extranjeros, su tramitación deberá adecuarse a lo dispuesto en el artículo 
21 de esta Ley para las solicitudes en frontera. En todo caso, presentadas las solicitudes en 
estos términos, aquéllas que fuesen admitidas a trámite se ajustarán a la tramitación de 
urgencia prevista en el presente artículo.

3. La Comisión Interministerial de Asilo y Refugio será informada de los expedientes que 
vayan a ser tramitados con carácter de urgencia.

4. Será de aplicación al presente procedimiento lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley, 
salvo en materia de plazos que se verán reducidos a la mitad.
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Artículo 26.  Evaluación de las solicitudes.
1. La Administración General del Estado velará por que la información necesaria para la 

evaluación de las solicitudes de protección no se obtenga de los responsables de la 
persecución o de los daños graves, de modo tal que dé lugar a que dichos responsables 
sean informados de que la persona interesada es solicitante de protección internacional cuya 
solicitud está siendo considerada, ni se ponga en peligro la integridad de la persona 
interesada y de las personas a su cargo, ni la libertad y la seguridad de sus familiares que 
aún vivan en el país de origen.

2. Para que se resuelva favorablemente la solicitud bastará que aparezcan indicios 
suficientes de persecución o de daños graves.

Artículo 27.  Archivo de la solicitud.
Se pondrá fin al procedimiento mediante el archivo de la solicitud cuando la persona 

solicitante la retire o desista de ella, en los casos y en los términos de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, reguladora del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. En todo caso, se podrá presumir que dicha retirada o 
desistimiento se ha producido cuando en el plazo de treinta días el solicitante no hubiese 
respondido a las peticiones de facilitar información esencial para su solicitud, no se hubiese 
presentado a una audiencia personal a la que hubiera sido convocado, o no compareciera 
para la renovación de la documentación de la que se le hubiera provisto, salvo que 
demuestre que estos comportamientos fueron debidos a circunstancias ajenas a su voluntad.

Artículo 28.  Notificación.
A efectos de comunicaciones y notificaciones, se tendrá en cuenta el último domicilio o 

residencia que conste en el expediente. Cuando no prospere este procedimiento de 
notificación, el trámite se realizará a través del Portal del Ciudadano, del portal electrónico de 
la Oficina de Asilo y Refugio y de los tablones de anuncios, accesibles al público, de la 
Comisaría de Policía correspondiente o de la Oficina de Extranjeros de la provincia en que 
conste el último lugar de residencia de la persona solicitante y, en todo caso, de la Oficina de 
Asilo y Refugio. De estos extremos se informará a los solicitantes al formalizar su solicitud, 
que podrán exigir que se cumpla la garantía del apartado 4 del artículo 16.

Artículo 29.  Recursos.
1. Las resoluciones previstas en la presente Ley pondrán fin a la vía administrativa, salvo 

en el caso de que se haya presentado la petición de reexamen prevista en el apartado cuarto 
del artículo 21, en que se entenderá que pone fin a la vía administrativa la resolución que 
decida dicha petición, y serán susceptibles de recurso de reposición con carácter potestativo 
y de recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

2. Cuando se interponga un recurso contencioso-administrativo y se solicite la 
suspensión del acto recurrido, dicha solicitud tendrá la consideración de especial urgencia 
contemplada en el artículo 135 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

3. La persona a quien le haya sido denegada la solicitud podrá solicitar su revisión 
cuando aparezcan nuevos elementos probatorios, conforme a lo establecido en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

CAPÍTULO III
De las condiciones de acogida de los solicitantes de protección internacional

Artículo 30.  Derechos sociales generales.
1. Se proporcionará a las personas solicitantes de protección internacional, siempre que 

carezcan de recursos económicos, los servicios sociales y de acogida necesarios con la 
finalidad de asegurar la satisfacción de sus necesidades básicas en condiciones de dignidad, 
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sin perjuicio, en tanto que extranjeros, de lo establecido en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, y en 
su normativa de desarrollo.

2. Los servicios sociales y de acogida específicamente destinados a las personas 
solicitantes de protección internacional se determinarán reglamentariamente por el Ministerio 
competente.

3. Si se comprobara que la persona solicitante dispone de suficientes medios de acuerdo 
con la normativa vigente, para cubrir los costes inherentes a los servicios y prestaciones 
reservados a personas que carezcan de recursos económicos, se procederá a la 
reclamación de su reembolso.

Artículo 31.  Acogida de los solicitantes de protección internacional.
1. Los servicios de acogida, su definición, disponibilidad, programas y servicios, 

específicamente destinados a aquellas personas que soliciten protección internacional, se 
determinarán reglamentariamente por el Ministerio competente para atender las necesidades 
básicas de estas personas.

Este Ministerio podrá prestar por sí mismo esos servicios de acogida de forma directa, de 
forma indirecta por fórmulas contractuales, o bien, mediante la correspondiente autorización 
de acción concertada a entidades cuando no sea necesario celebrar contratos públicos, tal y 
como establece el artículo 11.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector 
público.

Asimismo, también será posible prestar los servicios de acogida a través de los centros 
subvencionados a organizaciones no gubernamentales. En ningún caso podrá duplicarse la 
financiación pública de los servicios prestados por estas organizaciones, concurriendo la 
financiación obtenida por la autorización de acción concertada y por las subvenciones.

A los efectos de esta ley se entiende por acción concertada el instrumento por el que se 
concede la autorización a aquellas entidades que cumplan las condiciones previamente 
fijadas de forma reglamentaria para la prestación de servicios de acogida de responsabilidad 
pública, debiendo el sistema que se establezca, en todo caso, cumplir todos los requisitos 
que contempla el artículo 11.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, incluidos los principios 
de publicidad, transparencia y no discriminación.

La financiación de la acción concertada, el cumplimiento de los requisitos de acceso y el 
control de la prestación de los servicios se realizará por el Ministerio competente para 
prestar los servicios de acogida, según se establezca de forma reglamentaria.

Estas entidades habrán de acreditar la disposición de medios y recursos necesarios para 
la prestación de los servicios de acción concertada. En todo caso, se acreditará la propiedad 
de los centros en que se vaya a desarrollar la acción concertada, o, en su defecto, el 
derecho al uso, con este fin, de los bienes inmuebles, ya sean de propiedad privada o 
pública, por un periodo no inferior al de vigencia de la autorización de acción concertada, 
que podrá alcanzar cuatro años prorrogables de mutuo acuerdo, por igual periodo, sin 
perjuicio de poder solicitar una nueva autorización una vez expirada la anterior. 
Excepcionalmente, en situaciones de necesidad y siempre que concurran razones de interés 
público, dicho derecho al uso podrá ser por un periodo inferior al de vigencia de la 
autorización de la acción concertada.

Con carácter general, la Administración anticipará hasta el 50 % de la retribución máxima 
acordada por las prestaciones y servicios asignados que supondrán entregas de fondos con 
carácter previo a la justificación, como financiación necesaria para poder llevar a cabo las 
actuaciones inherentes a la acción concertada.

Los pagos anticipados se deberán asegurar mediante la prestación de garantía. Las 
entidades no lucrativas autorizadas quedan exoneradas de la constitución de garantía de los 
fondos entregados.

La falta de constitución y acreditación de la garantía ante el órgano competente implicará 
la retención del pago de la retribución, hasta el momento en que se acredite, pudiendo dar 
lugar a la pérdida del derecho al pago de forma definitiva cuando, habiéndose realizado 
requerimiento previo del órgano concedente para que se acredite la constitución de la 
garantía, éste no fuera atendido en el plazo de 15 días.
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Reglamentariamente se desarrollarán, entre otras materias, los aspectos y criterios de la 
organización de los servicios de acogida a través de la acción concertada, las condiciones 
que deben cumplir las entidades para obtener la correspondiente autorización, los supuestos 
de pérdida de autorización para el caso de incumplimiento de obligaciones, así como el 
cálculo de su retribución. Este cálculo tendrá en consideración que, la retribución se limitará 
a los costes necesarios para prestar los servicios establecidos.

2. Se adoptarán, con el acuerdo de los interesados, las medidas necesarias para 
mantener la unidad de la familia, integrada por los miembros enumerados en el artículo 40 
de esta Ley, tal y como se encuentre presente en el territorio español, siempre que se 
reúnan los requisitos que se señalan en la presente Ley.

Artículo 32.  Autorización de trabajo a los solicitantes de protección internacional.
Las personas solicitantes de protección internacional serán autorizadas para trabajar en 

España en los términos que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 33.  Reducción o retirada de las condiciones de acogida.
1. El Ministerio competente en el ejercicio de las competencias sobre servicios, ayudas y 

prestaciones de los diferentes programas de acogida, podrá reducir o retirar alguno o la 
totalidad de los servicios de acogida en los siguientes casos:

a) cuando la persona solicitante abandone el lugar de residencia asignado sin informar a 
la autoridad competente o, en caso de haberlo solicitado, sin permiso;

b) cuando la persona solicitante accediese a recursos económicos y pudiese hacer frente 
a la totalidad o parte de los costes de las condiciones de acogida o cuando hubiere ocultado 
sus recursos económicos, y, por tanto, se beneficie indebidamente de las prestaciones de 
acogida establecidas;

c) cuando se haya dictado resolución de la solicitud de protección internacional, y se 
haya notificado al interesado, salvo lo dispuesto en el apartado tercero del artículo 36 de 
esta Ley;

d) cuando por acción u omisión se vulneren los derechos de otros residentes o del 
personal encargado de los centros donde estén acogidos o se dificulte gravemente la 
convivencia en ellos, de conformidad con lo establecido en las normas internas de los 
mismos;

e) cuando haya finalizado el periodo del programa o prestación autorizado.
2. Las personas solicitantes de protección internacional podrán ver reducidos o retirados 

los programas de ayudas del servicio de acogida, como consecuencia de las sanciones que 
se deriven de la comisión de alguna de las faltas enunciadas en el apartado primero de este 
artículo.

3. A los efectos del apartado anterior, el sistema de faltas y sanciones a aplicar en los 
centros de acogida será el que de forma reglamentaria establezca el Ministerio competente.

CAPÍTULO IV
Intervención del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 

(ACNUR)

Artículo 34.  Intervención en el procedimiento de solicitud.
La presentación de las solicitudes de protección internacional se comunicará al ACNUR, 

quien podrá informarse de la situación de los expedientes, estar presente en las audiencias a 
la persona solicitante y presentar informes para su inclusión en el expediente.

A estos efectos, tendrá acceso a las personas solicitantes, incluidas las que se 
encuentren en dependencias fronterizas o en centros de internamiento de extranjeros o 
penitenciarios.
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Artículo 35.  Intervención en la tramitación de protección internacional.
1. El representante en España del ACNUR será convocado a las sesiones de la 

Comisión Interministerial de Asilo y Refugio.
2. Asimismo será informado inmediatamente de la presentación de las solicitudes en 

frontera y podrá entrevistarse, si lo desea, con los solicitantes. Con carácter previo a dictarse 
las resoluciones que sobre estas solicitudes prevén los apartados primero, segundo y tercero 
del artículo 21 de la presente Ley, se dará audiencia al ACNUR.

3. En los casos que se tramiten las solicitudes mediante el procedimiento de urgencia, y 
en los casos de admisión a trámite del artículo 20, si la propuesta de resolución de la Oficina 
de Asilo y Refugio fuese desfavorable se dará un plazo de diez días al ACNUR para que, en 
su caso, informe.

CAPÍTULO V
De los efectos de la resolución

Artículo 36.  Efectos de la concesión del derecho de asilo o de protección subsidiaria.
1. La concesión del derecho de asilo o de la protección subsidiaria implicará el 

reconocimiento de los derechos establecidos en la Convención de Ginebra sobre el Estatuto 
de los Refugiados, en la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración, así como 
en la normativa de la Unión Europea, y, en todo caso:

a) la protección contra la devolución en los términos establecidos en los tratados 
internacionales firmados por España;

b) el acceso a la información sobre los derechos y obligaciones relacionados con el 
contenido de la protección internacional concedida, en una lengua que le sea comprensible a 
la persona beneficiaria de dicha protección;

c) la autorización de residencia y trabajo permanente, en los términos que establece la 
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social;

d) la expedición de documentos de identidad y viaje a quienes les sea reconocida la 
condición de refugiado, y, cuando sea necesario, para quienes se beneficien de la protección 
subsidiaria;

e) el acceso a los servicios públicos de empleo;
f) el acceso a la educación, a la asistencia sanitaria, a la vivienda, a la asistencia social y 

servicios sociales, a los derechos reconocidos por la legislación aplicable a las personas 
víctimas de violencia de género, en su caso, a la seguridad social y a los programas de 
integración, en las mismas condiciones que los españoles;

g) el acceso, en las mismas condiciones que los españoles, a la formación continua u 
ocupacional y al trabajo en prácticas, así como a los procedimientos de reconocimiento de 
diplomas y certificados académicos y profesionales y otras pruebas de calificaciones 
oficiales expedidas en el extranjero;

h) la libertad de circulación;
i) el acceso a los programas de integración con carácter general o específico que se 

establezcan;
j) el acceso a los programas de ayuda al retorno voluntario que puedan establecerse;
k) el mantenimiento de la unidad familiar en los términos previstos en la presente Ley y 

acceso a los programas de apoyo que a tal efecto puedan establecerse.
2. Con el fin de facilitar la integración de las personas con estatuto de protección 

internacional, se establecerán los programas necesarios, procurando la igualdad de 
oportunidades y la no discriminación en su acceso a los servicios generales.

3. Las personas con estatuto de protección internacional podrán seguir beneficiándose 
de todos o algunos de los programas o prestaciones de que hubieran disfrutado con 
anterioridad a la concesión del estatuto en aquellos casos en que circunstancias especiales 
así lo requieran, con sometimiento al régimen previsto para tales programas y prestaciones 
por el Ministerio de Trabajo e Inmigración.
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4. En casos específicos, debido a dificultades sociales o económicas, las 
Administraciones Públicas podrán poner en marcha servicios complementarios a los 
sistemas públicos de acceso al empleo, a la vivienda y a los servicios educativos generales, 
así como servicios especializados de interpretación y traducción de documentos, ayudas 
permanentes para ancianos y personas con discapacidad y ayudas económicas de 
emergencia.

Artículo 37.  Efectos de las resoluciones denegatorias.
La no admisión a trámite o la denegación de las solicitudes de protección internacional 

determinarán, según corresponda, el retorno, la devolución, la expulsión, la salida obligatoria 
del territorio español o el traslado al territorio del Estado responsable del examen de la 
solicitud de asilo de las personas que lo solicitaron, salvo que, de acuerdo con la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, y su normativa de desarrollo, se dé alguno de los 
siguientes supuestos:

a) que la persona interesada reúna los requisitos para permanecer en España en 
situación de estancia o residencia;

b) que se autorice su estancia o residencia en España por razones humanitarias 
determinadas en la normativa vigente.

CAPÍTULO VI
Solicitudes de protección internacional en Embajadas y Consulados

Artículo 38.  Solicitudes de protección internacional en Embajadas y Consulados.
Con el fin de atender casos que se presenten fuera del territorio nacional, siempre y 

cuando el solicitante no sea nacional del país en que se encuentre la Representación 
diplomática y corra peligro su integridad física, los Embajadores de España podrán promover 
el traslado del o de los solicitantes de asilo a España para hacer posible la presentación de 
la solicitud conforme al procedimiento previsto en esta Ley.

El Reglamento de desarrollo de esta Ley determinará expresamente las condiciones de 
acceso a las Embajadas y Consulados de los solicitantes, así como el procedimiento para 
evaluar las necesidades de traslado a España de los mismos.

TÍTULO III
De la unidad familiar de las personas beneficiarias de protección internacional

Artículo 39.  Mantenimiento de la unidad familiar.
1. Se garantizará el mantenimiento de la familia de las personas refugiadas y 

beneficiarias de protección subsidiaria en los términos previstos los artículos 40 y 41 de la 
presente Ley.

2. Cuando, durante la tramitación de una solicitud de protección internacional, los 
miembros de la familia de la persona interesada a los que se hace referencia en el artículo 
40 se encontrasen también en España, y no hubiesen presentado una solicitud 
independiente de protección internacional, se les autorizará la residencia en España con 
carácter provisional, condicionada a la resolución de la solicitud de protección internacional y 
en los términos que reglamentariamente se determinen.

Artículo 40.  Extensión familiar del derecho de asilo o de la protección subsidiaria.
1. El restablecimiento de la unidad familiar de las personas refugiadas y beneficiarias de 

protección subsidiaria podrá garantizarse mediante la concesión, respectivamente, del 
derecho de asilo o de la protección subsidiaria por extensión familiar, en los siguientes 
supuestos:
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a) Los ascendientes en primer grado que acreditasen la dependencia y sus 
descendientes en primer grado que fueran menores de edad, quedando exceptuado el 
derecho a la extensión familiar en los supuestos de distinta nacionalidad.

Las relaciones familiares de los ascendientes y descendientes deberán establecerse 
mediante las pruebas científicas que sean necesarias, en los casos donde no pueda 
determinarse sin dudas esa relación de parentesco.

b) El cónyuge o persona ligada por análoga relación de afectividad y convivencia, salvo 
los supuestos de divorcio, separación legal, separación de hecho, distinta nacionalidad o 
concesión del estatuto de refugiado por razón de género, cuando en el expediente de la 
solicitud quede acreditado que la persona ha sufrido o tenido fundados temores de sufrir 
persecución singularizada por violencia de género por parte de su cónyuge o conviviente.

c) Otro adulto que sea responsable del beneficiario de protección internacional, de 
acuerdo con la legislación española vigente, cuando dicho beneficiario sea un menor no 
casado.

d) Podrá también concederse asilo o protección subsidiaria por extensión familiar a otros 
miembros de la familia de la persona refugiada o beneficiaria de protección subsidiaria 
siempre que resulte suficientemente establecida la dependencia respecto de aquellas y la 
existencia de convivencia previa en el país de origen.

2. La Oficina de Asilo y Refugio tramitará las solicitudes de extensión familiar 
presentadas. Una vez instruidas se procederá, previo estudio en la Comisión interministerial 
de Asilo y Refugio, a elevar la propuesta de resolución al Ministro del Interior, quien 
resolverá.

3. La resolución por la que se acuerde la concesión del derecho de asilo o de la 
protección subsidiaria por extensión familiar conllevará para los beneficiarios los efectos 
previstos en el artículo 36.

4. En ningún caso se concederá protección internacional por extensión familiar a las 
personas incursas en los supuestos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 8 y en los 
artículos 9, 11 y 12 de la presente ley.

Artículo 41.  Reagrupación familiar.
1. Las personas refugiadas y beneficiarias de protección subsidiaria podrán optar por 

reagrupar a las enumeradas en el artículo anterior, aun cuando ya se encontrasen en 
España, sin solicitar la extensión del estatuto de que disfruten. Esta reagrupación será 
siempre aplicable cuando los beneficiarios sean de nacionalidad distinta a la persona 
refugiada o beneficiaria de protección subsidiaria.

2. En este supuesto, que se desarrollará reglamentariamente, no se exigirá a los 
refugiados o beneficiarios de la protección subsidiaria, ni tampoco a los beneficiarios de la 
reagrupación familiar, los requisitos establecidos en la normativa vigente de extranjería e 
inmigración.

3. La resolución por la que se acuerde la reagrupación familiar implicará la concesión de 
autorización de residencia y, en su caso, de trabajo, de análoga validez a la de la persona 
reagrupante.

4. La reagrupación familiar será ejercitable una sola vez, sin que las personas que 
hubiesen sido reagrupadas y obtenido autorización para residir en España en virtud de lo 
dispuesto en el apartado anterior puedan solicitar reagrupaciones sucesivas de sus 
familiares.

5. En ningún caso se concederá protección internacional por extensión familiar a las 
personas incursas en los supuestos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 8 y en los 
artículos 9, 11 y 12 de la presente Ley.

TÍTULO IV
Del cese y la revocación de la protección internacional

Artículo 42.  Cese del estatuto de refugiado.
1. Cesarán en la condición de refugiados quienes:
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a) expresamente así lo soliciten;
b) se hayan acogido de nuevo, voluntariamente, a la protección del país de su 

nacionalidad;
c) habiendo perdido su nacionalidad, la hayan recobrado voluntariamente;
d) hayan adquirido una nueva nacionalidad y disfruten de la protección del país de su 

nueva nacionalidad;
e) se hayan establecido, de nuevo, voluntariamente, en el país que habían abandonado, 

o fuera del cual habían permanecido, por temor a ser perseguidos;
f) hayan abandonado el territorio español y fijado su residencia en otro país;
g) no puedan continuar negándose a la protección del país de su nacionalidad por haber 

desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fueron reconocidos como refugiados; 
el Estado español tendrá en cuenta si el cambio de circunstancias es lo suficientemente 
significativo, sin ser de carácter temporal, como para dejar de considerar fundados los 
temores del refugiado a ser perseguido;

h) no teniendo nacionalidad, puedan regresar al país de su anterior residencia habitual 
por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fueron reconocidos como 
refugiados.

2. El cese en la condición de refugiado no impedirá la continuación de la residencia en 
España conforme a la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración. A estos 
efectos se tendrá en cuenta el período de tiempo que los interesados hayan residido 
legalmente en nuestro país.

Artículo 43.  Cese de la protección subsidiaria.
1. La protección subsidiaria cesará cuando:
a) se solicite expresamente por la persona beneficiaria;
b) la persona beneficiaria haya abandonado el territorio español y fijado su residencia en 

otro país;
c) las circunstancias que condujeron a su concesión dejen de existir o cambien de tal 

forma que dicha protección ya no sea necesaria. El Estado español tendrá en cuenta si el 
cambio de circunstancias es lo suficientemente significativo, sin ser de carácter temporal, 
como para que la persona con derecho a protección subsidiaria ya no corra un riesgo real de 
sufrir daños graves.

2. El cese en la protección subsidiaria no impedirá la continuación de la residencia en 
España conforme a la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración. A estos 
efectos se tendrá en cuenta el período que los interesados hayan residido legalmente en 
nuestro país.

Artículo 44.  Revocación.
1. Procederá la revocación del estatuto de refugiado o del estatuto de protección 

subsidiaria cuando:
a) concurra alguno de los supuestos de exclusión previstos en los artículos 8, 9, 11 y 12 

de esta Ley;
b) la persona beneficiaria haya tergiversado u omitido hechos, incluido el uso de 

documentos falsos, que fueron decisivos para la concesión del estatuto de refugiado o de 
protección subsidiaria;

c) la persona beneficiaria constituya, por razones fundadas, un peligro para la seguridad 
de España, o que, habiendo sido condenada por sentencia firme por delito grave, constituya 
una amenaza para la comunidad.

2. La revocación de la protección internacional conllevará la inmediata aplicación de la 
normativa vigente en materia de extranjería e inmigración, y, cuando así procediera, la 
tramitación del correspondiente expediente administrativo sancionador para la expulsión del 
territorio nacional de la persona interesada, de conformidad con lo previsto en el artículo 57 
de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, y en su normativa de desarrollo.
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3. A los efectos previstos en el apartado anterior, la Oficina de Asilo y Refugio dará 
traslado inmediato de la revocación al órgano competente para incoar el correspondiente 
expediente sancionador.

4. No obstante lo dispuesto en los anteriores apartados, ninguna revocación ni eventual 
expulsión posterior podrá determinar el envío de los interesados a un país en el que exista 
peligro para su vida o su libertad o en el que estén expuestos a tortura o a tratos inhumanos 
o degradantes o, en su caso, en el que carezca de protección efectiva contra la devolución al 
país perseguidor o de riesgo.

Artículo 45.  Procedimientos para el cese y la revocación.
1. La Oficina de Asilo y Refugio iniciará, de oficio o a instancia de parte, cuando concurra 

causa legal suficiente, los procedimientos de cese y revocación de la protección 
internacional concedida, haciéndoselo saber a los interesados.

2. En los supuestos de cese y revocación del estatuto de refugiado y de la protección 
subsidiaria, la persona afectada disfrutará, además de las previstas en el artículo 17, de las 
siguientes garantías:

a) que sea informada por escrito de que se está reconsiderando su derecho de asilo o de 
protección subsidiaria, así como de los motivos de dicha reconsideración;

b) que le sea otorgado trámite de audiencia para la formulación de alegaciones.
c) que la autoridad competente pueda obtener información precisa y actualizada de 

diversas fuentes, como por ejemplo, cuando proceda, del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR), sobre la situación general existente en los países de 
origen de las personas afectadas, y

d) que cuando se recopile información sobre el caso concreto con objeto de reconsiderar 
el estatuto de refugiado, dicha información no se obtenga de los responsables de la 
persecución de modo tal que dé lugar a que dichos responsables sean informados 
directamente de que la persona interesada es un refugiado cuyo estatuto está siendo 
reconsiderado, ni se ponga en peligro la integridad física de la persona interesada y de las 
personas a su cargo, ni la libertad y la seguridad de sus familiares que aún vivan en el país 
de origen.

3. A la vista de las actuaciones practicadas en la tramitación del expediente, la Oficina de 
Asilo y Refugio podrá archivar el expediente, si no fuesen fundadas las causas de cese o 
revocación inicialmente advertidas.

4. Completado el expediente de cese o revocación, el mismo será remitido por la Oficina 
de Asilo y Refugio a la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio. Si ésta entendiese que 
no concurren causas suficientes para proceder a la declaración de cese o revocación, 
ordenará el archivo del expediente.

5. Si, por el contrario, a criterio de la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio 
procediese el cese o la revocación, aquélla elevará la propuesta de resolución al Ministro del 
Interior, que será quien resuelva.

6. Los ceses y revocaciones conllevarán el cese en el disfrute de todos los derechos 
inherentes a la condición de refugiado o persona beneficiaria de protección subsidiaria.

7. El plazo para la notificación de las resoluciones recaídas en estos procedimientos será 
de seis meses a partir de la presentación de la solicitud por la persona interesada o de la 
notificación del acuerdo de incoación del procedimiento de cese o revocación. Concluido 
dicho plazo, y habida cuenta de las suspensiones o ampliaciones que fuesen aplicables, se 
tendrá por caducado el expediente, procediéndose de oficio a su archivo.

8. Las resoluciones previstas en este Título pondrán fin a la vía administrativa y serán 
susceptibles de recurso de reposición con carácter potestativo ante el Ministro del Interior y 
de recurso contencioso-administrativo.
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TÍTULO V
De los menores y otras personas vulnerables

Artículo 46.  Régimen general de protección.
1. En el marco de la presente Ley, y en los términos en que se desarrolle 

reglamentariamente, se tendrá en cuenta la situación específica de las personas solicitantes 
o beneficiarias de protección internacional en situación de vulnerabilidad, tales como 
menores, menores no acompañados, personas con discapacidad, personas de edad 
avanzada, mujeres embarazadas, familias monoparentales con menores de edad, personas 
que hayan padecido torturas, violaciones u otras formas graves de violencia psicológica o 
física o sexual y víctimas de trata de seres humanos.

2. Dada su situación de especial vulnerabilidad, se adoptarán las medidas necesarias 
para dar un tratamiento diferenciado, cuando sea preciso, a las solicitudes de protección 
internacional que efectúen las personas a las que se refiere el apartado anterior. Asimismo, 
se dará un tratamiento específico a aquéllas que, por sus características personales, puedan 
haber sido objeto de persecución por varios de los motivos previstos en la presente Ley.

3. Por razones humanitarias distintas de las señaladas en el estatuto de protección 
subsidiaria, se podrá autorizar la permanencia de la persona solicitante de protección 
internacional en España en los términos previstos por la normativa vigente en materia de 
extranjería e inmigración.

Artículo 47.  Menores.
Los menores solicitantes de protección internacional que hayan sido víctimas de 

cualquier forma de abuso, negligencia, explotación, tortura, trato cruel, inhumano, o 
degradante, o que hayan sido víctimas de conflictos armados recibirán la asistencia sanitaria 
y psicológica adecuada y la asistencia cualificada que precisen.

Artículo 48.  Menores no acompañados.
1. Los menores no acompañados solicitantes de protección internacional serán remitidos 

a los servicios competentes en materia de protección de menores y el hecho se pondrá en 
conocimiento del Ministerio Fiscal.

2. En los supuestos en los que la minoría de edad no pueda ser establecida con 
seguridad, se pondrá el hecho en conocimiento inmediato del Ministerio Fiscal, que 
dispondrá lo necesario para la determinación de la edad del presunto menor, para lo que 
colaborarán las instituciones sanitarias oportunas que, con carácter prioritario y urgente, 
realizarán las pruebas científicas necesarias. La negativa a someterse a tal reconocimiento 
médico no impedirá que se dicte resolución sobre la solicitud de protección internacional. 
Determinada la edad, si se tratase de una persona menor de edad, el Ministerio Fiscal lo 
pondrá a disposición de los servicios competentes de protección de menores.

3. De forma inmediata se adoptarán medidas para asegurar que el representante de la 
persona menor de edad, nombrado de acuerdo con la legislación vigente en materia de 
protección de menores, actúe en nombre del menor de edad no acompañado y le asista con 
respecto al examen de la solicitud de protección internacional.

Disposición Adicional Primera.  Reasentamiento.
El marco de protección previsto en la presente Ley será de aplicación a las personas 

acogidas en España en virtud de programas de Reasentamiento elaborados por el Gobierno 
de la Nación, en colaboración con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados, y, en su caso, otras Organizaciones Internacionales relevantes. El Consejo de 
Ministros, a propuesta de los Ministros del Interior y de Trabajo e Inmigración, oída la 
Comisión Interministerial de Asilo y Refugio, acordará anualmente el número de personas 
que podrán ser objeto de reasentamiento en España en virtud de estos programas.

Los refugiados reasentados en España tendrán el mismo estatuto que los refugiados 
reconocidos en virtud de las disposiciones de la presente Ley.
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Disposición Adicional Segunda.  Desplazados.
La protección temporal en caso de afluencia masiva de personas desplazadas será la 

prevista en el Reglamento sobre régimen de protección temporal en caso de afluencia 
masiva de personas desplazadas, aprobado por el Real Decreto 1325/2003, de 24 de 
octubre.

Disposición Adicional Tercera.  Formación.
La Administración General del Estado velará por que los empleados públicos y demás 

personas que se ocupen de los solicitantes de protección internacional, refugiados y 
personas beneficiarias de protección subsidiaria, dispongan de la formación adecuada. A 
estos efectos, los Ministerios competentes elaborarán programas formativos que les 
permitan adquirir las capacidades necesarias para el desempeño de los puestos de trabajo.

Disposición Adicional Cuarta.  Cooperación con otras Administraciones Públicas.
Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivas competencias en los 

ámbitos sanitario, educativo y social gestionarán los servicios y programas específicamente 
destinados a las personas solicitantes de asilo, en coordinación y cooperación con la 
Administración General del Estado.

Asimismo, facilitarán el acceso a la información respecto de los recursos sociales 
específicos para este colectivo, así como sobre las diferentes organizaciones de atención 
especializada a personas solicitantes de asilo.

Disposición Adicional Quinta.  Cooperación en el marco de la Unión Europea.
Las autoridades españolas, en el marco de la presente Ley, adoptarán todas las medidas 

necesarias, con objeto de reforzar el sistema europeo común de asilo y de protección 
internacional.

Disposición Adicional Sexta.  Colaboración con las Organizaciones No Gubernamentales.
Los poderes públicos promoverán la actividad de las asociaciones no lucrativas 

legalmente reconocidas entre cuyos objetivos figuren el asesoramiento y ayuda a las 
personas necesitadas de protección internacional. Sus informes se incorporarán a los 
oportunos expedientes de solicitudes de protección internacional incoados por el Ministerio 
del Interior.

Disposición Adicional Séptima.  Normativa supletoria en materia de procedimiento.
En lo no previsto en materia de procedimiento en la presente Ley, será de aplicación con 

carácter supletorio la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Disposición Adicional Octava.  Informe Anual.
El Gobierno remitirá a las Cortes Generales un informe anual sobre el número de 

personas que han solicitado asilo o protección subsidiaria, el número de personas a las que 
les ha sido concedido o denegado tal estatuto, así como del número de reasentamientos que 
se hayan efectuado y número de personas beneficiarias de la reagrupación familiar; ceses y 
revocaciones y situación específica de menores u otras personas vulnerables.

Disposición Transitoria Primera.  Normativa aplicable a los procedimientos en curso.
Los procedimientos administrativos en tramitación a la entrada en vigor de esta Ley se 

instruirán y resolverán de acuerdo con lo previsto en ella, salvo que los interesados soliciten 
expresamente la aplicación de la normativa vigente en el momento de presentación de la 
solicitud, por considerarlo más favorable a sus intereses.
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Disposición Transitoria Segunda.  Normativa aplicable a las personas autorizadas a residir 
en España por razones humanitarias.

Las personas que hubieran obtenido una autorización para permanecer en España por 
razones humanitarias conforme a lo previsto en el artículo 17.2 de la Ley 5/1984, de 26 de 
marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado, y en los términos de 
lo dispuesto en el apartado tercero del artículo 31 de su Reglamento de aplicación, aprobado 
por el Real Decreto 203/1995, de 10 de febrero, podrán beneficiarse del derecho a la 
protección subsidiaria previsto en esta Ley.

Disposición Derogatoria Única.  Derogación normativa.
Queda derogada la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la 

condición de refugiado, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 
establecido en esta Ley.

Disposición Final Primera.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.2ª de la Constitución, 

que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre el derecho de asilo.

Disposición Final Segunda.  Incorporación del Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta Ley se incorporan al Derecho español la Directiva 2003/86/CE, del 

Consejo, de 22 de septiembre, sobre el derecho a la reagrupación familiar; la Directiva 
2004/83/CE, del Consejo, de 29 de abril, por la que se establecen normas mínimas relativas 
a los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o 
apátridas como refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección internacional, y 
al contenido de la protección concedida; y la Directiva 2005/85/CE, del Consejo, de 1 de 
diciembre, sobre normas mínimas para los procedimientos que deben aplicar los Estados 
miembros para conceder o retirar la condición de refugiado.

Disposición Final Tercera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Gobierno para dictar, en el plazo de seis meses, cuantas disposiciones de 

carácter reglamentario exija el desarrollo de la presente Ley.

Disposición Final Cuarta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial 

del Estado.
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§ 13

Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración social

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 10, de 12 de enero de 2000
Última modificación: 19 de marzo de 2025

Referencia: BOE-A-2000-544

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley Orgánica.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Delimitación del ámbito.
1. Se consideran extranjeros, a los efectos de la aplicación de la presente Ley, a los que 

carezcan de la nacionalidad española.
2. Lo dispuesto en esta Ley se entenderá, en todo caso, sin perjuicio de lo establecido en 

leyes especiales y en los Tratados internacionales en los que España sea parte.
3. Los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea y aquellos a quienes 

sea de aplicación el régimen comunitario se regirán por las normas que lo regulan, siéndoles 
de aplicación la presente Ley en aquellos aspectos que pudieran ser más favorables.

Artículo 2.  Exclusión del ámbito de la ley.
Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley:
a) Los agentes diplomáticos y los funcionarios consulares acreditados en España, así 

como los demás miembros de las misiones diplomáticas permanentes o especiales y de las 
oficinas consulares y sus familiares que, en virtud de las normas del Derecho internacional, 
estén exentos de las obligaciones relativas a su inscripción como extranjeros y a la 
obtención de la autorización de residencia.

b) Los representantes, delegados y demás miembros de las Misiones permanentes o de 
las Delegaciones ante los Organismos intergubernamentales con sede en España o en 
Conferencias internacionales que se celebren en España, así como sus familiares.
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c) Los funcionarios destinados en Organizaciones internacionales o 
intergubernamentales con sede en España, así como sus familiares, a quienes los Tratados 
en los que sea parte España eximan de las obligaciones mencionadas en el párrafo a) de 
este artículo.

Artículo 2 bis.  La política inmigratoria.
1. Corresponde al Gobierno, de conformidad con lo previsto en el artículo 149.1.2.ª de la 

Constitución, la definición, planificación, regulación y desarrollo de la política de inmigración, 
sin perjuicio de las competencias que puedan ser asumidas por las Comunidades 
Autónomas y por las Entidades Locales.

2. Todas las Administraciones Públicas basarán el ejercicio de sus competencias 
vinculadas con la inmigración en el respeto a los siguientes principios:

a) la coordinación con las políticas definidas por la Unión Europea;
b) la ordenación de los flujos migratorios laborales, de acuerdo con las necesidades de la 

situación nacional del empleo;
c) la integración social de los inmigrantes mediante políticas transversales dirigidas a 

toda la ciudadanía;
d) la igualdad efectiva entre mujeres y hombres;
e) la efectividad del principio de no discriminación y, consecuentemente, el 

reconocimiento de iguales derechos y obligaciones para todos aquellos que vivan o trabajen 
legalmente en España, en los términos previstos en la Ley;

f) la garantía del ejercicio de los derechos que la Constitución, los tratados 
internacionales y las leyes reconocen a todas las personas;

g) la lucha contra la inmigración irregular y la persecución del tráfico ilícito de personas;
h) la persecución de la trata de seres humanos;
i) la igualdad de trato en las condiciones laborales y de Seguridad Social;
j) la promoción del diálogo y la colaboración con los países de origen y tránsito de 

inmigración, mediante acuerdos marco dirigidos a ordenar de manera efectiva los flujos 
migratorios, así como a fomentar y coordinar las iniciativas de cooperación al desarrollo y 
codesarrollo.

3. El Estado garantizará el principio de solidaridad, consagrado en la Constitución, 
atendiendo a las especiales circunstancias de aquellos territorios en los que los flujos 
migratorios tengan una especial incidencia.

Artículo 2 ter.  Integración de los inmigrantes.
1. Los poderes públicos promoverán la plena integración de los extranjeros en la 

sociedad española, en un marco de convivencia de identidades y culturas diversas sin más 
límite que el respeto a la Constitución y la ley.

2. Las Administraciones Públicas incorporarán el objetivo de la integración entre 
inmigrantes y sociedad receptora, con carácter transversal a todas las políticas y servicios 
públicos, promoviendo la participación económica, social, cultural y política de las personas 
inmigrantes, en los términos previstos en la Constitución, en los Estatutos de Autonomía y en 
las demás leyes, en condiciones de igualdad de trato.

Especialmente, procurarán, mediante acciones formativas, el conocimiento y respeto de 
los valores constitucionales y estatutarios de España, de los valores de la Unión Europea, 
así como de los derechos humanos, las libertades públicas, la democracia, la tolerancia y la 
igualdad entre mujeres y hombres, y desarrollarán medidas específicas para favorecer la 
incorporación al sistema educativo, garantizando en todo caso la escolarización en la edad 
obligatoria, el aprendizaje del conjunto de lenguas oficiales, y el acceso al empleo como 
factores esenciales de integración.

3. La Administración General del Estado cooperará con las Comunidades Autónomas, 
las Ciudades de Ceuta y Melilla y los Ayuntamientos para la consecución de las finalidades 
descritas en el presente artículo, en el marco de un plan estratégico plurianual que incluirá 
entre sus objetivos atender a la integración de los menores extranjeros no acompañados. En 
todo caso, la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y los 
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Ayuntamientos colaborarán y coordinarán sus acciones en este ámbito tomando como 
referencia sus respectivos planes de integración.

4. De conformidad con los criterios y prioridades del Plan Estratégico de Inmigración, el 
Gobierno y las Comunidades autónomas acordarán en la Conferencia Sectorial de 
Inmigración programas de acción bienales para reforzar la integración social de los 
inmigrantes. Tales programas serán financiados con cargo a un fondo estatal para la 
integración de los inmigrantes, que se dotará anualmente, y que podrá incluir fórmulas de 
cofinanciación por parte de las Administraciones receptoras de las partidas del fondo.

TÍTULO I
Derechos y libertades de los extranjeros

CAPÍTULO I
Derechos y libertades de los extranjeros

Artículo 3.  Derechos de los extranjeros e interpretación de las normas.
1. Los extranjeros gozarán en España de los derechos y libertades reconocidos en el 

Título I de la Constitución en los términos establecidos en los Tratados internacionales, en 
esta Ley y en las que regulen el ejercicio de cada uno de ellos. Como criterio interpretativo 
general, se entenderá que los extranjeros ejercitan los derechos que les reconoce esta Ley 
en condiciones de igualdad con los españoles.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales de los extranjeros serán 
interpretadas de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los 
tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias vigentes en España, sin que 
pueda alegarse la profesión de creencias religiosas o convicciones ideológicas o culturales 
de signo diverso para justificar la realización de actos o conductas contrarios a las mismas.

Artículo 4.  Derecho a la documentación.
1. Los extranjeros que se encuentren en territorio español tienen el derecho y el deber de 

conservar la documentación que acredite su identidad, expedida por las autoridades 
competentes del país de origen o de procedencia, así como la que acredite su situación en 
España.

2. Todos los extranjeros a los que se haya expedido un visado o una autorización para 
permanecer en España por un período superior a seis meses, obtendrán la tarjeta de 
identidad de extranjero, que deberán solicitar personalmente en el plazo de un mes desde su 
entrada en España o desde que se conceda la autorización, respectivamente. Estarán 
exceptuados de dicha obligación los titulares de un visado de residencia y trabajo de 
temporada.

Reglamentariamente se desarrollarán los supuestos en que se podrá obtener dicha 
tarjeta de identidad cuando se haya concedido una autorización para permanecer en España 
por un periodo no superior a seis meses.

3. Los extranjeros no podrán ser privados de su documentación, salvo en los supuestos 
y con los requisitos previstos en esta Ley Orgánica y en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de 
febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.

Artículo 5.  Derecho a la libertad de circulación.
1. Los extranjeros que se hallen en España de acuerdo con lo establecido en el Título II 

de esta Ley, tendrán derecho a circular libremente por el territorio español y a elegir su 
residencia sin más limitaciones que las establecidas con carácter general por los tratados y 
las leyes, o las acordadas por la autoridad judicial, con carácter cautelar o en un proceso 
penal o de extradición en el que el extranjero tenga la condición de imputado, víctima o 
testigo, o como consecuencia de sentencia firme.

2. No obstante, podrán establecerse medidas limitativas específicas cuando se acuerden 
en la declaración de estado de excepción o de sitio, en los términos previstos en la 
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Constitución, y, excepcionalmente por razones de seguridad pública, de forma 
individualizada, motivada y en proporción a las circunstancias que concurran en cada caso, 
por resolución del Ministro del Interior, adoptada de acuerdo con las garantías jurídicas del 
procedimiento sancionador previsto en la Ley. Las medidas limitativas, cuya duración no 
excederá del tiempo imprescindible y proporcional a la persistencia de las circunstancias que 
justificaron la adopción de las mismas, podrán consistir en la presentación periódica ante las 
autoridades competentes y en el alejamiento de fronteras o núcleos de población 
concretados singularmente.

Artículo 6.  Participación pública.
1. Los extranjeros residentes en España podrán ser titulares del derecho de sufragio, en 

las elecciones municipales, en los términos establecidos en la Constitución, en los tratados 
internacionales, en su caso, y en la Ley.

2. Los extranjeros residentes, empadronados en un municipio, tienen todos los derechos 
establecidos por tal concepto en la legislación de bases de régimen local, pudiendo ser oídos 
en los asuntos que les afecten de acuerdo con lo que disponga la normativa de aplicación.

3. Los Ayuntamientos incorporarán al padrón a los extranjeros que tengan su domicilio 
habitual en el municipio y mantendrán actualizada la información relativa a los mismos.

4. Los poderes públicos facilitarán el ejercicio del derecho de sufragio de los extranjeros 
en los procesos electorales democráticos del país de origen.

 

Artículo 7.  Libertades de reunión y manifestación.
1. Los extranjeros tienen el derecho de reunión en las mismas condiciones que los 

españoles.
2. Los promotores de reuniones o manifestaciones en lugares de tránsito público darán 

comunicación previa a la autoridad competente con la antelación prevista en la Ley Orgánica 
reguladora del Derecho de Reunión, la cual no podrá prohibirla o proponer su modificación 
sino por las causas previstas en dicha Ley.

Artículo 8.  Libertad de asociación.
Todos los extranjeros tienen el derecho de asociación en las mismas condiciones que los 

españoles.

Artículo 9.  Derecho a la educación.
1. Los extranjeros menores de dieciséis años tienen el derecho y el deber a la 

educación, que incluye el acceso a una enseñanza básica, gratuita y obligatoria. Los 
extranjeros menores de dieciocho años también tienen derecho a la enseñanza 
posobligatoria.

Este derecho incluye la obtención de la titulación académica correspondiente y el acceso 
al sistema público de becas y ayudas en las mismas condiciones que los españoles.

En caso de alcanzar la edad de dieciocho años en el transcurso del curso escolar, 
conservarán ese derecho hasta su finalización.

2. Los extranjeros mayores de dieciocho años que se hallen en España tienen derecho a 
la educación de acuerdo con lo establecido en la legislación educativa. En todo caso, los 
extranjeros residentes mayores de dieciocho años tienen el derecho a acceder a las demás 
etapas educativas posobligatorias, a la obtención de las titulaciones correspondientes, y al 
sistema público de becas en las mismas condiciones que los españoles.

3. Los poderes públicos promoverán que los extranjeros puedan recibir enseñanzas para 
su mejor integración social.

4. Los extranjeros residentes que tengan en España menores a su cargo en edad de 
escolarización obligatoria, deberán acreditar dicha escolarización, mediante informe emitido 
por las autoridades autonómicas competentes, en las solicitudes de renovación de su 
autorización o en su solicitud de residencia de larga duración.
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Artículo 10.  Derecho al trabajo y a la Seguridad Social.
1. Los extranjeros residentes que reúnan los requisitos previstos en esta Ley Orgánica y 

en las disposiciones que la desarrollen tienen derecho a ejercer una actividad remunerada 
por cuenta propia o ajena, así como a acceder al sistema de la Seguridad Social, de 
conformidad con la legislación vigente.

2. Los extranjeros podrán acceder al empleo público en los términos previstos en la Ley 
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.

Artículo 11.  Libertad de sindicación y huelga.
1. Los extranjeros tienen derecho a sindicarse libremente o a afiliarse a una organización 

profesional, en las mismas condiciones que los trabajadores españoles.
2. Los extranjeros podrán ejercer el derecho a la huelga en las mismas condiciones que 

los españoles.

Artículo 12.  Derecho a la asistencia sanitaria.
Los extranjeros tienen derecho a la asistencia sanitaria en los términos previstos en la 

legislación vigente en materia sanitaria.

Artículo 13.  Derechos en materia de vivienda.
Los extranjeros residentes tienen derecho a acceder a los sistemas públicos de ayudas 

en materia de vivienda en los términos que establezcan las leyes y las Administraciones 
competentes. En todo caso, los extranjeros residentes de larga duración tienen derecho a 
dichas ayudas en las mismas condiciones que los españoles.

Artículo 14.  Derecho a la Seguridad Social y a los servicios sociales.
1. Los extranjeros residentes tienen derecho a acceder a las prestaciones y servicios de 

la Seguridad Social en las mismas condiciones que los españoles.
2. Los extranjeros residentes tienen derecho a los servicios y a las prestaciones sociales, 

tanto a las generales y básicas como a las específicas, en las mismas condiciones que los 
españoles. En cualquier caso, los extranjeros con discapacidad, menores de dieciocho años, 
que tengan su domicilio habitual en España, tendrán derecho a recibir el tratamiento, 
servicios y cuidados especiales que exija su estado físico o psíquico.

3. Los extranjeros, cualquiera que sea su situación administrativa, tienen derecho a los 
servicios y prestaciones sociales básicas.

Artículo 15.  Sujeción de los extranjeros a los mismos impuestos que los españoles.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los acuerdos aplicables sobre doble imposición 

internacional, los extranjeros estarán sujetos, con carácter general, a los mismos impuestos 
que los españoles.

2. Los extranjeros tienen derecho a transferir sus ingresos y ahorros obtenidos en 
España a su país, o a cualquier otro, conforme a los procedimientos establecidos en la 
legislación española y de conformidad con los acuerdos internacionales aplicables. El 
Gobierno adoptará las medidas necesarias para facilitar dichas transferencias.

CAPÍTULO II
Reagrupación familiar

Artículo 16.  Derecho a la intimidad familiar.
1. Los extranjeros residentes tienen derecho a la vida en familia y a la intimidad familiar 

en la forma prevista en esta Ley Orgánica y de acuerdo con lo dispuesto en los Tratados 
internacionales suscritos por España.

2. Los extranjeros residentes en España tienen derecho a reagrupar con ellos a los 
familiares que se determinan en el artículo 17.
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3. El cónyuge que hubiera adquirido la residencia en España por causa familiar y sus 
familiares con él agrupados conservarán la residencia aunque se rompa el vínculo 
matrimonial que dio lugar a la adquisición.

Reglamentariamente se podrá determinar el tiempo previo de convivencia en España 
que se tenga que acreditar en estos supuestos.

Artículo 17.  Familiares reagrupables.
1. El extranjero residente tiene derecho a reagrupar con él en España a los siguientes 

familiares:
a) El cónyuge del residente, siempre que no se encuentre separado de hecho o de 

derecho, y que el matrimonio no se haya celebrado en fraude de ley. En ningún caso podrá 
reagruparse a más de un cónyuge aunque la ley personal del extranjero admita esta 
modalidad matrimonial. El extranjero residente que se encuentre casado en segundas o 
posteriores nupcias por la disolución de cada uno de sus anteriores matrimonios sólo podrá 
reagrupar con él al nuevo cónyuge si acredita que la disolución ha tenido lugar tras un 
procedimiento jurídico que fije la situación del cónyuge anterior y de sus hijos comunes en 
cuanto al uso de la vivienda común, a la pensión compensatoria a dicho cónyuge y a los 
alimentos que correspondan a los hijos menores, o mayores en situación de dependencia. 
En la disolución por nulidad, deberán haber quedado fijados los derechos económicos del 
cónyuge de buena fe y de los hijos comunes, así como la indemnización, en su caso.

b) Los hijos del residente y del cónyuge, incluidos los adoptados, siempre que sean 
menores de dieciocho años o personas con discapacidad que no sean objetivamente 
capaces de proveer a sus propias necesidades debido a su estado de salud. Cuando se trate 
de hijos de uno solo de los cónyuges se requerirá, además, que éste ejerza en solitario la 
patria potestad o que se le haya otorgado la custodia y estén efectivamente a su cargo. En el 
supuesto de hijos adoptivos deberá acreditarse que la resolución por la que se acordó la 
adopción reúne los elementos necesarios para producir efecto en España.

c) Los menores de dieciocho años y los mayores de esa edad que no sean 
objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades, debido a su estado de salud, 
cuando el residente extranjero sea su representante legal y el acto jurídico del que surgen 
las facultades representativas no sea contrario a los principios del ordenamiento español.

d) Los ascendientes en primer grado del reagrupante y de su cónyuge cuando estén a su 
cargo, sean mayores de sesenta y cinco años y existan razones que justifiquen la necesidad 
de autorizar su residencia en España. Reglamentariamente se determinarán las condiciones 
para la reagrupación de los ascendientes de los residentes de larga duración en otro Estado 
miembro de la Unión Europea, de los trabajadores titulares de la tarjeta azul de la U.E. y de 
los beneficiarios del régimen especial de investigadores. Excepcionalmente, cuando 
concurran razones de carácter humanitario, podrá reagruparse al ascendiente menor de 
sesenta y cinco años si se cumplen las demás condiciones previstas en esta Ley.

2. Los extranjeros que hubieran adquirido la residencia en virtud de una previa 
reagrupación podrán, a su vez, ejercer el derecho de reagrupación de sus propios familiares, 
siempre que cuenten ya con una autorización de residencia y trabajo, obtenida 
independientemente de la autorización del reagrupante, y acrediten reunir los requisitos 
previstos en esta Ley Orgánica.

3. Cuando se trate de ascendientes reagrupados, éstos sólo podrán ejercer, a su vez, el 
derecho de reagrupación familiar tras haber obtenido la condición de residentes de larga 
duración y acreditado solvencia económica.

Excepcionalmente, el ascendiente reagrupado que tenga a su cargo un o más hijos 
menores de edad, o hijos con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer 
a sus propias necesidades debido a su estado de salud, podrá ejercer el derecho de 
reagrupación en los términos dispuestos en el apartado segundo de este artículo, sin 
necesidad de haber adquirido la residencia de larga duración.

4. La persona que mantenga con el extranjero residente una relación de afectividad 
análoga a la conyugal se equiparará al cónyuge a todos los efectos previstos en este 
capítulo, siempre que dicha relación esté debidamente acreditada y reúna los requisitos 
necesarios para producir efectos en España.
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En todo caso, las situaciones de matrimonio y de análoga relación de afectividad se 
considerarán incompatibles entre sí.

No podrá reagruparse a más de una persona con análoga relación de afectividad, 
aunque la ley personal del extranjero admita estos vínculos familiares.

5. Reglamentariamente, se desarrollarán las condiciones para el ejercicio del derecho de 
reagrupación así como para acreditar, a estos efectos, la relación de afectividad análoga a la 
conyugal.
Artículo 18.  Requisitos para la reagrupación familiar.

1. Los extranjeros podrán ejercer el derecho a la reagrupación familiar cuando hayan 
obtenido la renovación de su autorización de residencia inicial, con excepción de la 
reagrupación de los familiares contemplados en el artículo 17.1 d) de esta Ley, que 
solamente podrán ser reagrupados a partir del momento en que el reagrupante adquiera la 
residencia de larga duración.

La reagrupación de los familiares de residentes de larga duración, de los trabajadores 
titulares de la tarjeta azul de la U.E. y de los beneficiarios del régimen especial de 
investigadores, podrá solicitarse y concederse, simultáneamente, con la solicitud de 
residencia del reagrupante. Cuando tengan reconocida esta condición en otro Estado 
miembro de la Unión Europea, la solicitud podrá presentarse en España o desde el Estado 
de la Unión Europea donde tuvieran su residencia, cuando la familia estuviera ya constituida 
en aquél.

2. El reagrupante deberá acreditar, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, que dispone de vivienda adecuada y de medios económicos suficientes 
para cubrir sus necesidades y las de su familia, una vez reagrupada.

En la valoración de los ingresos a efectos de la reagrupación, no computarán aquellos 
provenientes del sistema de asistencia social, pero se tendrán en cuenta otros ingresos 
aportados por el cónyuge que resida en España y conviva con el reagrupante.

Las Comunidades Autónomas o, en su caso, los Ayuntamientos informarán sobre la 
adecuación de la vivienda a los efectos de reagrupación familiar.

Las Administraciones Públicas promoverán la participación de los reagrupados en 
programas de integración socio-cultural y de carácter lingüístico.

3. Cuando los familiares a reagrupar sean menores en edad de escolarización 
obligatoria, la Administración receptora de las solicitudes deberá comunicar a las autoridades 
educativas competentes una previsión sobre los procedimientos iniciados de reagrupación 
familiar, a los efectos de habilitar las plazas necesarias en los centros escolares 
correspondientes.

Artículo 18 bis.  Procedimiento para la reagrupación familiar.
1. El extranjero que desee ejercer el derecho a la reagrupación familiar deberá solicitar 

una autorización de residencia por reagrupación familiar a favor de los miembros de su 
familia que desee reagrupar, pudiendo solicitarse de forma simultánea la renovación de la 
autorización de residencia y la solicitud de reagrupación familiar.

2. En caso de que el derecho a la reagrupación se ejerza por residentes de larga 
duración en otro Estado miembro de la Unión Europea que residan en España, la solicitud 
podrá presentarse por los familiares reagrupables, aportando prueba de residencia como 
miembro de la familia del residente de larga duración en el primer Estado miembro.

Artículo 19.  Efectos de la reagrupación familiar en circunstancias especiales.
1. La autorización de residencia por reagrupación familiar de la que sean titulares el 

cónyuge e hijos reagrupados cuando alcancen la edad laboral, habilitará para trabajar sin 
necesidad de ningún otro trámite administrativo.

2. El cónyuge reagrupado podrá obtener una autorización de residencia independiente 
cuando disponga de medios económicos suficientes para cubrir sus propias necesidades.

En caso de que la cónyuge reagrupada fuera víctima de violencia de género, sin 
necesidad de que se haya cumplido el requisito anterior, podrá obtener la autorización de 
residencia y trabajo independiente, desde el momento en que se hubiera dictado a su favor 
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una orden de protección o, en su defecto, informe del Ministerio Fiscal que indique la 
existencia de indicios de violencia de género.

3. Los hijos reagrupados podrán obtener una autorización de residencia independiente 
cuando alcancen la mayoría de edad y dispongan de medios económicos suficientes para 
cubrir sus propias necesidades.

4. Reglamentariamente se determinará la forma y la cuantía de los medios económicos 
considerados suficientes para que los familiares reagrupados puedan obtener una 
autorización independiente.

5. En caso de muerte del reagrupante, los familiares reagrupados podrán obtener una 
autorización de residencia independiente en las condiciones que se determinen.

CAPÍTULO III
Garantías jurídicas

Artículo 20.  Derecho a la tutela judicial efectiva.
1. Los extranjeros tienen derecho a la tutela judicial efectiva.
2. Los procedimientos administrativos que se establezcan en materia de extranjería 

respetarán en todo caso las garantías previstas en la legislación general sobre 
procedimiento administrativo, especialmente en lo relativo a publicidad de las normas, 
contradicción, audiencia del interesado y motivación de las resoluciones, salvo lo dispuesto 
en el artículo 27 de esta Ley.

3. En los procedimientos administrativos estarán legitimadas para intervenir como 
interesadas las organizaciones constituidas legalmente en España para la defensa de los 
inmigrantes, expresamente designadas por éstos.

4. En los procesos contencioso-administrativos en materia de extranjería estarán 
legitimadas para intervenir las entidades que resulten afectadas en los términos previstos por 
el artículo 19.1.b) de la Ley reguladora de dicha jurisdicción.

Artículo 21.  Derecho al recurso contra los actos administrativos.
1. Los actos y resoluciones administrativas adoptados en relación con los extranjeros 

serán recurribles con arreglo a lo dispuesto en las leyes.
2. El régimen de ejecutividad de los actos administrativos dictados en materia de 

extranjería será el previsto con carácter general en la legislación vigente, salvo lo dispuesto 
en esta Ley para la tramitación de expedientes de expulsión con carácter preferente.

Artículo 22.  Derecho a la asistencia jurídica gratuita.
1. Los extranjeros que se hallen en España tienen derecho a la asistencia jurídica 

gratuita en los procesos en los que sean parte, cualquiera que sea la jurisdicción en la que 
se sigan, en las mismas condiciones que los ciudadanos españoles.

2. Los extranjeros que se hallen en España tienen derecho a asistencia letrada en los 
procedimientos administrativos que puedan llevar a su denegación de entrada, devolución, o 
expulsión del territorio español y en todos los procedimientos en materia de protección 
internacional, así como a la asistencia de intérprete si no comprenden o hablan la lengua 
oficial que se utilice. Estas asistencias serán gratuitas cuando carezcan de recursos 
económicos suficientes según los criterios establecidos en la normativa reguladora del 
derecho de asistencia jurídica gratuita.

3. En los procesos contencioso-administrativos contra las resoluciones que pongan fin a 
la vía administrativa en materia de denegación de entrada, devolución o expulsión, el 
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita requerirá la oportuna solicitud 
realizada en los términos previstos en las normas que regulan la asistencia jurídica gratuita. 
La constancia expresa de la voluntad de interponer el recurso o ejercitar la acción 
correspondiente deberá realizarse de conformidad con lo previsto en la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, o en caso de que el extranjero pudiera hallarse privado de 
libertad, en la forma y ante el funcionario público que reglamentariamente se determinen.
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A los efectos previstos en este apartado, cuando el extranjero tuviera derecho a la 
asistencia jurídica gratuita y se encontrase fuera de España, la solicitud de la misma y, en su 
caso, la manifestación de la voluntad de recurrir, podrán realizarse ante la misión diplomática 
u oficina consular correspondiente.

CAPÍTULO IV
De las medidas antidiscriminatorias

Artículo 23.  Actos discriminatorios.
1. A los efectos de esta Ley, representa discriminación todo acto que, directa o 

indirectamente, conlleve una distinción, exclusión, restricción o preferencia contra un 
extranjero basada en la raza, el color, la ascendencia o el origen nacional o étnico, las 
convicciones y prácticas religiosas, y que tenga como fin o efecto destruir o limitar el 
reconocimiento o el ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales en el campo político, económico, social o cultural.

2. En cualquier caso, constituyen actos de discriminación:
a) Los efectuados por la autoridad o funcionario público o personal encargado de un 

servicio público, que en el ejercicio de sus funciones, por acción u omisión, realice cualquier 
acto discriminatorio prohibido por la ley contra un extranjero sólo por su condición de tal o 
por pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o nacionalidad.

b) Todos los que impongan condiciones más gravosas que a los españoles, o que 
impliquen resistencia a facilitar a un extranjero bienes o servicios ofrecidos al público, sólo 
por su condición de tal o por pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o 
nacionalidad.

c) Todos los que impongan ilegítimamente condiciones más gravosas que a los 
españoles o restrinjan o limiten el acceso al trabajo, a la vivienda, a la educación, a la 
formación profesional y a los servicios sociales y socioasistenciales, así como a cualquier 
otro derecho reconocido en la presente Ley Orgánica, al extranjero que se encuentre 
regularmente en España, sólo por su condición de tal o por pertenecer a una determinada 
raza, religión, etnia o nacionalidad.

d) Todos los que impidan, a través de acciones u omisiones, el ejercicio de una actividad 
económica emprendida legítimamente por un extranjero residente legalmente en España, 
sólo por su condición de tal o por pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o 
nacionalidad.

e) Constituye discriminación indirecta todo tratamiento derivado de la adopción de 
criterios que perjudiquen a los trabajadores por su condición de extranjeros o por pertenecer 
a una determinada raza, religión, etnia o nacionalidad.

Artículo 24.  Aplicabilidad del procedimiento sumario.
La tutela judicial contra cualquier práctica discriminatoria que comporte vulneración de 

derechos y libertades fundamentales podrá ser exigida por el procedimiento previsto en el 
artículo 53.2 de la Constitución en los términos legalmente establecidos.

TÍTULO II
Régimen jurídico de los extranjeros

CAPÍTULO I
De la entrada y salida del territorio español

Artículo 25.  Requisitos para la entrada en territorio español.
1. El extranjero que pretenda entrar en España deberá hacerlo por los puestos 

habilitados al efecto, hallarse provisto del pasaporte o documento de viaje que acredite su 
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identidad, que se considere válido para tal fin en virtud de convenios internacionales 
suscritos por España y no estar sujeto a prohibiciones expresas. Asimismo, deberá presentar 
los documentos que se determinen reglamentariamente que justifiquen el objeto y 
condiciones de estancia, y acreditar medios de vida suficientes para el tiempo que pretenda 
permanecer en España, o estar en condiciones de obtener legalmente dichos medios.

2. Salvo en los casos en que se establezca lo contrario en los convenios internacionales 
suscritos por España o en la normativa de la Unión Europea, será preciso, además, un 
visado.

No será exigible el visado cuando el extranjero se encuentre provisto de la tarjeta de 
identidad de extranjero o, excepcionalmente, de una autorización de regreso.

3. Lo dispuesto en los párrafos anteriores no será de aplicación a los extranjeros que 
soliciten acogerse al derecho de asilo en el momento de su entrada en España, cuya 
concesión se regirá por lo dispuesto en su normativa específica.

4. Se podrá autorizar la entrada en España de los extranjeros que no reúnan los 
requisitos establecidos en los párrafos anteriores cuando existan razones excepcionales de 
índole humanitaria, interés público o cum plimiento de compromisos adquiridos por España. 
En estos casos, se procederá a hacer entrega al extranjero de la documentación que se 
establezca reglamentariamente.

5. La entrada en territorio nacional de los extranjeros a los que no les sea de aplicación 
el régimen comunitario, podrá ser registrada por las autoridades españolas a los efectos de 
control de su período de permanencia legal en España, de conformidad con la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal.

Artículo 25 bis.  Tipos de visado.
1. Los extranjeros que se propongan entrar en territorio español deberán estar provistos 

de visado, válidamente expedido y en vigor, extendido en su pasaporte o documento de viaje 
o, en su caso, en documento aparte, salvo lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 25 de 
esta Ley.

2. Los visados a que se refiere el apartado anterior serán de una de las clases 
siguientes:

a) Visado de tránsito, que habilita a transitar por la zona de tránsito internacional de un 
aeropuerto español o a atravesar el territorio español. No será exigible la obtención de dicho 
visado en casos de tránsito de un extranjero a efectos de repatriación o alejamiento por vía 
aérea solicitado por un Estado miembro de la Unión Europea o por un tercer estado que 
tenga suscrito con España un acuerdo internacional sobre esta materia.

b) Visado de estancia, que habilita para una estancia ininterrumpida o estancias 
sucesivas por un período o suma de períodos cuya duración total no exceda de tres meses 
por semestre a partir de la fecha de la primera entrada.

c) Visado de residencia, que habilita para residir sin ejercer actividad laboral o 
profesional.

d) Visado de residencia y trabajo, que habilita para la entrada y estancia por un período 
máximo de tres meses y para el comienzo, en ese plazo, de la actividad laboral o profesional 
para la que hubiera sido previamente autorizado. En este tiempo deberá producirse el alta 
del trabajador en la Seguridad Social, que dotará de eficacia a la autorización de residencia y 
trabajo, por cuenta propia o ajena. Si transcurrido el plazo no se hubiera producido el alta, el 
extranjero quedará obligado a salir del territorio nacional, incurriendo, en caso contrario, en 
la infracción contemplada en el artículo 53.1.a) de esta Ley.

e) Visado de residencia y trabajo de temporada, que habilita para trabajar por cuenta 
ajena hasta nueve meses en un período de doce meses consecutivos.

f) Visado de estudios, que habilita a permanecer en España para la realización de 
cursos, estudios, trabajos de investigación o formación, intercambio de alumnos, prácticas 
no laborales o servicios de voluntariado, no remunerados laboralmente.

g) Visado de investigación, que habilita al extranjero a permanecer en España para 
realizar proyectos de investigación en el marco de un convenio de acogida firmado con un 
organismo de investigación.

3. Reglamentariamente, se desarrollarán los diferentes tipos de visados.
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Artículo 26.  Prohibición de entrada en España.
1. No podrán entrar en España, ni obtener un visado a tal fin, los extranjeros que hayan 

sido expulsados, mientras dure la prohibición de entrada, así como aquellos que la tengan 
prohibida por otra causa legalmente establecida o en virtud de convenios internacionales en 
los que sea parte España.

2. A los extranjeros que no cumplan los requisitos establecidos para la entrada, les será 
denegada mediante resolución motivada, con información acerca de los recursos que 
puedan interponer contra ella, plazo para hacerlo y autoridad ante quien deben formalizarlo, 
y de su derecho a la asistencia letrada, que podrá ser de oficio, y de intérprete, que 
comenzará en el momento mismo de efectuarse el control en el puesto fronterizo.

Artículo 27.  Expedición del visado.
1. El visado se solicitará y expedirá en las Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares 

de España, salvo en los supuestos excepcionales que se contemplen reglamentariamente o 
en los supuestos en los que el Estado español, de acuerdo con la normativa comunitaria 
sobre la materia, haya acordado su representación con otro Estado miembro de la Unión 
Europea en materia de visados de tránsito o estancia.

2. La concesión del visado:
a) Habilitará al extranjero para presentarse en un puesto fronterizo español y solicitar su 

entrada.
b) Habilitará al extranjero, una vez se ha efectuado la entrada en territorio español, a 

permanecer en España en la situación para la que hubiese sido expedido, sin perjuicio de la 
obligatoriedad de obtener, en su caso, la tarjeta de identidad de extranjero.

3. Reglamentariamente se establecerá la normativa específica del procedimiento de 
concesión y expedición de visados, conforme a lo previsto en la disposición adicional 
undécima de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. En dicho procedimiento podrá requerirse 
la comparecencia personal del solicitante.

4. El ejercicio de la potestad de otorgamiento o denegación de visados se sujetará a los 
compromisos internacionales vigentes en la materia y se orientará al cumplimiento de los 
fines de la política exterior del Reino de España y de otras políticas públicas españolas o de 
la Unión Europea, como la política de inmigración, la política económica y la de seguridad 
ciudadana.

5. Para supuestos excepcionales podrán fijarse por vía reglamentaria otros criterios a los 
que haya de someterse el otorgamiento y denegación de visados.

6. La denegación de visado deberá ser motivada cuando se trate de visados de 
residencia para reagrupación familiar o para el trabajo por cuenta ajena, así como en el caso 
de visados de estancia o de tránsito. Si la denegación se debe a que el solicitante del visado 
está incluido en la lista de personas no admisibles prevista en el Convenio de aplicación del 
Acuerdo de Schengen de 14 de junio de 1990, se le comunicará así de conformidad con las 
normas establecidas por dicho Convenio. La resolución expresará los recursos que contra la 
misma procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.

Artículo 28.  De la salida de España.
1. Las salidas del territorio español podrán realizarse libremente, excepto en los casos 

previstos en el Código Penal y en la presente Ley. La salida de los extranjeros a los que no 
les sea de aplicación el régimen comunitario, podrá ser registrada por las autoridades 
españolas a los efectos de control de su período de permanencia legal en España de 
conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal.

2. Excepcionalmente, el Ministro del Interior podrá prohibir la salida del territorio español 
por razones de seguridad nacional o de salud pública. La instrucción y resolución de los 
expedientes de prohibición tendrá siempre carácter individual.

3. La salida será obligatoria en los siguientes supuestos:
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a) Expulsión del territorio español por orden judicial, en los casos previstos en el Código 
Penal.

b) Expulsión o devolución acordadas por resolución administrativa en los casos previstos 
en la presente Ley.

c) Denegación administrativa de las solicitudes formuladas por el extranjero para 
continuar permaneciendo en territorio español, o falta de autorización para encontrarse en 
España.

d) Cumplimiento del plazo en el que un trabajador extranjero se hubiera comprometido a 
regresar a su país de origen en el marco de un programa de retorno voluntario.

 

CAPÍTULO II
De la Autorización de estancia y de residencia

 

Artículo 29.  Enumeración de las situaciones.
1. Los extranjeros podrán encontrarse en España en las situaciones de estancia o 

residencia.
2. Las diferentes situaciones de los extranjeros en España podrán acreditarse mediante 

pasaporte o documento de viaje que acredite su identidad, visado o tarjeta de identidad de 
extranjero, según corresponda.

Artículo 30.  Situación de estancia.
1. Estancia es la permanencia en territorio español por un período de tiempo no superior 

a 90 días, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33 para la admisión a efectos de 
estudios, intercambio de alumnos, prácticas no laborales o servicios de voluntariado.

2. Transcurrido dicho tiempo, para permanecer en España será preciso obtener o una 
prórroga de estancia o una autorización de residencia.

3. En los supuestos de entrada con visado, cuando la duración de éste sea inferior a tres 
meses, se podrá prorrogar la estancia, que en ningún caso podrá ser superior a tres meses, 
en un período de seis meses.

4. En los supuestos de entrada sin visado, cuando concurran circunstancias 
excepcionales que lo justifiquen, podrá autorizarse la estancia de un extranjero en el 
territorio español más allá de tres meses.

Artículo 30 bis.  Situación de residencia.
1. Son residentes los extranjeros que se encuentren en España y sean titulares de una 

autorización para residir.
2. Los residentes podrán encontrarse en la situación de residencia temporal o de 

residencia de larga duración.

Artículo 31.  Situación de residencia temporal.
1. La residencia temporal es la situación que autoriza a permanecer en España por un 

período superior a 90 días e inferior a cinco años. Las autorizaciones de duración inferior a 
cinco años podrán renovarse, a petición del interesado, atendiendo a las circunstancias que 
motivaron su concesión. La duración de las autorizaciones iniciales de residencia temporal y 
de las renovaciones se establecerá reglamentariamente.

2. La autorización inicial de residencia temporal que no comporte autorización de trabajo 
se concederá a los extranjeros que dispongan de medios suficientes para sí y, en su caso, 
para los de su familia. Reglamentariamente se establecerán los criterios para determinar la 
suficiencia de dichos medios.

3. La Administración podrá conceder una autorización de residencia temporal por 
situación de arraigo, así como por razones humanitarias, de colaboración con la Justicia u 
otras circunstancias excepcionales que se determinen reglamentariamente.

En estos supuestos no será exigible el visado.
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4. La autorización inicial de residencia temporal y trabajo, que autorizará a realizar 
actividades lucrativas por cuenta propia y/o ajena, se concederá de acuerdo a lo dispuesto 
por los artículos 36 y siguientes de esta Ley.

5. Para autorizar la residencia temporal de un extranjero será preciso que carezca de 
antecedentes penales en España o en los países anteriores de residencia, por delitos 
existentes en el ordenamiento español, y no figurar como rechazable en el espacio territorial 
de países con los que España tenga firmado un convenio en tal sentido.

6. Los extranjeros con autorización de residencia temporal vendrán obligados a poner en 
conocimiento de las autoridades competentes los cambios de nacionalidad, estado civil y 
domicilio.

7. Para la renovación de las autorizaciones de residencia temporal, se valorará en su 
caso:

a) Los antecedentes penales, considerando la existencia de indultos o las situaciones de 
remisión condicional de la pena o la suspensión de la pena privativa de libertad.

b) El incumplimiento de las obligaciones del extranjero en materia tributaria y de 
seguridad social.

A los efectos de dicha renovación, se valorará especialmente el esfuerzo de integración 
del extranjero que aconseje su renovación, acreditado mediante un informe positivo de la 
Comunidad Autónoma que certifique la asistencia a las acciones formativas contempladas 
en el artículo 2 ter de esta Ley.

Artículo 31 bis.  Residencia temporal y trabajo de mujeres extranjeras víctimas de violencia 
de género o de violencias sexuales.

1. Las mujeres extranjeras, cualquiera que sea su situación administrativa, tienen 
garantizados los derechos reconocidos en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, en caso de que sean víctimas 
de violencia de género; y los derechos reconocidos en la Ley Orgánica de garantía integral 
de la libertad sexual, en caso de que sean víctimas de violencias sexuales; así como, en 
ambos casos, a las medidas de protección y seguridad establecidas en la legislación vigente.

2. Si al denunciarse una situación de violencia de género o de violencia sexual contra 
una mujer extranjera se pusiera de manifiesto su situación irregular, no se incoará el 
expediente administrativo sancionador por infracción del artículo 53.1.a), y se suspenderá el 
expediente administrativo sancionador que se hubiera incoado por la comisión de dicha 
infracción con anterioridad a la denuncia o, en su caso, la ejecución de las órdenes de 
expulsión o de devolución eventualmente acordadas.

3. La mujer extranjera que se halle en la situación descrita en el apartado anterior podrá 
solicitar una autorización de residencia y trabajo por circunstancias excepcionales a partir del 
momento en que se hubiera dictado una orden de protección a su favor o, en su defecto, 
informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de violencia de género o 
sexual. Dicha autorización no se resolverá hasta que concluya el procedimiento penal. En el 
momento de presentación de la solicitud, o en cualquier otro posterior a lo largo del proceso 
penal, la mujer extranjera, por sí misma o a través de representante, también podrá solicitar 
una autorización de residencia por circunstancias excepcionales a favor de sus hijos 
menores de edad o que tengan una discapacidad y no sean objetivamente capaces de 
proveer a sus propias necesidades, o una autorización de residencia y trabajo en caso de 
que fueran mayores de dieciséis años y se encuentren en España en el momento de la 
denuncia.

Sin perjuicio de lo anterior, la autoridad competente para otorgar la autorización por 
circunstancias excepcionales concederá una autorización provisional de residencia y trabajo 
a favor de la mujer extranjera y, en su caso, las autorizaciones de residencia provisionales a 
favor de sus hijos menores de edad o con discapacidad, o de residencia y trabajo si fueran 
mayores de dieciséis años, previstas en el párrafo anterior, que se encuentren en España en 
el momento de la denuncia. Las autorizaciones provisionales eventualmente concedidas 
concluirán en el momento en que se concedan o denieguen definitivamente las 
autorizaciones por circunstancias excepcionales.
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4. Cuando el procedimiento penal concluyera con una sentencia condenatoria o con una 
resolución judicial de la que se deduzca que la mujer ha sido víctima de violencia de género 
o de violencia sexual, incluido el archivo de la causa por encontrarse el investigado en 
paradero desconocido o el sobreseimiento provisional por expulsión del denunciado, se 
notificará a la interesada la concesión de las autorizaciones solicitadas. En el supuesto de 
que no se hubieran solicitado, se le informará de la posibilidad de concederlas, otorgándole 
un plazo para su solicitud.

Si del procedimiento penal concluido no pudiera deducirse la situación de violencia de 
género o sexual, se incoará el expediente administrativo sancionador por infracción del 
artículo 53.1.a) o se continuará, en el supuesto de que se hubiera suspendido inicialmente.

Artículo 32.  Residencia de larga duración.
1. La residencia de larga duración es la situación que autoriza a residir y trabajar en 

España indefinidamente, en las mismas condiciones que los españoles.
2. Tendrán derecho a residencia de larga duración los que hayan tenido residencia 

temporal en España durante cinco años de forma continuada, que reúnan las condiciones 
que se establezcan reglamentariamente. A los efectos de obtener la residencia de larga 
duración computarán los periodos de residencia previa y continuada en otros Estados 
miembros, como titular de la tarjeta azul de la UE. Se considerará que la residencia ha sido 
continuada aunque por períodos de vacaciones u otras razones que se establezcan 
reglamentariamente el extranjero haya abandonado el territorio nacional temporalmente.

3. Los extranjeros residentes de larga duración en otro Estado miembro de la Unión 
Europea podrán solicitar por sí mismos y obtener una autorización de residencia de larga 
duración en España cuando vayan a desarrollar una actividad por cuenta propia o ajena, o 
por otros fines, en las condiciones que se establezcan reglamentariamente. No obstante, en 
el supuesto de que los extranjeros residentes de larga duración en otro estado miembro de 
la Unión Europea deseen conservar el estatuto de residente de larga duración adquirido en 
el primer estado miembro, podrán solicitar y obtener una autorización de residencia temporal 
en España.

3 bis. Los extranjeros a quienes España u otro Estado miembro de la Unión Europea 
hubiese reconocido protección internacional y que se encuentren en España, podrán solicitar 
por sí mismos y obtener una autorización de residencia de larga duración en España en las 
condiciones que se establezcan reglamentariamente.

No se reconocerá la condición de residente de larga duración en España al beneficiario 
de protección internacional cuyo estatuto hubiese sido revocado, cesado, finalizado, o cuya 
renovación hubiese sido denegada, de acuerdo con las normas de la Unión Europea 
aplicables, y en las condiciones que se establezcan reglamentariamente.

4. Con carácter reglamentario se establecerán criterios para la concesión de otras 
autorizaciones de residencia de larga duración en supuestos individuales de especial 
vinculación con España.

5. La extinción de la residencia de larga duración se producirá en los casos siguientes:
a) Cuando la autorización se haya obtenido de manera fraudulenta.
b) Cuando se dicte una orden de expulsión en los casos previstos en la Ley.
c) Cuando se produzca la ausencia del territorio de la Unión Europea durante 12 meses 

consecutivos. Reglamentariamente se establecerán las excepciones a la pérdida de la 
autorización por este motivo, así como el procedimiento y requisitos para recuperar la 
autorización de residencia de larga duración.

d) Cuando se adquiera la residencia de larga duración en otro Estado miembro.
e) Cuando, obtenida la autorización por la persona a quien otro Estado miembro 

reconoció protección internacional, las autoridades de dicho Estado hubieran resuelto el 
cese o la revocación de la citada protección.

6. Las personas extranjeras que hayan perdido la condición de residentes de larga 
duración podrán recuperar dicho estatuto mediante un procedimiento simplificado que se 
desarrollará reglamentariamente.

Dicho procedimiento se aplicará sobre todo en el caso de personas que hayan residido 
en otro Estado miembro para la realización de estudios.
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Artículo 33.  Régimen de admisión a efectos de estudios, intercambio de alumnos, prácticas 
no laborales o servicios de voluntariado.

1. Podrá ser autorizado, en régimen de estancia, conforme a lo dispuesto en la presente 
ley, el extranjero que tenga como fin único o principal realizar una de las siguientes 
actividades de carácter no laboral:

a) Cursar o ampliar estudios.
b) Realizar actividades de investigación o formación, sin perjuicio del régimen especial 

de los investigadores.
c) Participar en programas de intercambio de alumnos en cualesquiera centros docentes 

o científicos, públicos o privados, oficialmente reconocidos.
d) Realizar prácticas no laborales.
e) Realizar servicios de voluntariado.
2. La vigencia de la autorización coincidirá con la duración del curso para el que esté 

matriculado, de los trabajos de investigación, del intercambio de alumnos, de las prácticas o 
del servicio de voluntariado. En el caso de los estudios superiores, en los supuestos en los 
que el solicitante vaya a estudiar más de un curso académico, la vigencia de la autorización 
coincidirá con la duración oficial de los estudios en las condiciones que reglamentariamente 
se determinen, que incluirán el mantenimiento y comprobación de los requisitos que dieron 
lugar al otorgamiento de la autorización.

3. La autorización se prorrogará con el límite de un año en cada prórroga en los términos 
y con los periodos de cada actividad de conformidad con su legislación específica siempre y 
cuando el titular demuestre que sigue reuniendo las condiciones requeridas en la 
autorización inicial y que cumple los requisitos exigidos con carácter general y los 
específicos de cada una de ellas.

4. Los extranjeros admitidos con fines de estudio, prácticas no laborales o voluntariado 
podrán ser autorizados para ejercer una actividad retribuida por cuenta propia o ajena, en la 
medida en que ello no limite la prosecución de los estudios o actividad asimilada, en los 
términos que reglamentariamente se determinen.

5. La realización de trabajo en una familia para compensar la estancia y mantenimiento 
en la misma, mientras se mejoran los conocimientos lingüísticos o profesionales se regulará 
de acuerdo con lo dispuesto en los acuerdos internacionales sobre colocación «au pair».

6. Se facilitará la entrada y permanencia en España, en los términos establecidos 
reglamentariamente, de los estudiantes extranjeros que participen en programas de la Unión 
Europea destinados a favorecer la movilidad con destino a la Unión o en la misma.

7. Todo extranjero, admitido en calidad de estudiante en otro Estado miembro de la 
Unión Europea, que solicite cursar parte de sus estudios ya iniciados o completar éstos en 
España podrá solicitar una autorización de estancia por estudios y obtenerla, si reúne los 
requisitos reglamentarios para ello, no siendo exigible el visado.

A fin de que todo extranjero admitido en calidad de estudiante en España pueda solicitar 
cursar parte de sus estudios ya iniciados o completar éstos en otro Estado miembro de la 
Unión Europea, las Autoridades españolas facilitarán la información oportuna sobre la 
permanencia de aquél en España, a instancia de las Autoridades competentes de dicho 
Estado miembro.

8. Se someten al régimen de estancia previsto en este artículo los extranjeros que 
cursen en España estudios de formación sanitaria especializada de acuerdo con la Ley 
44/2003, de 11 de noviembre, de profesiones sanitarias, salvo que ya contaran con una 
autorización de residencia previamente al inicio de los mismos, en cuyo caso podrán 
continuar en dicha situación.

Artículo 34.  Residencia de apátridas, indocumentados y refugiados.
1. El Ministro del Interior reconocerá la condición de apátrida a los extranjeros que 

manifestando que carecen de nacionalidad reúnen los requisitos previstos en la Convención 
sobre el Estatuto de Apátridas, hecha en Nueva York el 28 de septiembre de 1954, y les 
expedirá la documentación prevista en el artículo 27 de la citada Convención. El estatuto de 
apátrida comportará el régimen específico que reglamentariamente se determine.
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2. En cualquier caso, el extranjero que se presente en dependencias del Ministerio del 
Interior acreditando que no puede ser documentado por las autoridades de ningún país y que 
desea ser documentado por España, una vez verificada la pertinente información y siempre 
que concurran y se acrediten razones excepcionales de índole humanitaria, interés público o 
cumplimiento de compromisos adquiridos por España, podrá obtener, en los términos que 
reglamentariamente se determinen, un documento identificativo que acredite su inscripción 
en las referidas dependencias. En todo caso, se denegará la documentación solicitada 
cuando el peticionario esté incurso en alguno de los supuestos del artículo 26, o se haya 
dictado contra él una orden de expulsión.

3. La resolución favorable sobre la petición de asilo en España supondrá el 
reconocimiento de la condición de refugiado del solicitante, el cual tendrá derecho a residir 
en España y a desarrollar actividades laborales, profesionales y mercantiles de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la 
condición de refugiado, modificada por la Ley 9/1994, de 19 de mayo, y su normativa de 
desarrollo. Dicha condición supondrá su no devolución ni expulsión en los términos del 
artículo 33 de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, hecha en Ginebra el 28 de 
julio de 1951.

Artículo 35.  Menores no acompañados.
1. El Gobierno promoverá el establecimiento de Acuerdos de colaboración con los países 

de origen que contemplen, integradamente, la prevención de la inmigración irregular, la 
protección y el retorno de los menores no acompañados. Las Comunidades Autónomas 
serán informadas de tales Acuerdos.

2. Las Comunidades Autónomas podrán establecer acuerdos con los países de origen 
dirigidos a procurar que la atención e integración social de los menores se realice en su 
entorno de procedencia. Tales acuerdos deberán asegurar debidamente la protección del 
interés de los menores y contemplarán mecanismos para un adecuado seguimiento por las 
Comunidades Autónomas de la situación de los mismos.

3. En los supuestos en que los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado localicen a 
un extranjero indocumentado cuya minoría de edad no pueda ser establecida con seguridad, 
se le dará, por los servicios competentes de protección de menores, la atención inmediata 
que precise, de acuerdo con lo establecido en la legislación de protección jurídica del menor, 
poniéndose el hecho en conocimiento inmediato del Ministerio Fiscal, que dispondrá la 
determinación de su edad, para lo que colaborarán las instituciones sanitarias oportunas 
que, con carácter prioritario, realizarán las pruebas necesarias.

4. Determinada la edad, si se tratase de un menor, el Ministerio Fiscal lo pondrá a 
disposición de los servicios competentes de protección de menores de la Comunidad 
Autónoma en la que se halle.

5. La Administración del Estado solicitará informe sobre las circunstancias familiares del 
menor a la representación diplomática del país de origen con carácter previo a la decisión 
relativa a la iniciación de un procedimiento sobre su repatriación. Acordada la iniciación del 
procedimiento, tras haber oído al menor si tiene suficiente juicio, y previo informe de los 
servicios de protección de menores y del Ministerio Fiscal, la Administración del Estado 
resolverá lo que proceda sobre el retorno a su país de origen, a aquel donde se encontrasen 
sus familiares o, en su defecto, sobre su permanencia en España. De acuerdo con el 
principio de interés superior del menor, la repatriación al país de origen se efectuará bien 
mediante reagrupación familiar, bien mediante la puesta a disposición del menor ante los 
servicios de protección de menores, si se dieran las condiciones adecuadas para su tutela 
por parte de los mismos.

6. A los mayores de dieciséis y menores de dieciocho años se les reconocerá capacidad 
para actuar en el procedimiento de repatriación previsto en este artículo, así como en el 
orden jurisdiccional contencioso administrativo por el mismo objeto, pudiendo intervenir 
personalmente o a través del representante que designen.

Cuando se trate de menores de dieciséis años, con juicio suficiente, que hubieran 
manifestado una voluntad contraria a la de quien ostenta su tutela o representación, se 
suspenderá el curso del procedimiento, hasta el nombramiento del defensor judicial que les 
represente.
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7. Se considerará regular, a todos los efectos, la residencia de los menores que sean 
tutelados en España por una Administración Pública o en virtud de resolución judicial, por 
cualquier otra entidad. A instancia del organismo que ejerza la tutela y una vez que haya 
quedado acreditada la imposibilidad de retorno con su familia o al país de origen, se otorgará 
al menor una autorización de residencia, cuyos efectos se retrotraerán al momento en que el 
menor hubiere sido puesto a disposición de los servicios de protección de menores. La 
ausencia de autorización de residencia no impedirá el reconocimiento y disfrute de todos los 
derechos que le correspondan por su condición de menor.

8. La concesión de una autorización de residencia no será obstáculo para la ulterior 
repatriación cuando favorezca el interés superior del menor, en los términos establecidos en 
el apartado cuarto de este artículo.

9. Reglamentariamente se determinarán las condiciones que habrán de cumplir los 
menores tutelados que dispongan de autorización de residencia y alcancen la mayoría de 
edad para renovar su autorización o acceder a una autorización de residencia y trabajo 
teniendo en cuenta, en su caso, los informes positivos que, a estos efectos, puedan 
presentar las entidades públicas competentes referidos a su esfuerzo de integración, la 
continuidad de la formación o estudios que se estuvieran realizando, así como su 
incorporación, efectiva o potencial, al mercado de trabajo. Las Comunidades Autónomas 
desarrollarán las políticas necesarias para posibilitar la inserción de los menores en el 
mercado laboral cuando alcancen la mayoría de edad.

10. Los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado adoptarán las medidas técnicas 
necesarias para la identificación de los menores extranjeros indocumentados, con el fin de 
conocer las posibles referencias que sobre ellos pudieran existir en alguna institución pública 
nacional o extranjera encargada de su protección. Estos datos no podrán ser usados para 
una finalidad distinta a la prevista en este apartado.

11. La Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas podrán 
establecer convenios con organizaciones no gubernamentales, fundaciones y entidades 
dedicadas a la protección de menores, con el fin de atribuirles la tutela ordinaria de los 
menores extranjeros no acompañados.

Cada convenio especificará el número de menores cuya tutela se compromete a asumir 
la entidad correspondiente, el lugar de residencia y los medios materiales que se destinarán 
a la atención de los mismos.

Estará legitimada para promover la constitución de la tutela la Comunidad Autónoma 
bajo cuya custodia se encuentre el menor. A tales efectos, deberá dirigirse al juzgado 
competente que proceda en función del lugar en que vaya a residir el menor, adjuntando el 
convenio correspondiente y la conformidad de la entidad que vaya a asumir la tutela.

El régimen de la tutela será el previsto en el Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. Además, serán aplicables a los menores extranjeros no acompañados las restantes 
previsiones sobre protección de menores recogidas en el Código Civil y en la legislación 
vigente en la materia.

12. Las Comunidades Autónomas podrán llegar a acuerdos con las Comunidades 
Autónomas donde se encuentren los menores extranjeros no acompañados para asumir la 
tutela y custodia, con el fin de garantizar a los menores unas mejores condiciones de 
integración.

Artículo 35 bis.  Contingencia migratoria extraordinaria para la protección del interés 
superior de la infancia y la adolescencia migrante no acompañada.

1. La Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia podrá adoptar mediante Acuerdo 
por unanimidad tanto los requisitos para la declaración de la situación de contingencia 
migratoria extraordinaria para la protección del interés superior de la infancia y la 
adolescencia migrante no acompañada, como el Plan de respuesta a dicha situación, así 
como finalmente los criterios para la aplicación de dicho Plan, que incluirán, en todo caso, 
los necesarios para determinar en qué supuestos procede que se ordene el traslado de 
personas menores extranjeras no acompañadas de una comunidad o ciudad autónoma a 
otra por resolución de la persona que presida la Conferencia Sectorial de Infancia y 
Adolescencia, previa comunicación y acreditación de dicha contingencia por parte de la 
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comunidad o ciudad autónoma afectada. El Acuerdo, de adoptarse, debe ser único y recoger 
el conjunto de estos elementos.

En defecto de dicho acuerdo unánime, los requisitos para la declaración de la situación 
de contingencia migratoria extraordinaria para la protección del interés superior de la infancia 
y la adolescencia migrante no acompañada, el Plan de respuesta a dicha situación, y los 
criterios para la aplicación de dicho Plan se regularán de conformidad con lo dispuesto en 
esta ley.

2. Se declarará la situación de contingencia migratoria extraordinaria para la protección 
del interés superior de la infancia y la adolescencia migrante no acompañada en aquellas 
comunidades o ciudades autónomas cuyo sistema de protección y tutela de personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas exceda en ocupación tres veces su 
capacidad ordinaria en los términos de la disposición adicional undécima.

La aprobación de dicha declaración se realizará en un plazo máximo de cinco días 
naturales desde la comunicación por parte de la comunidad o ciudad autónoma afectada, y 
será trasladada al conjunto de integrantes de la Conferencia Sectorial de Infancia y 
Adolescencia.

3. Dicha situación de contingencia migratoria extraordinaria determinará que se 
establezca por el órgano competente de la Administración General del Estado cuál será la 
comunidad o ciudad autónoma a la que se traslade para su ubicación a la persona menor de 
edad extranjera no acompañada, en cada caso, en los términos previstos en los artículos 35 
ter y 35 quáter.

Artículo 35 ter.  Modelo de gestión de contingencias migratorias extraordinarias para la 
infancia y la adolescencia migrante no acompañada.

1. El Modelo de gestión de contingencias migratorias extraordinarias para la infancia y la 
adolescencia migrante no acompañada contendrá:

a) El conjunto de criterios objetivos para la determinación, por el órgano competente de 
la Administración General del Estado, de cuál será la ubicación de las personas menores de 
edad extranjeras no acompañadas en las diferentes comunidades o ciudades autónomas.

b) La regulación del mecanismo de derivación de las personas menores de edad 
extranjeras no acompañadas a otras comunidades o ciudades autónomas.

c) Los criterios para la determinación del número de plazas por comunidad autónoma o 
ciudad autónoma, para atender a las personas menores de edad extranjeras no 
acompañadas en caso de derivación.

2. En defecto del acuerdo unánime a que se refiere el artículo 35 bis.1, los criterios 
objetivos para la determinación, por el órgano competente de la Administración General del 
Estado, de cuál será la ubicación de las personas menores de edad extranjeras no 
acompañadas en las diferentes comunidades autónomas, serán los siguientes:

a) Un 50 por ciento de las niñas y niños en razón a la población de las comunidades o 
ciudades autónomas de acogida según los datos recogidos en la Estadística continua de 
población.

b) Un 13 por ciento de las niñas y niños en razón a la Renta disponible bruta per cápita 
de los hogares de las comunidades o ciudades autónomas de acogida, publicada por el 
Instituto Nacional de Estadística.

c) Un 15 por ciento en razón inversa a la Tasa de paro según la Encuesta de Población 
Activa del último cuatrimestre de las comunidades o ciudades autónomas de acogida.

d) Un 6 por ciento atendiendo al esfuerzo en atención a personas menores no 
acompañadas, valorando, en sentido inverso, el esfuerzo de la comunidad o ciudad 
autónoma en la atención a niñas, niños y adolescentes acogidos con base en los siguientes 
parámetros: promedio de niños, niñas y adolescentes extranjeros no acompañados 
atendidos en los últimos seis meses; ratio de niños, niñas y adolescentes extranjeros no 
acompañados por cada 100.000 habitantes de la población de la comunidad o ciudad 
autónoma.

e) Un 10 por ciento en razón inversa al dimensionamiento estructural de sistema de 
plazas de acogida estimado por el Ministerio de Juventud e Infancia, a partir de los 
acogimientos residenciales del Boletín de datos estadísticos de medidas de protección a la 
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infancia y la adolescencia (Boletín número 26), actualizados a 19 de febrero de 2025, con la 
información comunicada por comunidades autónomas. Se calculará en razón a la diferencia 
de plazas existentes con respecto al promedio deseable de disponer de una plaza por cada 
2.500 habitantes.

f) Un 2 por ciento en razón a su realidad de ciudad fronteriza estableciéndose una 
ponderación negativa a la Ciudad de Melilla del -100 % para atender a su situación 
fronteriza.

g) Un 2 por ciento en razón a la insularidad estableciéndose una ponderación negativa a 
Islas Baleares del -100 % para atender a su situación de insularidad.

h) Un 2 por ciento atendiendo a la dispersión de la población.

Artículo 35 quáter.  Plan de respuesta solidaria ante la situación de contingencia migratoria 
extraordinaria para la protección del interés superior de la infancia y la adolescencia 
migrante no acompañada.

1. El Plan de respuesta solidaria ante una situación de contingencia migratoria 
extraordinaria para la protección del interés superior de la infancia y la adolescencia 
migrante no acompañada (Plan de respuesta solidaria) recogerá el conjunto de actuaciones 
a desarrollar ante la declaración de una situación de esta naturaleza, y comprenderá las que 
se regulan en este artículo, las previstas en los criterios de aplicación del Plan de respuesta 
solidaria a que se refiere el artículo siguiente, las establecidas en el Protocolo Marco de 
Menores Extranjeros No Acompañados previsto en el reglamento de desarrollo de esta ley 
(Protocolo Marco), así como aquellas contempladas en la restante normativa de aplicación.

2. Declarada la situación de contingencia migratoria extraordinaria recogida en el artículo 
35 bis, si se localiza a una persona menor extranjera no acompañada se realizarán las 
actuaciones contenidas en el Protocolo Marco con las especialidades y plazos recogidos en 
este artículo. Tanto si su minoría de edad es indubitada, como si se trata de personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas indocumentadas cuya minoría de edad no 
pudiera ser establecida con seguridad, se procederá a realizar su reseña inmediata o a la 
mayor brevedad posible, y a su inscripción, si no estuvieran ya inscritos, en el Registro de 
Menores Extranjeros No Acompañados dentro de las veinticuatro horas siguientes desde 
que se realice esta reseña en la que se refleje la minoría de edad de la persona extranjera 
no acompañada, acreditada esta o no.

3. Mientras se mantenga la situación de contingencia migratoria extraordinaria recogida 
en el artículo 35 bis, la persona extranjera no acompañada, con independencia de que su 
minoría de edad sea indubitada o no pudiera ser establecida con seguridad, será trasladada 
en el plazo máximo de quince días naturales a contar desde la fecha de inscripción en el 
Registro de Menores Extranjeros No Acompañados, a la comunidad o ciudad autónoma de 
destino, que será la que corresponda de acuerdo con lo establecido en el artículo 35 
quinquies.

La propuesta de ubicación en una comunidad o ciudad autónoma se adoptará por el 
órgano competente de la Administración General del Estado de forma simultánea a su 
inscripción en el Registro de Menores Extranjeros No Acompañados.

4. La resolución de ubicación y traslado a una concreta comunidad o ciudad autónoma 
por el órgano competente de la Administración General del Estado será dictada dentro del 
plazo de quince días naturales desde su inscripción en el Registro de Menores Extranjeros 
No Acompañados, dentro de los cuales la persona menor afectada y la comunidad o ciudad 
autónoma de destino habrán de ser oídas, dando conocimiento al Ministerio Fiscal en 
garantía del interés superior del menor y de los derechos que le confiere el ordenamiento 
jurídico.

Asimismo, se garantiza la intervención del Ministerio Fiscal cuando así lo aprecie de 
oficio en cualesquiera de las actuaciones previstas en este artículo.

En todo caso, dicha resolución de ubicación y traslado deberá inscribirse en el Registro 
de Menores Extranjeros No Acompañados indicando la comunidad o ciudad autónoma de 
destino en la que será ubicada la persona menor extranjera.

5. En el supuesto de la persona menor extranjera no acompañada indocumentada cuya 
minoría de edad no pudiera ser establecida con seguridad al que se refiere el apartado 2, se 
practicarán en la comunidad o ciudad autónoma de destino las actuaciones del expediente 
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de determinación de edad a que se refiere el artículo 35.3, en su caso, y las restantes que 
procedan conforme a la normativa de aplicación y al Protocolo Marco.

6. En lo no previsto en este artículo se aplicará, en cuanto a las actuaciones a realizar 
tras la localización de personas extranjeras no acompañadas que sean indubitadamente 
menores de edad, o personas que no porten documentación cuya minoría de edad no pueda 
ser establecida con seguridad, el Protocolo Marco. Las entidades cuyo objeto se refiera total 
o parcialmente a la atención de personas menores extranjeras no acompañadas, así como 
las personas que actúen en su representación o encuadradas en su actividad de manera 
habitual, estarán obligadas a poner en conocimiento de la autoridad correspondiente la 
localización de personas menores de edad extranjeras no acompañadas a fin de que pueda 
procederse en los términos del referido Protocolo Marco respecto de las mismas.

7. En los criterios de aplicación del Plan de respuesta solidaria se incluirán las medidas 
que se estimen necesarias para establecer una financiación suficiente para el mismo.

8. Se entregará a las personas menores de edad extranjeras no acompañadas si su 
grado de madurez lo permite, o a sus representantes legales en otro caso, una certificación 
de los datos que consten en el Registro de Menores Extranjeros No Acompañados que les 
afecten, incluyendo los datos correspondientes a su identidad y la comunidad o ciudad 
autónoma a la que se encuentren asignados.

Artículo 35 quinquies.  Criterios de aplicación del Plan de respuesta solidaria ante la 
situación de contingencia migratoria extraordinaria para la infancia y la adolescencia 
migrante no acompañada.

1. En defecto del acuerdo unánime de la Conferencia Sectorial de Infancia y 
Adolescencia a que se refiere el artículo 35 bis.1, los criterios de aplicación del Plan de 
respuesta solidaria serán adoptados en el seno de la Conferencia Sectorial de Infancia y 
Adolescencia en ejercicio de las funciones de coordinación de la Administración General del 
Estado, en los términos del artículo 151.2.a) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Los órganos competentes de las comunidades o ciudades autónomas deberán realizar 
las actuaciones necesarias para garantizar la atención a las personas menores de edad 
extranjeras no acompañadas que deban ubicarse en su territorio en los plazos previstos por 
los criterios de aplicación aprobados en el seno de la Conferencia Sectorial de Infancia y 
Adolescencia de acuerdo con la resolución a la que se refiere el artículo 35 quáter.4.

2. Dicho acuerdo recogerá los criterios objetivos para la determinación de la reasignación 
territorial de las personas menores de edad extranjeras no acompañadas, así como la 
asignación de la tutela y custodia por parte de los servicios de protección de las 
comunidades o ciudades autónomas en las que hayan sido redistribuidas.

3. Los criterios de aplicación del Plan de respuesta solidaria, una vez aprobados, serán 
comunicados por la Secretaría de la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia a 
todas las comunidades y ciudades autónomas afectadas por conducto de las personas 
titulares de la Consejerías competentes en materia de juventud e infancia, quienes darán 
traslado, a su vez, a los servicios de su titularidad, así como a otras Administraciones de su 
territorio que pudieran resultar afectadas y al Ministerio Fiscal.

4. En cuanto al régimen de tutela, guarda y acogimiento de las personas menores de 
edad extranjeras no acompañadas se estará a lo dispuesto en la legislación civil. Las 
personas menores de edad extranjeras no acompañadas que se desplacen, sin autorización, 
fuera del territorio de la comunidad o ciudad autónoma titular de su guarda o tutela podrán 
ser conducidas nuevamente por los servicios competentes, una vez localizadas, a su 
territorio y, en cualquier caso, deberán ser puestas a disposición de la autoridad 
correspondiente.

5. Las actuaciones a desarrollar por los órganos competentes de las comunidades o 
ciudades autónomas en ejecución del Plan de respuesta solidaria y de sus criterios de 
aplicación podrán ser ejercidas en el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco por 
las Diputaciones Forales de los Territorios Históricos de acuerdo con la distribución de 
competencias que se derive de su propia normativa de aplicación. A estos efectos, podrán 
participar en la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia en los términos que 
establezca la legislación autonómica.
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CAPÍTULO III
De las autorizaciones para la realización de actividades lucrativas

Artículo 36.  Autorización de residencia y trabajo.
1. Los extranjeros mayores de dieciséis años precisarán, para ejercer cualquier actividad 

lucrativa, laboral o profesional, de la correspondiente autorización administrativa previa para 
residir y trabajar. La autorización de trabajo se concederá conjuntamente con la de 
residencia, salvo en los supuestos de penados extranjeros que se hallen cumpliendo 
condenas o en otros supuestos excepcionales que se determinen reglamentariamente.

2. La eficacia de la autorización de residencia y trabajo inicial se condicionará al alta del 
trabajador en la Seguridad Social. La Entidad Gestora comprobará en cada caso la previa 
habilitación de los extranjeros para residir y realizar la actividad.

3. Cuando el extranjero se propusiera trabajar por cuenta propia o ajena, ejerciendo una 
profesión para la que se exija una titulación especial, la concesión de la autorización se 
condicionará a la tenencia y, en su caso, homologación del título correspondiente y, si las 
leyes así lo exigiesen, a la colegiación.

4. Para la contratación de un extranjero, el empleador deberá solicitar la autorización a 
que se refiere el apartado 1 del presente artículo, que en todo caso deberá acompañarse del 
contrato de trabajo que garantice una actividad continuada durante el periodo de vigencia de 
la autorización.

5. La carencia de la autorización de residencia y trabajo, sin perjuicio de las 
responsabilidades del empresario a que dé lugar, incluidas las de Seguridad Social, no 
invalidará el contrato de trabajo respecto a los derechos del trabajador extranjero, ni será 
obstáculo para la obtención de las prestaciones derivadas de supuestos contemplados por 
los convenios internacionales de protección a los trabajadores u otras que pudieran 
corresponderle, siempre que sean compatibles con su situación. En todo caso, el trabajador 
que carezca de autorización de residencia y trabajo no podrá obtener prestaciones por 
desempleo.

Salvo en los casos legalmente previstos, el reconocimiento de una prestación no 
modificará la situación administrativa del extranjero.

6. En la concesión inicial de la autorización administrativa para trabajar podrán aplicarse 
criterios especiales para determinadas nacionalidades en función del principio de 
reciprocidad.

7. No se concederá autorización para residir y realizar una actividad lucrativa, laboral o 
profesional, a los extranjeros que, en el marco de un programa de retorno voluntario a su 
país de origen, se hubieran comprometido a no retornar a España durante un plazo 
determinado en tanto no hubiera transcurrido dicho plazo.

8. Reglamentariamente se determinarán las condiciones y requisitos para hacer posible 
la participación de trabajadores extranjeros en sociedades anónimas laborales y sociedades 
cooperativas.

Artículo 37.  Autorización de residencia y trabajo por cuenta propia.
1. Para la realización de actividades económicas por cuenta propia habrá de acreditarse 

el cumplimiento de todos los requisitos que la legislación vigente exige a los nacionales para 
la apertura y funcionamiento de la actividad proyectada, así como los relativos a la 
suficiencia de la inversión y la potencial creación de empleo, entre otros que 
reglamentariamente se establezcan.

2. La autorización inicial de residencia y trabajo por cuenta propia se limitará a un ámbito 
geográfico no superior al de una Comunidad Autónoma, y a un sector de actividad. Su 
duración se determinará reglamentariamente.

3. La concesión de la autorización inicial de trabajo, en necesaria coordinación con la 
que corresponde al Estado en materia de residencia, corresponderá a las Comunidades 
Autónomas de acuerdo con las competencias asumidas en los correspondientes Estatutos.
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Artículo 38.  Autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena.
1. Para la concesión inicial de la autorización de residencia y trabajo, en el caso de 

trabajadores por cuenta ajena, se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo.
2. La situación nacional de empleo será determinada por el Servicio Público de Empleo 

Estatal con la información proporcionada por las Comunidades Autónomas y con aquella 
derivada de indicadores estadísticos oficiales y quedará plasmada en el Catálogo de 
Ocupaciones de Difícil Cobertura. Dicho catálogo contendrá una relación de empleos 
susceptibles de ser satisfechos a través de la contratación de trabajadores extranjeros y será 
aprobado previa consulta de la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración.

Igualmente, se entenderá que la situación nacional de empleo permite la contratación en 
ocupaciones no catalogadas cuando de la gestión de la oferta se concluya la insuficiencia de 
demandantes de empleo adecuados y disponibles. Reglamentariamente se determinarán los 
requisitos mínimos para considerar que la gestión de la oferta de empleo es considerada 
suficiente a estos efectos.

3. El procedimiento de concesión de la autorización de residencia y trabajo inicial, sin 
perjuicio de los supuestos previstos cuando el extranjero que se halle en España se 
encuentre habilitado para solicitar u obtener una autorización de residencia y trabajo, se 
basará en la solicitud de cobertura de un puesto vacante, presentada por un empresario o 
empleador ante la autoridad competente, junto con el contrato de trabajo y el resto de 
documentación exigible, ofrecido al trabajador extranjero residente en un tercer país. 
Verificado el cumplimiento de los requisitos, la autoridad competente expedirá una 
autorización cuya eficacia estará condicionada a que el extranjero solicite el correspondiente 
visado y que, una vez en España, se produzca el alta del trabajador en la Seguridad Social.

4. El empresario o empleador estará obligado a comunicar el desistimiento de la solicitud 
de autorización si, mientras se resolviera la autorización o el visado, desapareciera la 
necesidad de contratación del extranjero o se modificasen las condiciones del contrato de 
trabajo que sirvió de base a la solicitud. Asimismo, cuando el extranjero habilitado se hallase 
en España deberá registrar en los Servicios Públicos de Empleo el contrato de trabajo que 
dio lugar a la solicitud y formalizar el alta del trabajador en la Seguridad Social, y si no 
pudiera iniciarse la relación laboral, el empresario o empleador estará obligado a 
comunicarlo a las autoridades competentes.

5. La autorización inicial de residencia y trabajo se limitará, salvo en los casos previstos 
por la Ley y los Convenios Internacionales firmados por España, a un determinado territorio y 
ocupación. Su duración se determinará reglamentariamente.

6. La autorización de residencia y trabajo se renovará a su expiración:
a) Cuando persista o se renueve el contrato de trabajo que motivó su concesión inicial, o 

cuando se cuente con un nuevo contrato.
b) Cuando por la autoridad competente, conforme a la normativa de la Seguridad Social, 

se hubiera otorgado una prestación contributiva por desempleo.
c) Cuando el extranjero sea beneficiario de una prestación económica asistencial de 

carácter público destinada a lograr su inserción social o laboral.
d) Cuando concurran otras circunstancias previstas reglamentariamente, en particular, 

los supuestos de extinción del contrato de trabajo o suspensión de la relación laboral como 
consecuencia de ser víctima de violencia de género.

7. A partir de la primera concesión, las autorizaciones se concederán sin limitación 
alguna de ámbito geográfico u ocupación.

8. La concesión de la autorización inicial de trabajo, en necesaria coordinación con la 
que corresponde al Estado en materia de residencia, corresponderá a las Comunidades 
Autónomas de acuerdo con las competencias asumidas en los correspondientes Estatutos.

Artículo 38 bis.  Régimen especial de los investigadores.
(Derogado).

Artículo 38 ter.  Residencia y trabajo de profesionales altamente cualificados.
(Derogado).
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Artículo 39.  Gestión colectiva de contrataciones en origen.
1. El Ministerio de Trabajo e Inmigración, teniendo en cuenta la situación nacional de 

empleo, podrá aprobar una previsión anual de las ocupaciones y, en su caso, de las cifras 
previstas de empleos que se puedan cubrir a través de la gestión colectiva de contrataciones 
en origen en un período determinado, a los que sólo tendrán acceso aquellos que no se 
hallen o residan en España. Asimismo, podrá establecer un número de visados para 
búsqueda de empleo en las condiciones que se determinen, dirigidos a hijos o nietos de 
español de origen o a determinadas ocupaciones. La mencionada previsión tendrá en cuenta 
las propuestas que, previa consulta de los agentes sociales en su ámbito correspondiente, 
sean realizadas por las Comunidades Autónomas, y será adoptada previa consulta de la 
Comisión Laboral Tripartita de Inmigración.

2. El procedimiento de concesión de la autorización inicial de residencia y trabajo 
mediante tramitación colectiva de los contratos en origen, estará basado en la gestión 
simultánea de una pluralidad de autorizaciones, presentadas por uno o varios empleadores, 
respecto de trabajadores seleccionados en sus países, con la participación, en su caso, de 
las autoridades competentes. En la gestión del mismo se actuará coordinadamente con las 
Comunidades Autónomas competentes para la concesión de la autorización de trabajo 
inicial.

3. Las ofertas de empleo realizadas a través de este procedimiento se orientarán 
preferentemente hacia los países con los que España haya firmado acuerdos sobre 
regulación de flujos migratorios.

Artículo 40.  Supuestos específicos de exención de la situación nacional de empleo.
1. No se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo cuando el contrato de trabajo 

vaya dirigido a:
a) Los familiares reagrupados en edad laboral, o el cónyuge o hijo de extranjero 

residente en España con una autorización renovada, así como al hijo de español 
nacionalizado o de ciudadanos de otros Estados miembros de la Unión Europea y de otros 
Estados parte en el Espacio Económico Europeo, siempre que estos últimos lleven, como 
mínimo, un año residiendo legalmente en España y al hijo no le sea de aplicación el régimen 
comunitario.

b) Los titulares de una autorización previa de trabajo que pretendan su renovación.
c) Los trabajadores necesarios para el montaje por renovación de una instalación o 

equipos productivos.
d) Los que hubieran gozado de la condición de refugiados, durante el año siguiente a la 

cesación de la aplicación de la Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951, sobre el 
Estatuto de los Refugiados, por los motivos recogidos en el supuesto 5 de la sección C de su 
artículo 1.

e) Los que hubieran sido reconocidos como apátridas y los que hubieran perdido la 
condición de apátridas el año siguiente a la terminación de dicho estatuto.

f) Los extranjeros que tengan a su cargo ascendientes o descendientes de nacionalidad 
española.

g) Los extranjeros nacidos y residentes en España.
h) Los hijos o nietos de español de origen.
i) Los menores extranjeros en edad laboral con autorización de residencia que sean 

tutelados por la entidad de protección de menores competente, para aquellas actividades 
que, a criterio de la mencionada entidad, favorezcan su integración social, y una vez 
acreditada la imposibilidad de retorno con su familia o al país de origen.

j) Los extranjeros que obtengan la autorización de residencia por circunstancias 
excepcionales en los supuestos que se determinen reglamentariamente y, en todo caso, 
cuando se trate de víctimas de violencia de género o de trata de seres humanos.

k) Los extranjeros que hayan sido titulares de autorizaciones de trabajo para actividades 
de temporada, durante dos años naturales, y hayan retornado a su país.

l) Los extranjeros que hayan renunciado a su autorización de residencia y trabajo en 
virtud de un programa de retorno voluntario.
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2. Tampoco se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo, en las condiciones que 
se determinen reglamentariamente para:

a) La cobertura de puestos de confianza y directivos de empresas.
b) Los profesionales altamente cualificados, incluyendo técnicos y científicos contratados 

por entidades públicas, universidades o centros de investigación, desarrollo e innovación 
dependientes de empresas, sin perjuicio de la aplicación del régimen específico de 
autorización aplicable de conformidad con la presente Ley.

c) Los trabajadores en plantilla de una empresa o grupo de empresas en otro país que 
pretendan desarrollar su actividad laboral para la misma empresa o grupo en España.

d) Los artistas de reconocido prestigio.

Artículo 41.  Excepciones a la autorización de trabajo.
1. No será necesaria la obtención de autorización de trabajo para el ejercicio de las 

actividades siguientes:
a) Los técnicos y científicos extranjeros, invitados o contratados, por el Estado, las 

comunidades autónomas o los entes locales o los organismos que tengan por objeto la 
promoción y desarrollo de la investigación promovidos o participados mayoritariamente por 
las anteriores.

b) Los profesores extranjeros invitados o contratados por una universidad española.
c) El personal directivo y el profesorado extranjeros, de instituciones culturales y 

docentes dependientes de otros Estados, o privadas, de acreditado prestigio, oficialmente 
reconocidas por España, que desarrollen en nuestro país programas culturales y docentes 
de sus países respectivos, en tanto limiten su actividad a la ejecución de tales programas.

d) Los funcionarios civiles o militares de las Administraciones estatales extranjeras que 
vengan a España para desarrollar actividades en virtud de acuerdos de cooperación con la 
Administración española.

e) Los corresponsales de medios de comunicación social extranjeros, debidamente 
acreditados, para el ejercicio de la actividad informativa.

f) Los miembros de misiones científicas internacionales que realicen trabajos e 
investigaciones en España, autorizados por el Estado.

g) Los artistas que vengan a España a realizar actuaciones concretas que no supongan 
una actividad continuada.

h) Los ministros, religiosos o representantes de las diferentes iglesias y confesiones, 
debidamente inscritas en el Registro de Entidades Religiosas, en tanto limiten su actividad a 
funciones estrictamente religiosas.

i) Los extranjeros que formen parte de los órganos de representación, gobierno y 
administración de los sindicatos homologados internacionalmente, siempre que limiten su 
actividad a funciones estrictamente sindicales.

j) Los menores extranjeros en edad laboral tutelados por la entidad de protección de 
menores competente, para aquellas actividades que, a propuesta de la mencionada entidad, 
mientras permanezcan en esa situación, favorezcan su integración social.

2. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para acreditar la excepción. En 
todo caso, este procedimiento será el mismo tanto para el personal de instituciones públicas 
como de organismos promovidos o participados mayoritariamente por una Administración 
pública.

Artículo 42.  Régimen especial de los trabajadores de temporada.
1. El Gobierno regulará reglamentariamente la autorización de residencia y trabajo para 

los trabajadores extranjeros en actividades de temporada o campaña que les permita la 
entrada y salida del territorio nacional, así como la documentación de su situación, de 
acuerdo con las características de las citadas campañas y la información que le suministren 
las Comunidades Autónomas donde se promuevan.

2. Para conceder las autorizaciones de residencia y trabajo deberá garantizarse que los 
trabajadores temporeros serán alojados en condiciones de dignidad e higiene adecuadas.
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3. Las Administraciones públicas promoverán la asistencia de los servicios sociales 
adecuados.

4. Las ofertas de empleo de temporada se orientarán preferentemente hacia los países 
con los que España haya firmado acuerdos sobre regulación de flujos migratorios.

5. Las Comunidades Autónomas, los Ayuntamientos y los agentes sociales promoverán 
los circuitos que permitan la concatenación de los trabajadores de temporada, en 
colaboración con la Administración General del Estado.

6. Reglamentariamente se determinarán las condiciones para que los trabajadores en 
plantilla de una empresa o grupo de empresas que desarrollen su actividad en otro país 
puedan ser autorizados a trabajar temporalmente en España para la misma empresa o 
grupo.

Artículo 43.  Trabajadores transfronterizos y prestación transnacional de servicios.
1. Los trabajadores extranjeros que, residiendo en la zona limítrofe, desarrollen su 

actividad en España y regresen a su lugar de residencia diariamente deberán obtener la 
correspondiente autorización administrativa, con los requisitos y condiciones con que se 
conceden las autorizaciones de régimen general, siéndoles de aplicación en cuanto a los 
derechos de seguridad social lo establecido en el artículo 14.1 de esta Ley

2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones para la autorización de 
residencia y trabajo en el marco de prestaciones transnacionales de servicios, de acuerdo 
con la normativa vigente.

CAPÍTULO IV
De las tasas por autorizaciones administrativas y por tramitación de las 

solicitudes de visado y de los precios públicos

Artículo 44.  Hecho imponible.
1. Las tasas se regirán por la presente Ley y por las demás fuentes normativas que para 

las tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios 
Públicos.

2. Constituye el hecho imponible de las tasas la tramitación de las autorizaciones 
administrativas y de los documentos de identidad previstos en esta Ley, así como de sus 
prórrogas, modificaciones y renovaciones; en particular:

a) La tramitación de autorizaciones para la prórroga de la estancia en España.
b) La tramitación de las autorizaciones para residir en España.
c) La tramitación de autorizaciones de trabajo, salvo que se trate de autorizaciones para 

un período inferior a seis meses.
d) La tramitación de tarjetas de identidad de extranjeros.
e) La tramitación de documentos de identidad a indocumentados.
f) La tramitación de visado.
3. Se podrán establecer precios públicos por la prestación de servicios de tramitación de 

visados por parte de proveedores de servicios externos, de conformidad con la normativa 
aplicable.

Artículo 45.  Devengo.
1. Las tasas se devengarán cuando se solicite la autorización, la prórroga, la 

modificación, la renovación, o el visado.
En el caso de las Comunidades Autónomas que tengan traspasadas las competencias 

en materia de autorización de trabajo, les corresponderá el devengo del rendimiento de las 
tasas.

2. En los casos de autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena a favor de 
trabajadores de servicio doméstico de carácter parcial o discontinuo, el devengo de la tasa 
se producirá en el momento de afiliación y/o alta del trabajador en la Seguridad Social.
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3. En los casos de renovación de la autorización de residencia y trabajo por cuenta 
ajena, en ausencia de empleador, y cuando se trate de trabajadores de servicio doméstico 
de carácter parcial o discontinuo, el devengo de la tasa se producirá en el momento de alta 
del trabajador en la Seguridad Social.

4. El importe de las tasas se establecerá por orden ministerial de los departamentos 
competentes. Cuando las Comunidades Autónomas tengan traspasadas las competencias 
en materia de autorización inicial de trabajo, éstas se regirán por la legislación 
correspondiente.

Artículo 46.  Sujetos pasivos.
1. Serán sujetos pasivos de las tasas los solicitantes de visado y las personas en cuyo 

favor se concedan las autorizaciones o se expidan los documentos previstos en el artículo 
44, salvo en las autorizaciones de trabajo por cuenta ajena, en cuyo caso será sujeto pasivo 
el empleador o empresario, excepto en el supuesto de relaciones laborales en el sector del 
servicio doméstico de carácter parcial o discontinuo, en que lo será el propio trabajador.

2. Será nulo todo pacto por el que el trabajador por cuenta ajena asuma la obligación de 
pagar en todo o en parte el importe de las tasas establecidas.

Artículo 47.  Exención.
No vendrán obligados al pago de las tasas por la concesión de las autorizaciones para 

trabajar los nacionales iberoamericanos, filipinos, andorranos, ecuatoguineanos, los 
sefardíes, los hijos y nietos de español o española de origen, y los extranjeros nacidos en 
España cuando pretendan realizar una actividad lucrativa, laboral o profesional, por cuenta 
propia.

Las solicitudes de visado presentadas por nacionales de terceros países beneficiarios de 
derecho comunitario en materia de libre circulación y residencia estarán exentas del pago de 
las tasas de tramitación.

Las entidades públicas de protección de menores estarán exentas del pago de las tasas 
derivadas de las autorizaciones que están obligadas a solicitar para éstos en ejercicio de la 
representación legal que de ellos ostentan.

En aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, quedarán exentos del pago 
de la tasa relativa a visados de tránsito o estancia, los niños menores de seis años; los 
investigadores nacionales de terceros países que se desplacen con fines de investigación 
científica en los términos establecidos por la Recomendación 2005/761/CE, del Parlamento y 
del Consejo; y los representantes de organizaciones sin ánimo de lucro que no sean 
mayores de 25 años y vayan a participar en seminarios, conferencias o acontecimientos 
deportivos o educativos, organizados por organizaciones sin ánimo de lucro.

Artículo 48.  Cuantía de las tasas.
1. El importe de las tasas se establecerá por Orden ministerial de los Departamentos 

competentes, sin perjuicio de lo dispuesto por la normativa comunitaria en relación con 
procedimientos de solicitud de visados de tránsito o estancia.

2. Las normas que determinen la cuantía de las tasas deberán ir acompañadas de una 
memoria económico-financiera sobre el coste de la actividad de que se trate y sobre la 
justificación de la cuantía propuesta, la cual deberá ajustarse a lo establecido en los artículos 
7 y 19.2 de la Ley 8/1989, de 13 de abril.

3. Se consideran elementos y criterios esenciales de cuantificación que sólo podrán 
modificarse mediante norma del mismo rango, los siguientes:

a) En la tramitación de la solicitud de visado, los gastos administrativos de tramitación, la 
limitación de los efectos del visado de tránsito aeroportuario, la duración de la estancia, el 
número de entradas autorizadas, el carácter de la residencia, así como, en su caso, el hecho 
de que se expida en frontera. También se tendrán en cuenta los costes complementarios que 
se originen por la expedición de visados, cuando, a petición del interesado, deba hacerse 
uso de procedimientos tales como mensajería, correo electrónico, correo urgente, telefax, 
telegrama o conferencia telefónica.
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b) En la concesión de autorizaciones para la prórroga de estancia en España, la duración 
de la prórroga.

c) En la concesión de autorizaciones de residencia, la duración de la autorización, así 
como su carácter definitivo o temporal, y, dentro de estas últimas, el hecho de que se trate 
de la primera o ulteriores concesiones o sus renovaciones.

d) En la concesión de autorizaciones de trabajo, la duración de la misma, su extensión y 
ámbito, el carácter y las modalidades de la relación por cuenta ajena, así como, en su caso, 
el importe del salario pactado.

e) En la expedición de tarjetas de identidad de extranjeros, la duración de la autorización 
y el hecho de que se trate de la primera o ulteriores concesiones o sus renovaciones.

En todo caso, será criterio cuantitativo de las tasas el carácter individual o colectivo de 
las autorizaciones, prórrogas, modificaciones o renovaciones.

4. Los importes de las tasas por tramitación de la solicitud de visado se adecuarán a la 
revisión que proceda por aplicación del derecho comunitario. Se acomodarán, asimismo, al 
importe que pueda establecerse por aplicación del principio de reciprocidad.

Artículo 49.  Gestión, recaudación y autoliquidación.
1. La gestión y recaudación de las tasas corresponderá a los órganos competentes para 

la concesión de las autorizaciones, modificaciones, renovaciones y prórrogas, la expedición 
de la documentación a que se refiere el artículo 44 y la tramitación de la solicitud de visado.

2. Los sujetos pasivos de las tasas estarán obligados a practicar operaciones de 
autoliquidación tributaria y a realizar el ingreso de su importe en el Tesoro cuando así se 
prevea reglamentariamente.

TÍTULO III
De las infracciones en materia de extranjería y su régimen sancionador

Artículo 50.  La potestad sancionadora.
El ejercicio de la potestad sancionadora por la comisión de las infracciones 

administrativas previstas en la presente Ley Orgánica, se ajustará a la dispuesto en la misma 
y en sus disposiciones de desarrollo, y en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 51.  Tipos de infracciones.
1. Incurrirán en responsabilidad administrativa quienes sean autores o participen en 

cualquiera de las infracciones tipificadas en los artículos siguientes.
2. Las infracciones administrativas establecidas en la presente Ley Orgánica se 

clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 52.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
a) La omisión o el retraso en la comunicación a las autoridades españolas de los 

cambios de nacionalidad, de estado civil o de domicilio, así como de otras circunstancias 
determinantes de su situación laboral cuando les sean exigibles por la normativa aplicable.

b) El retraso, hasta tres meses, en la solicitud de renovación de las autorizaciones una 
vez hayan caducado.

c) Encontrarse trabajando en España sin haber solicitado autorización administrativa 
para trabajar por cuenta propia, cuando se cuente con autorización de residencia temporal.

d) Encontrarse trabajando en una ocupación, sector de actividad, o ámbito geográfico no 
contemplado por la autorización de residencia y trabajo de la que se es titular.

e) La contratación de trabajadores cuya autorización no les habilita para trabajar en esa 
ocupación o ámbito geográfico, incurriéndose en una infracción por cada uno de los 
trabajadores extranjeros ocupados.
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f) La ausencia de comunicación a la autoridad pública por parte de las entidades cuyo 
objeto se refiera total o parcialmente a la atención de personas menores de edad extranjeras 
no acompañadas, así como de las personas que actúen en su representación o encuadradas 
en su actividad de manera habitual, de la localización de personas menores de edad 
extranjeras no acompañadas a fin de que pueda procederse en consecuencia.

Artículo 53.  Infracciones graves.
1. Son infracciones graves:
a) Encontrarse irregularmente en territorio español, por no haber obtenido la prórroga de 

estancia, carecer de autorización de residencia o tener caducada más de tres meses la 
mencionada autorización, y siempre que el interesado no hubiere solicitado la renovación de 
la misma en el plazo previsto reglamentariamente.

b) Encontrarse trabajando en España sin haber obtenido autorización de trabajo o 
autorización administrativa previa para trabajar, cuando no cuente con autorización de 
residencia válida.

c) Incurrir en ocultación dolosa o falsedad grave en el cumplimiento de la obligación de 
poner en conocimiento de las autoridades competentes los cambios que afecten a 
nacionalidad, estado civil o domicilio, así como incurrir en falsedad en la declaración de los 
datos obligatorios para cumplimentar el alta en el padrón municipal a los efectos previstos en 
esta Ley, siempre que tales hechos no constituyan delito. Cuando cualquier autoridad tuviera 
conocimiento de una posible infracción por esta causa, lo pondrá en conocimiento de las 
autoridades competentes con el fin de que pueda instruirse el oportuno expediente 
sancionador.

d) El incumplimiento de las medidas impuestas por razón de seguridad pública, de 
presentación periódica o de alejamiento de fronteras o núcleos de población concretados 
singularmente, de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley.

e) La comisión de una tercera infracción leve, siempre que en un plazo de un año 
anterior hubiera sido sancionado por dos faltas leves de la misma naturaleza.

f) La participación por el extranjero en la realización de actividades contrarias al orden 
público previstas como graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre 
Protección de la Seguridad Ciudadana.

g) Las salidas del territorio español por puestos no habilitados, sin exhibir la 
documentación prevista o contraviniendo las prohibiciones legalmente impuestas.

h) Incumplir la obligación del apartado 2 del artículo 4.
2. También son infracciones graves:
a) No dar de alta, en el Régimen de la Seguridad Social que corresponda, al trabajador 

extranjero cuya autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena hubiera solicitado, o no 
registrar el contrato de trabajo en las condiciones que sirvieron de base a la solicitud, cuando 
el empresario tenga constancia de que el trabajador se halla legalmente en España 
habilitado para el comienzo de la relación laboral. No obstante, estará exento de esta 
responsabilidad el empresario que comunique a las autoridades competentes la 
concurrencia de razones sobrevenidas que puedan poner en riesgo objetivo la viabilidad de 
la empresa o que, conforme a la legislación, impidan el inicio de dicha relación.

b) Contraer matrimonio, simular relación afectiva análoga o constituirse en representante 
legal de un menor, cuando dichas conductas se realicen con ánimo de lucro o con el 
propósito de obtener indebidamente un derecho de residencia, siempre que tales hechos no 
constituyan delito.

c) Promover la permanencia irregular en España de un extranjero, cuando su entrada 
legal haya contado con una invitación expresa del infractor y continúe a su cargo una vez 
transcurrido el período de tiempo permitido por su visado o autorización. Para graduar la 
sanción se tendrán en cuenta las circunstancias personales y familiares concurrentes.

d) Consentir la inscripción de un extranjero en el Padrón Municipal por parte del titular de 
una vivienda habilitado para tal fin, cuando dicha vivienda no constituya el domicilio real del 
extranjero. Se incurrirá en una infracción por cada persona indebidamente inscrita.
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Artículo 54.  Infracciones muy graves.
1. Son infracciones muy graves:
a) Participar en actividades contrarias a la seguridad nacional o que pueden perjudicar 

las relaciones de España con otros países, o estar implicados en actividades contrarias al 
orden público previstas como muy graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, 
sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.

b) Inducir, promover, favorecer o facilitar con ánimo de lucro, individualmente o formando 
parte de una organización, la inmigración clandestina de personas en tránsito o con destino 
al territorio español o su permanencia en el mismo, siempre que el hecho no constituya 
delito.

c) La realización de conductas de discriminación por motivos raciales, étnicos, 
nacionales o religiosos, en los términos previstos en el artículo 23 de la presente Ley, 
siempre que el hecho no constituya delito.

d) La contratación de trabajadores extranjeros sin haber obtenido con carácter previo la 
correspondiente autorización de residencia y trabajo, incurriéndose en una infracción por 
cada uno de los trabajadores extranjeros ocupados, siempre que el hecho no constituya 
delito.

e) Realizar, con ánimo de lucro, la infracción prevista en la letra d) del apartado 2 del 
artículo anterior.

f) Simular la relación laboral con un extranjero, cuando dicha conducta se realice con 
ánimo de lucro o con el propósito de obtener indebidamente derechos reconocidos en esta 
Ley, siempre que tales hechos no constituyan delito.

g) La comisión de una tercera infracción grave siempre que en un plazo de un año 
anterior hubiera sido sancionado por dos faltas graves de la misma naturaleza.

2. También son infracciones muy graves:
a) El incumplimiento de las obligaciones previstas para los transportistas en el artículo 

66, apartados 1 y 2.
b) El transporte de extranjeros por vía aérea, marítima o terrestre, hasta el territorio 

español, por los sujetos responsables del transporte, sin que hubieran comprobado la validez 
y vigencia, tanto de los pasaportes, títulos de viaje o documentos de identidad pertinentes, 
como, en su caso, del correspondiente visado, de los que habrán de ser titulares los citados 
extranjeros.

c) El incumplimiento de la obligación que tienen los transportistas de hacerse cargo sin 
pérdida de tiempo del extranjero o transportado que, por deficiencias en la documentación 
antes citada, no haya sido autorizado a entrar en España, así como del extranjero 
transportado en tránsito que no haya sido trasladado a su país de destino o que hubiera sido 
devuelto por las autoridades de éste, al no autorizarle la entrada.

Esta obligación incluirá los gastos de mantenimiento del citado extranjero y, si así lo 
solicitan las autoridades encargadas del control de entrada, los derivados del transporte de 
dicho extranjero, que habrá de producirse de inmediato, bien por medio de la compañía 
objeto de sanción o, en su defecto, por medio de otra empresa de transporte, con dirección 
al Estado a partir del cual haya sido transportado, al Estado que haya expedido el 
documento de viaje con el que ha viajado o a cualquier otro Estado donde esté garantizada 
su admisión.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, no se considerará infracción a la 
presente Ley el hecho de transportar hasta la frontera española a un extranjero que, 
habiendo presentado sin demora su solicitud de protección internacional, ésta le sea 
admitida a trámite, de conformidad con lo establecido en la Ley 12/2009, de 30 de octubre 
reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria.

Artículo 55.  Sanciones.
1. Las infracciones tipificadas en los artículos anteriores serán sancionadas en los 

términos siguientes:
a) Las infracciones leves con multa de hasta 500 euros.
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b) Las infracciones graves con multa de 501 hasta 10.000 euros. En el supuesto 
contemplado en el artículo 53.2.a) de esta Ley, además de la sanción indicada, el 
empresario también estará obligado a sufragar los costes derivados del viaje.

c) Las infracciones muy graves con multa desde 10.001 hasta 100.000 euros, excepto la 
prevista en el artículo 54.2.b), que lo será con una multa de 5.000 a 10.000 euros por cada 
viajero transportado o con un mínimo de 750.000 euros a tanto alzado, con independencia 
del número de viajeros transportados. La prevista en el artículo 54.2.a) en relación con el 
artículo 66.1 lo será con una multa de 10.001 hasta 100.000 euros por cada viaje realizado 
sin haber comunicado los datos de las personas transportadas o habiéndolos comunicado 
incorrectamente, con independencia de que la Autoridad gubernativa pueda adoptar la 
inmovilización, incautación y decomiso del medio de transporte, o la suspensión provisional o 
retirada de la autorización de explotación.

2. La imposición de sanciones por las infracciones administrativas establecidas en la 
presente Ley Orgánica corresponderá al Subdelegado del Gobierno o al Delegado del 
Gobierno en las Comunidades Autónomas uniprovinciales. Cuando una Comunidad 
Autónoma tenga atribuidas competencias en materia de autorización inicial de trabajo de 
extranjeros la imposición de las sanciones establecidas en esta Ley en los supuestos de 
infracción a que se refiere el párrafo siguiente corresponderá a la Comunidad Autónoma y se 
ejercerá por la Autoridad que la misma determine, dentro del ámbito de sus competencias.

En los supuestos calificados como infracción leve del artículo 52.c), d) y e), graves del 
artículo 53.1.b), y 53.2.a), y muy grave del artículo 54.1.d) y f), el procedimiento sancionador 
se iniciará por acta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de acuerdo con lo 
establecido en el procedimiento sancionador por infracciones del orden social, 
correspondiendo la imposición de las sanciones a las autoridades referidas en el párrafo 
anterior.

En los supuestos de participación en actividades contrarias a la seguridad nacional o que 
pueden perjudicar las relaciones de España con otros países, previstos en el artículo 54.1.a), 
de acuerdo con lo establecido en el procedimiento sancionador que se determine 
reglamentariamente, la competencia sancionadora corresponderá al Secretario de Estado de 
Seguridad.

3. Para la graduación de las sanciones, el órgano competente en imponerlas se ajustará 
a criterios de proporcionalidad, valorando el grado de culpabilidad y, en su caso, el daño 
producido o el riesgo derivado de la infracción y su trascendencia.

4. Para la determinación de la cuantía de la sanción se tendrá especialmente en cuenta 
la capacidad económica del infractor.

5. A no ser que pertenezcan a un tercero no responsable de la infracción, en el supuesto 
de la letra b) del apartado 1 del artículo 54, serán objeto de decomiso los vehículos, 
embarcaciones, aeronaves, y cuantos bienes muebles o inmuebles, de cualquier naturaleza 
que sean, hayan servido de instrumento para la comisión de la citada infracción.

A fin de garantizar la efectividad del comiso, los bienes, efectos e instrumentos a que se 
refiere el apartado anterior podrán ser aprehendidos y puestos a disposición de la autoridad 
gubernativa, desde las primeras intervenciones, a resultas del expediente sancionador que 
resolverá lo pertinente en relación con los bienes decomisados.

6. En el supuesto de la infracción prevista en la letra d) del apartado 1 del artículo 54 de 
la presente Ley, la autoridad gubernativa podrá adoptar, sin perjuicio de la sanción que 
corresponda, la clausura del establecimiento o local desde seis meses a cinco años.

7. Si el sancionado por una infracción prevista en los artículos 52.e) o 54.1.d) de esta 
Ley fuera subcontratista de otra empresa, el contratista principal y todos los subcontratistas 
intermedios que conocieran que la empresa sancionada empleaba a extranjeros sin contar 
con la correspondiente autorización, responderán, solidariamente, tanto de las sanciones 
económicas derivadas de las sanciones, como de las demás responsabilidades derivadas de 
tales hechos que correspondan al empresario con las Administraciones públicas o con el 
trabajador. El contratista o subcontratista intermedios no podrán ser considerados 
responsables si hubieran respetado la diligencia debida definida en el cumplimiento de sus 
obligaciones contractuales.
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Artículo 56.  Prescripción de las infracciones y de las sanciones.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y 

las leves a los seis meses.
2. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, 

las graves a los dos años y las impuestas por infracciones leves al año.
3. Si la sanción impuesta fuera la de expulsión del territorio nacional la prescripción no 

empezará a contar hasta que haya transcurrido el período de prohibición de entrada fijado en 
la resolución con un máximo de diez años.

Artículo 57.  Expulsión del territorio.
1. Cuando los infractores sean extranjeros y realicen conductas de las tipificadas como 

muy graves, o conductas graves de las previstas en los apartados a), b), c), d) y f) del 
artículo 53.1 de esta Ley Orgánica, podrá aplicarse, en atención al principio de 
proporcionalidad, en lugar de la sanción de multa, la expulsión del territorio español, previa la 
tramitación del correspondiente expediente administrativo y mediante la resolución motivada 
que valore los hechos que configuran la infracción.

2. Asimismo, constituirá causa de expulsión, previa tramitación del correspondiente 
expediente, que el extranjero haya sido condenado, dentro o fuera de España, por una 
conducta dolosa que constituya en nuestro país delito sancionado con pena privativa de 
libertad superior a un año, salvo que los antecedentes penales hubieran sido cancelados.

3. En ningún caso podrán imponerse conjuntamente las sanciones de expulsión y multa.
4. La expulsión conllevará, en todo caso, la extinción de cualquier autorización para 

permanecer legalmente en España, así como el archivo de cualquier procedimiento que 
tuviera por objeto la autorización para residir o trabajar en España del extranjero expulsado. 
No obstante, la expulsión podrá revocarse en los supuestos que se determinen 
reglamentariamente.

En el caso de las infracciones previstas en las letras a) y b) del artículo 53.1 de esta Ley, 
salvo que concurran razones de orden público o de seguridad nacional, si el extranjero fuese 
titular de una autorización de residencia válida expedida por otro Estado miembro, se le 
advertirá, mediante diligencia en el pasaporte, de la obligación de dirigirse de inmediato al 
territorio de dicho Estado. Si no cumpliese esa advertencia se tramitará el expediente de 
expulsión.

5. La sanción de expulsión no podrá ser impuesta, salvo que la infracción cometida sea 
la prevista en el artículo 54, letra a) del apartado 1, o suponga una reincidencia en la 
comisión, en el término de un año, de una infracción de la misma naturaleza sancionable con 
la expulsión, a los extranjeros que se encuentren en los siguientes supuestos:

a) Los nacidos en España que hayan residido legalmente en los últimos cinco años.
b) Los residentes de larga duración. Antes de adoptar la decisión de la expulsión de un 

residente de larga duración, deberá tomarse en consideración el tiempo de su residencia en 
España y los vínculos creados, su edad, las consecuencias para el interesado y para los 
miembros de su familia, y los vínculos con el país al que va a ser expulsado.

c) Los que hayan sido españoles de origen y hubieran perdido la nacionalidad española.
d) Los que sean beneficiarios de una prestación por incapacidad permanente para el 

trabajo como consecuencia de un accidente de trabajo o enfermedad profesional ocurridos 
en España, así como los que perciban una prestación contributiva por desempleo o sean 
beneficiarios de una prestación económica asistencial de carácter público destinada a lograr 
su inserción o reinserción social o laboral.

Tampoco se podrá imponer o, en su caso, ejecutar la sanción de expulsión al cónyuge 
del extranjero que se encuentre en alguna de las situaciones señaladas anteriormente y que 
haya residido legalmente en España durante más de dos años, ni a sus ascendientes e hijos 
menores, o mayores con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus 
propias necesidades debido a su estado de salud, que estén a su cargo.

6. La expulsión no podrá ser ejecutada cuando ésta conculcase el principio de no 
devolución, o afecte a las mujeres embarazadas, cuando la medida pueda suponer un riesgo 
para la gestación o la salud de la madre.
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7. a) Cuando el extranjero se encuentre procesado o imputado en un procedimiento 
judicial por delito o falta para el que la Ley prevea una pena privativa de libertad inferior a 
seis años o una pena de distinta naturaleza, y conste este hecho acreditado en el expediente 
administrativo de expulsión, en el plazo más breve posible y en todo caso no superior a tres 
días, el Juez, previa audiencia del Ministerio Fiscal, la autorizará salvo que, de forma 
motivada, aprecie la existencia de circunstancias que justifiquen su denegación.

En el caso de que el extranjero se encuentre sujeto a varios procesos penales tramitados 
en diversos juzgados, y consten estos hechos acreditados en el expediente administrativo de 
expulsión, la autoridad gubernativa instará de todos ellos la autorización a que se refiere el 
párrafo anterior.

b) No obstante lo señalado en el párrafo a) anterior, el juez podrá autorizar, a instancias 
del interesado y previa audiencia del Ministerio Fiscal, la salida del extranjero del territorio 
español en la forma que determina la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

c) No serán de aplicación las previsiones contenidas en los párrafos anteriores cuando 
se trate de delitos tipificados en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis del Código Penal.

8. Cuando los extranjeros, residentes o no, hayan sido condenados por conductas 
tipificadas como delitos en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis del Código Penal, la expulsión 
se llevará a efecto una vez cumplida la pena privativa de libertad.

9. La resolución de expulsión deberá ser notificada al interesado, con indicación de los 
recursos que contra la misma se puedan interponer, órgano ante el que hubieran de 
presentarse y plazo para presentarlos.

10. En el supuesto de expulsión de un residente de larga duración de otro Estado 
miembro de la Unión Europea que se encuentre en España, dicha expulsión sólo podrá 
efectuarse fuera del territorio de la Unión cuando la infracción cometida sea una de las 
previstas en los artículos 53.1.d) y f) y 54.1.a) y b) de esta Ley Orgánica, y deberá 
consultarse al respecto a las Autoridades competentes de dicho Estado miembro de forma 
previa a la adopción de esa decisión de expulsión. En caso de no reunirse estos requisitos 
para que la expulsión se realice fuera del territorio de la Unión, la misma se efectuará al 
Estado miembro en el que se reconoció la residencia de larga duración.

11. Cuando, de acuerdo con la normativa vigente, España decida expulsar a un residente 
de larga duración que sea beneficiario de protección internacional reconocida por otro 
Estado miembro de la Unión Europea, las autoridades españolas competentes en materia de 
extranjería solicitarán a las autoridades competentes de dicho Estado miembro información 
sobre si dicha condición de beneficiario de protección internacional continúa vigente. Dicha 
solicitud deberá ser respondida en el plazo de un mes, entendiéndose, en caso contrario, 
que la protección internacional sigue vigente.

Si el residente de larga duración continúa siendo beneficiario de protección internacional, 
será expulsado a dicho Estado miembro.

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores será de aplicación para las solicitudes 
cursadas por autoridades de otros Estados miembros de la Unión Europea respecto a los 
extranjeros a los que España hubiera concedido la condición de beneficiario de protección 
internacional.

De conformidad con sus obligaciones internacionales, y de acuerdo con las normas de la 
Unión Europea, España podrá expulsar al residente de larga duración a un país distinto al 
Estado miembro de la Unión Europea que concedió la protección internacional si existen 
motivos razonables para considerar que constituye un peligro para la seguridad de España o 
si, habiendo sido condenado por sentencia firme por un delito de especial gravedad, 
constituye un peligro para España. En todo caso, cuando la protección internacional hubiera 
sido reconocida por las autoridades españolas, la expulsión sólo podrá efectuarse previa 
tramitación del procedimiento de revocación previsto en la normativa vigente en España en 
materia de protección internacional.

Artículo 58.  Efectos de la expulsión y devolución.
1. La expulsión llevará consigo la prohibición de entrada en territorio español. La 

duración de la prohibición se determinará en consideración a las circunstancias que 
concurran en cada caso y su vigencia no excederá de cinco años.
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2. Excepcionalmente, cuando el extranjero suponga una amenaza grave para el orden 
público, la seguridad pública, la seguridad nacional o para la salud pública, podrá imponerse 
un período de prohibición de entrada de hasta diez años.

En las circunstancias que se determinen reglamentariamente, la autoridad competente 
no impondrá la prohibición de entrada cuando el extranjero hubiera abandonado el territorio 
nacional durante la tramitación de un expediente administrativo sancionador por alguno de 
los supuestos contemplados en las letras a) y b) del artículo 53.1 de esta Ley Orgánica, o 
revocará la prohibición de entrada impuesta por las mismas causas, cuando el extranjero 
abandonara el territorio nacional en el plazo de cumplimiento voluntario previsto en la orden 
de expulsión.

3. No será preciso expediente de expulsión para la devolución de los extranjeros en los 
siguientes supuestos:

a) Los que habiendo sido expulsados contravengan la prohibición de entrada en España.
b) Los que pretendan entrar ilegalmente en el país.
4. En el supuesto de que se formalice una solicitud de protección internacional por 

personas que se encuentren en alguno de los supuestos mencionados en el apartado 
anterior, no podrá llevarse a cabo la devolución hasta que se haya decidido la inadmisión a 
trámite de la petición, de conformidad con la normativa de protección internacional.

Tampoco podrán ser devueltas las mujeres embarazadas cuando la medida pueda 
suponer un riesgo para la gestación o para la salud de la madre.

5. La devolución será acordada por la autoridad gubernativa competente para la 
expulsión.

6. Cuando la devolución no se pudiera ejecutar en el plazo de 72 horas, se solicitará de 
la autoridad judicial la medida de internamiento prevista para los expedientes de expulsión.

7. La devolución acordada en el párrafo a) del apartado 3 de este artículo conllevará la 
reiniciación del cómputo del plazo de prohibición de entrada que hubiese acordado la 
resolución de expulsión quebrantada. Asimismo, toda devolución acordada en aplicación 
del párrafo b) del mismo apartado de este artículo llevará consigo la prohibición de 
entrada en territorio español por un plazo máximo de tres años.

Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado del apartado 7 
(antiguo apartado 6 en la redacción dada por la Ley Orgánica 14/2003) por Sentencia de TC 
17/2013, de 31 de enero. Ref. BOE-A-2013-2167.

Artículo 59.  Colaboración contra redes organizadas.
1. El extranjero que se encuentre irregularmente en España y sea víctima, perjudicado o 

testigo de un acto de tráfico ilícito de seres humanos, inmigración ilegal, explotación laboral o 
de tráfico ilícito de mano de obra o de explotación en la prostitución abusando de su 
situación de necesidad, podrá quedar exento de responsabilidad administrativa y no será 
expulsado si denuncia a los autores o cooperadores de dicho tráfico, o coopera y colabora 
con las autoridades competentes, proporcionando datos esenciales o testificando, en su 
caso, en el proceso correspondiente contra aquellos autores.

2. Los órganos administrativos competentes encargados de la instrucción del expediente 
sancionador informarán a la persona interesada sobre las previsiones del presente artículo a 
fin de que decida si desea acogerse a esta vía, y harán la propuesta oportuna a la autoridad 
que deba resolver, que podrá conceder una autorización provisional de residencia y trabajo a 
favor del extranjero, según el procedimiento previsto reglamentariamente.

El instructor del expediente sancionador informará de las actuaciones en relación con 
este apartado a la autoridad encargada de la instrucción del procedimiento penal.

3. A los extranjeros que hayan quedado exentos de responsabilidad administrativa se les 
podrá facilitar, a su elección, el retorno asistido a su país de procedencia o la autorización de 
residencia y trabajo por circunstancias excepcionales, y facilidades para su integración 
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social, de acuerdo con lo establecido en la presente Ley velando, en su caso, por su 
seguridad y protección.

4. Cuando el Ministerio Fiscal tenga conocimiento de que un extranjero, contra el que se 
ha dictado una resolución de expulsión, aparezca en un procedimiento penal como víctima, 
perjudicado o testigo y considere imprescindible su presencia para la práctica de diligencias 
judiciales, lo pondrá de manifiesto a la autoridad gubernativa competente para que valore la 
inejecución de su expulsión y, en el supuesto de que se hubiese ejecutado esta última, se 
procederá de igual forma a los efectos de que autorice su regreso a España durante el 
tiempo necesario para poder practicar las diligencias precisas, sin perjuicio de que se 
puedan adoptar algunas de las medidas previstas en la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de 
diciembre, de protección a testigos y peritos en causas criminales.

5. Las previsiones del presente artículo serán igualmente de aplicación a extranjeros 
menores de edad, debiendo tenerse en cuenta en el procedimiento la edad y madurez de 
éstos y, en todo caso, la prevalencia del principio del interés superior del menor.

6. Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de colaboración de las 
organizaciones no gubernamentales sin ánimo de lucro que tengan por objeto la acogida y 
protección de las víctimas de los delitos señalados en el apartado primero.

Artículo 59 bis.  Víctimas de la trata de seres humanos.
1. Las autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias para la identificación 

de las víctimas de la trata de personas conforme a lo previsto en el artículo 10 del Convenio 
del Consejo de Europa sobre la lucha contra la trata de seres humanos, de 16 de mayo de 
2005.

2. Los órganos administrativos competentes, cuando estimen que existen motivos 
razonables para creer que una persona extranjera en situación irregular ha sido víctima de 
trata de seres humanos, informarán a la persona interesada sobre las previsiones del 
presente artículo y elevarán a la autoridad competente para su resolución la oportuna 
propuesta sobre la concesión de un período de restablecimiento y reflexión, de acuerdo con 
el procedimiento previsto reglamentariamente.

Dicho período de restablecimiento y reflexión tendrá una duración de, al menos, noventa 
días, y deberá ser suficiente para que la víctima pueda decidir si desea cooperar con las 
autoridades en la investigación del delito y, en su caso, en el procedimiento penal. Tanto 
durante la fase de identificación de las víctimas, como durante el período de restablecimiento 
y reflexión, no se incoará un expediente sancionador por infracción del artículo 53.1.a) y se 
suspenderá el expediente administrativo sancionador que se le hubiere incoado o, en su 
caso, la ejecución de la expulsión o devolución eventualmente acordadas. Asimismo, 
durante el período de restablecimiento y reflexión, se le autorizará la estancia temporal y las 
administraciones competentes velarán por la subsistencia y, de resultar necesario, la 
seguridad y protección de la víctima y de sus hijos menores de edad o con discapacidad, 
que se encuentren en España en el momento de la identificación, a quienes se harán 
extensivas las previsiones del apartado 4 del presente artículo en relación con el retorno 
asistido o la autorización de residencia, y en su caso trabajo, si fueren mayores de 16 años, 
por circunstancias excepcionales. Finalizado el período de reflexión las administraciones 
públicas competentes realizarán una evaluación de la situación personal de la víctima a 
efectos de determinar una posible ampliación del citado período.

Con carácter extraordinario la Administración Pública competente velará por la seguridad 
y protección de aquellas otras personas, que se encuentren en España, con las que la 
víctima tenga vínculos familiares o de cualquier otra naturaleza, cuando se acredite que la 
situación de desprotección en que quedarían frente a los presuntos traficantes constituye un 
obstáculo insuperable para que la víctima acceda a cooperar.

3. El periodo de restablecimiento y reflexión podrá denegarse o ser revocado por motivos 
de orden público o cuando se tenga conocimiento de que la condición de víctima se ha 
invocado de forma indebida. La denegación o revocación deberán estar motivadas y podrán 
ser recurridas según lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. La autoridad competente podrá declarar a la víctima exenta de respon-sabilidad 
administrativa y podrá facilitarle, a su elección, el retorno asistido a su país de procedencia o 

CÓDIGO UNIVERSITARIO DE DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

§ 13  Ley Orgánica sobre derechos y libertades de los extranjeros en España

– 156 –



la autorización de residencia y trabajo por circunstancias excepcionales cuando lo considere 
necesario a causa de su cooperación para los fines de investigación o de las acciones 
penales, o en atención a su situación personal, y facilidades para su integración social, de 
acuerdo con lo establecido en la presente Ley. Asimismo, en tanto se resuelva el 
procedimiento de autorización de residencia y trabajo por circunstancias excepcionales, se le 
podrá facilitar una autorización provisional de residencia y trabajo en los términos que se 
determinen reglamentariamente.

En la tramitación de las autorizaciones referidas en el párrafo anterior se podrá eximir de 
la aportación de aquellos documentos cuya obtención suponga un riesgo para la víctima.

5. Las previsiones del presente artículo serán igualmente de aplicación a personas 
extranjeras menores de edad, debiendo tenerse en cuenta la edad y madurez de éstas y, en 
todo caso, la prevalencia del interés superior del menor.

6. Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de colaboración de las 
organizaciones no gubernamentales sin ánimo de lucro que tengan por objeto la acogida y 
protección de las víctimas de la trata de seres humanos.

Artículo 60.  Efectos de la denegación de entrada.
1. Los extranjeros a los que en frontera se les deniegue la entrada según lo previsto por 

el artículo 26.2 de esta Ley, estarán obligados a regresar a su punto de origen.
La resolución de la denegación de entrada conllevará la adopción inmediata de las 

medidas necesarias para que el extranjero regrese en el plazo más breve posible. Cuando el 
regreso fuera a retrasarse más de setenta y dos horas, la autoridad que hubiera denegado la 
entrada se dirigirá al Juez de Instrucción para que determine el lugar donde hayan de ser 
internados hasta ese momento.

2. Los lugares de internamiento para extranjeros no tendrán carácter penitenciario, y 
estarán dotados de servicios sociales, jurídicos, culturales y sanitarios. Los extranjeros 
internados estarán privados únicamente del derecho ambulatorio.

3. El extranjero durante su internamiento se encontrará en todo momento a disposición 
de la autoridad judicial que lo autorizó, debiéndose comunicar a ésta por la autoridad 
gubernativa cualquier circunstancia en relación a la situación de los extranjeros internados.

4. La detención de un extranjero a efectos de proceder al regreso a consecuencia de la 
denegación de entrada será comunicada al Ministerio de Asuntos Exteriores y a la embajada 
o consulado de su país.

Artículo 61.  Medidas cautelares.
1. Desde el momento en que se incoe un procedimiento sancionador en el que pueda 

proponerse la expulsión, el instructor, a fin de asegurar la resolución final que pudiera recaer, 
podrá adoptar alguna de las siguientes medidas cautelares:

a) Presentación periódica ante las autoridades competentes.
b) Residencia obligatoria en determinado lugar.
c) Retirada del pasaporte o documento acreditativo de su nacionalidad, previa entrega al 

interesado del resguardo acreditativo de tal medida.
d) Detención cautelar, por la autoridad gubernativa o sus agentes, por un período 

máximo de 72 horas previas a la solicitud de internamiento.
En cualquier otro supuesto de detención, la puesta a disposición judicial se producirá en 

un plazo no superior a 72 horas.
e) Internamiento preventivo, previa autorización judicial en los centros de internamiento.
f) Cualquier otra medida cautelar que el juez estime adecuada y suficiente.
2. En los expedientes sancionadores en la comisión de infracciones por transportistas, si 

éstos infringen la obligación de tomar a cargo al extranjero transportado ilegalmente, podrá 
acordarse la suspensión de sus actividades, la prestación de fianzas, avales, o la 
inmovilización del medio de transporte utilizado.
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Artículo 62.  Ingreso en centros de internamiento.
1. Incoado el expediente por alguno de los supuestos contemplados en las letras a) y b) 

del artículo 54.1, en las letras a), d) y f) del artículo 53.1 y en el artículo 57.2 de esta Ley 
Orgánica en el que pueda proponerse expulsión del territorio español, el instructor podrá 
solicitar al Juez de Instrucción competente que disponga el ingreso del extranjero en un 
centro de internamiento en tanto se realiza la tramitación del expediente sancionador.

El Juez, previa audiencia del interesado y del Ministerio Fiscal, resolverá mediante auto 
motivado, en el que, de acuerdo con el principio de proporcionalidad, tomará en 
consideración las circunstancias concurrentes y, en especial, el riesgo de incomparecencia 
por carecer de domicilio o de documentación identificativa, las actuaciones del extranjero 
tendentes a dificultar o evitar la expulsión, así como la existencia de condena o sanciones 
administrativas previas y de otros procesos penales o procedimientos administrativos 
sancionadores pendientes. Asimismo, en caso de enfermedad grave del extranjero, el juez 
valorará el riesgo del internamiento para la salud pública o la salud del propio extranjero.

2. El internamiento se mantendrá por el tiempo imprescindible para los fines del 
expediente, siendo su duración máxima de 60 días, y sin que pueda acordarse un nuevo 
internamiento por cualquiera de las causas previstas en un mismo expediente.

3. Cuando hayan dejado de cumplirse las condiciones descritas en el apartado 1, el 
extranjero será puesto inmediatamente en libertad por la autoridad administrativa que lo 
tenga a su cargo, poniéndolo en conocimiento del Juez que autorizó su internamiento. Del 
mismo modo y por las mismas causas, podrá ser ordenado el fin del internamiento y la 
puesta en libertad inmediata del extranjero por el Juez, de oficio o a iniciativa de parte o del 
Ministerio Fiscal.

4. No podrá acordarse el ingreso de menores en los centros de internamiento, sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 62 bis 1. i) de esta Ley. Los menores extranjeros no 
acompañados que se encuentren en España serán puestos a disposición de las entidades 
públicas de protección de menores conforme establece la Ley Orgánica de Protección 
Jurídica del Menor y de acuerdo con las normas previstas en el artículo 35 de esta Ley.

5. La incoación del expediente, las medidas cautelares de detención e internamiento y la 
resolución final del expediente de expulsión del extranjero serán comunicadas al Ministerio 
de Asuntos Exteriores y a la embajada o consulado de su país.

6. A los efectos del presente artículo, el Juez competente para autorizar y, en su caso, 
dejar sin efecto el internamiento será el Juez de Instrucción del lugar donde se practique la 
detención. El Juez competente para el control de la estancia de los extranjeros en los 
Centros de Internamiento y en las Salas de Inadmisión de fronteras, será el Juez de 
Instrucción del lugar donde estén ubicados, debiendo designarse un concreto Juzgado en 
aquellos partidos judiciales en los que existan varios. Este Juez conocerá, sin ulterior 
recurso, de las peticiones y quejas que planteen los internos en cuanto afecten a sus 
derechos fundamentales. Igualmente, podrá visitar tales centros cuando conozca algún 
incumplimiento grave o cuando lo considere conveniente.

Artículo 62 bis.  Derechos de los extranjeros internados.
1. Los centros de internamiento de extranjeros son establecimientos públicos de carácter 

no penitenciario; el ingreso y estancia en los mismos tendrá únicamente finalidad preventiva 
y cautelar, salvaguardando los derechos y libertades reconocidos en el ordenamiento 
jurídico, sin más limitaciones que las establecidas a su libertad ambulatoria, conforme al 
contenido y finalidad de la medida judicial de ingreso acordada. En particular, el extranjero 
sometido a internamiento tiene los siguientes derechos:

a) A ser informado de su situación.
b) A que se vele por el respeto a su vida, integridad física y salud, sin que puedan en 

ningún caso ser sometidos a tratos degradantes o a malos tratos de palabra o de obra y a 
que sea preservada su dignidad y su intimidad.

c) A que se facilite el ejercicio de los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico, 
sin más limitaciones que las derivadas de su situación de internamiento.

d) A recibir asistencia médica y sanitaria adecuada y ser asistidos por los servicios de 
asistencia social del centro.
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e) A que se comunique inmediatamente a la persona que designe en España y a su 
abogado el ingreso en el centro, así como a la oficina consular del país del que es nacional.

f) A ser asistido de abogado, que se proporcionará de oficio en su caso, y a comunicarse 
reservadamente con el mismo, incluso fuera del horario general del centro, cuando la 
urgencia del caso lo justifique.

g) A comunicarse en el horario establecido en el centro, con sus familiares, funcionarios 
consulares de su país u otras personas, que sólo podrán restringirse por resolución judicial.

h) A ser asistido de intérprete si no comprende o no habla castellano y de forma gratuita, 
si careciese de medios económicos.

i) A tener en su compañía a sus hijos menores, siempre que el Ministerio Fiscal informe 
favorablemente tal medida y existan en el centro módulos que garanticen la unidad e 
intimidad familiar.

Téngase en cuenta que se declara inaplicable el inciso destacado en negrita de la letra i) 
por Sentencia del TS de 10 de febrero de 2015. Ref. BOE-A-2015-5487.

j) A entrar en contacto con organizaciones no gubernamentales y organismos 
nacionales, internacionales y no gubernamentales de protección de inmigrantes.

2. Los centros dispondrán de servicios de asistencia social y sanitaria con dotación 
suficiente. Las condiciones para la prestación de estos servicios se desarrollarán 
reglamentariamente.

3. Las organizaciones constituidas legalmente en España para la defensa de los 
inmigrantes y los organismos internacionales pertinentes podrán visitar los centros de 
internamiento; reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de las mismas.

Artículo 62 ter.  Deberes de los extranjeros internados.
El extranjero sometido a internamiento estará obligado:
a) A permanecer en el centro a disposición del Juez de Instrucción que hubiere 

autorizado su ingreso.
b) A observar las normas por las que se rige el centro y cumplir las instrucciones 

generales impartidas por la dirección y las particulares que reciban de los funcionarios en el 
ejercicio legítimo de sus funciones, encaminadas al mantenimiento del orden y la seguridad 
dentro del mismo, así como las relativas a su propio aseo e higiene y la limpieza del centro.

c) A mantener una actividad cívica correcta y de respeto con los funcionarios y 
empleados del centro, con los visitantes y con los otros extranjeros internados, 
absteniéndose de proferir insultos o amenazas contra los mismos, o de promover o intervenir 
en agresiones, peleas, desórdenes y demás actos individuales o colectivos que alteren la 
convivencia.

d) A conservar el buen estado de las instalaciones materiales, mobiliario y demás efectos 
del centro, evitando el deterioro o inutilización deliberada, tanto de éstos como de los bienes 
o pertenencias de los demás extranjeros ingresados o funcionarios.

e) A someterse a reconocimiento médico a la entrada y salida del centro, así como en 
aquellos casos en que, por razones de salud colectiva, apreciadas por el servicio médico, y a 
petición de éste, lo disponga el director del centro.

Artículo 62 quáter.  Información y reclamaciones.
1. Los extranjeros recibirán a su ingreso en el centro información escrita sobre sus 

derechos y obligaciones, las cuestiones de organización general, las normas de 
funcionamiento del centro, las normas disciplinarias y los medios para formular peticiones o 
quejas. La información se les facilitará en un idioma que entiendan.

2. Los internados podrán formular, verbalmente o por escrito, peticiones y quejas sobre 
cuestiones referentes a su situación de internamiento.
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Dichas peticiones o quejas también podrán ser presentadas al director del centro, el cual 
las atenderá si son de su competencia o las pondrá en conocimiento de la autoridad 
competente, en caso contrario.

Artículo 62 quinquies.  Medidas de seguridad.
1. Las actuaciones de vigilancia y seguridad interior en los centros podrán suponer, en la 

forma y con la periodicidad que se establezca, inspecciones de los locales y dependencias y 
siempre que fuera necesario para la seguridad en los centros registros de personas, ropas y 
enseres de los extranjeros internados.

2. Se podrán utilizar medios de contención física personal o separación preventiva del 
agresor en habitación individual para evitar actos de violencia o lesiones de los extranjeros, 
impedir actos de fuga, daños en las instalaciones del centro o ante la resistencia al personal 
del mismo en el ejercicio legítimo de su cargo. El uso de los medios de contención será 
proporcional a la finalidad perseguida, no podrán suponer una sanción encubierta y sólo se 
usarán cuando no exista otra manera menos gravosa para conseguir la finalidad perseguida 
y por el tiempo estrictamente necesario.

3. La utilización de medios de contención será previamente autorizada por el director del 
centro, salvo que razones de urgencia no lo permitan, en cuyo caso se pondrá en su 
conocimiento inmediatamente. El director deberá comunicar lo antes posible a la autoridad 
judicial que autorizó el internamiento la adopción y cese de los medios de contención física 
personal, con expresión detallada de los hechos que hubieren dado lugar a dicha utilización 
y de las circunstancias que pudiesen aconsejar su mantenimiento. El juez, en el plazo más 
breve posible y siempre que la medida acordada fuere separación preventiva del agresor, 
deberá si está vigente, acordar su mantenimiento o revocación.

Artículo 62 sexies.  Funcionamiento y régimen interior de los centros de internamiento de 
extranjeros.

En cada centro de internamiento de extranjeros habrá un director responsable de su 
funcionamiento para lo cual deberá adoptar las directrices de organización necesarias, 
coordinando y supervisando su ejecución. Asimismo será el responsable de adoptar las 
medidas necesarias para asegurar el orden y la correcta convivencia entre extranjeros y 
asegurar el cumplimiento de sus derechos, y de la imposición de medidas a los internos que 
no respeten las normas de correcta convivencia o régimen interior.

Artículo 63.  Procedimiento preferente.
1. Incoado el expediente en el que pueda proponerse la expulsión por tratarse de uno de 

los supuestos contemplados en el artículo 53.1.d), 53.1.f), 54.1.a), 54.1.b), y 57.2, la 
tramitación del mismo tendrá carácter preferente.

Igualmente, el procedimiento preferente será aplicable cuando, tratándose de las 
infracciones previstas en la letra a) del apartado 1 del artículo 53, se diera alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) riesgo de incomparecencia.
b) el extranjero evitara o dificultase la expulsión, sin perjuicio de las actuaciones en 

ejercicio de sus derechos.
c) el extranjero representase un riesgo para el orden público, la seguridad pública o la 

seguridad nacional.
En estos supuestos no cabrá la concesión del período de salida voluntaria.
2. Durante la tramitación del procedimiento preferente, así como en la fase de ejecución 

de la expulsión que hubiese recaído, podrán adoptarse las medidas cautelares y el 
internamiento establecidas en los artículos 61 y 62.

3. Se garantizará el derecho del extranjero a asistencia letrada, que se le proporcionará 
de oficio, en su caso, y a ser asistido por intérprete, si no comprende o no habla castellano, y 
de forma gratuita en el caso de que careciese de medios económicos.
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4. Iniciado el expediente, se dará traslado al interesado del acuerdo de iniciación 
debidamente motivado y por escrito, para que alegue lo que considere adecuado, en el plazo 
de 48 horas, advirtiéndole de las consecuencias de no hacerlo así.

5. Si el interesado, o su representante, no efectuase alegaciones ni realizasen 
proposición de prueba sobre el contenido del acuerdo de iniciación, o si no se admitiesen, 
por improcedentes o innecesarias, de forma motivada, por el instructor las pruebas 
propuestas, sin cambiar la calificación de los hechos, el acuerdo de iniciación del expediente 
será considerado como propuesta de resolución con remisión a la autoridad competente 
para resolver.

De estimarse la proposición de prueba, esta se realizará en el plazo máximo de tres 
días.

6. En el supuesto de las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 53 cuando el extranjero 
acredite haber solicitado con anterioridad autorización de residencia temporal conforme a lo 
dispuesto en el artículo 31.3 de esta Ley, el órgano encargado de tramitar la expulsión 
suspenderá la misma hasta la resolución de la solicitud, procediendo a la continuación del 
expediente en caso de denegación.

7. La ejecución de la orden de expulsión en los supuestos previstos en este artículo se 
efectuará de forma inmediata.

Artículo 63 bis.  Procedimiento ordinario.
1. Cuando se tramite la expulsión para supuestos distintos a los previstos en el artículo 

63 el procedimiento a seguir será el ordinario.
2. La resolución en que se adopte la expulsión tramitada mediante el procedimiento 

ordinario incluirá un plazo de cumplimiento voluntario para que el interesado abandone el 
territorio nacional. La duración de dicho plazo oscilará entre siete y treinta días y comenzará 
a contar desde el momento de la notificación de la citada resolución.

El plazo de cumplimiento voluntario de la orden de expulsión podrá prorrogarse durante 
un tiempo prudencial en atención a las circunstancias que concurran en cada caso concreto, 
como pueden ser, la duración de la estancia, estar a cargo de niños escolarizados o la 
existencia de otros vínculos familiares y sociales.

3. Tanto en la fase de tramitación del procedimiento como durante el plazo de 
cumplimiento voluntario, podrá adoptarse alguna o algunas de las medidas cautelares 
establecidas en el artículo 61, excepto la de internamiento prevista en la letra e).

Artículo 64.  Ejecución de la expulsión.
1. Expirado el plazo de cumplimiento voluntario sin que el extranjero haya abandonado el 

territorio nacional, se procederá a su detención y conducción hasta el puesto de salida por el 
que se deba hacer efectiva la expulsión. Si la expulsión no se pudiera ejecutar en el plazo de 
setenta y dos horas, podrá solicitarse la medida de internamiento regulada en los artículos 
anteriores, que no podrá exceder del período establecido en el artículo 62 de esta Ley.

2. Tanto en los supuestos de prórroga del plazo de cumplimiento voluntario como de 
aplazamiento o suspensión de la ejecución de la expulsión, lo que se acreditará en 
documento debidamente notificado al interesado, se tendrá en cuenta la garantía para el 
extranjero afectado de:

a) El mantenimiento de la unidad familiar con los miembros que se hallen en territorio 
español.

b) La prestación de atención sanitaria de urgencia y tratamiento básico de 
enfermedades.

c) El acceso para los menores, en función de la duración de su estancia, al sistema de 
enseñanza básica.

d) Las necesidades especiales de personas vulnerables.
3. La ejecución de la resolución de expulsión se efectuará, en su caso, a costa del 

empleador que hubiera sido sancionado por las infracciones previstas en el artículo 53.2 a) o 
54.1.d) de esta Ley o, en el resto de los supuestos, a costa del extranjero si tuviere medios 
económicos para ello. De no darse ninguna de dichas condiciones, se comunicará al 
representante diplomático o consular de su país, a los efectos oportunos.
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4. Cuando un extranjero sea detenido en territorio español y se constate que contra él se 
ha dictado una resolución de expulsión por un Estado miembro de la Unión Europea, se 
procederá a ejecutar inmediatamente la resolución, sin necesidad de incoar nuevo 
expediente de expulsión. Se podrá solicitar la autorización del Juez de instrucción para su 
ingreso en un centro de internamiento, con el fin de asegurar la ejecución de la sanción de 
expulsión, de acuerdo con lo previsto en la presente Ley.

5. Se suspenderá la ejecución de la resolución de expulsión cuando se formalice una 
petición de protección internacional, hasta que se haya inadmitido a trámite o resuelto, 
conforme a lo dispuesto en la normativa de protección internacional.

6. No será precisa la incoación de expediente de expulsión:
a) para proceder al traslado, escoltados por funcionarios, de los solicitantes de 

protección internacional cuya solicitud haya sido inadmitida a trámite en aplicación de la Ley 
12/2009, de 30 de octubre reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria, al 
ser responsable otro Estado del examen de la solicitud, de conformidad con los convenios 
internacionales en que España sea parte, cuando dicho traslado se produzca dentro de los 
plazos que el Estado responsable tiene la obligación de proceder al estudio de la solicitud.

b) para proceder al traslado, escoltados por funcionarios, manutención, o recepción, 
custodia y transmisión de documentos de viaje, de los extranjeros que realicen un tránsito en 
territorio español, solicitado por un Estado miembro de la Unión Europea, a efectos de 
repatriación o alejamiento por vía aérea.

Artículo 65.  Carácter recurrible de las resoluciones sobre extranjeros.
1. Las resoluciones administrativas sancionadoras serán recurribles con arreglo a lo 

dispuesto en las leyes. El régimen de ejecutividad de las mismas será el previsto con 
carácter general.

2. En todo caso, cuando el extranjero no se encuentre en España, podrá cursar los 
recursos procedentes, tanto en vía administrativa como jurisdiccional, a través de las 
representaciones diplomáticas o consulares correspondientes, quienes los remitirán al 
organismo competente.

Artículo 66.  Obligaciones de los transportistas.
1. Cuando así lo determinen las autoridades españolas respecto de las rutas 

procedentes de fuera del Espacio Schengen en las que la intensidad de los flujos migratorios 
lo haga necesario, a efectos de combatir la inmigración ilegal y garantizar la seguridad 
pública, toda compañía, empresa de transporte o transportista estará obligada, en el 
momento de finalización del embarque y antes de la salida del medio de transporte, a remitir 
a las autoridades españolas encargadas del control de entrada la información relativa a los 
pasajeros que vayan a ser trasladados, ya sea por vía aérea, marítima o terrestre, y con 
independencia de que el transporte sea en tránsito o como destino final, al territorio español.

La información será transmitida por medios telemáticos, o, si ello no fuera posible, por 
cualquier otro medio adecuado, y será comprensiva del nombre y apellidos de cada 
pasajero, de su fecha de nacimiento, nacionalidad, número de pasaporte o del documento de 
viaje que acredite su identidad y tipo del mismo, paso fronterizo de entrada, código de 
transporte, hora de salida y de llegada del transporte, número total de personas 
transportadas, y lugar inicial de embarque. Las autoridades encargadas del control de 
entrada guardarán los datos en un fichero temporal, borrándolos tras la entrada y en un 
plazo de veinticuatro horas desde su comunicación, salvo necesidades en el ejercicio de sus 
funciones. Los transportistas deberán haber informado de este procedimiento a los 
pasajeros, estando obligados a borrar los datos en el mismo plazo de veinticuatro horas.

2. Toda compañía, empresa de transporte o transportista estará obligada a enviar a las 
autoridades españolas encargadas del control de entrada la información comprensiva del 
número de billetes de vuelta no utilizados por los pasajeros que previamente hubiesen 
transportado a España, ya sea por vía aérea, marítima o terrestre, y con independencia de 
que el transporte sea en tránsito o como destino final, de rutas procedentes de fuera del 
Espacio Schengen.
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Cuando así lo determinen las autoridades españolas, en los términos y a los efectos 
indicados en el apartado anterior, la información comprenderá, además, para pasajeros no 
nacionales de la Unión Europea, del Espacio Económico Europeo o de países con los que 
exista un convenio internacional que extienda el régimen jurídico previsto para los 
ciudadanos de los Estados mencionados, el nombre y apellidos de cada pasajero, su fecha 
de nacimiento, nacionalidad, número de pasaporte o del documento de viaje que acredite su 
identidad.

La información señalada en el presente apartado deberá enviarse en un plazo no 
superior a 48 horas desde la fecha de caducidad del billete.

3. Asimismo, toda compañía, empresa de transporte o transportista estará obligada a:
a) Realizar la debida comprobación de la validez y vigencia, tanto de los pasaportes, 

títulos de viaje o documentos de identidad pertinentes, como, en su caso, del 
correspondiente visado de los que habrán de ser titulares los extranjeros.

b) Hacerse cargo inmediatamente del extranjero que hubiese trasladado hasta la frontera 
aérea, marítima o terrestre correspondiente del territorio español, si a éste se le hubiera 
denegado la entrada por deficiencias en la documentación necesaria para el cruce de 
fronteras.

c) Tener a su cargo al extranjero que haya sido trasladado en tránsito hasta una frontera 
aérea, marítima o terrestre del territorio español, si el transportista que deba llevarlo a su 
país de destino se negara a embarcarlo, o si las autoridades de este último país le hubieran 
denegado la entrada y lo hubieran devuelto a la frontera española por la que ha transitado.

d) Transportar a los extranjeros a que se refieren los párrafos b) y c) de este apartado 
hasta el Estado a partir del cual le haya transportado, bien hasta el Estado que haya 
expedido el documento de viaje con el que ha viajado, o bien a cualquier otro Estado que 
garantice su admisión y un trato compatible con los derechos humanos.

La compañía, empresa de transportes o transportista que tenga a su cargo un extranjero 
en virtud de alguno de los supuestos previstos en este apartado deberá garantizar al mismo 
unas condiciones de vida adecuadas mientras permanezca a su cargo.

4. Lo establecido en este artículo se entiende también para el caso en que el transporte 
aéreo o marítimo se realice desde Ceuta o Melilla hasta cualquier otro punto del territorio 
español.

 

TÍTULO IV
Coordinación de los poderes públicos

Artículo 67.  Coordinación de los órganos de la Administración del Estado.
1. El Gobierno llevará a cabo una observación permanente de las magnitudes y 

características más significativas del fenómeno inmigratorio con objeto de analizar su 
impacto en la sociedad española y facilitar una información objetiva y contrastada que evite o 
dificulte la aparición de corrientes xenófobas o racistas.

2. El Gobierno unificará en Oficinas provinciales los servicios existentes, dependientes 
de diferentes órganos de la Administración del Estado con competencia en inmigración, al 
objeto de conseguir una adecuada coordinación de su actuación administrativa.

3. El Gobierno elaborará planes, programas y directrices sobre la actuación de la 
Inspección de Trabajo previa al procedimiento sancionador destinados especialmente a 
comprobar el cumplimiento del principio de igualdad y no discriminación de los trabajadores 
extranjeros, así como el cumplimiento efectivo de la normativa en materia de autorización de 
trabajo de extranjeros, todo ello sin perjuicio de las facultades de planificación que 
correspondan a las Comunidades Autónomas con competencias en materia de ejecución de 
la legislación laboral.
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Artículo 68.  Coordinación de las Administraciones Públicas.
1. La Conferencia Sectorial de Inmigración es el órgano a través del cual se asegurará la 

adecuada coordinación de las actuaciones que desarrollen las Administraciones Públicas en 
materia de inmigración.

2. Las Comunidades Autónomas que asuman competencias ejecutivas en la concesión 
de la autorización inicial de trabajo, deberán desarrollarlas en necesaria coordinación con las 
competencias estatales en materia de extranjería, inmigración y autorización de residencia, 
de manera que se garantice la igualdad en la aplicación de la normativa de extranjería e 
inmigración en todo el territorio, la celeridad de los procedimientos y el intercambio de 
información entre las Administraciones necesario para el desarrollo de sus respectivas 
competencias. La coordinación deberá realizarse preservando la capacidad de 
autoorganización de cada Comunidad Autónoma así como su propio sistema de 
descentralización territorial.

3. Con carácter previo a la concesión de autorizaciones por arraigo, las Comunidades 
Autónomas o, en su caso, los Ayuntamientos, emitirán un informe sobre la integración social 
del extranjero cuyo domicilio habitual se encuentre en su territorio. Reglamentariamente se 
determinarán los contenidos de dicho informe. En todo caso, el informe tendrá en cuenta el 
periodo de permanencia, la posibilidad de contar con vivienda y medios de vida, los vínculos 
con familiares residentes en España, y los esfuerzos de integración a través del seguimiento 
de programas de inserción sociolaborales y culturales.

4. Las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en materia de 
seguridad ciudadana y orden público mediante la creación de una policía propia, podrán 
aportar, en su caso, un informe sobre afectación al orden público en todos los 
procedimientos de autorización de residencia o su renovación, referidas a extranjeros que se 
encuentran en España, en los que se prevea la necesidad de informe gubernativo. Tal 
informe se incorporará al expediente al igual que el que, en su caso, aporten las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado en el ejercicio de sus competencias sobre seguridad 
pública.

Artículo 69.  Apoyo al movimiento asociativo de los inmigrantes.
Los poderes públicos impulsarán el fortalecimiento del movimiento asociativo entre los 

inmigrantes y apoyarán a los sindicatos, organizaciones empresariales y a las 
organizaciones no gubernamentales que, sin ánimo de lucro, favorezcan su integración 
social, facilitándoles ayuda económica, tanto a través de los programas generales como en 
relación con sus actividades específicas.

Artículo 70.  El Foro para la Integración Social de los Inmigrantes.
1. El Foro para la Integración Social de los Inmigrantes, constituido de forma tripartita y 

equilibrada, por representantes de las Administraciones Públicas, de las asociaciones de 
inmigrantes y de otras organizaciones con interés e implantación en el ámbito migratorio, 
incluyendo entre ellas a las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, 
constituye el órgano de consulta, información y asesoramiento en materia de integración de 
los inmigrantes.

2. Reglamentariamente se determinará su composición, competencias, régimen de 
funcionamiento y adscripción administrativa.

Artículo 71.  Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia.
Se constituirá el Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia, con funciones de 

estudio y análisis, y con capacidad para elevar propuestas de actuación, en materia de lucha 
contra el racismo y la xenofobia.

Artículo 72.  Comisión Laboral Tripartita de Inmigración.
1. La Comisión Laboral Tripartita de Inmigración es el órgano colegiado adscrito al 

Ministerio competente en materia de inmigración, de la que forman parte las organizaciones 
sindicales y empresariales más representativas.
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2. La Comisión Laboral Tripartita de Inmigración será informada sobre la evolución de los 
movimientos migratorios en España y, en todo caso, será consultada sobre las propuestas 
de Catálogo de ocupaciones de difícil cobertura, las previstas en el artículo 39 de esta Ley y 
las de contratación de trabajadores de temporada que se determinen.

3. Mediante Orden Ministerial se determinará su composición, forma de designación de 
sus miembros, competencias y régimen de funcionamiento.

Disposición adicional primera.  Plazo máximo para resolución de expedientes.
1. El plazo general máximo para notificar las resoluciones de las solicitudes de 

autorizaciones que formulen los interesados a tenor de lo previsto en esta Ley será de tres 
meses, contados a partir del día siguiente al de la fecha en que hayan tenido entrada en el 
registro del órgano competente para tramitarlas; ello, sin perjuicio del plazo máximo de 15 
días naturales establecido por la normativa comunitaria en relación con procedimientos de 
solicitud de visado de tránsito o estancia (así como de las excepciones previstas en la misma 
para su posible ampliación). Transcurrido el plazo para notificar las resoluciones de las 
solicitudes, salvo lo dispuesto en el apartado siguiente, éstas podrán entenderse 
desestimadas.

2. Las solicitudes de prórroga de la autorización de residencia, la renovación de la 
autorización de trabajo, así como las solicitudes de autorización de residencia de larga 
duración que se formulen por los interesados a tenor de lo dispuesto en la presente Ley 
Orgánica se resolverán y notificarán en el plazo máximo de tres meses contados a partir del 
día siguiente al de la fecha en que hayan tenido entrada en el registro del órgano 
competente para tramitarlas. Transcurrido dicho plazo sin que la Administración haya dado 
respuesta expresa, se entenderá que la prórroga o renovación han sido concedidas.

3. Las solicitudes de modificación de la limitación territorial o de ocupación de las 
autorizaciones iniciales de residencia y trabajo se resolverán y notificarán por la 
administración autonómica o estatal competente en el plazo máximo de un mes. 
Transcurrido dicho plazo sin que la Administración haya dado respuesta expresa, se 
entenderá que la solicitud ha sido concedida.

Disposición adicional segunda.  Subcomisiones de Cooperación.
En atención a la situación territorial y a la especial incidencia del fenómeno migratorio y a 

las competencias que tengan reconocidas en sus respectivos Estatutos de Autonomía en 
materia de ejecución laboral y en materia de asistencia social, y en concordancia con los 
mismos, se podrán constituir subcomisiones en el seno de las Comisiones Bilaterales de 
Cooperación entre el Estado y las Comunidades Autónomas, en concordancia con lo que 
prevean sus respectivos Estatutos de Autonomía, para analizar cuestiones sobre trabajo y 
residencia de extranjeros que les afecten directamente.

En particular, en atención a la situación geográfica del archipiélago canario, a la 
fragilidad de su territorio insular y a su lejanía con el continente europeo, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 37.1 de su Estatuto de Autonomía, en el seno de la Comisión 
Bilateral de Cooperación Canarias-Estado se constituirá una subcomisión que conocerá de 
las cuestiones que afecten directamente a Canarias en materia de residencia y trabajo de 
extranjeros.

Disposición adicional tercera.  Lugares de presentación de las solicitudes y exigencia de 
comparecencia personal.

1. Cuando el sujeto legitimado se encuentre en territorio español habrá de presentar 
personalmente las solicitudes relativas a las autorizaciones de residencia y de trabajo en los 
registros de los órganos competentes para su tramitación. Igualmente, en los procedimientos 
en los que el sujeto legitimado fuese un empleador, las solicitudes podrán ser presentadas 
por éste, o por quien válidamente ostente la representación legal empresarial. 
Reglamentariamente se podrán establecer excepciones a la presentación ante el órgano 
competente para su tramitación o a la necesidad de presentación personal de solicitudes.

2. Cuando el sujeto legitimado se encuentre en territorio extranjero, la presentación de 
solicitudes de visado y su recogida se realizarán personalmente ante la misión diplomática u 
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oficina consular en cuya demarcación aquél resida. Excepcionalmente, cuando el interesado 
no resida en la población en que tenga su sede la misión diplomática u oficina consular y se 
acrediten razones que obstaculicen el desplazamiento, como la lejanía de la misión u oficina 
o dificultades de transporte que hagan el viaje especialmente gravoso, podrá acordarse que 
la solicitud de visado pueda presentarse por representante debidamente acreditado. Las 
solicitudes relativas a los visados también podrán presentarse electrónicamente mediante las 
aplicaciones específicas de tramitación que existan. Asimismo, se podrán presentar en los 
locales de un proveedor de servicios externo con el que el Ministerio de Asuntos Exteriores, 
Unión Europea y Cooperación mantenga un contrato de concesión de servicios, con sujeción 
a las condiciones previstas en la normativa comunitaria sobre visados.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, en los supuestos de presentación de 
solicitudes y recogida de visado de estancia, tránsito y de residencia por reagrupación 
familiar de menores, ambos trámites podrán realizarse mediante representante debidamente 
acreditado.

En cualquier caso, la misión diplomática u oficina consular podrá requerir la 
comparecencia del solicitante y, cuando lo estime necesario, mantener una entrevista 
personal.

Lo dispuesto en este apartado se entenderá sin perjuicio de lo establecido en la 
normativa comunitaria que desarrolla la política común de visados en lo relativo a la 
posibilidad de celebrar acuerdos con otros Estados miembros de la Unión Europea a efectos 
de representación en terceros Estados, en cuanto a procedimientos de solicitud de visados 
de tránsito o estancia.

3. Asimismo, no se requerirá la comparecencia personal en los procedimientos de 
contratación colectiva de trabajadores, en los supuestos contemplados en un convenio o 
acuerdo internacional, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el mismo.

Disposición adicional cuarta.  
1. La autoridad competente para resolver inadmitirá a trámite las solicitudes relativas a 

los procedimientos regulados en esta ley, en los siguientes supuestos:
a) Falta de legitimación del solicitante, o insuficiente acreditación de la representación.
b) Presentación de la solicitud fuera del plazo legalmente establecido.
c) Cuando se trate de reiteración de una solicitud ya denegada, siempre que las 

circunstancias que motivaron la denegación no hayan variado.
d) Cuando conste un procedimiento administrativo sancionador contra el solicitante en el 

que pueda proponerse la expulsión o cuando se haya decretado en contra del mismo una 
orden de expulsión, judicial o administrativa salvo que, en este último caso, la orden de 
expulsión hubiera sido revocada o se hallase en uno de los supuestos regulados por los 
artículos 31 bis, 59, 59 bis o 68.3 de esta ley.

e) Cuando el solicitante tenga prohibida su entrada en España.
f) Cuando se trate de solicitudes manifiestamente carentes de fundamento.
g) Cuando se refieran a extranjeros que se encontrasen en España en situación irregular, 

salvo que pueda encontrarse en uno de los supuestos del artículo 31, apartado 3.
h) Cuando dicha solicitud no sea realizada personalmente y dicha circunstancia sea 

exigida por ley.
2. En los procedimientos relativos a solicitudes de visado de tránsito o estancia, la 

autoridad competente para resolver inadmitirá a trámite las solicitudes, en los siguientes 
supuestos:

a) Presentación de la solicitud fuera del plazo de los tres meses anteriores al comienzo 
del viaje.

b) Presentación de la solicitud en documento distinto al modelo oficialmente establecido 
a los efectos.

c) No aportación de documento de viaje válido al menos hasta tres meses después de la 
fecha (en su caso, última fecha) prevista de salida del territorio de los Estados miembros de 
la Unión Europea; en el que figuren al menos dos páginas en blanco; y expedido dentro de 
los diez años anteriores a la presentación de la solicitud de visado.
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d) Cuando no se aporte fotografía del solicitante, acorde a lo dispuesto en la normativa 
reguladora del Sistema de Información de Visados (VIS) de la Unión Europea.

e) Cuando no se hayan tomado los datos biométricos del solicitante.
f) Cuando no se haya abonado la tasa de visado.

Disposición adicional quinta.  Acceso a la información, colaboración entre 
Administraciones públicas y gestión informática de los procedimientos.

1. En el cumplimiento de los fines que tienen encomendadas, y con pleno respeto a la 
legalidad vigente, las Administraciones públicas, dentro de su ámbito competencial, 
colaborarán en la cesión de datos relativos a las personas que sean consideradas 
interesados en los procedimientos regulados en esta Ley Orgánica y sus normas de 
desarrollo.

2. Para la exclusiva finalidad de cumplimentar las actuaciones que los órganos de la 
Administración General del Estado competentes en los procedimientos regulados en esta 
Ley Orgánica y sus normas de desarrollo tienen encomendadas, la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, la Tesorería General de la Seguridad Social y el Instituto Nacional 
de Estadística, este último en lo relativo al Padrón Municipal de Habitantes, facilitarán a 
aquéllos el acceso directo a los ficheros en los que obren datos que hayan de constar en 
dichos expedientes, y sin que sea preciso el consentimiento de los interesados, de acuerdo 
con la legislación sobre protección de datos.

Igualmente, los anteriores organismos facilitarán a las Comunidades Autónomas la 
información necesaria para ejercer sus competencias sobre autorizaciones iniciales de 
trabajo sin que tampoco sea preciso el consentimiento de los interesados.

3. La tramitación de los procedimientos en materia de extranjería derivados del 
cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley Orgánica, se realizará sobre una aplicación 
informática común cuya implantación y coordinación respecto de los restantes 
Departamentos implicados corresponderá al Ministerio de Trabajo e Inmigración. Dicha 
aplicación, garantizando la protección de datos de carácter personal, registrará la 
información y datos relativos a los extranjeros y ciudadanos de la Unión Europea residentes 
en España y sus autorizaciones, impulsará el cumplimiento de lo establecido por la 
legislación en materia de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos y 
permitirá el conocimiento, en tiempo real, de la situación de las solicitudes de autorización 
reguladas en esta Ley por parte de los órganos administrativos que sean competentes en 
cada una de las fases del mismo, así como su intervención en la fase que recaiga dentro de 
su ámbito de competencias. Asimismo, la aplicación informática permitirá la generación de 
bases de datos estadísticas por las administraciones intervinientes para la obtención de la 
información actualizada y fiable sobre las magnitudes relativas a la inmigración y la 
extranjería.

En cumplimiento de lo establecido por la normativa comunitaria sobre la materia, la 
tramitación de procedimientos relativos a visados de tránsito y de estancia se realizará sobre 
la aplicación informática específicamente creada a los efectos, dependiente del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación, que estará interconectada con la aplicación 
informática común, en orden a que en la base de datos de esta última conste información 
sobre los datos de los visados solicitados y concedidos en las Oficinas consulares o 
Misiones diplomáticas españolas en el exterior.

El Ministerio del Interior, de acuerdo con sus competencias en materia de orden público, 
seguridad pública y seguridad nacional, mantendrá un Registro central de extranjeros. 
Reglamentariamente, se establecerá la interconexión que, en su caso, resulte necesaria 
para que en la aplicación informática común conste la información que pueda repercutir en la 
situación administrativa de los extranjeros en España.

4. Cuando las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, intervengan 
en alguno de los procedimientos regulados en esta Ley, se garantizará que su participación 
en los procedimientos informatizados responda a estándares comunes que garanticen la 
necesaria coordinación de la actuación de todos los órganos administrativos intervinientes. 
Igualmente, la aplicación informática común dará acceso a las Comunidades Autónomas con 
competencias en materia de autorización de trabajo a la información necesaria para el 
ejercicio de sus competencias, entre la que se encontrará aquella relativa a la concesión y 
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extinción de autorizaciones de reagrupación familiar concedidas en su territorio así como de 
las altas en Seguridad Social de las autorizaciones de trabajo iniciales concedidas por ellas.

5. El Observatorio Permanente de la Inmigración aunará el conjunto de la información 
estadística disponible en materia de extranjería, inmigración, protección internacional y 
nacionalidad, con independencia de la Administración Pública, Departamento ministerial u 
Organismo responsable de su elaboración, con la finalidad de servir como sistema de 
análisis e intercambio de la información cualitativa y cuantitativa relacionada con los 
movimientos migratorios al servicio de las entidades responsables de gestionar las políticas 
públicas en dichas materias.

Disposición adicional sexta.  Acuerdos de readmisión.
A los extranjeros que, en virtud de los acuerdos que regulen la readmisión de las 

personas en situación irregular suscritos por España, deban ser entregados o enviados a los 
países de los que sean nacionales o desde los que se hayan trasladado hasta el territorio 
español, les será de aplicación lo dispuesto en los citados acuerdos así como su normativa 
de desarrollo.

Dichos acuerdos contendrán cláusulas de respeto a los derechos humanos en virtud de 
lo que establecen en esta materia los tratados y convenios internacionales.

En el caso de que el titular de la tarjeta azul de la U.E. concedida en España fuera objeto 
de una medida de repatriación en otro Estado miembro, por haberse extinguido la vigencia 
de la autorización originaria para permanecer en dicho Estado o por denegarse su solicitud 
para residir en él, se le readmitirá sin necesidad de ninguna otra formalidad, incluyendo, en 
su caso, a los miembros de su familia previamente reagrupados.

Disposición adicional séptima.  Delimitación del Espacio Schengen.
A los efectos de lo dispuesto en esta ley, se entenderá por Espacio Schengen el conjunto 

de los territorios de los Estados a los que se apliquen plenamente las disposiciones relativas 
a la supresión de controles en las fronteras interiores y circulación de personas, previstas en 
el título II del Convenio para la aplicación del Acuerdo de Schengen, de 19 de junio de 1990.

Disposición adicional octava.  Ayudas al retorno voluntario.
El Gobierno contemplará anualmente la financiación de programas de retorno voluntario 

de las personas que así lo soliciten y planteen proyectos que supongan su reasentamiento 
en la sociedad de la que partieron y siempre que los mismos sean de interés para aquella 
comunidad.

Disposición adicional novena.  Autorizaciones autonómicas de trabajo en origen.
En el marco de los procedimientos de contratación colectiva en origen, las comunidades 

autónomas con competencias ejecutivas en materia de autorizaciones de trabajo podrán 
establecer servicios que faciliten la tramitación de los correspondientes visados ante los 
consulados españoles, así como promover el desarrollo de programas de acogida para los 
trabajadores extranjeros y sus familias.

Disposición adicional décima.  Régimen especial de Ceuta y Melilla.
1. Los extranjeros que sean detectados en la línea fronteriza de la demarcación territorial 

de Ceuta o Melilla mientras intentan superar los elementos de contención fronterizos para 
cruzar irregularmente la frontera podrán ser rechazados a fin de impedir su entrada ilegal en 
España.

2. En todo caso, el rechazo se realizará respetando la normativa internacional de 
derechos humanos y de protección internacional de la que España es parte.

3. Las solicitudes de protección internacional se formalizarán en los lugares habilitados al 
efecto en los pasos fronterizos y se tramitarán conforme a lo establecido en la normativa en 
materia de protección internacional.
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Disposición adicional undécima.  Capacidad ordinaria de los sistemas para la adecuada 
protección y tutela de las personas menores de edad extranjeras no acompañadas.

1. En defecto del acuerdo unánime de la Conferencia Sectorial de Infancia y 
Adolescencia a que se refiere el artículo 35 bis, la capacidad ordinaria del sistema de 
protección y tutela de menores se obtendrá de dividir la población total de cada comunidad 
autónoma a 31 de diciembre del año anterior, por el cociente resultante de dividir la 
población total de España a 31 de diciembre del año anterior entre el número máximo de 
personas menores de edad extranjeras no acompañadas atendidas por el conjunto del 
sistema de protección español, según los datos que envíen las comunidades autónomas 
antes del 31 de marzo de 2025, y previa inscripción en el registro de menores y certificación 
del Ministerio de Juventud e Infancia.

2. Mediante real decreto, previa información a la Conferencia Sectorial de Infancia y 
Adolescencia, se aprobará anualmente cuál es la capacidad ordinaria del sistema de 
protección y tutela de personas menores de edad extranjeras no acompañadas, en los 
términos recogidos en la presente disposición adicional.

3. A tal efecto las ciudades y comunidades autónomas deberán remitir a la persona 
titular de la Presidencia de la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia antes del 15 
de enero de cada año certificación del titular de la Consejería competente del número 
máximo de personas menores de edad extranjeras no acompañadas atendidas por el 
sistema de protección de la ciudad o comunidad autónoma en el año anterior, recogiendo la 
identidad de los menores y la fecha considerada, y excluyendo las comunidades o ciudades 
autónomas de origen a los efectos de esta certificación el cómputo de los menores que 
hayan sido efectivamente trasladados a otra comunidad o ciudad autónoma, dentro del año 
considerado, en razón a la declaración de una situación de contingencia migratoria 
extraordinaria en la comunidad o ciudad autónoma de origen.

4. Mediante el Real Decreto-ley 2/2025, de 18 de marzo, por el que se aprueban 
medidas urgentes para la garantía del interés superior de la infancia y la adolescencia ante 
situaciones de contingencias migratorias extraordinarias, se crea un Fondo adscrito al 
Ministerio con competencia en materia de infancia para compensar íntegramente a las 
comunidades y ciudades autónomas por los costes ocasionados por la sobreocupación por 
menores extranjeros no acompañados trasladados desde otra comunidad o ciudad 
autónoma, entendiendo que excede la ocupación la capacidad ordinaria de su sistema de 
protección y tutela de menores extranjeros no acompañados en los términos del apartado 1, 
y siempre que acredite un número de plazas de acogida por encima de la media del total de 
las plazas existentes en el conjunto del Estado por cada 100.000 habitantes, mientras dicha 
situación perdure.

Para dotar dicho fondo en el año 2025 se concede un crédito extraordinario en el 
presupuesto de la sección 31 “Ministerio de Juventud e Infancia”, servicio 04 “Dirección 
General de Derechos de la Infancia y la Adolescencia”, programa 231G “Atención a la 
Infancia y a las Familias”, concepto 452 “Fondo para la atención a niños, niñas y 
adolescentes migrantes no acompañados para cubrir los costes ocasionados por la 
sobreocupación y/o traslado de menores”, por un importe de 100.000.000 de euros.

El crédito extraordinario que se concede en el párrafo anterior de este apartado se 
financiará de conformidad con el artículo 59 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria.

5. La capacidad ordinaria de los sistemas de protección y tutela de personas menores de 
edad extranjeras no acompañadas establecida en esta disposición adicional, solo podrá 
prorrogarse un año, mediante real decreto y previo informe de la Conferencia Sectorial de 
Infancia y Adolescencia. Posteriormente, se requerirá el acuerdo unánime de la Conferencia 
Sectorial de Infancia y Adolescencia o, en su defecto, el acuerdo por mayoría absoluta del 
Congreso de los Diputados, previa remisión de la propuesta elaborada por el Gobierno.

A partir de transcurrido el primer año de prórroga, sin Acuerdo unánime de la 
Conferencia Sectorial sobre la capacidad ordinaria de los sistemas de protección y tutela de 
personas menores de edad extranjeras no acompañadas actualizada anualmente, las 
resoluciones derivadas de la aplicación de esta ley que pueda establecer la Administración 
General del Estado sobre la reubicación de las personas menores de edad extranjeras no 
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acompañadas no resultarán de cumplimiento obligatorio para las comunidades y ciudades 
autónomas.

Disposición adicional duodécima.  Alcance de las decisiones de la Administración General 
del Estado sobre la capacidad de los sistemas de protección y tutela de personas menores 
de edad extranjeras no acompañadas.

Sin perjuicio de lo establecido en la disposición adicional undécima para el año 2025 y su 
prórroga, no podrá acordarse por la Administración General del Estado sin el Acuerdo 
unánime de la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia la reubicación obligatoria de 
personas menores de edad extranjeras no acompañadas procedentes de otra comunidad o 
ciudad autónoma en su territorio, ni atribuirse de manera obligatoria la atención o tutela de 
las mismas a aquellas comunidades y ciudades autónomas que acrediten la ocupación 
efectiva de un número de plazas de acogida de personas menores de edad, ya sean 
extranjeras o no, por encima de la media del total de las plazas existentes en el conjunto del 
Estado por cada 100.000 habitantes.

Disposición transitoria primera.  Regularización de extranjeros que se encuentren en 
España.

El Gobierno, mediante Real Decreto, establecerá el procedimiento para la regularización 
de los extranjeros que se encuentren en territorio español antes del día 1 de junio de 1999 y 
que acrediten haber solicitado en alguna ocasión autorización de residencia o trabajo o que 
lo hayan tenido en los tres últimos años.

Disposición transitoria segunda.  Validez de las autorizaciones vigentes.
Las distintas autorizaciones o tarjetas que habilitan para entrar, residir y trabajar en 

España a las personas incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley que tengan validez a la 
entrada en vigor de la misma, la conservarán por el tiempo para el que hubieren sido 
expedidas.

Disposición transitoria tercera.  Normativa aplicable a procedimientos en curso.
Los procedimientos administrativos en curso se tramitarán y resolverán de acuerdo con 

la normativa vigente en el momento de la iniciación, salvo que el interesado solicite la 
aplicación de la presente Ley.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogada la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, sobre derechos y libertades de 

los extranjeros en España, y cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Ley.

Disposición final primera.  Modificación del artículo 312 del Código Penal.
El apartado 1 del artículo 312 del Código Penal queda redactado de la forma siguiente:

"Artículo 312.  
1. Serán castigados con las penas de prisión de dos a cinco años y multa de seis 

a doce meses, los que trafiquen de manera ilegal con mano de obra."

Disposición final segunda.  Inclusión de un nuevo Título XV bis en el Código Penal.
Se introduce un nuevo Título XV bis con la siguiente redacción:
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"Título XV bis. Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros.

Artículo 318 bis.  
1. Los que promuevan, favorezcan o faciliten el tráfico ilegal de personas desde, 

en tránsito o con destino a España serán castigados con las penas de prisión de seis 
meses a tres años y multa de seis a doce meses.

2. Los que realicen las conductas descritas en el apartado anterior con ánimo de 
lucro, o empleando violencia, intimidación o engaño o abusando de una situación de 
necesidad de la víctima, serán castigados con las penas de prisión de dos a cuatro 
años y multa de doce a veinticuatro meses.

3. Se impondrán las penas correspondientes en su mitad superior a las previstas 
en los apartados anteriores, cuando en la comisión de los hechos se hubiere puesto 
en peligro la vida, la salud o la integridad de las personas o la víctima sea menor de 
edad.

4. En las mismas penas del apartado anterior y además en la inhabilitación 
absoluta de seis a doce años incurrirán los que realicen los hechos prevaliéndose de 
su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario público.

5. Se impondrán las penas superiores en grado a las previstas en los apartados 
anteriores, en sus respectivos casos, cuando el culpable perteneciere a una 
organización o asociación, incluso de carácter transitorio que se dedicare a la 
realización de tales actividades."

Disposición final tercera.  Modificaciones en los artículos 515, 517 y 518 del Código Penal.
1. Se añade un nuevo apartado 6.º en el artículo 515 con la siguiente redacción:

"6.º Las que promuevan el tráfico ilegal de personas."
2. Se modifica el primer párrafo del artículo 517, que quedará redactado de la siguiente 

forma:
"En los casos previstos en los números 1.º y 3.º al 6.º del artículo 515 se 

impondrán las siguientes penas:"
3. Se modifica el artículo 518, que quedará redactado de la siguiente forma:

"Los que con su cooperación económica o de cualquier otra clase, en todo caso 
relevante, favorezcan la fundación, organización o actividad de las asociaciones 
comprendidas en los números 1.º y 3.º al 6.º del artículo 515, incurrirán en la pena de 
prisión de uno a tres años, multa de doce a veinticuatro meses, e inhabilitación para 
empleo o cargo público por tiempo de uno a cuatro años."

Disposición final cuarta.  Preceptos no orgánicos.
1. Tienen naturaleza orgánica los preceptos contenidos en los siguientes artículos de 

esta Ley: 1, 2, 3, 4.1, 4.3, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 15, 16, 17, 18, 18 bis, 19, 20, 21, 22.1, 23, 24, 25, 
25 bis, 27, 29, 30, 30 bis, 31, 31 bis, 33, 34, 36, 37, 39, 40, 41, 42, 53, 54, 55, 57, 58, 59, 59 
bis, 60, 61, 62, 62 bis, 62 ter, 62 quáter, 62 quinquies, 62 sexies, 63, 63 bis, 64, 66, 71, las 
disposiciones adicionales tercera a octava y décima y las disposiciones finales.

2. Los preceptos no incluidos en el apartado anterior no tienen naturaleza orgánica.

Disposición final quinta.  Apoyo al sistema de información de Schengen.
El Gobierno, en el marco de lo previsto en el Convenio de aplicación del Acuerdo de 

Schengen, adoptará cuantas medidas fueran precisas para mantener la exactitud y la 
actualización de los datos del sistema de información de Schengen, facilitando el ejercicio 
del derecho a la rectificación o supresión de datos a las personas cuyos datos figuren en el 
mismo.

Disposición final quinta bis.Código  Comunitario de Visados.
Las previsiones de la presente Ley en materia de visados de tránsito y estancia se 

entenderán sin perjuicio de lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 810/2009, de 13 de 
julio, por el que se establece un Código Comunitario sobre Visados.
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Disposición final sexta.  Reglamento de la Ley.
El Gobierno en el plazo de seis meses aprobará el Reglamento de esta Ley Orgánica.

Disposición final séptima.  Información sobre la Ley a organismos y organizaciones 
interesados.

Desde el momento de la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno adoptará las medidas 
necesarias para informar a los funcionarios de las diversas Administraciones públicas, a los 
directivos de asociaciones de inmigrantes, a los Colegios de Abogados, a los sindicatos y a 
las organizaciones no gubernamentales de los cambios que sobre la aplicación de la 
normativa anterior supone la aprobación de esta Ley Orgánica.

Disposición final octava.  Habilitación de créditos.
El Gobierno dictará las disposiciones necesarias para hacer frente a los gastos 

originados por la aplicación y desarrollo de la presente Ley.

Disposición final novena.  Entrada en vigor.
Esta Ley Orgánica entrará en vigor a los veinte días de su completa publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 14

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1995

Última modificación: 11 de junio de 2024
Referencia: BOE-A-1995-25444

[ . . . ]
LIBRO II

Delitos y sus penas

[ . . . ]
Artículo 172 quater.  

1. El que para obstaculizar el ejercicio del derecho a la interrupción voluntaria del 
embarazo acosare a una mujer mediante actos molestos, ofensivos, intimidatorios o 
coactivos que menoscaben su libertad, será castigado con la pena de prisión de tres meses 
a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días.

2. Las mismas penas se impondrán a quien, en la forma descrita en el apartado anterior, 
acosare a los trabajadores del ámbito sanitario en su ejercicio profesional o función pública y 
al personal facultativo o directivo de los centros habilitados para interrumpir el embarazo con 
el objetivo de obstaculizar el ejercicio de su profesión o cargo.

3. Atendidas la gravedad, las circunstancias personales del autor y las concurrentes en 
la realización del hecho, el tribunal podrá imponer, además, la prohibición de acudir a 
determinados lugares por tiempo de seis meses a tres años.

4. Las penas previstas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las que pudieran 
corresponder a los delitos en que se hubieran concretado los actos de acoso.

5. En la persecución de los hechos descritos en este artículo no será necesaria la 
denuncia de la persona agraviada ni de su representación legal.

[ . . . ]
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TÍTULO XXIV
Delitos contra la Comunidad Internacional

CAPÍTULO I
Delitos contra el Derecho de gentes

Artículo 605.  
1. El que matare al Jefe de un Estado extranjero, o a otra persona internacionalmente 

protegida por un Tratado, que se halle en España, será castigado con la pena de prisión 
permanente revisable.

2. El que causare lesiones de las previstas en el artículo 149 a las personas 
mencionadas en el apartado anterior, será castigado con la pena de prisión de quince a 
veinte años.

Si se tratara de alguna de las lesiones previstas en el artículo 150 se castigará con la 
pena de prisión de ocho a quince años, y de cuatro a ocho años si fuera cualquier otra 
lesión.

3. Cualquier otro delito cometido contra las personas mencionadas en los números 
precedentes, o contra los locales oficiales, la residencia particular o los medios de transporte 
de dichas personas, será castigado con las penas establecidas en este Código para los 
respectivos delitos, en su mitad superior.

Artículo 606.  
1. El que violare la inmunidad personal del Jefe de otro Estado o de otra persona 

internacionalmente protegida por un Tratado, será castigado con la pena de prisión de seis 
meses a tres años.

2. Cuando los delitos comprendidos en este artículo y en el anterior no tengan señalada 
una penalidad recíproca en las leyes del país a que correspondan las personas ofendidas, 
se impondrá al delincuente la pena que sería propia del delito, con arreglo a las 
disposiciones de este Código, si la persona ofendida no tuviese el carácter oficial 
mencionado en el apartado anterior.

CAPÍTULO II
Delitos de genocidio

Artículo 607.  
1. Los que, con propósito de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, 

racial, religioso o determinado por la discapacidad de sus integrantes, perpetraren alguno de 
los actos siguientes, serán castigados:

1.º Con la pena de prisión permanente revisable, si mataran a alguno de sus miembros.
2.º Con la pena de prisión permanente revisable, si agredieran sexualmente a alguno de 

sus miembros o produjeran alguna de las lesiones previstas en el artículo 149.
3.º Con la pena de prisión de ocho a quince años, si sometieran al grupo o a cualquiera 

de sus individuos a condiciones de existencia que pongan en peligro su vida o perturben 
gravemente su salud, o cuando les produjeran algunas de las lesiones previstas en el 
artículo 150.

4.º Con la misma pena, si llevaran a cabo desplazamientos forzosos del grupo o sus 
miembros, adoptaran cualquier medida que tienda a impedir su género de vida o 
reproducción, o bien trasladaran por la fuerza individuos de un grupo a otro.

5.º Con la de prisión de cuatro a ocho años, si produjeran cualquier otra lesión distinta de 
las señaladas en los numerales 2.º y 3.º de este apartado.

2. En todos los casos se impondrá además la pena de inhabilitación especial para 
profesión u oficio educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un 
tiempo superior entre tres y cinco años al de la duración de la pena de privación de libertad 
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impuesta en su caso en la sentencia, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito 
y a las circunstancias que concurran en el delincuente.

CAPÍTULO II BIS
De los delitos de lesa humanidad

Artículo 607 bis.  
1. Son reos de delitos de lesa humanidad quienes cometan los hechos previstos en el 

apartado siguiente como parte de un ataque generalizado o sistemático contra la población 
civil o contra una parte de ella.

En todo caso, se considerará delito de lesa humanidad la comisión de tales hechos:
1.º Por razón de pertenencia de la víctima a un grupo o colectivo perseguido por motivos 

políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género, discapacidad u otros 
motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional.

2.º En el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación 
sistemáticas de un grupo racial sobre uno o más grupos raciales y con la intención de 
mantener ese régimen.

2. Los reos de delitos de lesa humanidad serán castigados:
1.º Con la pena de prisión permanente revisable si causaran la muerte de alguna 

persona.
2.º Con la pena de prisión de 12 a 15 años si cometieran una violación, y de cuatro a seis 

años de prisión si el hecho consistiera en cualquier otra agresión sexual.
3.º Con la pena de prisión de 12 a 15 años si produjeran alguna de las lesiones del 

artículo 149, y con la de ocho a 12 años de prisión si sometieran a las personas a 
condiciones de existencia que pongan en peligro su vida o perturben gravemente su salud o 
cuando les produjeran alguna de las lesiones previstas en el artículo 150. Se aplicará la 
pena de prisión de cuatro a ocho años si cometieran alguna de las lesiones del artículo 147.

4.º Con la pena de prisión de ocho a 12 años si deportaran o trasladaran por la fuerza, 
sin motivos autorizados por el derecho internacional, a una o más personas a otro Estado o 
lugar, mediante la expulsión u otros actos de coacción.

5.º Con la pena de prisión de seis a ocho años si forzaran el embarazo de alguna mujer 
con intención de modificar la composición étnica de la población, sin perjuicio de la pena que 
corresponda, en su caso, por otros delitos.

6.º Con la pena de prisión de doce a quince años la desaparición forzada de personas. 
Se entenderá por desaparición forzada la aprehensión, detención o el secuestro o cualquier 
otra forma de privación de libertad que sean obra de agentes del Estado o por personas o 
grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, 
seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte 
o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola de la protección de la ley.

7.º Con la pena de prisión de ocho a 12 años si detuvieran a otro, privándolo de su 
libertad, con infracción de las normas internacionales sobre la detención.

Se impondrá la pena inferior en grado cuando la detención dure menos de quince días.
8.º Con la pena de cuatro a ocho años de prisión si cometieran tortura grave sobre 

personas que tuvieran bajo su custodia o control, y con la de prisión de dos a seis años si 
fuera menos grave.

A los efectos de este artículo, se entiende por tortura el sometimiento de la persona a 
sufrimientos físicos o psíquicos.

La pena prevista en este número se impondrá sin perjuicio de las penas que 
correspondieran, en su caso, por los atentados contra otros derechos de la víctima.

9.º Con la pena de prisión de cuatro a ocho años si cometieran alguna de las conductas 
relativas a la prostitución recogidas en el artículo 187.1, y con la de seis a ocho años en los 
casos previstos en el artículo 188.1.

Se impondrá la pena de seis a ocho años a quienes trasladen a personas de un lugar a 
otro, con el propósito de su explotación sexual, empleando violencia, intimidación o engaño, 
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o abusando de una situación de superioridad o de necesidad o de vulnerabilidad de la 
víctima.

Cuando las conductas previstas en el párrafo anterior y en el artículo 188.1 se cometan 
sobre menores de edad o personas con discapacidad necesitadas de especial protección, se 
impondrán las penas superiores en grado.

10.º Con la pena de prisión de cuatro a ocho años si sometieran a alguna persona a 
esclavitud o la mantuvieran en ella. Esta pena se aplicará sin perjuicio de las que, en su 
caso, correspondan por los concretos atentados cometidos contra los derechos de las 
personas.

Por esclavitud se entenderá la situación de la persona sobre la que otro ejerce, incluso 
de hecho, todos o algunos de los atributos del derecho de propiedad, como comprarla, 
venderla, prestarla o darla en trueque.

3. En todos los casos previstos en el apartado anterior se impondrá además la pena de 
inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en el ámbito docente, deportivo y 
de tiempo libre, por un tiempo superior entre tres y cinco años al de la duración de la pena 
de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, atendiendo proporcionalmente 
a la gravedad del delito y a las circunstancias que concurran en el delincuente.

CAPÍTULO III
De los delitos contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto 

armado

Artículo 608.  
A los efectos de este capítulo, se entenderá por personas protegidas:
1.º Los heridos, enfermos o náufragos y el personal sanitario o religioso, protegidos por 

el I y II Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional de 8 de 
junio de 1977.

2.º Los prisioneros de guerra protegidos por el III Convenio de Ginebra de 12 de agosto 
de 1949 o por el Protocolo I Adicional de 8 de Junio de 1977.

3.º La población civil y las personas civiles protegidas por el IV Convenio de Ginebra de 
12 de agosto de 1949 o por el Protocolo I Adicional de 8 de junio de 1977.

4.º Las personas fuera de combate y el personal de la Potencia Protectora y de su 
sustituto protegidos por los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 o por el 
Protocolo I Adicional de 8 de junio de 1977.

5.º Los parlamentarios y las personas que los acompañen, protegidos por el Convenio II 
de La Haya de 29 de julio de 1899.

6.º El personal de Naciones Unidas y personal asociado, protegidos por la Convención 
sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y del Personal Asociado, de 9 de 
diciembre de 1994.

7.º Cualquier otra que tenga aquella condición en virtud del Protocolo II Adicional de 8 de 
junio de 1977 o de cualesquiera otros Tratados internacionales en los que España fuere 
parte.

Artículo 609.  
El que, con ocasión de un conflicto armado, maltrate de obra o ponga en grave peligro la 

vida, la salud o la integridad de cualquier persona protegida, la haga objeto de tortura o 
tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos, le cause grandes sufrimientos o la 
someta a cualquier acto médico que no esté indicado por su estado de salud ni de acuerdo 
con las normas médicas generalmente reconocidas que la Parte responsable de la actuación 
aplicaría, en análogas circunstancias médicas, a sus propios nacionales no privados de 
libertad, será castigado con la pena de prisión de cuatro a ocho años, sin perjuicio de la pena 
que pueda corresponder por los resultados lesivos producidos.
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Artículo 610.  
El que, con ocasión de un conflicto armado, emplee u ordene emplear métodos o medios 

de combate prohibidos o destinados a causar sufrimientos innecesarios o males superfluos, 
así como aquéllos concebidos para causar o de los que fundamentalmente quepa prever que 
causen daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural, comprometiendo la 
salud o la supervivencia de la población, u ordene no dar cuartel, será castigado con la pena 
de prisión de 10 a 15 años, sin perjuicio de la pena que corresponda por los resultados 
producidos.

Artículo 611.  
Será castigado con la pena de prisión de diez a quince años, sin perjuicio de la pena que 

corresponda por los resultados producidos, el que, con ocasión de un conflicto armado:
1.º Realice u ordene realizar ataques indiscriminados o excesivos o haga objeto a la 

población civil de ataques, represalias o actos o amenazas de violencia cuya finalidad 
principal sea aterrorizarla.

2.º Destruya o dañe, violando las normas del Derecho Internacional aplicables en los 
conflictos armados, buque o aeronave no militares de una Parte adversa o neutral, 
innecesariamente y sin dar tiempo o sin adoptar las medidas necesarias para proveer a la 
seguridad de las personas y a la conservación de la documentación de a bordo.

3.º Obligue a un prisionero de guerra o persona civil a servir, en cualquier forma, en las 
Fuerzas Armadas de la Parte adversa, o les prive de su derecho a ser juzgados regular e 
imparcialmente.

4.º Deporte, traslade de modo forzoso, tome como rehén o detenga o confine ilegalmente 
a cualquier persona protegida o la utilice para poner ciertos puntos, zonas o fuerzas militares 
a cubierto de los ataques de la parte adversa.

5.º Traslade y asiente, directa o indirectamente, en territorio ocupado a población de la 
parte ocupante, para que resida en él de modo permanente.

6.º Realice, ordene realizar o mantenga, respecto de cualquier persona protegida, 
prácticas de segregación racial y demás prácticas inhumanas y degradantes basadas en 
otras distinciones de carácter desfavorable, que entrañen un ultraje contra la dignidad 
personal.

7.º Impida o demore, injustificadamente, la liberación o la repatriación de prisioneros de 
guerra o de personas civiles.

8.º Declare abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un Juez o Tribunal los derechos y 
acciones de los nacionales de la parte adversa.

9.º Atente contra la libertad sexual de una persona protegida cometiendo actos de 
violación, esclavitud sexual, prostitución inducida o forzada, embarazo forzado, esterilización 
forzada o cualquier otra forma de agresión sexual.

Artículo 612.  
Será castigado con la pena de prisión de tres a siete años, sin perjuicio de la pena que 

corresponda por los resultados producidos, el que, con ocasión de un conflicto armado:
1.º Viole a sabiendas la protección debida a hospitales, instalaciones, material, unidades 

y medios de transporte sanitario, campos de prisioneros, zonas y localidades sanitarias y de 
seguridad, zonas neutralizadas, lugares de internamiento de la población civil, localidades no 
defendidas y zonas desmilitarizadas, dadas a conocer por los signos o señales distintivos 
apropiados.

2.º Ejerza violencia sobre el personal sanitario o religioso o integrante de la misión 
médica, o de las sociedades de socorro o contra el personal habilitado para usar los signos o 
señales distintivos de los Convenios de Ginebra, de conformidad con el derecho 
internacional.

3.º Injurie gravemente, prive o no procure el alimento indispensable o la asistencia 
médica necesaria a cualquier persona protegida o la haga objeto de tratos humillantes o 
degradantes, omita informarle, sin demora justificada y de modo comprensible, de su 
situación, imponga castigos colectivos por actos individuales o viole las prescripciones sobre 
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el alojamiento de mujeres y familias o sobre protección especial de mujeres y niños 
establecidas en los tratados internacionales en los que España fuera parte y, en particular, 
reclute o aliste a menores de dieciocho años o los utilice para participar directamente en las 
hostilidades.

4.º Use indebidamente los signos protectores o distintivos, emblemas o señales 
establecidos y reconocidos en los tratados internacionales en los que España fuere parte, 
especialmente los signos distintivos de la Cruz Roja, de la Media Luna Roja y del Cristal 
Rojo.

5.º Utilice indebidamente o de modo pérfido bandera, uniforme, insignia o emblema 
distintivo de Estados neutrales, de las Naciones Unidas o de otros Estados que no sean 
partes en el conflicto o de Partes adversas, durante los ataques o para cubrir, favorecer, 
proteger u obstaculizar operaciones militares, salvo en los casos exceptuados expresamente 
previstos en los Tratados internacionales en los que España fuere parte.

6.º Utilice indebidamente o de modo pérfido bandera de parlamento o de rendición, 
atente contra la inviolabilidad o retenga indebidamente a parlamentario o a cualquiera de las 
personas que lo acompañen, a personal de la Potencia Protectora o su sustituto, o a 
miembro de la Comisión Internacional de Encuesta.

7.º Despoje de sus efectos a un cadáver, herido, enfermo, náufrago, prisionero de guerra 
o persona civil internada.

8.º Haga padecer intencionadamente hambre a la población civil como método de 
guerra, privándola de los bienes indispensables para su supervivencia, incluido el hecho de 
obstaculizar arbitrariamente los suministros de socorro, realizados de conformidad con los 
Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales.

9.º Viole suspensión de armas, armisticio, capitulación u otro convenio celebrado con la 
parte adversa.

10.º Dirija intencionadamente ataques contra cualquier miembro del personal de las 
Naciones Unidas, personal asociado o participante en una misión de paz o de asistencia 
humanitaria, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan 
derecho a la protección otorgada a personas o bienes civiles, con arreglo al derecho 
internacional de los conflictos armados, o les amenace con tal ataque para obligar a una 
persona natural o jurídica a realizar o abstenerse de realizar algún acto.

Artículo 613.  
1. Será castigado con la pena de prisión de cuatro a seis años el que, con ocasión de un 

conflicto armado, realice u ordene realizar alguna de las siguientes acciones:
a) Ataque o haga objeto de represalias o actos de hostilidad contra bienes culturales o 

lugares de culto que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos, siempre 
que tales bienes o lugares no estén situados en la inmediata proximidad de un objetivo 
militar o no sean utilizados en apoyo del esfuerzo militar del adversario y estén debidamente 
señalizados;

b) Use indebidamente los bienes culturales o lugares de culto referidos en la letra a) en 
apoyo de una acción militar;

c) Se apropie a gran escala, robe, saquee o realice actos de vandalismo contra los 
bienes culturales o lugares de culto referidos en la letra a);

d) Ataque o haga objeto de represalias o de actos de hostilidad a bienes de carácter civil 
de la parte adversa, causando su destrucción, siempre que ello no ofrezca, en las 
circunstancias del caso, una ventaja militar definida o que tales bienes no contribuyan 
eficazmente a la acción militar del adversario;

e) Ataque, destruya, sustraiga o inutilice los bienes indispensables para la supervivencia 
de la población civil, salvo que la parte adversa utilice tales bienes en apoyo directo de una 
acción militar o exclusivamente como medio de subsistencia para los miembros de sus 
fuerzas armadas;

f) Ataque o haga objeto de represalias a las obras o instalaciones que contengan fuerzas 
peligrosas, cuando tales ataques puedan producir la liberación de aquellas fuerzas y causar, 
en consecuencia, pérdidas importantes en la población civil, salvo que tales obras o 
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instalaciones se utilicen en apoyo regular, importante y directo de operaciones militares y 
que tales ataques sean el único medio factible de poner fin a tal apoyo;

g) Destruya, dañe o se apodere, sin necesidad militar, de cosas que no le pertenezcan, 
obligue a otro a entregarlas o realice cualesquiera otros actos de pillaje;

h) Requise, indebida o innecesariamente, bienes muebles o inmuebles en territorio 
ocupado o destruya buque o aeronave no militares, y su carga, de una parte adversa o 
neutral o los capture, con infracción de las normas internacionales aplicables a los conflictos 
armados en la mar;

i) Ataque o realice actos de hostilidad contra las instalaciones, material, unidades, 
residencia privada o vehículos de cualquier miembro del personal referido en el ordinal 10.º 
del artículo 612 o amenace con tales ataques o actos de hostilidad para obligar a una 
persona natural o jurídica a realizar o abstenerse de realizar algún acto.

2. Cuando el ataque, la represalia, el acto de hostilidad o la utilización indebida tengan 
por objeto bienes culturales o lugares de culto bajo protección especial o a los que se haya 
conferido protección en virtud de acuerdos especiales, o bienes culturales inmuebles o 
lugares de culto bajo protección reforzada o sus alrededores inmediatos, se podrá imponer la 
pena superior en grado.

En los demás supuestos previstos en el apartado anterior de este artículo, se podrá 
imponer la pena superior en grado cuando se causen destrucciones extensas e importantes 
en los bienes, obras o instalaciones sobre los que recaigan o en los supuestos de extrema 
gravedad.

Artículo 614.  
El que, con ocasión de un conflicto armado, realice u ordene realizar cualesquiera otras 

infracciones o actos contrarios a las prescripciones de los tratados internacionales en los que 
España fuere parte y relativos a la conducción de las hostilidades, regulación de los medios 
y métodos de combate, protección de los heridos, enfermos y náufragos, trato debido a los 
prisioneros de guerra, protección de las personas civiles y protección de los bienes culturales 
en caso de conflicto armado, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos 
años.

Artículo 614 bis.  
Cuando cualquiera de las conductas contenidas en este capítulo formen parte de un plan 

o política o se cometan a gran escala, se aplicarán las respectivas penas en su mitad 
superior.

CAPÍTULO IV
Disposiciones comunes

Artículo 615.  
La provocación, la conspiración y la proposición para la ejecución de los delitos previstos 

en los capítulos anteriores de este Título se castigarán con la pena inferior en uno o dos 
grados a la que correspondería a los mismos.

Artículo 615 bis.  
1. La autoridad o jefe militar o quien actúe efectivamente como tal que no adoptara las 

medidas a su alcance para evitar la comisión, por las fuerzas sometidas a su mando o 
control efectivo, de alguno de los delitos comprendidos en los capítulos II, II bis y III de este 
título, será castigado con la misma pena que los autores.

2. Si la conducta anterior se realizara por imprudencia grave, la pena será la inferior en 
uno o dos grados.

3. La autoridad o jefe militar o quien actúe efectivamente como tal que no adoptara las 
medidas a su alcance para que sean perseguidos los delitos comprendidos en los capítulos 
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II, II bis y III de este título cometidos por las personas sometidas a su mando o control 
efectivo será castigada con la pena inferior en dos grados a la de los autores.

4. El superior no comprendido en los apartados anteriores que, en el ámbito de su 
competencia, no adoptara las medidas a su alcance para evitar la comisión por sus 
subordinados de alguno de los delitos comprendidos en los capítulos II, II bis y III de este 
título será castigado con la misma pena que los autores.

5. El superior que no adoptara las medidas a su alcance para que sean perseguidos los 
delitos comprendidos en los capítulos II, II bis y III de este título cometidos por sus 
subordinados será castigado con la pena inferior en dos grados a la de los autores.

6. El funcionario o autoridad que, sin incurrir en las conductas previstas en los apartados 
anteriores, y faltando a la obligación de su cargo, dejara de promover la persecución de 
alguno de los delitos de los comprendidos en los capítulos II, II bis y III de este título de que 
tenga noticia será castigado con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo 
público por tiempo de dos a seis años.

Artículo 616.  
En el caso de cometerse cualquiera de los delitos comprendidos en los Capítulos 

anteriores de este Título, excepto los previstos en el artículo 614 y en los apartados 2 y 6 del 
615 bis, y en el Título anterior por una autoridad o funcionario público, se le impondrá, 
además de las penas señaladas en ellos, la de inhabilitación absoluta por tiempo de diez a 
veinte años; si fuese un particular, los jueces y tribunales podrán imponerle la de 
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a diez años.

Artículo 616 bis.  
Lo dispuesto en el artículo 20.7.º de este Código en ningún caso resultará aplicable a 

quienes cumplan mandatos de cometer o participar en los hechos incluidos en los capítulos 
II y II bis de este título.

 

CAPÍTULO V
Delito de piratería

Artículo 616 ter.  
El que con violencia, intimidación o engaño, se apodere, dañe o destruya una aeronave, 

buque u otro tipo de embarcación o plataforma en el mar, o bien atente contra las personas, 
cargamento o bienes que se hallaren a bordo de las mismas, será castigado como reo del 
delito de piratería con la pena de prisión de diez a quince años.

En todo caso, la pena prevista en este artículo se impondrá sin perjuicio de las que 
correspondan por los delitos cometidos.

Artículo 616 quáter.  
1. El que con ocasión de la prevención o persecución de los hechos previstos en el 

artículo anterior, se resistiere o desobedeciere a un buque de guerra o aeronave militar u 
otro buque o aeronave que lleve signos claros y sea identificable como buque o aeronave al 
servicio del Estado español y esté autorizado a tal fin, será castigado con la pena de prisión 
de uno a tres años.

2. Si en la conducta anterior se empleare fuerza o violencia se impondrá la pena de diez 
a quince años de prisión.

3. En todo caso, las penas previstas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las 
que correspondan por los delitos cometidos.

 

[ . . . ]
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§ 15

Ley Orgánica 18/2003, de 10 de diciembre, de Cooperación con la 
Corte Penal Internacional

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 296, de 11 de diciembre de 2003

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2003-22715

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 

orgánica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
En virtud de la autorización concedida por la Ley Orgánica 6/2000, de 4 de octubre, 

España ratificó, por instrumento de 19 de octubre de 2000 (depositado el 25 de octubre), el 
Estatuto de la Corte Penal Internacional adoptado en Roma el 17 de julio de 1998. Dicho 
Estatuto entró en vigor, conforme a lo dispuesto en su artículo 126, el 1 de julio de 2002.

La estructura de esta ley, comparable a la que se siguió en la Ley Orgánica 15/1994, de 
1 de junio, para la cooperación con el Tribunal Internacional para el enjuiciamiento de los 
presuntos responsables de violaciones graves del derecho internacional humanitario 
cometidas en el territorio de la ex-Yugoslavia, y en la Ley Orgánica 4/1998, de 1 de julio, 
para la cooperación con el Tribunal Internacional para Ruanda, parte del presupuesto del 
carácter autoejecutivo de numerosos preceptos del Estatuto de Roma, en condiciones de 
positividad que permiten su aplicación directa por los tribunales, en aquellos sistemas como 
el español, en los que los tratados pueden ser aplicados directamente cuando el contenido 
material de la norma internacional así lo permita.

En lógico desarrollo de ese planteamiento, la ley sólo regula aquellos aspectos 
orgánicos, procesales y procedimentales que permitan la aplicación concreta del Estatuto, 
evitando reproducir preceptos de éste que serían redundantes.

En el ámbito de las fuentes, se contemplan lógicamente, además del propio Estatuto y 
de esta ley, las demás leyes españolas aplicables, en lo que no esté regulado expresamente 
por ella. Además, habrán de tenerse en cuenta los acuerdos que puedan celebrarse entre 
España y la Corte, así como, en aquello que sea pertinente, las reglas de procedimiento y 
prueba de la Corte, que habrán de ser objeto de publicación en el "Boletín Oficial del 
Estado".

La ley regula con particular cuidado el llamado "mecanismo de activación", a través de la 
denuncia por España de una situación que podría ser de la competencia de la Corte, 
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configurándose como una competencia exclusiva del Gobierno en razón a las diversas 
variables de política exterior que deben ser ponderadas por el órgano constitucionalmente 
responsable de la política exterior.

La ley pone particular cuidado en la regulación de eventuales conflictos competenciales 
entre la Corte y los tribunales españoles, estableciéndose el deber del Ejecutivo de sostener 
la competencia española cuando ésta ha sido ejercida o se está ejerciendo, pero se 
establece un matiz o gradación en los deberes del Ejecutivo, inspirado en reciente doctrina 
tanto de la Sala Segunda como de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, en orden al deber 
de recurrir o la facultad de hacerlo ante órganos judiciales externos. Cuando la causa se 
halla en un estadio inicial, en el momento procesal en que el Fiscal de la Corte reclama la 
competencia, el Gobierno tiene el deber de recurrir ante la Sala de Cuestiones Preliminares, 
pero cuando ésta ya se ha pronunciado sosteniendo la competencia de la Corte, el Gobierno 
tiene la facultad de apreciar soberanamente si se aquieta a esta decisión o interpone recurso 
ante la Sala de Apelaciones.

Un elemento significativo de esta ley es la entrega a la Corte de una persona reclamada 
por la misma, que resulta imprescindible, pues el Estatuto no permite dictar sentencias en 
rebeldía. Los preceptos del Estatuto y de las reglas de procedimiento y prueba son muy 
minuciosos y concordantes con el derecho interno español, por lo que esta ley sólo introduce 
los adecuados complementos.

El aspecto más significativo se refiere al principio general que establece el Estatuto 
acerca de la obligatoriedad de decretar la prisión provisional, siendo excepción la libertad 
provisional, aunque no se establece un automatismo riguroso eliminando por completo la 
facultad de apreciación por el juez interno, sino solamente que examine y valore las 
recomendaciones de la Corte, tal y como establece el artículo 59.4 del Estatuto. En orden a 
la entrega a la Corte, la característica principal es la limitación de los motivos de denegación 
de la solicitud, apartándose de los modelos clásicos en materia de extradición, ya que ni 
siquiera la existencia de cosa juzgada puede impedir la entrega, sin perjuicio de la valoración 
que, en su caso, pueda efectuar la Corte.

Junto al núcleo básico de la cooperación, constituido por la entrega a la Corte, la ley 
regula también diversos aspectos del auxilio judicial internacional, aunque teniendo en 
cuenta la precisión del Estatuto en la regulación de una variada tipología de comisiones 
rogatorias y otras formas de cooperación, ha parecido suficiente prever en la norma interna 
española mínimos complementos procesales.

La ejecución de las sentencias de la Corte, tanto en cuanto a las penas principales como 
en cuanto a las consecuencias accesorias y la reparación a las víctimas, es también objeto 
de regulación y, siguiendo la misma técnica legislativa, se introducen desarrollos normativos 
mínimos, siendo aplicables las normas generales y eventuales acuerdos con la Corte. En lo 
que concierne a las penas privativas de libertad, España ha formulado al ratificar el Estatuto 
una declaración expresando la disposición a recibir en España personas condenadas por la 
Corte, para cumplimiento de la condena, bajo determinados límites temporales, de acuerdo 
con la habilitación concedida por la disposición adicional única de la Ley Orgánica 6/2000, de 
4 de octubre.

En el plano orgánico, se mantiene la competencia de la Audiencia Nacional para la 
cooperación pasiva concerniente a la entrega a la Corte, siendo competentes los restantes 
órganos judiciales, sea para la cooperación activa, sea para ciertos aspectos de la pasiva, 
como son las comisiones rogatorias, actos de notificación y otras formas de cooperación. En 
el orden político y administrativo, el Ministerio de Justicia es el órgano de relación con la 
Corte, sin perjuicio de tener que contar con el criterio del Ministerio de Asuntos Exteriores en 
los asuntos de su competencia.

La competencia para la entrega se residencia en el Juez Central de Instrucción de la 
Audiencia Nacional, con un recurso de apelación ante la Sala de lo Penal, con motivos 
tasados, tal y como está previsto en el artículo 790 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en 
el procedimiento abreviado. A diferencia del modelo que inspira la Ley de Extradición Pasiva 
de 1985, la intervención del Poder Ejecutivo es reducida, judicializándose todo el sistema y 
eliminándose las llamadas fases gubernativas, y dentro de esta fase judicial ahora única, se 
reducen los motivos de oposición a la solicitud de entrega.
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Artículo 1.  Objeto y fuentes jurídicas.
El objeto de esta ley orgánica es regular las relaciones de cooperación entre el Estado 

español y la Corte Penal Internacional en el ejercicio de la jurisdicción y funciones 
encomendadas a esta institución por el Estatuto de Roma de 17 de julio de 1998 -en lo 
sucesivo, el Estatutoy su normativa complementaria, mediante la atribución de competencias 
a los órganos estatales y el establecimiento de procedimientos internos adecuados, 
aplicables en lo no previsto en el Estatuto y sus normas complementarias en la medida en 
que éstas resulten pertinentes, en particular las reglas de procedimiento y prueba, así como 
en los acuerdos específicos de cooperación que España pueda celebrar con la Corte.

Con carácter supletorio a esta ley se aplicarán las normas orgánicas y procesales de 
aplicación general.

Artículo 2.  De la cooperación pasiva.
España prestará plena cooperación a la Corte Penal Internacional -en lo sucesivo, la 

Corte- de conformidad con lo prevenido en el Estatuto y en especial en su artículo 86.

Artículo 3.  De la cooperación activa.
Los órganos judiciales y el Ministerio Fiscal podrán dirigir, por conducto del Ministerio de 

Justicia, solicitudes de cooperación a la Corte que se consideren necesarias en el marco de 
un proceso que se siguiere en España y en los casos y condiciones que establece el artículo 
93.10 del Estatuto.

Artículo 4.  De las autoridades competentes.
Son autoridades competentes para la aplicación de esta ley:
a) El Gobierno.
b) El Ministerio de Justicia.
c) El Ministerio de Asuntos Exteriores, en los casos previstos en esta ley, y, en todo caso, 

cuando intervinieran factores de política exterior.
d) El Ministerio de Defensa y el Ministerio del Interior, cuando el acto de cooperación 

afecte a sus competencias.
e) Los órganos judiciales de la jurisdicción ordinaria y, en particular, la Audiencia 

Nacional.
f) Los órganos judiciales militares y, en particular, el Tribunal Militar Central.
g) El Ministerio Fiscal.

Artículo 5.  De la representación y defensa procesal.
1. La representación y defensa en juicio de España ante los órganos de la Corte 

corresponderá a los Abogados del Estado integrados en la Abogacía General del Estado y 
de acuerdo con las instrucciones impartidas conjuntamente, en cada caso, por el Ministerio 
de Justicia y el Ministerio de Asuntos Exteriores. En los supuestos en que el procedimiento 
afecte a materias propias de algún departamento ministerial, se oirá a éste antes de impartir 
las citadas instrucciones.

2. El Gobierno, por motivos excepcionales y oído el Abogado General del Estado, podrá 
acordar que una persona, especialmente designada al efecto, actúe como agente de España 
en un determinado procedimiento ante los órganos de la Corte. La persona designada por el 
Gobierno asumirá en el desempeño de sus servicios las funciones de Abogado del Estado y 
se ajustará a las disposiciones que regulan el ejercicio de dichas funciones.

Artículo 6.  De los órganos de relación y consulta con la Corte.
1. El Ministerio de Justicia es el único órgano de relación entre la Corte, por un lado, y 

los órganos judiciales y Ministerio Fiscal, por otro, sin perjuicio de las competencias del 
Ministerio de Asuntos Exteriores.

2. El Ministerio de Justicia es también el órgano de consulta con la Corte en los casos 
previstos en el Estatuto, debiendo informar previamente de cada consulta al Ministerio de 
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Asuntos Exteriores. En el supuesto de que la consulta afecte a materias propias del ámbito 
competencial de los Ministerios del Interior o Defensa, recabará el informe de estos 
departamentos.

Cuando la consulta incluya, a juicio del Ministerio de Asuntos Exteriores, aspectos de 
política exterior, será éste el competente, en coordinación con el Ministerio de Justicia y, en 
su caso, con otros ministerios concernidos.

Artículo 7.  De la solicitud para iniciar una investigación por el Fiscal de la Corte.
1. Corresponde exclusivamente al Gobierno, mediante Acuerdo del Consejo de 

Ministros, a propuesta conjunta del Ministro de Asuntos Exteriores y del Ministro de Justicia, 
decidir la presentación de la denuncia de una situación ante el Fiscal de la Corte, de 
conformidad con lo prevenido en los artículos 13, párrafo a), y 14 del Estatuto, y en su caso, 
para instar de la Sala de Cuestiones Preliminares que el Fiscal reconsidere su decisión de 
no iniciar actuaciones, conforme al artículo 53.3.ª) del Estatuto.

2. Cuando se presentare una denuncia o querella ante un órgano judicial o del Ministerio 
Fiscal o una solicitud en un departamento ministerial, en relación con hechos sucedidos en 
otros Estados, cuyos presuntos autores no sean nacionales españoles y para cuyo 
enjuiciamiento pudiera ser competente la Corte, dichos órganos se abstendrán de todo 
procedimiento, limitándose a informar al denunciante, querellante o solicitante de la 
posibilidad de acudir directamente al Fiscal de la Corte, que podrá, en su caso, iniciar una 
investigación, sin perjuicio de adoptar, si fuera necesario, las primeras diligencias urgentes 
para las que pudieran tener competencia. En iguales circunstancias, los órganos judiciales y 
el Ministerio Fiscal se abstendrán de proceder de oficio.

3. No obstante, si el Fiscal de la Corte no acordara la apertura de la investigación o la 
Corte acordara la inadmisibilidad del asunto, la denuncia, querella o solicitud podrá ser 
presentada nuevamente ante los órganos correspondientes.

Artículo 8.  Del requerimiento de inhibición al Fiscal de la Corte.
1. Recibida en el Ministerio de Justicia notificación del Fiscal de la Corte de inicio de una 

investigación conforme al artículo 18.1 del Estatuto, de tratarse de hechos cuyo 
conocimiento podría corresponder a la jurisdicción española por haber acaecido en territorio 
español u ostentar sus presuntos responsables la nacionalidad española, dicho 
departamento ministerial solicitará del Fiscal General del Estado información urgente sobre 
la existencia de actuaciones penales que se sigan o se hayan seguido en relación con los 
hechos objeto de la investigación, así como sobre si tienen competencia los tribunales 
españoles.

2. Cuando de la información suministrada por el Fiscal General del Estado apareciera 
que se ha ejercido jurisdicción en España, se está ejerciendo o, como consecuencia de la 
notificación recibida, se ha iniciado una investigación por las autoridades españolas, los 
Ministros de Justicia y de Asuntos Exteriores, en plazo que no podrá rebasar los veinte días 
desde la recepción de la notificación del Fiscal de la Corte, elevarán propuesta conjunta al 
Consejo de Ministros para que resuelva sobre sostener la competencia de las autoridades 
españolas y, en su caso, pedir la inhibición al Fiscal de la Corte conforme al artículo 18.2 del 
Estatuto.

3. Una vez aprobado el Acuerdo del Consejo de Ministros del apartado anterior, 
corresponderá al Ministerio de Justicia formular la petición de inhibición y realizar las 
restantes actuaciones previstas en el Estatuto para dar cumplimiento a dicho Acuerdo.

4. El Ministerio de Justicia responderá con carácter urgente a cualquier petición de 
información del Fiscal de la Corte referida al estado de los procedimientos penales que se 
siguieren en España y que hubieren sido objeto de petición de inhibición, recabando dicha 
información del Fiscal General del Estado o directamente del órgano judicial que estuviere 
conociendo del asunto. La información se transmitirá con los límites de utilización que 
estableciere el órgano judicial que autorizare la información.

5. Cuando de la información suministrada por el Fiscal General del Estado de 
conformidad con el apartado 1 resulte que no se ha ejercido jurisdicción, ni se está 
ejerciendo, ni se ha iniciado investigación en España, el Ministerio de Justicia lo comunicará 
urgentemente al Fiscal de la Corte.
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Artículo 9.  De la impugnación de la competencia de la Corte o de la admisibilidad de la 
causa.

1. Corresponde exclusivamente al Gobierno, mediante Acuerdo del Consejo de 
Ministros, a propuesta conjunta del Ministro de Justicia y del Ministro de Asuntos Exteriores, 
acordar la impugnación de la competencia de la Corte o de la admisibilidad de la causa, de 
conformidad con lo previsto en los artículos 17 y 19 del Estatuto, cuando los tribunales 
españoles hayan conocido del asunto y haya recaído sentencia, o se haya decretado el 
sobreseimiento libre de la causa o estén conociendo del asunto. Dicho acuerdo habilitará, en 
su caso, al Ministerio de Justicia para llevar a cabo la impugnación.

2. Tal impugnación se formalizará a la mayor brevedad posible, antes del inicio del juicio 
en la Corte y, excepcionalmente, en el momento de su iniciación o en un momento posterior, 
fundándose en este último caso en el solo motivo de haberse producido ya cosa juzgada en 
España.

Artículo 10.  De la inhibición de la jurisdicción española a favor de la Corte.
Si, a pesar de la solicitud de inhibición al Fiscal de la Corte prevista en el artículo 8 de 

esta ley o de la impugnación de la competencia o la admisibilidad de la causa contemplada 
en el artículo 9, la Sala competente de la Corte autoriza al Fiscal a proceder a la 
investigación o mantiene su competencia, el órgano jurisdiccional español se inhibirá a favor 
de la Corte y a su solicitud le remitirá lo actuado.

Artículo 11.  De la detención.
1. Cuando fuere detenida una persona, en cumplimiento de una orden de la Corte de 

detención provisional o de detención y entrega, la autoridad que practicare la detención lo 
comunicará inmediatamente al Ministerio de Justicia y al Juez Central de Instrucción de la 
Audiencia Nacional, debiendo ser puesta dicha persona a disposición del Juez Central de 
Instrucción sin demora y, en todo caso, dentro del plazo de setenta y dos horas siguientes a 
la detención.

2. El Juez Central de Instrucción oirá a la persona reclamada, asistida de letrado y, en su 
caso, de intérprete y al Ministerio Fiscal, dentro de las setenta y dos horas siguientes a su 
puesta a disposición judicial. Después de verificar la identidad del detenido, el contenido de 
la orden de detención y las circunstancias previstas en el artículo 59.2 del Estatuto informará 
al detenido del contenido de la orden de detención y de su derecho a solicitar la libertad 
provisional.

3. Cuando la orden de detención de la Corte se refiera a una persona que se encuentra 
cumpliendo condena impuesta por los tribunales españoles o por los de un tercer Estado 
desde el cual hubiere sido trasladada a España para su cumplimiento, la autoridad 
penitenciaria competente informará con antelación suficiente sobre la fecha de excarcelación 
al Juez Central de Instrucción y al Ministerio de Justicia, que informará a la Corte sobre la 
fecha prevista de excarcelación.

Artículo 12.  De la libertad provisional.
1. Si el detenido solicitara, en la comparecencia prevista en el artículo anterior, su 

libertad provisional, el Juez Central de Instrucción acordará remitir dicha solicitud a la Corte, 
a través del Ministerio de Justicia, con indicación del plazo para recibir sus 
recomendaciones, que no será inferior a veinte días. En la misma resolución el Juez Central 
de Instrucción acordará la prisión provisional del detenido por el tiempo estrictamente 
necesario para recibir las recomendaciones de la Corte sobre dicha solicitud y hasta que se 
resuelva sobre ésta.

2. Una vez recibida, a través del Ministerio de Justicia, la comunicación de la Corte con 
las recomendaciones que ésta formule sobre la solicitud de libertad, o concluido el plazo 
señalado para su formulación, el Juez Central de Instrucción, previa valoración de dichas 
recomendaciones, podrá acordar la libertad provisional del detenido cuando existan 
circunstancias urgentes y excepcionales que lo justifiquen y adoptará las salvaguardias 
necesarias para cumplir la obligación de entregar la persona a la Corte y, en especial, las 
medidas recomendadas al efecto por ésta.
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3. Si en el plazo establecido en las reglas de procedimiento y prueba la Corte no hubiera 
remitido la documentación para la entrega prevista en el artículo 91.2 y 3 del Estatuto, el 
Juez Central de Instrucción podrá acordar la libertad provisional y las medidas cautelares 
adecuadas, que se mantendrán por un tiempo máximo de ciento ochenta días, sin perjuicio 
de volver a decretar la prisión una vez recibida la documentación de la Corte.

4. Cuando se acordare la libertad provisional, se informará a la Sala de Cuestiones 
Preliminares y, posteriormente, cuantas veces ésta lo solicite.

Artículo 13.  De la entrega simplificada.
1. En la comparecencia regulada en el artículo 11 de esta ley se interrogará a la persona 

reclamada acerca de si consiente en su entrega y, si diere el consentimiento, el Juez Central 
de Instrucción dictará auto acordando la entrega a la Corte sin más trámites y sin que sea 
necesario que la Corte remita la documentación prevista en el artículo 91 del Estatuto.

Se procederá de la misma manera si también consiente en la entrega respecto a otros 
hechos no comprendidos en la solicitud de la Corte y que pudieren aparecer en el curso del 
proceso ante ésta, y, si no accediere, la entrega se efectuará sólo por los hechos contenidos 
en la solicitud, sin perjuicio de lo que proceda, después de la entrega, en aplicación del 
apartado 2 del artículo 101 del Estatuto. Fuera de este caso, no se admitirá un 
consentimiento parcial.

2. El Juez Central de Instrucción remitirá urgentemente copia del auto al Ministerio de 
Justicia, que informará de inmediato a la Corte y solicitará indicaciones de ésta, en orden a 
la realización del traslado. Una vez recibidas dichas instrucciones, las transmitirá al Juzgado 
Central de Instrucción y al Ministerio del Interior a los fines de la entrega.

3. La persona reclamada, aunque se hubiere opuesto a la entrega en la citada 
comparecencia, podrá dar su consentimiento dentro de los quince días siguientes, 
procediéndose en tal caso conforme a lo prevenido en los apartados precedentes.

4. En la misma comparecencia se informará al detenido de que el consentimiento, una 
vez dado, es irrevocable.

Artículo 14.  De la orden de comparecencia de un imputado ante la Corte.
Cuando, en lugar de una solicitud de detención, la Corte hubiere dictado una orden de 

comparecencia, el Ministerio de Justicia remitirá la solicitud de la Corte al juez de instrucción 
del domicilio o residencia de la persona buscada, el cual citará a ésta personalmente, 
informándole de la fecha y demás circunstancias relativas a dicha comparecencia, y 
adoptará las medidas de aseguramiento de la comparecencia previstas en la legislación 
procesal española que considere más adecuadas, con exclusión de las privativas de libertad, 
remitiendo las diligencias practicadas al Ministerio de Justicia, que las transmitirá a la Corte.

Artículo 15.  De la entrega a la Corte.
1. No habiéndose accedido a la entrega simplificada, cuando hubiera sido detenida una 

persona en cumplimiento de una orden de la Corte de detención y entrega o una vez recibida 
en el Juzgado Central de Instrucción la documentación prevista en el artículo 91.2 ó 3 del 
Estatuto, según los casos, se pondrá ésta de manifiesto en Secretaría y se convocará a una 
audiencia que tendrá lugar en el plazo máximo de diez días, con citación de la persona 
reclamada y su defensor y, en su caso, de un intérprete, así como del Ministerio Fiscal. A 
dicha audiencia podrá asistir e intervenir un delegado del Fiscal de la Corte.

No se admitirán otras alegaciones o pruebas que las relativas a la concurrencia o no de 
los requisitos establecidos en los apartados 2 ó 3 del artículo 91 del Estatuto, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. Cuando se alegare la excepción de cosa juzgada, el Juzgado Central de Instrucción lo 
comunicará al Ministerio de Justicia, aplazando la resolución sobre la entrega, mientras el 
Ministerio de Justicia efectúa las consultas con la Corte previstas en el artículo 89.2 del 
Estatuto. Si de tales consultas resultare que la causa ha sido declarada admisible por la 
Corte, el Juzgado Central de Instrucción alzará la suspensión. Dicho Juzgado podrá también 
acordar la suspensión de la vista cuando hubiere de practicar alguna información 
complementaria.
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3. Concluida la vista, el Juzgado Central de Instrucción resolverá sobre la petición de 
entrega, por medio de auto, en el plazo de tres días.

4. Si en el citado auto se denegare la entrega, podrá mantenerse la situación de prisión 
provisional hasta la firmeza de dicha resolución.

5. Si la resolución fuere estimatoria, una vez firme, se notificará de inmediato al 
Ministerio de Justicia y por éste se dará traslado seguidamente a la Corte, solicitando 
indicaciones para la realización del traslado, que una vez recibidas se comunicarán al 
Juzgado Central de Instrucción y al Ministerio del Interior.

6. Si la resolución fuere denegatoria de la entrega, una vez firme, se pondrá 
urgentemente en libertad a la persona detenida y se comunicará al Ministerio de Justicia, 
que a su vez lo hará a la Corte.

Artículo 16.  De las solicitudes concurrentes.
1. Cuando concurriere con la solicitud de entrega de la Corte una solicitud de extradición 

de un Estado, sea o no parte en el Estatuto, o una orden europea de detención y entrega, se 
notificará este hecho a la Corte y al Estado requirente y se tramitarán conjuntamente ambos 
procedimientos en el Juzgado Central de Instrucción que estuviere conociendo de la solicitud 
de entrega.

2. El Juez Central de Instrucción se abstendrá de decidir sobre la entrega, elevando 
ambos procesos a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, que resolverá de acuerdo 
con el Estatuto y, en su caso, de acuerdo con el tratado que existiere con el Estado 
requirente.

Cuando no existiere tratado, se dará preferencia a la solicitud de la Corte.
3. El Ministerio de Justicia informará a la Corte cuando, habiendo sido declarada 

inadmisible la causa por ésta, asimismo se hubiere denegado la extradición al Estado 
requirente.

Artículo 17.  De los recursos.
1. Contra las resoluciones del Juez Central de Instrucción relativas a la situación 

personal del reclamado cabe recurso de apelación ante la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional, que se sustanciará conforme a lo previsto en el artículo 766 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y se resolverá por auto en el plazo de cinco días.

2. Contra el auto del Juez Central de Instrucción en el que se resuelve sobre la entrega 
cabe recurso de apelación ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, que se 
sustanciará conforme a lo prevenido en el artículo 790 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
si bien en el escrito de formalización del recurso no se podrán formular otras alegaciones 
que las relativas a quebrantamiento de las normas y garantías procesales en el expediente y 
las relativas a la concurrencia de los requisitos establecidos en los artículos 89.2 y 91.2 ó 3, 
según los casos, del Estatuto.

3. Los autos de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional resolviendo los recursos de 
los apartados anteriores no serán susceptibles de recurso alguno.

Artículo 18.  De la entrega temporal a la Corte.
1. Cuando se hubiere acordado la entrega a la Corte y la persona que deba ser 

entregada estuviere cumpliendo condena en España o sujeta a proceso por hechos distintos 
de los que han servido de base para la entrega, el Ministerio de Justicia, si no se opusiere el 
Tribunal sentenciador o el instructor, celebrará consultas con la Corte, a efectos de decidir 
sobre la entrega temporal a la Corte mediante resolución motivada, con las modalidades de 
la restitución a España que se determinen y computándose en todo caso el período pasado 
a disposición de la Corte.

2. Por el Ministerio de Justicia se transmitirán las informaciones precisas a los órganos 
judiciales competentes, según los casos, y al Ministerio del Interior, para efectuar el 
desplazamiento y en su momento el retorno.
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Artículo 19.  De las actuaciones posteriores a la entrega.
1. Si, después de la entrega, la Corte pidiere autorización a España para proceder por 

una conducta anterior a la entrega, se trasladará la petición al Juzgado Central de 
Instrucción, o a la Sala de lo Penal en el caso previsto en el artículo 16 de esta ley, que 
resolverán de acuerdo con el criterio establecido en el apartado 2 del artículo 101 del 
Estatuto. Si a la solicitud de la Corte no se acompañare un acta en la que se contengan las 
observaciones de la persona entregada, el Ministerio de Justicia pedirá a la Corte que le sea 
transmitida y una vez recibida se remitirá al órgano judicial competente.

2. Cuando la persona entregada fuere puesta en libertad por la Corte por razones 
distintas del cumplimiento de la sentencia y la Corte se propusiera trasladarla a otro Estado, 
se remitirá esta información al Juzgado Central de Instrucción de la Audiencia Nacional y, en 
su caso, por el Ministerio de Justicia se dará el consentimiento de España para tal traslado o 
se solicitará su devolución a España si la razón de la puesta en libertad se debiere a que la 
causa fue declarada inadmisible por la Corte por el motivo previsto en el artículo 17.1.ª) del 
Estatuto.

Artículo 20.  De otras formas de cooperación con la Corte.
1. Los órganos judiciales y las restantes autoridades intervinientes darán cumplimiento a 

las solicitudes de cooperación formuladas por la Corte previstas en el artículo 93 del Estatuto 
que no estuvieran prohibidas en la legislación española y cuyo fin fuera también facilitar el 
proceso ante la Corte.

El Ministerio de Justicia acusará recibo e informará a la Corte acerca del órgano interno 
al que se haya transmitido la solicitud.

2. Cuando la solicitud de la Corte pudiera afectar a la defensa o a la seguridad 
nacionales o tenga por objeto documentos o informaciones que hubieren sido transmitidos a 
España con carácter confidencial por un Estado, una organización internacional o una 
organización intergubernamental, el Ministerio de Asuntos Exteriores, en coordinación con 
los Ministerios de Justicia, del Interior y de Defensa u otros Ministerios competentes, 
efectuará consultas con el Estado u organización de que proceda la información o 
documentación, informándose a la Corte del resultado de tales consultas.

3. Cualquier otra dificultad en el cumplimiento de la solicitud será objeto de consultas por 
el Ministerio de Justicia con la Corte.

4. El objeto de las consultas será exponer a la Corte la razón fundada por la que no 
puede prestarse la asistencia solicitada, considerar la posibilidad de atenderla de otra 
manera o con arreglo a otras condiciones, estudiar su modificación o retirada, así como 
asegurar la protección de informaciones de carácter confidencial o restringido.

5. En el caso de concurrencia de solicitudes de asistencia de la Corte y de un Estado, si 
aparecieren dificultades para atender a ambas, el Ministerio de Justicia celebrará consultas 
con la Corte y dicho Estado, con el fin de postergar o condicionar una de ellas, informando 
en su caso a la Corte, conforme al artículo 93.9.b) del Estatuto, de que las informaciones, 
bienes o personas objeto de la solicitud están bajo el control de un tercer Estado u 
organización internacional.

Artículo 21.  De las personas sujetas a la jurisdicción de la Corte.
1. Las personas citadas como peritos o testigos para comparecer ante los tribunales 

españoles en cumplimiento de una comisión rogatoria expedida por la Corte tendrán las 
mismas obligaciones y responsabilidades que si hubieren sido citadas en una causa que se 
siguiere en España.

Si la comparecencia fuere en la sede de la Corte, tendrá carácter voluntario, 
solicitándose de ésta por el Ministerio de Justicia información acerca de las inmunidades y 
plazo de vigencia para la persona citada, que será transmitida a dicha persona, 
anticipándose los gastos por el Ministerio de Justicia. Si la Corte hubiere remitido alguna 
instrucción sobre la regla relativa a la autoinculpación, se entregará dicho documento al 
testigo y el órgano judicial se cerciorará de que ha sido debidamente entendido.
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No será necesario el consentimiento cuando se tratare de un condenado por la Corte 
que se encontrare cumpliendo condena en España, en cuyo caso se efectuará el traslado 
temporal, en las condiciones que se acuerden con la Corte.

2. Cuando la solicitud de comparecencia en la sede de la Corte se refiriese a una 
persona detenida en España, el Ministerio de Justicia se dirigirá al órgano judicial que 
estuviere conociendo del asunto para que interrogue a dicha persona acerca de si consiente 
el traslado, y si lo consintiere y la autoridad judicial española no se opusiere, el Ministerio de 
Justicia autorizará el traslado, comunicándolo al citado órgano judicial y al Ministerio del 
Interior, en coordinación con la Corte.

3. Las personas en tránsito en España para comparecer ante la Corte gozarán de 
inmunidad.

4. Cuando hubieren de comparecer ante la Corte agentes o funcionarios españoles en 
calidad de perito o testigo, el Ministerio de Justicia, en coordinación, en su caso, con otros 
Ministerios o Administraciones de que dependan, solicitará de la Corte su protección.

5. El Ministerio de Justicia, en coordinación con el Ministerio del Interior y, en su caso, 
con otras Administraciones competentes, podrá convenir con el Secretario de la Corte la 
acogida temporal de víctimas traumatizadas o de testigos que pudieran correr peligro por su 
testimonio.

Artículo 22.  De la ejecución de las penas en España.
1. De conformidad con el acuerdo que eventualmente se celebre entre España y la Corte 

y con la disposición adicional única de la Ley Orgánica 6/2000, de 4 de octubre, por la que 
se autoriza la ratificación por España del Estatuto de la Corte Penal Internacional, el 
Ministerio de Justicia, previas las consultas oportunas, comunicará a la Corte las condiciones 
en las que España estuviese dispuesta a aceptar el traslado de un condenado a pena 
privativa de libertad o las razones que impidiesen la aceptación de dicho traslado.

Por el Ministerio de Justicia se transmitirán las oportunas informaciones al Ministerio del 
Interior para la realización del traslado, debiendo comunicarse por las autoridades 
penitenciarias al juez de vigilancia penitenciaria competente la llegada del recluso, en un 
plazo de veinticuatro horas.

2. En el caso de que, encontrándose cumpliendo condena en España una persona 
condenada por la Corte, ésta se propusiere designar a otro Estado para la continuación de la 
ejecución, el Ministerio de Justicia formulará las observaciones pertinentes.

3. Los jueces de vigilancia penitenciaria y el Ministerio del Interior prestarán el máximo 
apoyo a Magistrados y funcionarios de la Corte que se personaren en España para 
supervisar la ejecución de las penas.

4. Para que se pueda proceder en España contra un condenado que estuviere 
cumpliendo una condena impuesta por la Corte en un establecimiento penitenciario español, 
por hechos anteriores a su entrega a España, el juez instructor o el tribunal competente 
dirigirá la comunicación y la documentación pertinente al Ministerio de Justicia, que las 
trasladará a la Corte, absteniéndose de proceder hasta la decisión de ésta. Igualmente se 
actuará para la extradición a un Estado.

5. Cuando se celebre una vista en la Sala de Apelaciones acerca de una posible 
reducción de la pena de quien estuviere cumpliendo condena en España, corresponderá al 
Ministerio de Justicia determinar la conveniencia de la intervención procesal y los términos 
en que deba producirse.

6. En caso de evasión del condenado, el Ministerio de Justicia informará con urgencia al 
Secretario de la Corte de tal circunstancia y consultará con ella acerca de si España solicita 
su extradición al Estado en que se encuentre o si la Corte insta su entrega a dicho Estado.

7. Cuando la petición de ejecución de la Corte se refiriese a una multa u orden de 
decomiso, el Ministerio de Justicia transmitirá la documentación pertinente al Fiscal General 
del Estado para que inste la ejecución ante el órgano judicial competente y, en su caso, se 
pongan a disposición del Ministerio de Justicia los bienes o sumas obtenidas para su 
transferencia a la Corte.
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Artículo 23.  De las medidas de reparación.
1. El Ministerio de Justicia, en el plazo indicado por la Corte o, en su caso, en el más 

breve plazo posible, remitirá observaciones sobre las cuestiones planteadas por la Corte, 
incluidas las relativas a las observaciones formuladas por los peritos, pudiendo recabar, a tal 
efecto, informaciones de organismos competentes.

2. Cuando las observaciones se refiriesen a la atribución del importe de la reparación a 
una organización intergubernamental o internacional, el Ministerio de Justicia consultará con 
el Ministerio de Asuntos Exteriores.

3. Cuando para cumplimentar la comunicación de la Corte hubieran de adoptarse 
medidas de ejecución, se procederá, en lo que sea pertinente, conforme al procedimiento 
previsto en el apartado 7 del artículo 22 de esta ley.

Artículo 24.  De la intervención de España en calidad de "amicus curiae".
Si España recibiere una invitación de la Corte para participar en un proceso en calidad 

de "amicus curiae", el Ministerio de Justicia consultará con el Ministerio de Asuntos 
Exteriores para determinar la conveniencia u oportunidad de hacerlo y, en su caso, fijar los 
términos de dicha participación.

Artículo 25.  De la celebración del juicio y otras actuaciones procesales en España.
Si la Corte propusiere la celebración del juicio u otras actuaciones procesales en 

España, el Ministerio de Justicia, previa consulta con los Ministerios de Asuntos Exteriores y 
del Interior y otras autoridades competentes, comunicará a la Corte la decisión al respecto. 
En su caso, los aspectos no jurisdiccionales de dichas actuaciones estarán sometidos al 
acuerdo específico que se celebre con la Corte.

Disposición adicional primera.  Reglas de procedimiento y prueba de la Corte.
Las reglas de procedimiento y prueba así como sus enmiendas se publicarán en el 

"Boletín Oficial del Estado".

Disposición adicional segunda.  Del modo de proceder por los delitos contra la 
Administración de Justicia por la Corte.

1. El Ministerio de Justicia remitirá a la Corte, a petición de ésta, el informe que se le 
solicitare con carácter previo a la decisión de la Corte para ejercer o no su jurisdicción.

2. Sólo se podrá proceder en España en relación a estos delitos a solicitud de la Corte.
3. Si la Corte se inhibiere en favor de la jurisdicción española, el Ministerio de Justicia 

remitirá la solicitud al Fiscal de la Audiencia Nacional, si el delito hubiera sido cometido por 
un español en el extranjero, o al Fiscal General del Estado cuando el delito se hubiera 
cometido en España.

4. El Ministerio de Justicia informará a la Corte sobre el resultado del proceso.

Disposición adicional tercera.  De los órganos jurisdiccionales militares.
1. Las referencias que esta ley hace al Juzgado Central de Instrucción y a la Sala de lo 

Penal de la Audiencia Nacional deben entenderse hechas, cuando la cooperación sea de la 
competencia de la jurisdicción militar, al Juzgado Togado Militar Central Decano y al Tribunal 
Militar Central, respectivamente.

En los mismos casos, las referencias que la ley hace al Ministerio Fiscal y al juzgado de 
vigilancia penitenciaria deben entenderse hechas al Fiscal Jurídico Militar y al Juez Togado 
Militar de Vigilancia Penitenciaria.

2. Lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 7 de esta ley se entenderá sin perjuicio de lo 
establecido en las leyes reguladoras de la jurisdicción militar con respecto a la competencia 
de esta última en los casos de presencia permanente o temporal, fuera de territorio nacional, 
de fuerzas o unidades militares españolas, ni afectará tampoco al desempeño de la función 
jurisdiccional por los órganos judiciales militares que las acompañen.
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Disposición final primera.  Carácter de esta ley.
Los preceptos contenidos en los artículos 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 (excepto su apartado 2), 

15 y 21.3, la disposición adicional segunda y el apartado 2 de la disposición adicional tercera 
de esta ley tienen carácter orgánico. Los restantes preceptos tienen carácter ordinario y han 
sido dictados en ejercicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.3.ª, 5.ª y 6.ª de la Constitución.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley orgánica entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el "Boletín 

Oficial del Estado".
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§ 16

Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 157, de 2 de julio de 1985

Última modificación: 17 de febrero de 2025
Referencia: BOE-A-1985-12666

[ . . . ]
LIBRO I

DE LA EXTENSIÓN Y LÍMITES DE LA JURISDICCIÓN Y DE LA PLANTA Y 
ORGANIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES

TÍTULO I
De la extensión y límites de la jurisdicción

[ . . . ]
Artículo 23.  

1. En el orden penal corresponderá a la jurisdicción española el conocimiento de las 
causas por delitos y faltas cometidos en territorio español o cometidos a bordo de buques o 
aeronaves españoles, sin perjuicio de lo previsto en los tratados internacionales en los que 
España sea parte.

2. También conocerá la jurisdicción española de los delitos que hayan sido cometidos 
fuera del territorio nacional, siempre que los criminalmente responsables fueren españoles o 
extranjeros que hubieran adquirido la nacionalidad española con posterioridad a la comisión 
del hecho y concurrieren los siguientes requisitos:

a) Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución, salvo que, en virtud de un Tratado 
internacional o de un acto normativo de una Organización internacional de la que España 
sea parte, no resulte necesario dicho requisito, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 
siguientes.

b) Que el agraviado o el Ministerio Fiscal interpongan querella ante los tribunales 
españoles. Este requisito se considerará cumplido en relación con los delitos competencia 
de la Fiscalía Europea cuando esta ejercite efectivamente su competencia.

c) Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, en 
este último caso, no haya cumplido la condena. Si sólo la hubiere cumplido en parte, se le 
tendrá en cuenta para rebajarle proporcionalmente la que le corresponda.
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3. Conocerá la jurisdicción española de los hechos cometidos por españoles o 
extranjeros fuera del territorio nacional cuando sean susceptibles de tipificarse, según la ley 
penal española, como alguno de los siguientes delitos:

a) De traición y contra la paz o la independencia del Estado.
b) Contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor o el Regente.
c) Rebelión y sedición.
d) Falsificación de la firma o estampilla reales, del sello del Estado, de las firmas de los 

Ministros y de los sellos públicos u oficiales.
e) Falsificación de moneda española y su expedición.
f) Cualquier otra falsificación que perjudique directamente al crédito o intereses del 

Estado, e introducción o expedición de lo falsificado.
g) Atentado contra autoridades o funcionarios públicos españoles.
h) Los perpetrados en el ejercicio de sus funciones por funcionarios públicos españoles 

residentes en el extranjero y los delitos contra la Administración Pública española.
i) Los relativos al control de cambios.
4. Igualmente, será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos 

cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de tipificarse, 
según la ley española, como alguno de los siguientes delitos cuando se cumplan las 
condiciones expresadas:

a) Genocidio, lesa humanidad o contra las personas y bienes protegidos en caso de 
conflicto armado, siempre que el procedimiento se dirija contra un español o contra un 
ciudadano extranjero que resida habitualmente en España, o contra un extranjero que se 
encontrara en España y cuya extradición hubiera sido denegada por las autoridades 
españolas.

b) Delitos de tortura y contra la integridad moral de los artículos 174 a 177 del Código 
Penal, cuando:

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o,
2.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos y 

la persona a la que se impute la comisión del delito se encuentre en territorio español.
c) Delitos de desaparición forzada incluidos en la Convención internacional para la 

protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, hecha en Nueva York 
el 20 de diciembre de 2006, cuando:

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o,
2.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos y 

la persona a la que se impute la comisión del delito se encuentre en territorio español.
d) Delitos de piratería, terrorismo, tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o 

sustancias psicotrópicas, trata de seres humanos, contra los derechos de los ciudadanos 
extranjeros y delitos contra la seguridad de la navegación marítima que se cometan en los 
espacios marinos, en los supuestos previstos en los tratados ratificados por España o en 
actos normativos de una Organización Internacional de la que España sea parte.

e) Terrorismo, siempre que concurra alguno de los siguientes supuestos:
1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente o se 

encuentre en España o, sin reunir esos requisitos, colabore con un español, o con un 
extranjero que resida o se encuentre en España, para la comisión de un delito de terrorismo;

3.º el delito se haya cometido por cuenta de una persona jurídica con domicilio en 
España;

4.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos;
5.º el delito haya sido cometido para influir o condicionar de un modo ilícito la actuación 

de cualquier Autoridad española;
6.º el delito haya sido cometido contra una institución u organismo de la Unión Europea 

que tenga su sede en España;
7.º el delito haya sido cometido contra un buque o aeronave con pabellón español; o,
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8.º el delito se haya cometido contra instalaciones oficiales españolas, incluyendo sus 
embajadas y consulados.

A estos efectos, se entiende por instalación oficial española cualquier instalación 
permanente o temporal en la que desarrollen sus funciones públicas autoridades o 
funcionarios públicos españoles.

f) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de 
aeronaves, hecho en La Haya el 16 de diciembre de 1970, siempre que:

1.º el delito haya sido cometido por un ciudadano español; o,
2.º el delito se haya cometido contra una aeronave que navegue bajo pabellón español.
g) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la 

seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 23 de septiembre de 1971, y en su 
Protocolo complementario hecho en Montreal el 24 de febrero de 1988, en los supuestos 
autorizados por el mismo.

h) Los delitos contenidos en el Convenio sobre la protección física de materiales 
nucleares hecho en Viena y Nueva York el 3 de marzo de 1980, siempre que el delito se 
haya cometido por un ciudadano español.

i) Tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, siempre 
que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español; o,
2.º cuando se trate de la realización de actos de ejecución de uno de estos delitos o de 

constitución de un grupo u organización criminal con miras a su comisión en territorio 
español.

j) Delitos de constitución, financiación o integración en grupo u organización criminal o 
delitos cometidos en el seno de los mismos, siempre que se trate de grupos u 
organizaciones que actúen con miras a la comisión en España de un delito que esté 
castigado con una pena máxima igual o superior a tres años de prisión.

k) Delitos contra la libertad e indemnidad sexual cometidos sobre víctimas menores de 
edad, siempre que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra ciudadano extranjero que resida habitualmente en 

España;
3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos 

o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o 
domicilio social en España; o,

4.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de 
los hechos, tuviera nacionalidad española o residencia habitual en España.

l) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 11 de mayo de 2011 sobre 
prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, siempre 
que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente en España; o,
3.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de 

los hechos, tuviera nacionalidad española o residencia habitual en España, siempre que la 
persona a la que se impute la comisión del hecho delictivo se encuentre en España.

m) Trata de seres humanos, siempre que:
1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente en 

España;
3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos 

o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o 
domicilio social en España; o,

CÓDIGO UNIVERSITARIO DE DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

§ 16  Ley Orgánica del Poder Judicial [parcial]

– 194 –



4.º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento de comisión de 
los hechos, tuviera nacionalidad española o residencia habitual en España, siempre que la 
persona a la que se impute la comisión del hecho delictivo se encuentre en España.

n) Delitos de corrupción entre particulares o en las transacciones económicas 
internacionales, siempre que:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente en 

España;
3.º el delito hubiera sido cometido por el directivo, administrador, empleado o colaborador 

de una empresa mercantil, o de una sociedad, asociación, fundación u organización que 
tenga su sede o domicilio social en España; o,

4.º el delito hubiera sido cometido por una persona jurídica, empresa, organización, 
grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede 
o domicilio social en España.

o) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 28 de octubre de 2011, 
sobre falsificación de productos médicos y delitos que supongan una amenaza para la salud 
pública, cuando:

1.º el procedimiento se dirija contra un español;
2.º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitualmente en España;
3.º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, organización, grupos 

o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que tengan su sede o 
domicilio social en España;

4.º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión de los hechos; o,
5.º el delito se haya cometido contra una persona que tuviera residencia habitual en 

España en el momento de comisión de los hechos.
p) Cualquier otro delito cuya persecución se imponga con carácter obligatorio por un 

Tratado vigente para España o por otros actos normativos de una Organización Internacional 
de la que España sea miembro, en los supuestos y condiciones que se determine en los 
mismos.

Asimismo, la jurisdicción española será también competente para conocer de los delitos 
anteriores cometidos fuera del territorio nacional por ciudadanos extranjeros que se 
encontraran en España y cuya extradición hubiera sido denegada por las autoridades 
españolas, siempre que así lo imponga un Tratado vigente para España.

5. Los delitos a los que se refiere el apartado anterior no serán perseguibles en España 
en los siguientes supuestos:

a) Cuando se haya iniciado un procedimiento para su investigación y enjuiciamiento en 
un Tribunal Internacional constituido conforme a los Tratados y Convenios en que España 
fuera parte.

b) Cuando se haya iniciado un procedimiento para su investigación y enjuiciamiento en el 
Estado del lugar en que se hubieran cometido los hechos o en el Estado de nacionalidad de 
la persona a que se impute su comisión, siempre que:

1.º la persona a la que se impute la comisión del hecho no se encontrara en territorio 
español; o,

2.º se hubiera iniciado un procedimiento para su extradición al país del lugar en que se 
hubieran cometido los hechos o de cuya nacionalidad fueran las víctimas, o para ponerlo a 
disposición de un Tribunal Internacional para que fuera juzgado por los mismos, salvo que la 
extradición no fuera autorizada.

Lo dispuesto en este apartado b) no será de aplicación cuando el Estado que ejerza su 
jurisdicción no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o no pueda realmente hacerlo, 
y así se valore por la Sala 2.ª del Tribunal Supremo, a la que elevará exposición razonada el 
Juez o Tribunal.

A fin de determinar si hay o no disposición a actuar en un asunto determinado, se 
examinará, teniendo en cuenta los principios de un proceso con las debidas garantías 
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reconocidos por el Derecho Internacional, si se da una o varias de las siguientes 
circunstancias, según el caso:

a) Que el juicio ya haya estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido 
adoptada con el propósito de sustraer a la persona de que se trate de su responsabilidad 
penal.

b) Que haya habido una demora injustificada en el juicio que, dadas las circunstancias, 
sea incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la 
justicia.

c) Que el proceso no haya sido o no esté siendo sustanciado de manera independiente o 
imparcial y haya sido o esté siendo sustanciado de forma en que, dadas las circunstancias, 
sea incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la 
justicia.

A fin de determinar la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, 
se examinará si el Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración nacional 
de justicia o al hecho de que carece de ella, no puede hacer comparecer al acusado, no 
dispone de las pruebas y los testimonios necesarios o no está por otras razones en 
condiciones de llevar a cabo el juicio.

6. Los delitos a los que se refieren los apartados 3 y 4 solamente serán perseguibles en 
España previa interposición de querella por el agraviado o por el Ministerio Fiscal.

[ . . . ]
Artículo 87 quáter.  

(Suprimido)

[ . . . ]
CAPÍTULO II BIS

De la cooperación y coordinación en la Administración de Justicia

Artículo 489 bis.  
1. La Conferencia Sectorial de Administración de Justicia, como órgano de cooperación 

entre la Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas con competencias asumidas en materia de provisión de medios materiales, 
económicos y personales necesarios para la Administración de Justicia, atenderá en su 
funcionamiento y organización a lo establecido en la vigente legislación sobre régimen 
jurídico de las Administraciones Públicas.

2. Se crea la Comisión de Recursos Humanos de la Administración de Justicia como 
órgano técnico y de trabajo dependiente de la Conferencia Sectorial de Administración de 
Justicia. En esta Comisión se hará efectiva la cooperación de la política de personal entre el 
Ministerio de Justicia y las Administraciones de las Comunidades Autónomas con 
competencias asumidas, y en concreto le corresponde:

a) Impulsar las actuaciones necesarias para garantizar la efectividad de los principios 
constitucionales en el acceso al empleo público, así como su integridad y coherencia, en el 
conjunto de las necesidades de la Administración de Justicia.

b) Emitir informe sobre cualquier proyecto normativo que las Administraciones Públicas 
le presenten.

c) Elaborar estudios e informes sobre empleo público en la Administración de Justicia.
d) Cualquier otra función de consulta o participación que reglamentariamente pudiera 

serle atribuida.
3. Componen la Comisión de Recursos Humanos de la Administración de Justicia los 

titulares de aquellos órganos directivos con competencia en materia de recursos humanos 
de la Administración General del Estado y de las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas con competencias asumidas en materia de Justicia.
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4. La Comisión de Recursos Humanos de la Administración de Justicia elaborará sus 
propias normas de organización y funcionamiento en el marco de lo previsto en la presente 
Ley Orgánica y en su desarrollo reglamentario.

[ . . . ]
Vigésima segunda.  Reserva de plazas.

A los efectos de la reserva de plazas en el Tribunal Supremo en los órdenes 
jurisdiccionales civil y penal prevista en el artículo 344.a), los magistrados que hubieren 
prestado veinte años de servicios en la carrera y en órganos del orden jurisdiccional propio 
de la Sala de que se trate, se equipararán a los que hubiesen superado las pruebas de 
selección en el orden jurisdiccional correspondiente.

Para la cobertura de aquellas plazas en órganos colegiados de los órdenes 
jurisdiccionales civil y penal para las que esta Ley atribuye a la especialización el carácter de 
mérito preferente, los magistrados que hubieren prestado veinte años de servicios en la 
categoría y en órganos del orden jurisdiccional propio de la plaza a cubrir tendrán la 
consideración de especialistas en el orden correspondiente, salvo en lo relativo a la 
especialización mercantil. La superación de las pruebas de especialización en los órdenes 
civil y penal por los miembros de la carrera judicial con la categoría de magistrados cuyos 
efectos jurídicos decayeron por la anulación del artículo 24.4 del Reglamento 2/2011 de la 
Carrera Judicial por el Tribunal Supremo será apreciada como mérito.

[ . . . ]
Cuadragésima segunda.  Secciones y subsecciones.

Entre tanto no se complete el proceso de implantación de la nueva Oficina judicial, 
cuando las circunstancias de volumen de trabajo y las necesidades del servicio lo aconsejen, 
el Ministerio de Justicia, previo informe del Consejo General del Poder Judicial y oídas las 
Comunidades Autónomas con competencias en materia de Justicia, podrá establecer que un 
juzgado sea servido por dos o más jueces o magistrados titulares en idénticas condiciones, 
así como la integración de dos o más juzgados del mismo orden jurisdiccional en una misma 
sección que recibirá la denominación del orden jurisdiccional, pudiendo en el seno de cada 
una disponerse la constitución de subsecciones para atender a materias específicas, 
presidida a efectos organizativos internos de los jueces de la sección, por el más antiguo, 
quien tendrá las mismas competencias que los Presidentes de sección de órganos 
colegiados. En estos supuestos, los jueces o magistrados que compongan la sección podrán 
acordar repartir los asuntos por número o por materias.

Cuando se haga uso de esta facultad, la Sala de Gobierno respectiva resolverá las 
cuestiones que pueda suscitar el funcionamiento de las secciones, sin perjuicio de la facultad 
de uniformización que por vía reglamentaria pueda ejercitar el Consejo General del Poder 
Judicial, así como del control de legalidad que corresponda efectuar a dicho órgano.

[ . . . ]
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